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I.LA CONSTITUCIÓN COMO ORDENACIÓN DEL PODER ESTATAL   

1. El Estado   

1.1. El Estado como fenómeno histórico   

El Estado no existe desde siempre. Empezó a cobrar forma en Occidente con la convergencia de 

diversos procesos históricos que se produjeron en el periodo de transición entre la Edad Media 

y la Edad Moderna. Durante la Alta Edad Media, la Iglesia reducía a unidad todo ejercicio del 

poder; los propios reyes eran considerados como vicarios de Dios, bajo la autoridad (más o 

menos lejana, en función del país) del Papa y del Emperador. Sin embargo, a finales del siglo XI 

comenzó entre estos la lucha de las investiduras, y desde entonces se asentó la distinción entre 

el poder espiritual (religioso) y el poder temporal (político). Desde ese momento, cada señor 

territorial aspiraba a tener un poder político propio; la autoridad se dispersó y se hicieron 

constantes los conflictos que enfrentaban, según los casos, a unos nobles con otros o con sus 

reyes, a quienes pretendían heredar un feudo o un reino, o también a diversas facciones 

nobiliarias en una ciudad o en un territorio. La situación, durante toda la Baja Edad Media, se 

correspondía, en cierto modo, con la inseguridad radical del estado de naturaleza en el que se 

vive sin norma alguna, tal y como lo describió más adelante Hobbes.  

Para superar esa situación fueron apareciendo, con ritmos distintos y peculiaridades propias en 

los diversos territorios de Europa occidental, nuevas formas de organización política más 

estables, más centralizadas y potentes: los Estados. La garantía de la seguridad pública era, y 

sigue siendo, fin primordial del Estado. Maquiavelo introdujo en 1513 la palabra Stato para 

referirse a estos nuevos órdenes políticos; la idea de soberanía fue aportada por Bodino en 1576.   

En términos generales, el Estado supuso, en primer lugar, una estabilización del poder público 

en el espacio y en el tiempo, asegurando la indivisibilidad de los territorios y las reglas que regían 

la sucesión en la corona. En adelante, ya no se repartían los reinos entre los hijos del rey, ni se 

discutían (al menos, en principio) los derechos sucesorios. Además, el poder pasó a ejercerse de 

modo directo sobre los súbditos, sin recurrir a la mediación de señores feudales; y, por eso 

mismo, ese poder se extendió de modo general y homogéneo por todo el territorio. Esto se 

garantizaba a través de un aparato coactivo preciso: se unificó y codificó el Derecho, se creó en 

la corte una burocracia jerarquizada, el gobierno de las ciudades fue asumido por 

representantes del rey, se formaron ejércitos permanentes, periódicamente se recaudaban 

impuestos... Así se extendió también entre los súbditos la conciencia de formar parte de un todo 

común que a todos interesaba, que también exigía sacrificios personales y patrimoniales.   

Así, desde mediados del siglo XVII ya se había consolidado en casi toda Europa un modelo 

general de organización política con unas características básicas comunes: un poder político 

centralizado que se ejerce de modo homogéneo sobre todos súbditos asentados en un 

determinado territorio. Ese mismo tipo de organización política fue luego implantado en todas 

las partes del mundo por algunos Estados europeos, cuando se convirtieron en potencias 

coloniales. Aunque, por supuesto, cada zona geográfica y cada Estado concreto presenta sus 

rasgos particulares; esto es algo que ha de tenerse muy en cuenta en toda la exposición que 

sigue en este capítulo, porque su carácter generalizador, en el espacio y en el tiempo, impide 

tener en cuenta múltiples matices y variantes.   
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1.2. El Estado como artificio  

El Estado, pues, surge en unas determinadas circunstancias históricas. Pero no es un fenómeno 

natural, producto de un proceso evolutivo en el que la voluntad y la razón de los individuos no 

haya jugado papel alguno. Se trata, al contrario, de una construcción artificial, ideada y puesta 

en pie por la acción humana en un determinado momento, y que los propios seres humanos han 

seguido reconfigurando a lo largo del tiempo.   

Es importante subrayar esto, en particular, frente a quienes consideran el Estado como la simple 

“proyección política” de una entidad supuestamente natural, la nación, entendida como el 

vínculo de generaciones pasadas, presentes y futuras en torno a una cultura común y un destino 

colectivo. La falsedad de esta tesis se demuestra simplemente observando que hay Estados 

plurinacionales o al menos con fracturas culturales profundas, desde Bélgica y Canadá hasta 

Suiza o la India; y que también hay naciones culturalmente homogéneas repartidas entre varios 

Estados, como se ha entendido durante siglos que sucedía con Alemania.   

Los Estados, por tanto, no surgen de las naciones. Al contrario, son estas las que han solido 

aparecer como resultado de la acción consciente de un Estado ya formado o en proceso de 

formación. Los intereses económicos o militares de los Estados han explicado, en gran medida, 

los esfuerzos que han desplegado para dotar de unidad cultural y política a las poblaciones 

sujetas a su dominio. Así ocurrió ya, por ejemplo, en Francia o en España a lo largo de muchos 

siglos; y lo mismo ha seguido sucediendo en muchos de los Estados que durante los siglos XIX y 

XX han logrado su independencia en América, Asia y África. Son los Estados artificiales los que, 

a la postre, han generado unas comunidades supuestamente naturales.   

Frente a esta experiencia, hay quienes recuerdan que a partir del llamado principio de las 

nacionalidades (“cada nación, un Estado”) también se formaron nuevos Estados (Alemania, 

Italia) o se desintegraron viejos imperios (el Imperio austrohúngaro o el Imperio turco). Y es 

verdad que eso ocurrió en un periodo preciso, en la segunda mitad del siglo XIX y a comienzos 

del siglo XX. Pero tampoco esos nuevos Estados surgieron de una exigencia histórica o natural; 

al contrario, fueron el resultado artificial de sucesivos conflictos y equilibrios promovidos por las 

distintas potencias de la época (Turquía, Rusia, Austria, Prusia, Francia, Inglaterra, Estados 

Unidos…).  

1.3. El Estado como organización  

El Estado se puede concebir, explicaba Hermann Heller, como una organización. Y, al igual que 

todas las organizaciones, a) supone una cierta articulación de conductas humanas, en forma de 

actuación social cooperativa; b) esa articulación es fruto de un determinado plan de acción, que 

ordena tales conductas con vistas a la consecución de ciertos fines; c) y se logra gracias a unos 

órganos especiales que establecen y garantizan esa ordenación, asegurando así la cooperación 

social.   

Lo peculiar del Estado, frente a las demás organizaciones, es la idea de soberanía: el Estado tiene 

el poder supremo en su territorio, mientras que en sus relaciones exteriores se somete sólo a 

las reglas libremente pactadas con otros Estados igualmente soberanos.   

a) El poder de una organización designa la capacidad de acción que corresponde al grupo 

social en cuanto tal, considerado en su conjunto; equivaldría a la suma de todas las fuerzas que 

pueden desplegar los integrantes del grupo actuando de modo cooperativo.   
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b) Ese poder de la organización solo es operativo cuando se aplica en alguna dirección 

determinada. Para ello hace falta que alguien “se apropie” de él y mande, que ponga el poder 

de la organización al servicio de acciones específicas. El carácter soberano del poder en el Estado 

implica, en principio, la posibilidad de que los mandatos de sus órganos se impongan de modo 

absoluto sobre todos los miembros del grupo.   

c) El poder sobre la organización es la capacidad, autónoma en el caso del Estado 

soberano, de darle forma y estabilidad, en particular institucionalizando los órganos que ejercen 

el poder en la organización, definiendo las competencias de cada uno y ordenándolos en un 

determinado sistema. El poder sobre la organización es, en definitiva, el que tiene la capacidad 

de fijar la estructura del poder en la organización, de organizarla, de darle una determinada 

constitución.  

2. La constitución   

2.1. La constitución como estructura del poder  

El poder se manifiesta en sus actuaciones particulares y en sus relaciones concretas. Pero un 

rasgo peculiar de las organizaciones es la institucionalización de ese poder. En el caso del Estado, 

su ejercicio se concentró inicialmente en la figura del rey; pero el Estado sobrevivía a sus reyes 

sucesivos precisamente porque, como hemos visto, se regulaba la sucesión en el trono y la 

indivisibilidad del territorio. De este modo, ni siquiera en el caso de las monarquías absolutas se 

identificaba el Estado con la persona concreta de un rey, sino a través de la institución que esa 

persona encarnaba de modo temporal, y que recibía una consideración abstracta: la corona, que 

ponía en relación una dinastía familiar con un territorio determinado. El mismo Luis XIV, el 

célebre Rey Sol al que se le atribuye haber pronunciado en 1655 la frase “El Estado soy yo”, 

parece haber dicho en su lecho de muerte, en 1715: “Yo muero, pero el Estado siempre 

permanecerá”.   

El poder del Estado, en definitiva, era ejercido directamente por personas concretas; pero con 

el tiempo se fue consolidando la idea de que ese poder no les correspondía de manera personal, 

sino solo por el hecho de que encarnaban provisionalmente ciertos órganos o instituciones.   

Esa idea sigue teniendo plena vigencia. Se considera que cada institución, cada órgano o cada 

servicio del Estado (las denominaciones varían) consiste, fundamentalmente, en un 

determinado conjunto de competencias o de poderes, cuyo ejercicio se encomienda a una 

persona o un grupo de personas; y estas cuentan, para ello, con una serie de medios materiales 

(edificios, despachos…) y personales (funcionarios de todo tipo). La compleja estructura formada 

por el conjunto de las instituciones y órganos fundamentales del Estado, y que ordena sus 

relaciones recíprocas, recibe el nombre de constitución.  

2.2. La constitución descriptiva  

a) Hasta las revoluciones liberales de finales del siglo XVIII, las estructuras fundamentales 

del poder político se consideraban connaturales a cada Estado; no parecía posible modificarlas 

de modo consciente, aunque se supiera que estaban sometidas a mutación a lo largo del tiempo. 

Así quedaba determinado, sobre todo, quién ejercía el poder supremo dentro de cada Estado.  

Ese poder supremo, por su parte, tenía capacidad para organizar libremente el conjunto de 

servicios que le apoyaban en su tarea o a los que encargaba de funciones particulares. La única 

excepción venía dada por unas pocas reglas, denominadas “leyes fundamentales”, que se 

consideraban inmodificables, y que procuraban ordenar y limitar el poder de los monarcas en 
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unos ámbitos muy concretos; por ejemplo, sujetándolo a reglas específicas relativas a la 

sucesión en el trono (como la ley sálica en Francia, que excluía a las mujeres, o la Bula de Oro en 

Alemania, sobre el sistema de elección del Emperador) y también a ciertas normas pactadas con 

los estamentos (nobleza, clero, burgueses de las ciudades) para garantizar algunos derechos de 

sus miembros o de sus representantes. Esas leyes fundamentales ocupaban en cada Estado un 

espacio mayor o menor, pero siempre limitado; en absoluto recogían una regulación general de 

la organización del poder.  

Por eso, los estudios sobre las constituciones de los Estados, sobre la estructura de sus poderes, 

eran entonces fundamentalmente descriptivos, no jurídicos; la constitución describía la 

estructura del poder estatal, pero no establecía un sistema de reglas que fuera obligatorio 

seguir. En lo que la estructura de poder tenía de tradicional, no cabía proponer normas que 

supusieran una corrección o un cambio de los usos; aunque, naturalmente, no faltaban 

reflexiones sobre “el buen gobierno”, que valoraban la idoneidad de unos u otros regímenes.   

b) A lo largo del siglo XIX, muchos textos adoptados formalmente como constitución en 

distintos Estados de Europa siguieron dominados por la misma concepción descriptiva. 

Consagraban las instituciones en un documento solemne y sistemático; en parte, porque 

asumían las exigencias de racionalidad que se correspondían con el espíritu de los tiempos; en 

parte, porque con ello pretendían ofrecer una imagen de estabilidad frente a las tensiones 

sociales y las incertidumbres políticas que en aquellos momentos se extendían por toda Europa.   

2.3. La constitución normativa  

Un modelo diferente es el que ofrecen las constituciones fundacionales de finales del siglo XVIII, 

que no podían apoyarse en la historia. Les resultaba necesario estructurar el poder político 

desde sus cimientos, sea porque se creaba un nuevo Estado (Estados Unidos de América, 

Constitución de 1787), sea porque la revolución había desestructurado el anterior y por tanto 

había que refundarlo, dotándolo de nuevas instituciones (Francia, Constituciones de 1791, 1793, 

etc.). Ese modelo es el que, a grandes rasgos, explica cómo funcionan también hoy las 

constituciones vigentes en los Estados de nuestro entorno.  

De acuerdo con la filosofía política del liberalismo, dominante en aquella época inicial, había que 

partir de la libertad natural de los individuos; desde ella se explicaba luego, mediante la idea del 

contrato social, la organización política en la que se integraban. De este modo, solo el conjunto 

de los ciudadanos se consideraba legitimado para dotar a la organización política de su forma 

inicial, para constituirla mediante reglas vinculantes. En el pueblo residía necesariamente el 

poder constituyente, el poder sobre la organización.  

Este pueblo constituyente no está sujeto a normas jurídicas; simplemente porque, antes de 

adoptarse la constitución, no hay ninguna norma que se pueda reconocer como legítima. El 

pueblo solo necesita someterse a los dictados de la razón natural, que ofrecen, como veremos 

enseguida, algunas orientaciones básicas sobre la organización del Estado. Pero luego, cuando 

ha culminado su obra, el pueblo constituyente desaparece. Desde la aprobación de la 

constitución ya no hay un pueblo en estado de naturaleza; ese pueblo se ha convertido en una 

suma de ciudadanos individuales que se integran en un Estado ya organizado y que solo pueden 

actuar dentro del marco que la constitución les ofrece. Los poderes en el Estado, a su vez, han 

sido creados por la constitución y también están sujetos a ella; son poderes constituidos, cuya 

autoridad deriva de la constitución adoptada por el pueblo. Incluso el poder de reformar la 

constitución es un poder constituido: solo las reformas de la constitución adoptadas por los 

procedimientos y con los límites establecidos en la constitución misma pueden alterar el 

www.derecho-uned.com



DERECHO CONSTITUCIONAL III (Resumen 2020-2021*Telegram*  
 

7 
 

contenido de los preceptos constitucionales, y estos conservan su supremacía frente a todos los 

demás actos del poder público.  

En definitiva, se entiende desde entonces que es la constitución quien crea el nuevo orden 

político, da vida a sus instituciones públicas y encauza su propia dinámica. Estamos ante el 

concepto racional-normativo de constitución, que Manuel García-Pelayo identifica “como un 

complejo normativo establecido de una sola vez y en el que de una manera total, exhaustiva y 

sistemática se establecen las funciones fundamentales del Estado y se regulan los órganos, el 

ámbito de sus competencias y las relaciones entre ellos”. Esa constitución se plasma en un 

documento específico, adoptado de forma solemne y dotado de una especial fuerza normativa, 

la supremacía constitucional. Desde un principio, en la tradición norteamericana se admite que 

los jueces pueden hacer valer la constitución incluso frente a las leyes; y ese control de 

constitucionalidad de las leyes se incorporará, con el paso del tiempo y en formas diferentes, al 

resto de las constituciones normativas.  

II.PRINCIPIOS BÁSICOS DE LA ORDENACIÓN CONSTITUCIONAL DEL PODER  

1.Legitimación del poder  

El problema de la legitimación del poder surge de la relación que existe entre el poder del Estado 

y el poder en el Estado. Es evidente que los titulares del poder en la organización no generan 

por sí mismos el poder que manejan; sino que manejan el poder que genera la organización en 

su conjunto, el poder de la organización. Eso se pone de manifiesto en las actuaciones dirigidas 

hacia el exterior de la organización misma (solicitar un crédito para el Estado, emprender una 

acción militar, tomar una iniciativa política…), que se consideran potencialmente respaldadas 

por la capacidad de acción de toda la comunidad  estatal.   

En definitiva, el poder de la organización, generado por el grupo es su conjunto, resulta luego 

apropiado por unos pocos, que son los que ejercen el poder en la organización. Es cierto que se 

trata de una exigencia estructural de todas las organizaciones, que necesitan órganos de 

dirección, en los que no pueden participar por igual todos los que están integrados en la 

organización. Pero no por ello deja de plantearse un problema ineludible: el poder en la 

organización necesita justificar tal apropiación, esto es, legitimarse.  

Eso se ha logrado por vías diversas; por ejemplo, apelando al origen divino del poder (teocracia) 

o al valor sagrado de la tradición histórica (monarquías tradicionales). En los Estados dotados de 

constituciones normativas concurren dos mecanismos de legitimación. De un lado, se supone 

que la constitución que organiza el poder es obra del pueblo, y que del pueblo procede también 

el poder que luego ejerce cada uno de los órganos del Estado; de otro, el ejercicio del poder se 

somete a las reglas constitucionales y a las leyes.   

2. Democracia   

2.1. El poder constituyente  

Para que una constitución esté dotada de supremacía normativa es necesario suponer que 

procede de una autoridad superior a los poderes que ella misma regula, y esa autoridad no 

puede ser otra que la del pueblo constituyente. Pero conviene advertir que el pueblo está en 

realidad formado por grupos sociales diferentes e incluso antagónicos, y la creación de las 

normas constitucionales es en realidad un proceso complejo, dominado de hecho por las fuerzas 

políticas presentes en un momento histórico concreto. Incluso cuando el proceso de elaboración 

de una constitución comienza con la elección de una asamblea constituyente y concluye con un 
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referéndum, los electores se limitan a elegir primero a los redactores del texto y a avalar luego 

ese texto ya elaborado. La ordenación constitucional de los poderes, con su detallada regulación 

y sus complejos equilibrios, no ha sido diseñada por el propio pueblo. El pueblo, en realidad, no 

elabora la constitución.  

Lo decisivo para que un texto constitucional funcione como constitución normativa es, a la 

postre, que la comunidad política, considerada en su conjunto, asuma como convicción colectiva 

que “el pueblo” se ha apropiado del texto constitucional y lo ha adoptado como si fuera obra 

suya, como si lo hubiera elaborado él mismo, bien a través de un referéndum o bien por otras 

vías de consolidación de su fuerza normativa.   

2.2. La democracia en la constitución   

El hecho de que la constitución encarne el poder del pueblo sobre la organización no termina de 

resolver el problema de la legitimidad del poder en la organización. Porque, de un lado, es 

necesario entender que ese pueblo constituyente ya no existe dentro del Estado constituido; en 

otro caso, ese mismo pueblo sería libre de darse una nueva constitución en cualquier momento, 

y la constitución existente perdería entonces su posición como ordenación suprema y estable. 

De otro lado, la constitución adoptada por el pueblo podría encomendar el ejercicio del poder a 

una autoridad desconectada del propio pueblo; la constitución de base democrática podría 

organizar un Estado autocrático; si el pueblo legitimara el poder de una vez para siempre, como 

suponía Hobbes, del pacto social surgiría un poder todopoderoso al que ya no cabía resistirse.   

Por eso se entiende que el postulado democrático no se agota en la actuación del poder 

constituyente. Es necesario que también el poder en el Estado ascienda desde el propio grupo 

social: el poder de los órganos del Estado emana del pueblo, como dice la vigente Constitución 

española (art. 1.2 CE). Las consecuencias organizativas de esta idea se impusieron de modo 

progresivo a partir de las revoluciones liberales, que revitalizaron y radicalizaron la idea 

tradicional de que los tributos y las normas que afectaban a las libertades particulares no podían 

adoptarse sin el concurso de los afectados o de sus representantes. Esto se concretó 

inmediatamente en la institucionalización de asambleas representativas, los parlamentos, que 

desde entonces no solo deliberan y votan las leyes, sino que también debaten sobre la gestión 

de todos los asuntos públicos.   

En las monarquías europeas la progresiva democratización de los regímenes políticos se 

proyectó en dos sentidos. De un lado, implicó ir aumentando el círculo de los electores, 

inicialmente restringido a quienes acreditaban capacidad para contribuir significativamente al 

sostenimiento financiero del Estado. De otro, se fue incrementando también el peso de los 

parlamentos frente a los gobiernos, que seguían formándose en torno al rey. Y esto último, a su 

vez, se tradujo en dos procesos. En primer lugar, en la ampliación del ámbito de actuación de la 

ley y en la consiguiente reducción de la autonomía del gobierno. En segundo término, se llegó a 

imponer que el gobierno mismo tuviera que descansar sobre la confianza del parlamento y que 

respondiera de su gestión frente a él; así surgieron los regímenes parlamentarios, donde los 

gobiernos cuentan con una legitimación democrática indirecta, derivada de la confianza 

parlamentaria, mientras que la corona queda reducida a un papel meramente simbólico.   

Donde no hay rey, como desde el primer momento sucede en los Estados Unidos de América, 

ese papel simbólico corresponde al presidente de la República. En algunos casos, el presidente 

accede al cargo como resultado de la votación directa de los ciudadanos, y entonces se le suele 

atribuir la dirección del gobierno. Al lado de la democracia representativa encarnada por el 

parlamento, y compitiendo con ella, aparece entonces el presidente como autoridad 
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plebiscitaria que se apoya en su legitimación democrática directa, en su vínculo personal con la 

elección popular.   

3.El Estado de Derecho   

La filosofía política ilustrada, en la que se apoyaron las revoluciones liberales y las primeras 

constituciones normativas, no se limitó a aportar la doctrina del contrato social como 

fundamento de la comunidad política. También consolidó la idea de que la garantía de los 

derechos naturales e imprescriptibles del ser humano es la finalidad última del Estado (que se 

justifica en la medida en que ofrece las condiciones necesarias para que la libertad individual 

pueda ejercerse de modo seguro y efectivo) y también el límite absoluto de su acción (el Estado 

no debe interferir en los derechos individuales). Esa es la idea central del Estado de Derecho, 

que se apoya sobre la primacía absoluta de la libertad individual; por eso se habla también de 

Estado liberal o de Estado liberal de Derecho.   

En el Estado de Derecho también la ordenación de los poderes en el Estado debe estar 

racionalmente orientada al servicio de la libertad individual: el poder constituyente (poder sobre 

el Estado) debe organizar los poderes constituidos (poderes en el Estado) teniendo como 

objetivo no la gloria del Estado (el máximo poder del Estado), sino la libertad de los ciudadanos. 

La concreta organización del poder estatal conforme a esta idea también supone un largo y 

complejo proceso histórico, del que sólo apuntaremos aquí tres elementos esenciales.   

En primer lugar, al servicio de la libertad se articuló la división de poderes, cuya idea regulativa 

es el equilibrio, para que el poder frene al poder y se eviten así los abusos por parte del Estado. 

Esta es la aportación clásica de Montesquieu. Con el paso del tiempo se fue entendiendo que a 

esa finalidad se orientaban no solo las relaciones entre los poderes legislativo, ejecutivo y judicial 

(división horizontal), sino también la distribución de poderes en distintos estratos territoriales 

(especialmente en las estructuras federales y regionales: división vertical) e incluso a lo largo del 

tiempo, atendiendo a la sucesión de personas que ejercen el poder en los distintos órganos del 

Estado (división temporal).   

En segundo término, para eliminar la arbitrariedad de los gobernantes, resultaba esencial el 

sometimiento del poder público al Derecho, el gobierno de las leyes y no de los hombres. La 

consecuencia era que el poder ejecutivo, que al menos inicialmente seguía correspondiendo al 

monarca, solo podía interferir en la libertad de los ciudadanos con el respaldo de la ley (principio 

de legalidad), entendida a su vez como norma general y abstracta producida por un parlamento 

representativo. Porque ya hemos visto que solo se consideraban admisibles las limitaciones de 

la libertad que los propios ciudadanos consentían a través de sus representantes en el 

parlamento; eso era una garantía fundamental de la seguridad individual. Y, al mismo tiempo, 

la generalidad de la ley garantizaba la igualdad de los ciudadanos y la neutralidad del Estado 

frente a los intereses particulares.   

Por último, la independencia de los jueces y el control judicial de la Administración garantizaban 

el imperio general del Derecho. Todos los tribunales habían dependido inicialmente del rey. 

Progresivamente, la necesidad de garantizar la seguridad jurídica en las relaciones privadas 

había ido dotando de independencia a los tribunales civiles, que decidían conforme a la ley, sin 

admitir instrucciones del monarca. La protección de la libertad personal fue imponiendo 

igualmente la independencia de la jurisdicción penal. Y en la medida en que se iba asumiendo 

que la actuación administrativa debía sujetarse a la legalidad, se concluyó que había de quedar 

también sometida al control de tribunales independientes.   
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4. El Estado constitucional   

Durante largo tiempo, el constitucionalismo se identificó con los postulados del Estado de 

Derecho, que se orientaba sobre todo hacia la limitación del poder. Una organización 

constitucional del poder equivalía, por tanto, a un poder político limitado, en particular 

mediante la división de poderes; tanto de cada órgano, que no puede ir más allá de sus 

competencias, como en su conjunto, mediante la estructura constitucional de controles 

recíprocos. Así lo consagró el célebre art. 16 de la Declaración de Derechos del Hombre y del 

Ciudadano de 1789: “una sociedad en la que la garantía de los derechos no está asegurada, ni la 

separación de poderes establecida, carece de Constitución”. Esas ideas, surgidas en oposición al 

poder absoluto del monarca, se mantuvieron en Europa durante todo el siglo XIX, mientras los 

reyes siguieron ejerciendo un poder propio en virtud del llamado principio monárquico. Pero ya 

no se corresponden plenamente con las pretensiones de las actuales constituciones normativas.   

Estas constituciones actuales ya no parten de un poder preexistente, como el del monarca 

absoluto, al que se enfrenta una “constitución de la libertad”; sino que la constitución es, 

simultáneamente, constitución “del poder y de la libertad”. La constitución no limita los poderes 

de un Estado ya existente, sino que ella misma los crea, estando ya inmediatamente limitados 

en su origen. Por esto, la constitución debe evitar concentraciones de poder que puedan poner 

en riesgo las libertades individuales; pero también ha de definir las tareas del Estado fundado 

por la misma constitución, y debe asegurar la capacidad de sus poderes para cumplirlas 

adecuadamente.   

En relación con la definición de las tareas del Estado, hay que subrayar también que hoy ha 

cambiado asimismo la idea de libertad. Ya no predomina una idea individual de libertad (libertad 

de cada uno), sino una idea social (libertad de todos en el marco de un orden social libre).   

La constitución, en definitiva, limita el poder de cada órgano del Estado y del sistema que 

forman; pero, a la vez, lo estructura y articula, precisamente para que pueda desarrollar las 

tareas que la propia constitución le encomienda. Una ordenación constitucional de los poderes 

del Estado exige que se establezcan garantías para que estos poderes respeten los derechos de 

los ciudadanos; pero, al mismo tiempo, debe asegurar que puedan actuar de modo coordinado 

y eficaz en la promoción de una libertad segura, igual y efectiva para todos.   

III. FUNCIONES Y ÓRGANOS DEL ESTADO   

En su estudio de la constitución inglesa, Montesquieu había puesto en relación directa la 

separación entre los distintos órganos del Estado con la distinción entre la legislación, la 

ejecución y la jurisdicción. Esas tres funciones clásicas (legislativa, ejecutiva, judicial) se 

corresponden con la delimitación entre las formas típicas de acción del Estado que resulta del 

postulado del Estado de Derecho.   

1. Funciones del Estado   

1.1. Legislación   

Leyes, en sentido propio, son solo las normas adoptadas por los parlamentos representativos al 

cabo de un determinado procedimiento. Pero la creación de Derecho no se produce 

exclusivamente a través de ellas, sino también mediante otras normas, entre las que ocupan un 

lugar especial las adoptadas por los gobiernos: unas con rango de ley (como los decretos 

legislativos y los decretos-ley en España) y otras sin él (reglamentos). La función legislativa 
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comprende todas esas formas de creación de Derecho; por eso a veces, para evitar equívocos, 

se habla no de la función legislativa, sino de la función normativa del Estado.   

El Estado moderno, fue consciente de que las relaciones sociales son convencionales, no 

naturales e inmutables; pueden ser conformadas mediante nuevas regulaciones. El poder de 

crear normas jurídicas generales y estables permite configurar el grupo social, dado que son esas 

normas las que mantienen o alteran las pautas de comportamiento que se consideran decisivas 

para la vida colectiva. Al mismo tiempo, a través de normas generales y estables se orienta y 

ordena racionalmente la actividad del propio Estado. Por eso empezó a cobrar prioridad a la 

función de crear Derecho; Bodino consideraba que el rasgo central de la soberanía del Estado 

consistía en la capacidad de dar la ley y de no recibirla.   

Las normas creadas por el Estado pueden afectar, en definitiva, a cualesquiera sectores de la 

vida social y política, desde las relaciones familiares y las herencias hasta la actividad de las 

empresas y sus relaciones con los trabajadores, desde la protección del medio ambiente hasta 

el régimen de los impuestos, desde las pensiones hasta el sistema educativo. Pero el poder de 

crear Derecho tampoco debe ser sobrevalorado, en particular en el Estado democrático de 

Derecho. De un lado, su eficacia depende de que pueda garantizarse que tales normas son luego 

aplicadas de modo regular en la práctica, y de que eso se hace además de forma no arbitraria 

(es decir, no de modo caprichoso o irrazonable). Ello exige que, al lado del legislador, existan 

otros poderes capaces de aplicar la ley con eficacia e independencia. De otro, las expectativas 

sociales de regulación, determinadas por la estructura de unas relaciones sociales 

históricamente variables y por las cambiantes valoraciones que dominan en un grupo, definen 

el marco de posibilidades en el que se mueve el propio legislador; difícilmente podrán imponerse 

normas que susciten un rechazo social activo y generalizado. Y, finalmente, por encima de la ley 

se sitúa la Constitución. Incluso el legislador parlamentario está sujeto a ella, no solo en lo que 

se refiere a su configuración como órgano y a sus formas y procedimientos de actuación, sino 

también en el fondo de sus decisiones; la ley debe respetar, muy en particular, el contenido 

esencial de los derechos fundamentales.   

  

1.2. Ejecución   

La función ejecutiva podría parecer poco relevante: solo consistiría en proyectar la ley sobre 

ciertos casos concretos que requieren la intervención del poder público. Porque, conforme al 

llamado principio de juridicidad que es propio del Estado de Derecho, la función ejecutiva solo 

puede ponerse en marcha en la medida en que una norma previa haya atribuido al órgano 

correspondiente las potestades necesarias para actuar: la acción no precede a la norma.   

Pero lo cierto es que esa actividad de ejecución no se limita a aplicar consecuencias jurídicas 

completamente predeterminadas por la ley sobre supuestos de hecho exhaustivamente 

descritos por ella. Algunas veces sí parte de una regulación legal completa de todos los 

elementos de la actuación; por ejemplo, al reconocer el derecho a una pensión de jubilación. 

Pero en otras muchas ocasiones la ejecución de la ley implica construir hospitales o carreteras 

en un lugar u otro, contratar más o menos médicos o profesores de una u otra especialidad… La 

ley, en definitiva, en ocasiones se limita a definir unas finalidades genéricas para la acción 

pública, atribuyendo a ciertos órganos potestades de uso discrecional y estableciendo solo unas 

condiciones básicas para su ejercicio. La ejecución comprende entonces la concreción y 

ordenación de los objetivos; y el ejercicio de las potestades depende de la iniciativa del órgano 

correspondiente, que dispone de un cierto margen de apreciación, mayor o menor según los 
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casos, tanto en la valoración de los hechos que pone en marcha la actividad estatal como en la 

determinación de la concreta respuesta que corresponde conforme a Derecho. En estos 

supuestos puede entenderse que es la propia ley quien ha transferido la determinación final de 

los intereses generales a procesos que se organizan y desarrollan en el marco de su ejecución.   

La trascendencia de la función ejecutiva se incrementa con el Estado social, que multiplica los 

ámbitos de intervención del Estado y postula la existencia de una dirección capaz de fijar en cada 

caso las nuevas prioridades y de planificar el correspondiente desarrollo de las tareas estatales. 

Por eso puede decirse que la ejecución consiste en desarrollar las tareas públicas, aunque estas 

vengan definidas por la ley y ese desarrollo se produzca, siempre con sometimiento a la ley y el 

Derecho, a través de las potestades singulares y de los medios materiales que la propia ley 

predisponga.   

1.3 Jurisdicción   

La función de juzgar está orientada a pacificar definitivamente los conflictos sociales, 

imponiendo la solución que les corresponde conforme al Derecho vigente. En algunos casos, la 

respuesta dada por el juez podrá ser recurrida ante órganos judiciales superiores; pero, 

finalmente, se llegará a una resolución judicial firme (contra la que ya no caben más recursos), 

que producirá el efecto de cosa juzgada (ese conflicto concreto se considera definitivamente 

decidido y no puede volver a plantearse).   

También en esta actividad existe un elemento de creatividad. Porque las normas, concebidas en 

términos generales, no siempre predeterminan por completo la solución de los casos concretos; 

y, en cualquier caso, siempre habrá sido necesario plantear con precisión el problema al que el 

juez se enfrenta, seleccionar la norma aplicable al mismo e interpretar su significado, concretar 

en el caso particular cuál es la consecuencia jurídica procedente… El juez no crea Derecho; pero, 

al interpretar las normas y transferir su contenido al plano de los hechos, en cierto modo lo 

recrea.   

La trascendencia de esta función se percibe al identificar el ámbito material de las controversias 

sometidas al conocimiento del poder judicial: la tutela efectiva (incluso cautelar) de los derechos 

e intereses legítimos de los particulares, la imposición de sanciones penales, el control de la 

actuación administrativa y del ejercicio de la potestad reglamentaria.... Comprende incluso el 

control de constitucionalidad de las leyes, que en España es atribuido a un órgano jurisdiccional 

específico, el Tribunal Constitucional, encargado asimismo del amparo de los derechos 

fundamentales y de la resolución de conflictos entre los demás poderes del Estado.   

2. Órganos del Estado   

Con esas tres funciones típicas se corresponden otras tantas instituciones características del 

Estado constitucional. De un lado están los parlamentos, cuyo peso se incrementa con los 

progresos en la implantación del principio democrático. De otro, los gobiernos, que concretan y 

dan visibilidad a las nuevas orientaciones políticas que sucesivamente se acreditan como 

dominantes en las elecciones. Por último, los tribunales, a cuya trascendencia acabamos de 

referirnos. La caracterización concreta de estos distintos órganos corresponde a la constitución.   

La constitución establece, en primer lugar, la posición constitucional de cada órgano: señala las 

tareas, funciones y potestades que le corresponden y define las relaciones que mantiene con los 

demás órganos, por ejemplo, dándole mayores o menores posibilidades de defender el ejercicio 

de sus competencias frente a ellos. Regula también la composición y estructura de cada órgano; 

por ejemplo, en España el Gobierno tiene como integrantes necesarios al Presidente y los 
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Ministros, y las Cortes Generales se componen de dos Cámaras, Congreso de los Diputados y 

Senado. Y establece asimismo las modalidades de actuación y los correspondientes 

procedimientos: en las Cortes, de nuevo como ejemplo, las leyes se adoptan mediante el 

correspondiente procedimiento legislativo.   

La constitución indica también los modos en que las personas llegan a ocupar los distintos 

órganos: por elección popular en el caso de los diputados, tras obtener la investidura del 

Congreso de los Diputados en el caso del Presidente del Gobierno, por designación de este en el 

caso de los Ministros… Establece la duración de su mandato (un máximo de cuatro años en el 

caso de las Cortes Generales) y regula el estatuto que corresponde a los titulares del órgano 

mientras lo ocupan (privilegios parlamentarios: inmunidad, inviolabilidad…).   

Aunque todo ello está previsto por la Constitución, no siempre queda regulado en ella de 

manera exhaustiva; el desarrollo suele quedar encomendado a otras normas. Muchas veces, la 

Constitución se remite a la ley; en España, es frecuente que tal regulación detallada se 

encomiende a leyes específicas, que deben tener por objeto precisamente el órgano 

correspondiente y cuyo texto definitivo requiere la votación favorable de la mayoría absoluta 

del Congreso de los Diputados (leyes orgánicas). En otras ocasiones, tal regulación se deja en 

manos del propio órgano, al que se reconoce autonomía organizativa. Este aprueba entonces 

los correspondientes reglamentos, ya sean plenamente autónomos y sujetos solo a la 

Constitución (como los Reglamentos de las cámaras parlamentarias), ya estén sometidos 

también a la ley específica reguladora del órgano correspondiente (como el Reglamento del 

Tribunal Constitucional, sometido a la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional).   

Estos órganos regulados por la constitución y que desempeñan las funciones básicas del Estado 

se conocen como órganos constitucionales primarios. Junto a ellos, la constitución prevé algunos 

otros órganos auxiliares, normalmente vinculados a un órgano primario. Se denominan órganos 

con relevancia constitucional, porque su existencia está prevista por la Constitución, pero esta 

apenas esboza su composición, su estructura y sus competencias. Así ocurre en España, por 

ejemplo, con el Defensor del Pueblo, el Tribunal de Cuentas, el Consejo de Estado, etc.   

3. Correspondencias   

3.1. Imprecisiones   

a) La organización constitucional del poder pone en relación las funciones del Estado con 

los diferentes órganos que las asumen. Legislación, ejecución y jurisdicción se corresponden así, 

al menos en principio, con la actividad de parlamentos, gobiernos y tribunales. Sin embargo, la 

correspondencia no puede ser rígida y biunívoca.   

Además, tampoco la definición de esas funciones básicas resulta inequívoca. Así, la legislación 

puede configurarse ocasionalmente como decisión sobre supuestos concretos, especialmente 

después de que el postulado del Estado social exija al legislador una especificación cada vez 

mayor de los problemas sociales en los que debe intervenir. Por eso, el parlamento puede 

adoptar también decisiones particulares bajo la forma de la ley, al menos en la medida en que 

tales leyes singulares puedan justificarse de acuerdo con las exigencias del principio de igualdad. 

La ejecución, por su parte, comprende en determinados supuestos la creación de normas 

complementarias de las leyes, porque la ordenación de los procesos idóneos para llevar a efecto 

la ley y la configuración de órganos administrativos aptos para desarrollarlos son cuestiones que 

solo ocasional y fragmentariamente se incorporan a la ley misma. Por tanto, esas cuestiones 

deben ser desarrolladas en los correspondientes “reglamentos ejecutivos”, que se encargan de 
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planificar estos aspectos técnicos y organizativos. Y, finalmente, llevar a efecto las resoluciones 

judiciales puede exigir alguna actividad ejecutiva; pero su dirección y control corresponde a los 

propios jueces, a los que se encomienda por tanto no sólo juzgar conforme a Derecho, sino 

también hacer ejecutar lo juzgado.   

El objetivo de la organización del poder en el Estado, por último, tampoco consiste en establecer 

una separación rígida entre las funciones y los órganos del mismo. Como ya hemos señalado, se 

trata sobre todo de articularlos de modo que se favorezca la eficacia de su actuación al servicio 

de una libertad segura, igual y efectiva para todos.   

b) Por todo eso, el constituyente dispone de un amplio margen a la hora de organizar el 

poder del Estado, definiendo las funciones públicas y los órganos que las asumen.   

Esto se pone de manifiesto muy especialmente en el ámbito de la legislación. En la adopción de 

la ley parlamentaria intervienen los representantes de los ciudadanos. Por su elaboración en un 

proceso público con representación de todos los intereses, se concibe como forma privilegiada 

de manifestación de la voluntad política de acuerdo con el principio democrático. Por eso se 

considera el instrumento básico de ordenación jurídica del Estado y de la sociedad; define en 

cada caso cuál es el interés general y dirige los procesos políticos y sociales. Pero la inestabilidad 

y la complejidad que caracterizan la vida social y política excluyen que la creación de Derecho 

pueda ser monopolizada por el parlamento, por razones cuantitativas y cualitativas: no sería 

capaz de producir tantas normas como se consideran necesarias, ni está en condiciones de 

debatir las regulaciones más técnicas y detalladas. Se considera preferible que los 

representantes de los ciudadanos se concentren en el debate político de los temas esenciales; 

la Constitución se los reserva expresamente (“reserva de ley”), permitiéndoles que dejen la gran 

masa de regulaciones que es necesario abordar en manos de otros órganos más ágiles y 

especializados. Por eso, para desarrollar la función normativa del Estado (la “función legislativa”, 

entendida en sentido amplio) existen, al lado de la potestad legislativa atribuida a los 

parlamentos, potestades diferentes atribuidas a otros órganos, en particular al gobierno. Y, al 

mismo tiempo, a fin de orientar y racionalizar la actividad legislativa del parlamento, los 

gobiernos intervienen en el procedimiento de elaboración de las leyes parlamentarias mediante 

facultades diversas, especialmente de iniciativa e incluso de veto (por ejemplo, para las 

iniciativas que alteren los equilibrios presupuestarios).   

Tampoco la atribución al gobierno de la función ejecutiva impone que el propio órgano 

constitucional que recibe tal denominación haya de desempeñar todas las actividades 

correspondientes; de ello se encargan las complejas estructuras administrativas, aunque bajo la 

dirección del gobierno. En esa tarea de ejecución pueden introducirse asimismo controles 

específicos encomendados al parlamento o a los tribunales, que de este modo interfieren en la 

acción del gobierno. Y, finalmente, también se sustraen ciertos ámbitos de gestión 

administrativa a la influencia del gobierno. En unas ocasiones es la ley la que crea las llamadas 

administraciones independientes en ámbitos que exigen reforzar la objetividad y la neutralidad 

de la actuación ejecutiva (desde la seguridad nuclear a la política monetaria, pasando por el 

mercado de la energía o de las telecomunicaciones). Y otras veces eso está previsto por la propia 

Constitución, que contempla órganos específicos para desempeñar ciertas tareas de naturaleza 

administrativa; por ejemplo, el Consejo General del Poder Judicial, encargado de la 

administración del conjunto de medios materiales y personales en los que se apoya la actividad 

jurisdiccional.   
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c) Estos entrecruzamientos entre órganos y funciones son completamente habituales en 

el marco de la organización del poder de todos los regímenes constitucionales, y no suponen 

por sí mismos una devaluación del principio de división de poderes. Al menos, en la medida en 

que la ordenación de los poderes siga resultando, en su conjunto, racional e inteligible. En tal 

sentido, sí parece imprescindible atribuir el “núcleo esencial” de cada función al órgano 

predispuesto para ello, mediante una potestad dotada de una cierta vocación expansiva, 

potencialmente capaz de cubrir en plenitud la correspondiente función. Por eso la potestad 

legislativa se atribuye en España, en términos genéricos y al margen de que existan otras fuentes 

del Derecho, a las Cortes Generales (art. 66 CE); el art. CE atribuye al Gobierno el genérico 

ejercicio de la función ejecutiva; y, en fin, el 19 ejercicio de la potestad jurisdiccional 

corresponde en exclusiva a los jueces y tribunales integrados en el Poder Judicial (art. 117 CE).   

3.2. Conceptualizaciones   

Como no existe una correspondencia estricta entre órganos y funciones, se utilizan también 

otros conceptos que permiten describir, de modo diferenciado, los “fragmentos” de función que 

desempeña cada órgano. Esos fragmentos pueden hacer referencia a la extensión material de 

su ejercicio (legislar sobre derechos fundamentales, sobre tributos, sobre sanidad…), a sus 

modalidades funcionales (la administración ejerce potestades sancionatorias, expropiatorias, 

regulatorias…) o, como veremos de inmediato con más detalle, a su proyección territorial (la 

potestad jurisdiccional se ejerce en un municipio, una provincia, una Comunidad Autónoma, en 

todo el Estado…). El ejercicio de una misma función también se puede desglosar entre varios 

órganos en atención a las distintas fases del procedimiento correspondiente (iniciativa, 

tramitación, intervenciones y controles, decisión final…).   

Se definen como competencias, en un sentido bastante genérico, los concretos poderes de cada 

órgano, con una extensión mayor o menor; cada una de ellas le permite atender a una función 

o a un específico fragmento de la misma. Potestad, por su parte, es una competencia cualificada, 

que incluye el poder jurídico necesario para que un órgano fije definitivamente el contenido de 

la voluntad estatal y la imponga efectivamente en el ámbito de una función: las distintas 

potestades normativas permiten aprobar normas, las ejecutivas permiten adoptar actos 

administrativos... Un órgano, por tanto, puede ejercer en exclusiva una función, pero también 

puede tener atribuidas sólo algunas de las potestades que se inscriben en ella, o disponer de 

competencias concretas cuyo ejercicio se incardina en el cumplimiento de funciones diversas. Y 

así, como dice Manuel García Pelayo, “una misma función puede ser cumplida por distintos 

órganos o por la cooperación entre distintos órganos (...) A cada uno de ellos le corresponde un 

complejo de competencias para cumplir o participar en el cumplimiento de determinadas 

funciones”. Esto se ve, por ejemplo, recordando de nuevo que la función de crear Derecho es 

cumplida en España por las Cortes Generales (que tienen la potestad de aprobar las leyes) y por 

el Gobierno (que, en virtud de sus propias potestades, adopta decretos legislativos, decretos-ley 

y reglamentos); que en el procedimiento legislativo por el que las Cortes Generales aprueban 

las leyes también interviene el Gobierno, que tiene competencia para ejercer la iniciativa 

legislativa; y que los decretos-ley adoptados por el Gobierno están sometidos a un control del 

Congreso de los Diputados que, mediante el ejercicio de tal competencia, condiciona la vigencia 

de la norma.   

En cualquier caso, es muy habitual prescindir de estas sutiles distinciones terminológicas y usar 

indistintamente tales términos, por ejemplo, hablando en general de “las funciones” o de “las 

competencias” de un órgano. E incluso se unifica a veces el conjunto de competencias 

heterogéneas atribuidas a un mismo órgano mediante la referencia a una función política 
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considerada central, que sirve para identificar con relativa facilidad la posición de cada órgano 

en el conjunto del sistema constitucional. Eso ocurre, por ejemplo, en el caso del gobierno, al 

que la propia Constitución atribuye en España, de modo genérico, la dirección de la política. Esta 

“función de dirección” no se corresponde concretamente con actividad alguna, sino más bien 

con la responsabilidad general que asume el órgano a través del ejercicio de todas sus diversas 

competencias; por ejemplo, al remitir a las Cortes los proyectos de ley, al adoptar normas por sí 

mismo y al definir las prioridades de la actuación discrecional de la administración. A las Cortes 

Generales, por oposición a esa función de dirección, se les atribuye una genérica “función de 

control”, entendida como deliberación pública sobre la acción del gobierno. De un lado, tal 

función se corresponde con una serie de competencias específicas destinadas efectivamente al 

control de actuaciones gubernamentales; pero, de otro, esa tarea también se desarrolla, por 

ejemplo, en las deliberaciones legislativas.   

IV. LA ARTICULACIÓN TERRITORIAL DEL PODER   

1.La constitución del territorio interior   

Al lado de la división funcional entre los poderes del Estado, es preciso tener también en cuenta 

el modo en que se distribuye el ejercicio del poder público en el territorio de ese Estado, en 

concreto entre los órganos centrales con competencias sobre todo el territorio y los dotados de 

cierta autonomía para gestionar competencias en un ámbito territorial más limitado.   

Todo Estado tiene alguna organización territorial del poder, que combina un determinado grado 

de centralización con otro de descentralización. Algún nivel de centralización resulta 

imprescindible para que podamos hablar de la existencia de un Estado soberano, cuyo poder, 

por definición, debe extenderse de modo general y homogéneo por todo el territorio. Pero la 

presencia de órganos con competencias territorialmente delimitadas resulta también 

imprescindible para gestionar eficazmente los territorios relativamente amplios de cualquier 

Estado. La cuestión decisiva es el nivel de autonomía que se atribuye a esos órganos territoriales, 

que puede ser muy diverso, y que depende de múltiples factores históricos, sociales, culturales 

y políticos. Todos esos factores determinan, en última instancia, el grado de integración política 

de la comunidad estatal.   

En algunos casos, tal autonomía no existe: los órganos territoriales están sometidos a la 

autoridad y a las instrucciones de los poderes centrales del Estado. En otros se les reconoce 

autonomía administrativa, que les permite ejercer de acuerdo con su propio criterio funciones 

ejecutivas en ámbitos regionales o locales; el alcance material de esa autonomía, mayor o 

menor, no suele estar fijado directamente por la Constitución. La autonomía es política cuando 

la Constitución misma crea (o establece procedimientos específicos para crear) entes 

territoriales que tienen constitucionalmente garantizadas unas determinadas competencias 

legislativas; ello implica que tales entes están asimismo dotados de su propio sistema político 

(parlamento y gobierno). Se suele decir que estos tres modelos definen la forma de Estado: 

unitario, regional o federal (aunque la expresión “forma de Estado” se utiliza no solo para 

referirse a la organización territorial del poder, sino también para aludir al fundamento del 

poder estatal, sea autocracia o democracia, o a la proyección del mismo sobre las libertades de 

sus ciudadanos, como Estado despótico, Estado liberal o Estado social).   

En cualquier caso, el nivel efectivo de descentralización de un Estado concreto no se define por 

su adscripción a uno u otro modelo, sino por su concreta configuración constitucional. Por eso 

existen tantos modelos de organización territorial del poder como Estados: su organización 

nunca es fruto de la aplicación de un modelo previo, sino de la decisión adoptada en un 
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momento determinado a la vista de unas concretas circunstancias históricas, políticas y sociales. 

En función de ello, la Constitución determina, con mayor o menor precisión, cuáles son las 

entidades dotadas de autonomía (Estados federados, Comunidades Autónomas, regiones, 

municipios…); qué reglas orientan su articulación política (mayor o menor homogeneidad con 

las instituciones del Estado central); qué funciones y competencias cabe atribuirles (desde la 

planificación urbanística, una competencia administrativa que suele cederse a las autoridades 

municipales, hasta la educación y la sanidad, que suele corresponder a los Estados federados); 

cuál es la relación de tales competencias con las que se atribuyen a los órganos centrales del 

Estado (competencias exclusivas de cada ente, compartidas entre ellos, plenamente 

concurrentes); qué modelos de relación se establecen entre los órganos centrales del Estado y 

los propios de los entes autónomos (inserción de los órganos territoriales en procesos 

centralizados de decisión, colaboración, separación)….   

Ese diseño de la organización territorial del poder, que para el caso de España se explicará con 

detalle en lecciones ulteriores, se superpone a la distribución funcional ya analizada, en parte 

replicando sus estructuras. Solo mediante la consideración conjunta de ambos planos cabe 

hacerse una idea cabal de la organización del poder estatal.   

2. La apertura al exterior   

a) El poder del Estado se proyecta también en sus relaciones con otros Estados. En esas 

relaciones internacionales actúan los órganos de cada Estado, dotados de los poderes que les 

confieren al efecto sus respectivas normas constitucionales. Por regla general, tales relaciones 

son competencia exclusiva de los órganos centrales del Estado, aunque los entes dotados de 

autonomía política también pueden intervenir en las cuestiones internacionales que afectan a 

la esfera de sus propias competencias materiales. Y, entre los órganos centrales del Estado, es 

el gobierno el que suele dirigir la política exterior, aunque siempre bajo el control del 

parlamento; para el ejercicio de determinadas competencias se le exige incluso la previa 

autorización parlamentaria. Con ello se pretende que, en términos generales, el parlamento 

tenga competencias paralelas en el ámbito interno y en el internacional: si la Constitución exige 

que intervenga en la adopción de determinadas decisiones, ello no puede ser eludido cuando, 

en lugar de abordarse la cuestión dentro del Estado, la decisión se traslada al plano 

internacional.   

b) Sin embargo, en las relaciones internacionales ya no actúan exclusivamente los Estados. 

Desde el siglo XIX estos han ido creando organizaciones internacionales de diverso tipo; como 

ejemplos actuales podemos mencionar la Organización Mundial de Comercio (una organización 

sectorial, referida a una materia concreta), la Organización de Estados Americanos (organización 

territorial, que se ocupa de varias cuestiones en un ámbito geográfico determinado) o las 

Naciones Unidas (organización universal por su objeto y su cobertura territorial). Algunas 

organizaciones internacionales son dotadas por sus fundadores de competencias propias, con 

órganos que las ejercen de modo autónomo; sus resoluciones vinculan a los Estados y, en ciertas 

ocasiones, se proyectan directamente en el seno de los mismos. El ejemplo más significativo en 

este último sentido es la Unión Europea, que se ha convertido en prototipo de las llamadas 

organizaciones supranacionales; sus instituciones tienen vida propia y ejercen poder 

directamente en el interior de los Estados miembros, determinando su política, su economía y 

su estructura social.   

Estas organizaciones supranacionales, como la Unión Europea, ya no son una estructura 

destinada a que los Estados miembros, en cuanto sujetos soberanos, tomen decisiones 
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mediante acuerdos asumidos por todos. Al contrario, los Estados miembros suspenden su 

autonomía en beneficio de procedimientos de decisión colectivos, en los que no siempre 

intervienen sus representantes, y cuyo resultado se les impone luego al margen de su propia 

voluntad. No solo es innecesario que el Estado proclame luego, en cada caso, su consentimiento 

respecto de las decisiones adoptadas por los órganos de la entidad supranacional; sino que 

también resulta irrelevante su oposición a tales decisiones. Ello es posible porque las propias 

Constituciones permiten que el Estado ceda a la correspondiente organización el ejercicio de 

competencias legislativas, ejecutivas o judiciales con alcance obligatorio.   

La Constitución abandona entonces su pretensión de regular de modo exhaustivo el ejercicio del 

poder; justamente porque permite que parte de ese poder se transfiera a organizaciones 

supranacionales. El poder del Estado, así transferido, se ejerce por parte de órganos que no 

están regulados por la Constitución estatal, sino por los tratados fundacionales de la 

correspondiente organización supranacional. Y esos mismos tratados, al regular el ejercicio de 

las competencias transferidas, también pueden atribuir a los órganos del Estado competencias 

que no estaban previstas en su Constitución; por ejemplo, la posibilidad de participar en 

determinados procedimientos de carácter supranacional. De ese modo pierde relevancia, en su 

conjunto, la ordenación constitucional de las funciones y los órganos del Estado: hay funciones 

cuyo ejercicio de desplaza hacia instituciones nuevas, no previstas por la Constitución, y los 

propios órganos constitucionales del Estado asumen competencias al margen de las previsiones 

constitucionales.   

Por todo eso, la transferencia de competencias a las organizaciones supranacionales tiene, a su 

vez, efectos reflejos sobre los equilibrios establecidos por la ordenación constitucional del 

poder, sea entre gobierno y parlamento, sea entre órganos centrales del Estado y entes 

territoriales autónomos. Ello ocurre porque pasan a ser ejercidas por las organizaciones 

supranacionales competencias que la Constitución atribuía a tales entes territoriales o sometía 

a reserva de ley parlamentaria; pero en la actividad de dichas organizaciones apenas participan 

los representantes de los entes territoriales autónomos o de los parlamentos. Las decisiones 

fundamentales suelen quedar en manos de instituciones en las que están representados 

solamente los gobiernos nacionales. Así, los procesos de integración supranacional tienden a 

sustituir las decisiones de los parlamentos nacionales o de los territorios dotados de autonomía 

por las de instituciones en las que participan los gobiernos nacionales. Todo ello se irá viendo en 

detalle, para el caso de España, a medida que se expliquen las diversas instituciones 

constitucionales afectadas por la integración europea.   

Al margen de los efectos que la apertura al exterior de la organización constitucional del poder 

tiene sobre el ejercicio del poder en el Estado, ha de mencionarse también su efecto sobre el 

poder del propio Estado. Es frecuente argumentar que la transferencia de competencias a las 

organizaciones supranacionales reduce ese poder, al extraer ciertas 23 materias del ámbito de 

actuación autónoma del Estado; y frente a ello, son muchos los que pretenden recuperar para 

el Estado la capacidad de decidir con autonomía sobre algunas de esas cuestiones. Pero lo cierto 

es que, en muchas de ellas, la capacidad de cada Estado para tomar sus propias decisiones es 

más bien ilusoria; está condicionada por circunstancias externas de todo tipo, y para decidir el 

Estado necesita coordinarse antes con otros Estados, en el marco de diversos foros 

internacionales. En ellos, las organizaciones supranacionales acumulan y multiplican el poder de 

los Estados que las integran; mientras que los Estados individuales ciertamente actúan con 

autonomía, pero tienen un peso relativamente menor. Por eso, organizaciones supranacionales 

como la Unión Europea reducen la autonomía de decisión de los Estados miembros, pero 
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incrementan su poder, en especial sobre ámbitos en los que los Estados por sí solos apenas 

tendrían capacidad efectiva de influencia.  

EPÍLOGO   

El capítulo se iniciaba con una referencia a la historicidad del Estado, y se cierra aludiendo a 

organizaciones supranacionales que relativizan la soberanía de sus Estados miembros. Por lo 

demás, las transformaciones cuantitativas y cualitativas de las relaciones internacionales y 

transnacionales parecen determinar ya todas las esferas de la vida individual y colectiva, el 

trabajo y el ocio, la economía y la cultura, el crimen y la fe. La globalización parece desbordar el 

poder de los Estados nacionales.   

Pero los procesos de la globalización son asimétricos y asincrónicos; lo que ocurre en Europa no 

coincide con lo que tiene lugar en las distintas regiones de América, de Asia… Los ritmos y las 

intensidades no resultan comparables, y las tendencias involutivas tampoco parecen solo 

coyunturales. Por lo demás, incluso en el ámbito de la Unión Europea, asuntos tan importantes 

como el modelo educativo o la gestión sanitaria siguen siendo responsabilidad de los Estados; y 

estos monopolizan aún el ejercicio legítimo de la coacción ante sus ciudadanos: muchos 

equilibrios entre libertad, igualdad y seguridad siguen dependiendo fundamentalmente de 

procesos interestatales. Finalmente, la globalización tampoco opera solo desde paraísos fiscales, 

ni solo se aprovecha de Estados fallidos; también necesita regulación, inversión, control social… 

El Estado aparece, en muchos casos, como decisivo agente globalizador, y no solo como un mero 

elemento inerte subordinado al proceso general. Son justamente algunos Estados los que 

parecen tener el control de las grandes decisiones, en Europa (Alemania, Francia) y en el mundo 

(Estados Unidos de América, China, Rusia).   

En definitiva: la persistencia de las estructuras fundamentales del Estado o su disolución en los 

nuevos flujos globales sólo podrá constatarse con mayor perspectiva histórica; y ofrecerá, con 

toda probabilidad, un panorama muy diferenciado.  

  

Tema II 

LA DEMOCRACIA COMO PRINCIPIO DE 

ORGANIZACIÓN 

 

I. Constitución democrática y democracia constitucional 

 

 La constitución es la norma que regula la organización y el ejercicio del poder, y los 

postulados democráticos son el principio básico con el que la constitución organiza ese poder. 

 

1. Constitución democrática. 

 

 Para que una constitución esté dotada de supremacía, debe proceder de una 

autoridad superior a los poderes que ella misma regula, y esa autoridad no es otra que el pueblo 

constituyente. El pueblo es la única fuente de legitimidad del poder público. 
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 También se ha dicho que el pueblo no elabora la constitución por sí mismo; lo decisivo 

es que se apropie del texto constitucional y lo adopte como si lo hubiera elaborado él mismo. 

Para ello, hace falta que la comunidad política acredite su voluntad de permanecer así 

constituida y de someterse a las normas constitucionales. 

 Por eso mismo, solo es constitución democrática la que garantiza que las decisiones 

relevantes se adoptan no solo dentro del marco constitucional, sino también de conformidad 

con la voluntad de los ciudadanos, es decir, la que establece una constitución democrática. 

 

2 Democracia constitucional. 

 

 A pesar de reconocer al pueblo como titular del poder, el estado moderno resulta 

demasiado complejo y dinámico para que el pueblo pueda ejercer directamente el conjunto de 

los poderes del Estado. El pueblo, más bien, legitima el poder. 

 Ahora bien, para que la pluralidad ciudadana en constante renovación se pueda 

convertir en voluntad operativa, es precisa la racionalización e institucionalización del proceso 

político; es necesario confiar el poder público a sujetos concretos que lo ejercen, de forma 

temporal, en el marco de un determinado sistema institucional. Por eso, la democracia, para 

generar verdadero poder y no quedarse en una mera expresión de voluntad, necesita 

organización: ha de ser democracia constitucional. 

 

II. La democracia en la Constitución española 
 

 Ahora nos interesa analizar el modo concreto en que nuestra Constitución organiza el 

proceso democrático, la manera en que el poder de los órganos del Estado emana del pueblo. 

 

1. La soberanía nacional y el pueblo español. 
 

a) La primera concreción del postulado democrático se recoge en el apartado 2 del art. 1 
CE: “La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del 
Estado”. 
Desde el punto de vista que aquí interesa, lo relevante es subrayar que la soberanía 
reside en el pueblo y que de él emanan los poderes del Estado. Y ese pueblo no se 
concibe como una unidad sustancial y estática, con una voluntad dada, como ocurría 
con la nación. Al contrario, el pueblo que decide acerca de los asuntos públicos está 
formado por individuos a los que reconoce el correspondiente derecho de participación 
política (art. 23 CE). 

 

b) Conforme a esta idea de que el pueblo no es una unidad sustancial con la voluntad dada, 
la Constitución reconoce como valor superior del ordenamiento jurídico el pluralismo 
político (art. 1.1 CE). Ese pluralismo descansa sobre las garantías constitucionales de las 
libertades de opinión y de expresión, de información, de reunión y de asociación, de 
creación de partidos políticos… En cuanto derechos constitucionales, garantizan que, 

www.derecho-uned.com



DERECHO CONSTITUCIONAL III (Resumen 2020-2021*Telegram*  
 

21 
 

con independencia del resultado de unas elecciones o de cualquier cambio político, se 
conservarán siempre las condiciones básicas de igual libertad de todos. 
Esto no implica, sin embargo, una absoluta equivalencia de las alternativas políticas. La 
asimetría parece plenamente justificada cuando se trata de evitar que la mayoría socave 
las garantías del ciudadano particular y de las minorías, o que altere en su favor las reglas 
constitucionales del proceso político; hasta el extremo de que algunas constituciones 
consideran intangibles tales elementos. En España no existe tal garantía de 
intangibilidad; pero, a cambio, la exigencia de mayorías cualificadas extremadamente 
severas se extiende a la reforma de materias ajenas a tal núcleo de cuestiones 
fundamentales (art. 168 CE). 

 

c) Por lo demás, conviene destacar que el art. 1.2 CE menciona específicamente al pueblo 
“español”. Y, correlativamente, el derecho de participación en los asuntos públicos se 
reconoce solo a “los ciudadanos” (art. 23 CE). Los extranjeros que estén en España 
quedan sometidos a las leyes y a los poderes públicos españoles, pero no participarán 
en los procesos directamente políticos, aunque estén firmemente arraigados en nuestro 
país. De acuerdo con el art. 13.2 CE, solo podrán ejercer el derecho de sufragio activo y 
pasivo (votar y ser votados) en las elecciones municipales, y eso solo cuando haya sido 
establecido mediante ley y tratado internacional atendiendo a criterios de reciprocidad 
(si los españoles tienen el mismo derecho en su Estado). En cualquier caso, el contenido 
esencial de los demás derechos fundamentales de relevancia política, está preservado 
por igual para españoles y extranjeros, que por tanto participan plenamente de la 
dinámica social. 
 

2. Democracia directa, representativa y plebiscitaria. 
 

 La Constitución dice que «los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos 

públicos, directamente o por medio de representante, libremente elegidos en elecciones 

periódicas por sufragio universal» (art. 23.1 CE). Y, más adelante, que «las Cortes Generales 

representan al pueblo español» (art. 66 CE), en el que ya hemos dicho que reside la soberanía 

nacional (art. 1.2 CE). Para 

explicar tales afirmaciones hay que adoptar una cierta perspectiva histórica; a continuación, 

podremos analizar el modelo democrático que establece nuestra Constitución. 

 

2.1. Origen y evolución histórica. 

 

Los orígenes de la representación podrían rastrearse en la Corte estamentales de la Edad 

Media, a las que también acudían representante enviados desde las ciudades. Su única función 

era trasladar al rey, verdadero titular de la soberanía, la mayor o menor disponibilidad de sus 

conciudadanos a proporcionar los tributos y las tropas que se le solicitaban. 

La representación cambió por completo de significado cuando, como ocurrió tras la 

Revolución francesa de 1789, la nación pasó a ser soberana o a compartir la soberanía con el 

rey. Los representantes mediante la libre discusión pública en sede parlamentaria, identificaban 

los intereses generales de esa nación. Los electores les transmitían así, no un mandato 

imperativo, sino un mandato representativo. 
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Frente a esa concepción de la representación política se alzó entonces la defensa de la 

democracia directa, que exige la aprobación de las leyes por parte del conjunto de los 

ciudadanos. Rousseau, el representante más clásico de esta opinión, decía de los ingleses, donde 

a se había asentado en su tiempo un parlamento representativo, que su pueblo solo era libre en 

el momento de la elección de los diputados: “Tan pronto como un pueblo se da a representantes 

deja de ser libre”. 

El propio Rousseau, sin embargo, era consciente de que la democracia directa solo podía 

operar bajo ciertas condiciones, que no se refieren solo a la posibilidad misma de reunirse en 

asamblea (lo que impone limitaciones de extensión territorial y de población), sino 

fundamentalmente a la homogeneidad sustancial que debe caracterizar a las correspondientes 

sociedades. Por eso se convirtió en hegemónica la idea de la representación, se consolidó el 

modelo de democracia representativa. 

Actualmente, la emergencia de las sociedades de masas, pluralistas y potencialmente 

conflictivas, enfrentadas a retos múltiples y complejos ha contribuido a hacer más necesario 

este modelo de democracia representativa, en el que diversas instituciones de democracia 

directa y semidirecta tienen necesariamente un papel secundario. 

 

2.2. El modelo democrático en la Constitución. 

 

A. En el proceso constituyente, un objetivo fundamental era asentar la democracia, 
dotándola de un sistema institucional potente y de unos partidos políticos solidos; no se 
confiaba demasiado en la firmeza del compromiso democrático de una sociedad cuya 
educación había estado conformada por la dictadura franquista. 
Por este motivo la Constitución establece una democracia representativa en la que el 
principal momento de participación política de los ciudadanos se produce con la 
elección de sus representantes en el parlamento y en otros órganos representativos de 
forma periódica y garantizando las condiciones de libertad e igualdad. 
En cambio, la Constitución recoge con máximas cautelas los instrumentos de 
participación directa de los ciudadanos. 

B. La Constitución establece que el presidente del Gobierno, previamente autorizado al 
efecto por el Congreso de los Diputados, puede someter a referéndum consultivo 
decisiones políticas de especial trascendencia (ar. 92). Es la única y limitadísima 
concesión que la Constitución hace a las concepciones plebiscitarias de la democracia. 
Los sistemas presidencialistas, como el de los Estados Unidos de América, giran en torno 
a ese modelo de democracia plebiscitaria. Allí la elección directa no solo recae sobre el 
parlamento, sino también sobre el presidente de la República (aunque formalmente se 
produzca la mediación de unos compromisarios); eso se percibe como un acto de 
aclamación que genera una relación pretendidamente directa entre el pueblo y quien 
recibe de este la autoridad para dirigir el país. 
En democracias pluralistas como la española, sin embargo, la construcción de la unidad 

es tarea del propio proceso político; la representación no se limita a dar presencia a una 

unidad preexistente, sino que tiene la labor de construirla de forma deliberativa a través 

de un sistema institucional articulado, capaz de producir decisiones mayoritarias, pero 

que reconoce como válida las opciones alternativas. Para estos sistemas se suele 

reservar la consideración de democracia representativa, frente a los modelos de 

democracia plebiscitaria. 
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3. Democracia de partidos. 
 

 Los partidos políticos no fueron reconocidos por las primeras constituciones históricas, 

pues representaban una idea disgregadora, opuesta a la unidad de la nación. Pero, de un lado, 

la práctica parlamentaria impuso desde un principio la agrupación de los representantes 

conforme a sus afinidades políticas; y, de otro, la ampliación del sufragio exigió organizar y 

movilizar a las masas de electores con el mismo criterio. Como describió Triepel en 1927, se fue 

pasando progresivamente de la hostilidad o el rechazo al simple desentendimiento, y de ahí al 

reconocimiento legal e incluso a la incorporación de los partidos en las constituciones. 

 

A. Los partidos son asociaciones privadas orientadas precisamente hacia el ejercicio del 
derecho de participación política. La Constitución se refiere a ellos en el art. 6 diciendo 
“los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y 
manifestación de la voluntad popular y son instrumento fundamental para la 
participación política”. Al desempeñar esas funciones los partidos se han convertido en 
actores imprescindibles en una democracia representativa. 
La intervención de los partidos resulta decisiva en el proceso de selección de los 
representantes. El derecho electoral concede también a los partidos que han tenido 
representación en el pasado una posición de privilegio en el acceso a las plataformas 
públicas de información y financiación. Eso, supone que no todos los partidos partan de 
la misma posición, sino que el sistema electoral está diseñado con una cierta 
predisposición a favor de que se reproduzcan los resultados anteriores. 
La Constitución se refiere solo a los grupos políticos con representación parlamentaria 
en el momento de señalar con quien debe consultar el rey la propuesta de candidato a 
la presidencia del Gobierno. Pero los reglamentos parlamentarios prevén que en las 
cámaras se formen grupos parlamentarios, y muchas de las iniciativas de los diputados 
y de los senadores están condicionadas al respaldo de su correspondiente grupo. La 
prohibición de mandato imperativo sigue protegiendo la libertad de los parlamentarios, 
pero apenas pretende ya garantizar su posición frente a los electores, sino sobre todo 
frente al partido en el que se integran: este podrá expulsarlos de su seno, pero no 
privarles de su mandato en las cámaras, y por tanto habrá de asumir el coste de contar 
con un representante menos. 

B. La presencia de los partidos, entendidos como instrumento para el ejercicio del derecho 
de participación, resulta inexcusable en una democracia pluralista. Sin embargo, la 
mediación de los partidos entre los ciudadanos y el poder público, puede generar 
recelos y plantear problemas. 
Para evitarlo, se impone que la organización y el funcionamiento de los partidos políticos 
sean también democráticos (art. 6 CE). Pero el mandato constitucional carece de un 
desarrollo legislativo satisfactorio; la Ley Orgánica 6/2002, de Partidos Políticos, solo 
exige que estos tengan “una asamblea general del conjunto de sus miembros, que 
podrán actuar directamente o por medio de compromisarios, y a la que corresponderá 
la adopción de los acuerdos más importantes del partido”; pero ni siquiera fija la 
periodicidad de tales asambleas, ni las garantías en el proceso de elección de 
compromisarios y mucho menos en el de designación de candidatos de los partidos en 
los diversos procesos electorales. También reconoce unos derechos a los afiliados, pero 
los remite a los estatutos del partido, y el propio Tribunal Constitucional ha privilegiado 
la autonomía organizativa de los partidos frente al derecho de sus afiliados. 
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La relativa autonomía de los partidos ofrece también un flanco abierto a quienes 
pretenden un acercamiento privilegiado al poder político al margen de las vías 
ordinarias de participación, eludiendo las correspondientes garantías de libertad e 
igualdad. Para evitar esa influencia irregular sobre los partidos se articulan diversas 
garantías, por ejemplo, estableciendo un límite máximo a las donaciones que estos 
pueden aceptar. 
 

4. Sistema parlamentario. 
 

 Vamos a anticipar aquí algunas ideas básicas (que ampliaremos en los siguientes 

capítulos) que parten de la forma política que el art. 1.3 CE da al Estado español: una monarquía 

parlamentaria. 

a) En ella la jefatura monárquica del Estado, en cuanto órgano cuya provisión no obedece 
a un proceso democrático, supone una quiebra del principio democrático. Por eso solo 
es compatible con él en la medida en que el rey no se le reconozca ninguna capacidad 
efectiva de decisión política. 

b) Las Cortes Generales “representan al pueblo español” (art. 66.1 CE). Están formadas por 
dos cámaras, el Congreso de los Diputados y el Senado; pero se trata de un 
bicameralismo fuertemente asimétrico, con clara predominancia del Congreso. La 
representación está ligada a la elección. El Congreso de los Diputados es elegido 
directamente por los ciudadanos mediante un sistema proporcional, de modo que los 
escaños se reparten entre las candidaturas atendiendo a su número de votos. Para el 
Senado, los ciudadanos de cada provincia peninsular eligen a cuatro senadores (en las 
islas, Ceuta y Melilla rigen reglas especiales), y las asambleas legislativas de las 
comunidades autónomas designan un senador adicional más otro por cada millón de 
habitantes. La Constitución lo considera como una cámara de representación territorial, 
pero lo cierto es que esta composición apenas se corresponde con la relevancia de las 
comunidades autónomas en la organización territorial del Estado, y las competencias 
del Senado tampoco justifican esta calificación. 

c) El sistema parlamentario descansa sobre las relaciones de confianza y responsabilidad 
que ligan al Gobierno con el Congreso de los Diputados. Esa relación se inicia mediante 
la investidura del candidato a presidente del Gobierno; este propone libremente el 
nombramiento de los demás miembros del Gobierno y también puede cesarlos. La 
confianza inicialmente otorgada se prolonga hasta que el Congreso de los Diputados la 
revoca, adoptando una moción de censura o rechazando una cuestión de confianza. El 
presidente del Gobierno también puede disolver las cámaras anticipadamente, 
poniendo fin a la legislatura, que en otro caso se prolonga durante cuatro años. 

d) El sistema parlamentario supone también que las decisiones políticas más relevantes se 
adoptarán precisamente en las Cortes Generales. A éstas, les corresponde así ejercer la 
potestad legislativa del Estado, aprobar sus presupuestos y controlar la acción del 
Gobierno. Intervienen asimismo en la designación de los integrantes de otros órganos 
constitucionales. 
El Gobierno tiene legitimación democrática indirecta que deriva de la confianza 
parlamentaria. Dirige la política interior y exterior, la administración civil y militar y la 
defensa del Estado. A tales efectos se le atribuye, por ejemplo, la iniciativa legislativa, 
sus proyectos de ley gozarán de preferencia en la tramitación parlamentaria. También 
puede aprobar decretos-ley en situaciones de extraordinaria y urgente necesidad, 
aunque no sobre cualquier materia y con un control posterior del Congreso; y tiene 
iniciativa para responder a otras situaciones extraordinarias, como las declaraciones de 
los estados de alarma, excepción y sitio o la asunción del control sobre las comunidades 
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autónomas que rechazan cumplir sus obligaciones constitucionales o atentan 
gravemente al interés general (art. 155 CE). 
El poder judicial es ejercido por jueces y tribunales independientes, que no ocupan su 
puesto por elección directa ni indirecta de los ciudadanos, sino en virtud de un sistema 
de acceso a la carrera judicial que solo tiene en cuenta criterios de mérito y capacidad. 
La intervención de los ciudadanos en su elección podría afectar a la seguridad jurídica. 
Por eso los ciudadanos solo participan en el ejercicio de la función jurisdiccional muy 
residualmente. 
La administración también actúa con sometimiento pleno a la ley y al Derecho y bajo 
control judicial. 

e) Es cierto que los partidos mayores están sobrerrepresentados en el Congreso de los 
Diputados, facilitando la formación de mayorías sólidas, capaces de sostener gobiernos 
homogéneos. Teniendo en cuenta además el amplio arsenal de competencias con el que 
la Constitución dota a los gobiernos, la práctica del sistema parlamentario se ha 
aproximado en ocasiones al modelo presidencialista. 
Pero la Constitución consagra una democracia pluralista y prevé un Congreso de los 
Diputados elegido conforme al sistema proporcional. Así, los cambios en las 
preferencias del electorado que se ha producido en los últimos años han permitido que 
por primera vez triunfara una moción de censura (2018) y que, por primera vez, se 
formara un Gobierno de coalición (2020). 
 

III. La participación de los ciudadanos 
 

1. El derecho de participación. 
 

 El art. 23 CE reconoce en su apartado 1 el derecho de participación activa: “Los 

ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de 

representantes, libremente elegidos en elecciones periódica por sufragio universal”; y, en el 

apartado 2, el derecho a acceder a cargos públicos representativos y a la función pública. 

a) Ello supone, en primer lugar, el derecho a elegir de forma libre y periódica a los 
representantes que deciden sobre ellos. En ejercicio del mismo se eligen los miembros 
de las cámaras que forman las Cortes Generales, los miembros de las asambleas 
legislativas de las comunidades autónomas y de los ayuntamientos que gobiernan los 
municipios. También se considera comprendido en el ámbito de aplicación de este 
derecho la elección de representantes al Parlamento Europeo. 

b) En segundo lugar, los ciudadanos tienen derecho a postularse en condiciones de 
igualdad para ser elegidos como representantes. En materia de sufragio pasivo rige el 
principio de igualdad, de modo que, por regla general, solo se admiten como causas 
justificadas de inelegibilidad las que pueden comprometer la libertad del proceso 
electoral, especialmente por la posición institucional de la persona afectada (miembros 
de la familia real, altos cargos de la administración, miembros en activo del ejército, 
etc.). El derecho de sufragio pasivo comprende también, para los que son elegidos, el 
derecho a acceder al cargo, a no ser arbitrariamente privados del mismo y a ejercer en 
plenitud las facultades que le son inherentes. 
 

2. Modalidades y contextos. 
 

A. El ejercicio del derecho de participación directa de los ciudadanos queda condicionada a 
la participación a través de representantes, sea porque se trata de configurar con ellos 
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unos concretos órganos, sea porque la participación directa complementa la actividad de 
estos órganos en el ejercicio de sus propias competencias. Así: 

a) En el ámbito de la potestad legislativa que ejercen las Cortes Generales se 
reconoce la iniciativa popular, pero con una exigencia de 500.000 firmas, 
excluyéndola de las materias más relevantes y dejando en manos del Congreso 
de los diputados la toma en consideración de la iniciativa y toda la tramitación 
ulterior. 

b) Las reformas de la Constitución que afecten a ciertos apartados de la misma 
necesitan ser ratificadas por referéndum, y las demás también habrán de serlo si 
lo solicita la décima parte de los miembros del Congreso o del Senado, pero antes 
es preciso superar un complicado procedimiento parlamentario. 

c) También se prevén en la Constitución referendos de ámbito territorial limitado 
para ratificar la intención de acceder a la autonomía por una vía más rápida a la 
ordinaria (solo se celebró en Andalucía en 1980) y para aprobar y reformar ciertos 
Estatutos de Autonomía, así como para una eventual incorporación de Navarra a 
la autonomía vasca. 

d) Con carácter testimonial, la Constitución reconoce la posibilidad de gobierno 
municipal en régimen de concejo abierto, reservada a localidades muy pequeñas. 

e) La Constitución reconoce algunas otras formas de democracia participativa, por 
ejemplo, en el ejercicio de la potestad reglamentaria que corresponde al 
Gobierno o en el ejercicio de la función jurisdiccional. 

f) Existen otras modalidades específicas de participación directa reguladas en leyes 
sectoriales o para ámbitos territoriales limitados, como pueden ser los referendos 
autonómicos y locales. Aquí solo procede destacar que la autorización para 
celebrar cualquier tipo de referéndum corresponde en exclusiva al Estado. 

B. La Constitución prevé que el rey pueda convocar un referéndum a propuesta del 
presidente del Gobierno, previamente autorizado al efecto por el Congreso de los 
Diputados, acerca de decisiones políticas de especial trascendencia. Esa decisión 
gubernamental va incorporada a la formulación de la pregunta y al momento de su 
planteamiento, mientras que al pueblo le queda la responsabilidad de aceptarla o 
rechazarla. 
La Constitución establece expresamente que el referéndum tendrá carácter consultivo 
y, por ello, se entiende que su resultado no puede tener efectos jurídicos directos. Pero 
ello no significa que la decisión adoptada en referéndum carezca de eficacia: apenas es 
concebible en democracia que su resultado no vincule a los poderes públicos, en el 
sentido de comprometerles a adoptar o a bloquear los actos conducentes a poner en 
práctica la decisión sometida a consulta. 
 

3. El sufragio activo. 
 
 3.1. Regulación. 
 
 La participación a la que se refiere el art. 23.1 CE se produce mediante la emisión del 
voto: es el llamado sufragio activo. El ejercicio de este derecho exige configuración legal, es 
decir, necesita que el legislador desarrolle por ley los distintos contextos en el que ese sufragio 
surtirá efecto, y también el propio proceso de votación, que necesita regla de organización y 
procedimiento. De este derecho deriva la exigencia de mecanismos que garanticen la limpieza 
de procesos electorales. 
 Ese conjunto de reglas que ordenan y garantizan el derecho de participación de 
conformidad con las exigencias constitucionales está contenido fundamentalmente en la 
LOREG, que en gran medida se aplica también a los referendos. Para los procesos de ámbito 
autonómico hay que tener en cuenta las leyes electorales de las comunidades autónomas, que 

www.derecho-uned.com



DERECHO CONSTITUCIONAL III (Resumen 2020-2021*Telegram*  
 

27 
 

responden a los mismos principios constitucionales. 
 
 3.2. Caracteres. 
 

a) El sufragio universal se opone históricamente al denominado sufragio censitario, que 
exigía un nivel mínimo de rentas para participar en las elecciones, pero también se 
refiere a otras exclusiones basadas por ejemplo en el sexo o en la formación de los 
ciudadanos. 
La LOREG señala que la edad mínima para el ejercicio del voto es de dieciocho años, 
coincidiendo con la edad a la que se alcanza la mayoría de edad. Y en la actualidad, el 
código penal solo prevé, como pena para ciertos delitos, la privación del derecho de 
sufragio pasivo, lo que impide ser elegido como representante, pero no ejercer el 
derecho al voto. 
Por lo demás, el derecho de participación en los asuntos públicos se reconoce solo a “los 
ciudadanos”. Los extranjeros solo podrán ejercer el derecho de sufragio activo y pasivo 
en las elecciones municipales, cuando haya sido establecido mediante ley y tratado 
atendiendo a criterios de reciprocidad. 

b) Ciertos ordenamientos han configurado el sufragio no solo como un derecho, sino 
también como un deber ciudadano, e imponen sanciones administrativas a quien no lo 
ejerce sin causa justificada. En España, la participación política es libre. 
La libertad del sufragio, por supuesto, afecta también al sentido del voto. El art. 146 
LOREG define como delito la conducta de quienes, por medio de recompensas o 
promesas, o usen la violencia o intimidación sobre los electores para que no usen su 
derecho, lo ejerciten contra su voluntad, descubran el secreto de voto, impidan o 
dificulten la entrada o la salida de los mismo de los lugares donde se realicen actores 
electorales. 

c) En la actualidad, todos los ciudadanos tienen el mismo derecho de voto, lo que 
naturalmente no implica que todos los votos tengan la misma eficacia: quien vota a una 
opción que no consigue representación ha participado, pero ve frustradas sus 
expectativas. 
En las elecciones, esa igualdad está referida a la correspondiente circunscripción, de 
modo que todos los votos emitidos en la misma circunscripción valen igual, pero no 
necesariamente igual que los emitidos en una circunscripción distinta. 

d) El sufragio directo se opone al sufragio por compromisarios, en el que los electores 
seleccionan a quienes han de adoptar la correspondiente decisión. El sufragio indirecto 
sigue vigente en EEUU para el nombramiento del presidente: en cada estado se eligen 
compromisarios que, a su vez, eligen al presidente. 
En España no existen esas designaciones por compromisarios. 

e) El secreto de sufragio es una garantía relacionada con la libertad de voto, que se 
consagra atendiendo a lamentables experiencias del constitucionalismo decimonónico 
español. Sigue planteando problemas en la actualidad con referencia al sufragio de los 
invidentes o las posibilidades de sufragio electrónico. 

 

 3.3. Garantías. 

 

 La libertad y la igualdad en el ejercicio del derecho de sufragio deben ser garantizadas 

mediante las normas que regulan todo el proceso, desde la convocatoria de las votaciones 

hasta el escrutinio de los resultados y su eventual impugnación. 
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 Lo más importante es que todo el proceso queda bajo el control de instituciones 

independientes que forman la Administración Electoral. Las más importantes son las juntas 

electorales, en cuya composición son siempre mayoritarios los integrantes de la carrera 

judicial elegidos de forma aleatoria. Los miembros de las mesas electorales son elegidos por 

sorteo público, y el proceso de votación está también bajo el control de los apoderados e 

interventores que hayan designado las diferentes candidaturas. 

 Desde el punto de vista de los procesos directamente implicados en la votación 

(elaboración del censo, emisión del voto, recuento…), el balance que ofrece España en el 

funcionamiento de todo este sistema de garantías puede considerarse ejemplar, las 

irregularidades nunca han sobrepasado el nivel de anécdota irrelevante. 

CAPÍTULO III                   LA CORONA  

 

PRESENTACIÓN  

La jefatura del Estado es el órgano que culmina la organización del Estado y simboliza la unidad 

del mismo tanto en el interior como en el exterior. En España, el jefe del Estado es un rey o  

una reina, pues la Constitución en su artículo 1.3 establece como forma política del   Estado la 

monarquía parlamentaria. el órgano de la jefatura del Estado recibe el nombre de la corona y se 

regula en el Título II de la Constitución artículos 56-65.  

 I-MONARQUÍA Y JEFATURA DEL ESTADO  

1- La jefatura del Estado  

El Estado necesita de un órgano competente para declarar y manifestar formalmente la 

voluntad del Estado mismo, considerado como unidad. El jefe del Estado puede ser un 

presidente, en el caso de las repúblicas o un rey en el caso de las monarquías. El jefe del 

Estado, accidente o rey es la persona real y visible que representa simbólicamente la unidad 

estatal. En el caso español la forma política es la monarquía parlamentaria, qué significa que 

el jefe del Estado es un rey o una reina. El órgano de la jefatura del Estado recibe el nombre 

de la corona. La corona se personifica en un rey o en una reina y se puede predicar como 

afirmación, ser símbolo de la unidad y permanencia del Estado. Se podría decir que la 

Constitución institucionaliza y despersonaliza la jefatura del Estado. Como titular concreto 

ha de ser el primer servidor de la corona y de la Constitución.  

La corona está regulada en el Título II de la Constitución, y en él se le reconoce un lugar  

simbólico y preferente, inmediatamente después de los derechos y deberes fundamentales 

(Título I) y antes de las Cortes Generales (Título III). Además de la preferente ubicación, la 

Constitución destaca el relieve de la institución al establecer que los preceptos contenidos 

en dicho título solo podrán ser reformados por el procedimiento extraordinario o agravado, 

previsto en el art.168.  

2- La Monarquía parlamentaria  

En las Cortes constituyentes de 1978 se optó por una jefatura de Estado monárquica, dada 

la imposibilidad de plantear una alternativa republicana. En un régimen democrático, donde 

la soberanía reside en el pueblo, el rey no tiene una legitimidad propia al margen de la 

Constitución ni puede ser fuente de legitimidad del poder, el rey reina pero no gobierna. El 

calificativo parlamentaria se refiere al sistema de articulación del poder político elegido. El 
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sistema parlamentario es el más antiguo de los sistemas democráticos y también el más 

extendido en las democracias actuales. Frente a él estaría el sistema presidencialista, con 

gran difusión en América. Ambos son dos modelos básicos de forma de gobierno.  

El parlamentarismo se distingue por las relaciones de confianza y responsabilidad que ligan 

al gobierno con el Parlamento. El Jefe del ejecutivo es nombrado formalmente por el jefe 

del Estado, y para ello necesita contar con la confianza del Parlamento. El ejecutivo es 

independiente pero responsable políticamente ante el legislativo. Esta relación se inicia 

mediante la llamada votación de investidura, en la que el Congreso de los diputados nuestra 

su confianza al candidato a presidente del Gobierno, que ha sido propuesto por el rey. Una 

vez nombrado presidente del Gobierno, éste propone al rey el nombramiento de los demás 

miembros del Gobierno. La confianza se prolonga hasta que el Congreso la revoca, mediante 

moción de censura o rechazando una cuestión de cconfianz; como contrapartida el gobierno 

puede disolver las cámaras poniendo fin a la legislatura.   

En el sistema parlamentario las funciones del jefe del Estado y las de jefe de Gobierno se 

confían a órganos distintos. El jefe de Gobierno dirige el poder ejecutivo, mientras el jefe 

del Estado encarna la continuidad del Estado sin participar en el ejercicio del poder. En 

cambio, en el sistema presidencial, el poder ejecutivo es independiente frente al legislativo. 

El jefe del Estado y jefe del Gobierno está concentrado en una misma persona, revestida de 

autoridad pues es elegido por sufragio universal, directo o por compromisarios.  

3- Evolución histórica de la monarquía  

La institución monárquica sufrió al largo de los siglos de una progresiva mengua de poder, 

monarca voy perdiendo paulatinamente el poder en beneficio del Parlamento a medida que 

la legitimación monárquica de poder pues dejando paso a la legitimación democrática del 

mismo. En un primer momento el monarca estaba sometido a la Constitución, pero seguía 

ostentando un poder que se consideraba legitimado de forma autónoma, ejerciendo el 

poder ejecutivo y reservándose el derecho de veto respecto de las leyes votadas en el 

Parlamento. En España en la Constitución de 1978, se optó por el principio democrático y se 

señaló al pueblo como único titular de la soberanía nacional, estableciendo a  la corona 

como institución constituida, fruto de la decisión del poder democrático constituyente.  

II.  LA CORONA COMO ÓRGANO  

1- El rey  

1.1. La designación del rey y la sucesión al trono  

En la monarquía hereditaria se dan dos características que la pueden hacer ventajosa como 

jefatura del Estado, la imparcialidad y la continuidad. La monarquía parlamentaria provee 

automáticamente la jefatura del Estado según los criterios de la sucesión dinástica por 

pertenencia a una estirpe. En el caso de la corona de España, se legítima democráticamente 

la monarquía a los herederos o sucesores de Don Juan Carlos I de Borbón, legítimo heredero 

de la dinastía histórica. El régimen sucesorio está regulado en la constitución de modo muy 

preciso, con la intención de prevenir cualquier tipo de conflicto que pudiese desestabilizar 

la jefatura del Estado. El articulo 57.1 de la Constitución, señala que la sucesión al trono 

seguirá el orden regular de la primogenitura y representación, siendo siempre preferida la 

línea anterior a la posterior; en la misma línea el grado más próximo al más remoto; en el 

mismo grado el varón a la mujer; y en el mismo sexo, la persona de más edad a la de menos. 

El orden regular de la primogenitura significa que sucede el hijo primogénito con preferencia 
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a los demás. En la actualidad, la heredera al trono es la princesa Leonor, como hija 

primogénita, con preferencia a su hermana menor, la infanta Sofía.   

El principio de primogenitura se quiebra cuando entre los hijos del rey hay hombres y 

mujeres, pues el primer varón tiene preferencia sobre sus hermanas mayores. En el caso de 

la corona española, al abdicar el Rey Juan Carlos I, la corona recayó sobre su único hijo varón, 

el actual Felipe VI, con preferencia a sus dos hermanas mayores Elena y Cristina.  

Aunque pudiese parecer que la preferencia del varón sobre la mujer fuese discriminatoria 

por razón de sexo, no puede calificarse como inconstitucional ya que está consagrado en el 

texto de la Constitución. Existe consenso general para una oportuna reforma constitucional. 

También nuestra Constitución prevé la eventual extinción de todas las líneas llamadas en 

derecho a suceder en el trono. Un supuesto poco probable, ya que el orden regular previsto 

en el art.57.1 CE, permite efectuar múltiples llamamientos a la sucesión dentro de la estirpe 

regia. En todo caso, extinguidas todas las líneas, correspondería a las Cortes Generales 

proveer a la sucesión de la corona en la forma que más conviniera a los intereses de España.  

1.2. Proclamación y juramento del Rey  

Artículo 61.1 CE: El rey, al ser proclamado ante las Cortes Generales, prestará juramento de 

desempeñar fielmente sus funciones, guardar y hacer guardar la Constitución y las leyes y 

respetar los derechos de los ciudadanos y de las comunidades autónomas.  

La proclamación del nuevo rey tiene lugar ante las Cortes Generales, en sesión conjunta de 

ambas cámaras, Congreso de los diputados y Senado. De esta manera se expresa el carácter 

parlamentario de la monarquía. Mediante su juramento el rey se compromete pública y 

solemnemente. La proclamación no es constitutiva para la asunción de la jefatura del Estado 

a la que se accede de modo automático sin que haya ningún momento de vacancia en el 

cargo.  

1.3. Abdicación, renuncia y pérdida de derechos sucesorios  

        En la Constitución se prevé que las abdicaciones y renuncias y cualquier duda de hecho o 

derecho que ocurra en el orden de sucesión a la corona se resolverá por una ley orgánica.  La 

abdicación es el abandono voluntario de la jefatura del Estado por parte de su titular, el rey, y 

causa de transmisión de sus derechos al sucesor. En España, según la tradición constitucional, 

para que pueda abdicar el rey se necesita la autorización de la nación y más precisamente de las 

Cortes como representantes de la soberanía popular. la renuncia hace referencia a la dejación 

de los derechos sucesorios efectuada con las personas que forman parte del orden sucesorio a 

la corona y se proyecta tanto sobre quién formaliza tal renuncia como sobre las líneas que 

pudieran partir de él. A diferencia de la abdicación, la renuncia, al tener lugar antes de ocupar 

el trono, no pone en marcha automáticamente el mecanismo sucesorio, ni supone una 

translación de las funciones que corresponden al titular de la corona; lo que si supone es la 

modificación del orden sucesorio.  

El art. 57.4 CE, la corona a las personas que ostentan derechos sucesorios y contraen matrimonio 

contra la expresa prohibición tanto del rey como de las Cortes Generales. La prohibición de 

contraer matrimonio debe formalizarse mediante un acto del Rey, que deberá ser refrendado 

también por el presidente del Gobierno, y mediante una resolución de las Cortes Generales, 

reunidas al efecto en sesión conjunta. Las consecuencias jurídicas afectan tanto a la persona que 

contrae matrimonio como a sus descendientes.  
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1.4. Regencia  

El rey menor de edad sigue siendo rey. lo mismo ocurre cuando las Cortes Generales hayan 

podido constatar que el rey está inhabilitado para el ejercicio de sus funciones. En estos 

casos se ponen marchas la regencia, que consiste en el desempeño de las funciones de rey, 

de una o más personas mientras éste permanezca inhabilitado o hasta que alcance la 

mayoría de edad. Es un órgano distinto de la jefatura del Estado, a la que sustituye en el 

cumplimiento de sus funciones; se ejerce por mandato de la Constitución y siempre en 

nombre del rey. Mientras el rey sea menor de edad, será regente su padre o su madre o, en 

su defecto, el pariente mayor de edad más próximo a suceder en la corona, según el orden 

sucesorio establecido en el artículo 57 de la CE. En caso de inhabilitación, será regente el 

príncipe heredero si es mayor de edad y si no lo es, mientras adquiere la mayoría de edad, 

la regencia será ejercida por el padre o la madre del rey, o en su defecto el pariente mayor 

de edad más próximo a suceder en la corona. En todos estos casos, el regente comienza a 

ejercer sus funciones de manera automática. Si se diese el caso de que no existiese ninguna 

de las personas señaladas por la Constitución para ser regente, Cortes Generales serían las 

encargadas de designar una regencia formada por una, tres o cinco personas. La regencia 

cesará en el día que el rey cumpla los 18 años, edad señalada por la Constitución para la 

mayoría de edad de todos los españoles, y, el caso de inhabilitación, la regencia durará lo 

que dure aquella. Para poder ejercer la regencia se requiere: ser español y mayor de edad, 

y prestar el mismo juramento que el rey, al que se añadirá el de guardar fidelidad al rey. El 

regente no puede coincidir con la persona de tutor del rey, a no ser que sea su padre, su 

madre o sus ascendientes directos.   

2- EL ESTATUTO DEL REY  

2.1. Inviolabilidad, irresponsabilidad y refrendo  

La persona del rey es inviolable (art.56.3 CE). La inviolabilidad protege la conducta del rey 

como persona y supone su total inmunidad frente a las jurisdicciones penal y civil y frente 

al derecho sancionador. Al rey no se le puede perseguir criminalmente, ni detener ni juzgar; 

asimismo, tampoco se le puede llamar a declarar en calidad de testigo, ni imponerle multas 

ni sanciones, y tampoco demandar ante los tribunales ordinarios exigiéndole 

responsabilidad civil. La inviolabilidad, absoluta y en principio permanente, cesa en el 

momento en que el rey abdica y abandona la jefatura del Estado. Desde ese momento es 

posible proceder judicialmente contra el antiguo rey y exigirle responsabilidad, en virtud de 

la LOPJ, goza del aforo especial del Tribunal Supremo. El mismo aforamiento tienen la reina 

consorte o el consorte de la reina, la princesa o Príncipe de Asturias y su consorte, así como 

el consorte del rey que hubiera abdicado, aunque ninguno de estos está protegido por la 

inviolabilidad, ya que se les pueden exigir responsabilidades por todos sus actos.   

También es una manifestación de la inviolabilidad, la agravación que sufren las penas en los 

delitos perpetrados contra la corona, que protegen a las personas del rey, de su consorte, 

sus ascendientes, descendientes, el Príncipe de Asturias, el regente y los miembros de la 

regencia.   

La figura del rey es irresponsable, art.56.3 CE.  La persona del rey no está sujeta a 

responsabilidad, tanto jurídica como política, por los actos llevados a cabo como tal, al 

intervenir solo para formalizar decisiones ajenas como expresión de la voluntad del Estado, 

ya que no puede decidir por sí mismo, no puede tener responsabilidad. Las actuaciones del 
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Rey en el ejercicio de sus funciones son actos debido, a cuya realización no puede negarse, 

ya que sería un grave incumplimiento de la Constitución. La irresponsabilidad regia está 

vinculada a la institución del refrendo, ya que todos los actos del Rey han de estar siempre 

refrendados y, las personas que lo refrendan son los responsables de los mismos, pues el 

refrendo supone el desplazamiento de la responsabilidad del rey a las autoridades 

refrendantes. Las que asumen toda la responsabilidad sobre la legalidad y oportunidad del 

acto, sobre su adecuación al ordenamiento jurídico constitucional.  El refrendo supone la 

verificación formal de que el Rey ha procedido a realizar el acto y resulta imprescindible para 

que dicho acto tenga validez. Se expresa mediante la firma de la persona refrendante 

situada junto a la firma del Rey, es por tanto un acto expreso. También puede haber lugar a 

un refrendo tácito o implícito qué se produce con la presencia de la persona refrendante en 

una actuación del rey que no se manifiesta por escrito. Las Personas legitimadas para 

refrendar son ordinariamente el presidente del Gobierno y, en su caso, los ministros. Están 

sometidos a referendo todos los actos que el rey realiza en el ejercicio de sus atribuciones 

constitucionales.  

2.2. Los títulos del rey  

Conforme al articulo 56.2 CE, el título del jefe del Estado es el de Rey de España, y podrá 

utilizar los demás que correspondan a la corona. El título de Rey de España viene a incidir 

en el carácter de la corona como símbolo de la unidad política de España, la misma que se 

constituye como Estado social, democrático y de derecho (art.1.1 CE). La utilización de los 

demás títulos que correspondan a la corona, simbolizan también la unidad de las 

nacionalidades y regiones que la integran, pues entre estos títulos se encuentran los 

correspondientes a los territorios históricamente vinculados a la antigua monarquía 

española.  

3- EL SUCESOR A LA CORONA Y LA FAMILIA REAL  

3.1. El príncipe de Asturias  

Al heredero de la corona española se le ha atribuido tradicionalmente el título de Príncipe 

de Asturias. Este título, solamente honorífico, trae causa del tratado de Bayona de 1388, 

cuando bajo el reinado de Juan I, se estableció que el sucesor al trono ostentaría el señorío 

sobre todo el territorio de Asturias, con su jurisdicción y sus rentas como patrimonio 

inalienable que no podía separarse de la corona. Desde el momento de su nacimiento o 

desde que se produzca el hecho que origina el llamamiento, el príncipe heredero tendrá la 

dignidad de Príncipe de Asturias, de forma automática, sin necesidad de ceremonia alguna. 

Al llegar a la mayoría de edad prestará el mismo juramento que el rey cuándo es 

proclamado, añadiendo además el juramento de fidelidad al rey. El príncipe puede utilizar 

los títulos que correspondan a la corona, al igual que el rey (art.57.2); en concreto ostentará 

aquellos que tradicionalmente están vinculados al heredero de la corona. El Príncipe de 

Asturias es también Príncipe de Girona y de Viana, títulos correspondientes a los antiguos 

reinos de Aragón y Navarra.   

El Príncipe de Asturias no tiene reconocidas funciones constitucionales, salvo la de asumir 

la regencia en el supuesto de inhabilitación del rey contemplada en el artículo 59.2 CE. El 

actual rey, cuando era príncipe de Asturias tenía encomendadas funciones en principio 

atribuidas al monarca en cuanto jefe del Estado, aunque esas actuaciones ni tenían efectos 
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jurídicos ni generaban obligaciones para el Estado. Le eran encomendadas por medio de 

reales decretos del Consejo de ministros.  

3.2. La reina consorte y el consorte de la reina  

La reina consorte o el consorte de la reina no podrán asumir funciones constitucionales, 

salvo lo dispuesto para la regencia (art.58 CE). Es una norma recogida en la tradición de la 

historia constitucional española, que en los casos en los que el titular de la corona era una 

mujer, prohibía al marido cualquier participación en las tareas de gobierno. Actualmente la 

tradición se ha generalizado para ambos sexos, más aún si cabe después de la ley 13/2005 

qué abre la posibilidad del matrimonio formado por personas del mismo sexo. La posibilidad 

de asumir funciones constitucionales en el supuesto de regencia es imprecisa, ya que la 

regencia deberá ser ejercida por el padre o la madre del rey menor de edad, personas que 

pueden no coincidir con la reina consorte o el consorte de la reina: estos solo ejercerán la 

regencia cuando sean los progenitores del rey menor o cuando se encuentren en la lista de 

los llamados a la regencia a tenor del artículo 58.1 CE.  

3.3. La tutela del rey  

Es una institución de derecho privado que tiene por objeto la guarda y protección tanto de 

la persona menor o incapacitado como de sus bienes (art. 215 CC). El tutor del rey menor 

será designado por el rey difunto en su testamento, siempre que sea español de nacimiento 

y mayor de edad. Si no hubiese tutor testamentario, la tutela la ejercerá el padre o la madre 

del rey menor pero solamente mientras permanezcan viudos. si no puede ser cubierta 

mediante las reglas anteriores, el tutor será nombrado por las Cortes Generales.  No puede 

ser a la vez regente, salvo que se trate del padre o la madre del rey o de los ascendientes 

directos de éste. El ejercicio de la tutela regia será incompatible también con todo cargo o 

representación política.  

4- ÓRGANOS Y BIENES AL SERVICIO DE LA CORONA  

4.1. La Casa Real  

La jefatura del Estado cuenta con la Casa Real como organismo que le sirve de apoyo para 

el desarrollo de sus actividades. La casa Real fue creada mediante el Decreto 2942/1975 y 

reestructurada por el Real Decreto 434/1988. Depende directamente del Rey y aunque está 

sometida a los principios y criterios de la administración pública, no está integrada en 

ninguna de las administraciones públicas, sino que es un órgano singular e independiente, 

de naturaleza pública, al servicio de la jefatura del Estado. Se estructura en: jefatura 

secretaría general guardia real y cuarto militar. Sus miembros, tanto civiles como militares, 

son nombrados por el Rey mediante actos libres, no sometidos a referendo. A la Casa del 

Rey se le aplica la ley 19/2013 de transparencia, acceso a la información pública y buen 

Gobierno en virtud de la cual está obligada a publicar de forma periódica y actualizada la 

información cuyo conocimiento sea relevante para garantizar la transparencia de su 

actividad relacionada con el funcionamiento y control de la actuación pública. En la página 

web de la Casa Real se ofrece información económica presupuestaria y estadística, así como 

la posibilidad de solicitar información adicional.  

4.2. Dotación presupuestaria y bienes del patrimonio nacional  

Para el sostenimiento de su familia y la Casa Real, el Rey recibe de los presupuestos del 

Estado una cantidad global que distribuye libremente. Dicha cantidad, fijada anualmente en 
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los presupuestos Generales del Estado, garantiza el normal desempeño de las funciones 

asignadas a la jefatura del Estado y no está sujeta a justificación. Los bienes que provienen 

del patrimonio nacional, aunque se consideran destinados al uso del Rey para el ejercicio de 

las funciones que le son propias como jefe de Estado no forman parte de su patrimonio 

personal, sino que son de titularidad estatal. Aunque puedan ser usados y estar al servicio 

del rey y de los miembros de la familia real, dichos bienes tienen la calificación jurídica de 

bienes del patrimonio nacional. III- LAS FUNCIONES DEL REY  

1. La dimensión simbólica del Rey  

En una democracia parlamentaria, el jefe del Estado ostenta fundamentalmente un poder 

simbólico. En el caso de una monarquía parlamentaria, donde el jefe del Estado es un rey, 

sus funciones solo pueden ser simbólicas y representativas. Según el artículo 56. 1 de la CE, 

la corona simboliza la unidad y permanencia del Estado. En la persona del rey se unifican las 

distintas funciones estatales y a él se le imputa la titularidad suprema de los más 

importantes actos del Estado: sanciona y promulga las leyes parlamentarias expide los 

acuerdos más importantes del gobierno y en su nombre administran justicia los jueces y 

tribunales. El rey no participa en los procesos electorales y así simboliza la unidad del Estado, 

situándose al margen de opciones partidistas y controversias ideológicas.   

Tradicionalmente, la corona simboliza la unidad de varios territorios dotados de una historia 

propia y a los que la Constitución reconoce autonomía política. La corona puede simbolizar 

la permanencia y unidad indisoluble de la nación española, y también la integración de 

nacionalidades y regiones que en su historia concluyeron en la antigua monarquía española.  

2. El rey arbitra y modera  

La función del Rey es arbitrar y moderar el funcionamiento regular de las instituciones, como 

también puede ser consultado, puede aconsejar y estimular, pero sin intervenir 

directamente en el juego político. La capacidad de influencia del Rey dependerá tanto del 

respeto institucional que se le dispense cómo de la autoridad que él se haya ganado por su 

comportamiento ejemplar. Los medios disponibles son variados: mensajes regios, 

audiencia…   A estos efectos, al rey le corresponde también ser informado de los asuntos de 

Estado y presidir las sesiones del Consejo de ministros cuando lo estime oportuno, a petición 

del presidente del Gobierno.  

3. Alta representación en las relaciones internacionales  

El rey tiene atribuida la más alta representación del Estado español en las relaciones. Es el 

más alto representante del Estado y manifiesta la unidad y la voluntad del Estado hacia el 

exterior.  

4. Atribuciones del Rey  

Todas las funciones anteriormente descritas son las ejercidas por el rey, a través de 

competencias tasadas, actos formalizados dotados de efectos jurídicos, que deben ser 

ejercidos siempre a través de los procedimientos previstos en la Constitución. Son actos 

debidos a los que el monarca no puede negarse, con un contenido prefijado por otros 

órganos y sometidos a refrendo. Actos en los que el rey formaliza y solemniza las decisiones 

adoptadas en otras instancias. Son actos en los que se manifiesta la voluntad del Estado a 

través de la jefatura del Estado, como su máximo órgano. La intervención del rey se prevé y 
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se hace necesaria en los actos más relevantes de la organización y desenvolvimiento de los 

poderes del Estado.   

En los art. 62 y 63 de la CE se encuentran recogidas las facultades que le corresponden al 

rey, qué pueden ser clasificadas de la siguiente manera:  

a) En relación con el poder legislativo: sanción y promulgación de las leyes y convocatoria 

de elecciones en los términos previstos en la Constitución.  

b) En relación con el poder ejecutivo: proponer el candidato a presidente del Gobierno, y 

en su caso, nombrarlo, así como poner fin a sus funciones, en los términos previstos en 

la CE; nombrar y separar a los miembros del Gobierno, a propuesta del Presidente; 

expedir los decretos acordados en el Consejo de Ministros, conferir los empleos civiles 

y militares y conceder honores y distinciones con arreglo a las leyes. También le 

corresponde ser informado de los asuntos de Estado y presidir las sesiones del Consejo 

de ministros cuando lo estime oportuno, a petición del presidente del Gobierno. Los 

distintos departamentos de la Administración del Estado proporcionaran a la Casa Real 

cuando está lo solicite los informes dictámenes o asesoramientos de cualquier 

naturaleza, así como cuantos otros apoyos sean necesarios y contribuyan a facilitar el 

cumplimiento de las misiones que tiene encomendada la corona.  

c) En el ámbito de las relaciones internacionales, el rey acredita a los embajadores y otros 

representantes diplomáticos, manifiesta el consentimiento del Estado en tratados, y 

declara la guerra y hace la paz. Todo esto teniendo en cuenta que es el Gobierno el que 

dirige la política exterior del Estado, y qué son las Cortes Generales las que autorizan los 

principales tratados y la declaración de guerra.  

d) Otras funciones que se le pueden atribuir al Rey son: convocar referéndum en los casos 

previstos en la Constitución, mando supremo de las fuerzas armadas, ejercer el derecho 

de gracia con arreglo a la ley( que no permite indultos generales ), y el alto patronazgo 

de las reales academias.   

Es necesario precisar que la dirección de las fuerzas armadas, en virtud del art. 97 CE, 

corresponde al Gobierno, que dirige la administración militar y la defensa del Estado; y 

en relación con el derecho de gracia, que también hoy en día es un acto debido, pues el 

otorgamiento del indulto corresponde al Gobierno.  

EPÍLOGO  

   La monarquía es una institución milenaria que ha llegado hasta nuestros días, con una               

presencia muy reducida en la actualidad. Nuestros constituyentes incorporaron la monarquía al 

proyecto de un Estado social y democrático de derecho. Al integrar una institución tan antigua 

se asumieron muchas de sus tradiciones, en especial con respecto a la sucesión y a la familia 

real. El texto de la Constitución recoge así anacronismos que deberían ser superados, como la 

desigualdad de la mujer y el varón en el orden sucesorio, o la diferente denominación del 

consorte real en virtud de su sexo.   

  

   

  

  

www.derecho-uned.com



DERECHO CONSTITUCIONAL III (Resumen 2020-2021*Telegram*  
 

36 
 

 CAPITULO IV 
 

I. EL MARCO CONSTITUCIONAL DE LAS CORTES GENERALES 

Dos puntos de vista: uno, histórico-político; otro, jurídico-constitucional. 

1. Perspectiva histórico-política 

Al parlamento central se le llama Cortes Generales porque «Cortes» era la denominación de las 

asambleas estamentales en los reinos de la Edad Media que existían en la península ibérica. Con 

la llegada del constitucionalismo moderno de los siglos XIX y XX se acogió la palabra «Cortes» 

para designar al parlamento, salvo en el art. 2 del Estatuto Real de 1834 y en las Leyes 

Fundamentales del franquismo, que hablaban de «Cortes Españolas». En el proceso 

constituyente de 1978 se debatió si se tenía que utilizar el término «Cortes, «Cortes del Reino» 

o «Cortes de la Monarquía», y finalmente prosperó la expresión Cortes Generales», al parecer, 

para que una vez se fueran aprobando los estatutos de autonomía de los diversos territorios 

que tenían una tradición en el uso del término «Cortes» pudieran utilizarlo para designar a su 

asamblea legislativa sin que coincidiera con la denominación del parlamento central. 

A) Hecha esta disquisición de carácter menor, lo importante desde el punto de vista político es 

no olvidar que el parlamento es la institución que históricamente ha encarnado la lucha por la 

soberanía nacional frente a las monarquías. Frente al poder tradicional de legitimación divina 

de estas, el parlamento representa un poder resultante del pacto social entre hombres libres e 

iguales que construye la revolución ilustrada y que se manifiesta en los sistemas representativos 

mediante las cámaras parlamentarias. 

Como se ha dicho, el origen del parlamento se remonta a las asambleas medievales, presididas 

por el rey e integradas por los representantes de los diferentes estamentos. Pero estas 

asambleas adquirieron una nueva naturaleza de la mano de las revoluciones liberales. 

De hecho, el constitucionalismo en Europa puede explicarse a partir de la confrontación histórica 

del parlamento con el poder de la monarquia absoluta, para convertirse en el centro del orden 

constitucional. Así, a lo largo del siglos rasgos básicos de este órgano constitucional y el 

parlamento se fue configurando progresivamente como un órgano autónomo, permanente e 

inviolable. 

Y así, en efecto, los primeros parlamentos buscaron superar la mera dependencia feudal 

respecto del rey para situarse en posición, como mínimo, de pacto con él. Fue con la revolución 

inglesa y especialmente con la francesa, 

de poderes, cuando los parlamentos invocaron títulos de soberanía y su independencia frente a 

la corona. También pretendieron lograr la configuración de este órgano como permanente, 

porque las antiguas asambleas eran una institución no permanente, que contrastaba con la 

presencia continua del monarca en la dirección política de la colectividad. Por último, la 

conformación del parlamento como órgano inviolable se llevó cabo para otorgar protección 

jurídico-penal a las cámaras y los parlamentarios frente a toda interferencia o coacción que 

pudieran sufrir en su actividad o en sus locales. 

B)  

La Constitución de 1812 es el primer texto (descartado el texto otorga- 
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do bonapartista de 1808) de este periodo y quizá, uno de los más liberales y 

donde se evidencia de forma más relevante la importancia parlamentaria. Es 

una Constitución de origen popular, ya en su preámbulo se dice que la nación 

española, representada por las Cortes Generales y extraordinaria, se da a sí 

misma la Constitución. Es, por tanto, una Constitución que descansa en tres 

principios que hacen del parlamento la institución central del sistema político: 

el principio de soberanía nacional, el principio de división de poderes y la nueva representación 

que ejercen los diputados que han pasado de representar a sus territorios o su estamento a 

representar a la nación. Las Cortes quedan desligadas del mandato imperativo y se convierten 

en la voz de la nación. Por ello, tienen la función legislativa y su actividad se desarrollaba de 

forma autónoma y casi al margen de las funciones del rey que no podía disolverlas ni entorpecer 

su labor. 

Todo lo que había avanzado el texto gaditano en cuanto al reconocimiento de la soberanía 

nacional y la división de poderes se ve diezmado en el Estatuto Real de 1834. Dicha norma es un 

texto de soberanía conjunta del parlamento y el monarca. Inaugura la doctrina que se hará seña 

de identidad de los textos conservadores de ese siglo que la soberanía, considerada como poder 

pleno y supremo del Estado, corresponde por tradición histórica a las Cortes con el rey. También 

la división de poderes se ve mermada. Se proclama la colaboración de poderes. Para Martínez 

de la Rosa, la mejor forma de preservar las funciones del Estado es que los poderes se vinculen 

entre sí para auxiliarse sin anular sus características. Puesto que estamos ante un texto 

constitucional que limita las notas ilustradas y liberales de la Constitución de 1812, esto se 

aprecia también en la organización de las Cortes, que se conforman como Cortes bicamerales: 

el Estamento de Próceres del Reino y el Estamento de Procuradores del Reino.  

 

2. Perspectiva jurídico-constitucional 

 

Desde el punto de vista jurídico-constitucional la centralidad de las Cortes Generales es 

evidente. En primer lugar, están reguladas en el Título III, tras el título dedicado a los derechos 

y libertades y el dedicado a la corona. Según el artículo 66.1: “las cortes generales representan 

al pueblo español” declaración que se debe entender de conformidad con el art. 1.2 CE, que 

establece que la soberanía nacional reside en el pueblo español del que emanan los poderes del 

Estados, y con el art. 1.3 CE según el cual la forma política del Estado es la monarquía 

parlamentaria. Por tanto, las Cortes Generales por su condición 

de representantes del pueblo soberano tienen la alta misión de legitimar al resto de poderes del 

Estado que, además, deben organizarse según la forma de gobierno parlamentaria. Lo anterior 

hace que, como decíamos, las Cortes Generales sean una institución central tanto políticamente, 

puesto que de ellas depende la constitución del Gobierno y la dirección política del país, como 

jurídicamente, puesto que ellas ejercen la función legislativa y con ello el control en la 

aprobación de la principal fuente del Derecho. 
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II. LA ESTRUCTURA BICAMERAL DE LAS CORTES GENERALES 

 

El art. 66.1 CE dice que las Cortes Generales están formadas por el Congreso de los Diputados y 

el Senado. Esta apuesta por el bicameralismo de nuestra norma fundamental se integra en una 

tradición constitucional española que se inicia con el Estatuto Real de 1834 y que se ha 

mantenido desde entonces salvo en la Constitución republicana de 1931 y las Leyes 

Fundamentales del franquismo.  

1. Perspectiva histórico-política 

 

A) El bicameralismo, en esta tradición, surgió como una técnica organizativa del poder para 

hacer compatible tradición y modernidad, al mismo tiempo que la cámara de «tradición» (el 

senado) actuaba como freno y contrapeso de la cámara de representantes.  

 

B) También desde un punto de vista histórico-político existe una segunda tradición del 

bicameralismo que se extendió a partir de la Constitución de los Estados Unidos de América de 

1787 y está asociada a la forma de organización federal del Estado. En este caso la solución 

bicameral respondía a la necesidad del federalismo norteamericano de que existiese una cámara 

que representase a los estados que conformaban la federación, distinta a la cámara de 

representantes de los ciudadanos. En este modelo lo habitual es que la cámara de 

representantes sea de elección directa por los ciudadanos y que el senado se 

constituya a partir de los representantes que propongan los estados. Se trata, por tanto, de un 

modelo bicameral donde la existencia del senado está indisolublemente unida al federalismo 

como organización territorial y donde tanto la selección de sus miembros como las funciones 

que se le atribuyen son claramente distintas a las de la cámara de representantes. 

 

2. El bicameralismo en la Constitución 

 

Las cámaras parlamentarias en el Estado español se organizan en un modelo de bicameralismo 

imperfecto donde no faltan algunas contradicciones o imprecisiones. En el art. 66 CE se 

atribuyen la función de representación del pueblo v las competencias legislativas, 

presupuestaria y de control del Gobierno a ambas cámaras y en los mismos términos. Sin 

embargo, si seguimos leyendo los arts. 68 y 69 CE comprobamos que tanto los intereses 

representados teóricamente como las funciones encomendadas son distintas de una a otra 

representación proporcional. El Senado, dice el texto constitucional, es la cámara de 

representación territorial; son elegidos por los españoles mediante sufragio universal y solo un 

número reducido de ellos son designados por las comunidades autónomas (art. 69.5 CE). 

La mayor importancia del congreso de los Diputados sobre el Senado queda constatada de la 

lectura del art. 90.2 CE, que limita las funciones legislativas de la cámara alta a enmendar el 

texto legal que le llega al congreso. La cámara baja podrá levantar el veto no ratificándolo por 

mayoría absoluta y podrá aceptar o no las enmiendas por mayoría simple.  
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Por supuesto, el mayor protagonismo del Congreso de los Diputados queda plasmado en todas 

las funciones atribuidas a las cámaras, en especial la función de control.  

 

III. LA COMPOSICIÓN DEL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS Y DEL SENADO 

 

1. Los precedentes de los sistemas electorales 

 

Aunque el Real Decreto ley de Normas Electorales de 1977 tenía carácter provisional, lo cierto 

es que extendió su vigencia hasta que en 1985 se aprobó la Ley Orgánica del Régimen Electoral 

General (LOREG). Pero quizá lo más significativo no sea el largo periodo de vigencia de esa norma 

supuestamente transitoria, sino que muchos de sus elementos básicos fueron recogidos en la 

Constitución. 

La LOREG, que ha sido reformada en diversos extremos de carácter menor a lo largo de todos 

estos años transcurridos, aborda la regulación general de los procesos electorales. Establece las 

disposiciones comunes a todas las elecciones por sufragio universal y, después, dedica títulos 

distintos a las elecciones generales (Congreso de los Diputados y Senado), locales y europeas. 

En ese mismo cuerpo normativo se declaran aplicables a las elecciones a las asambleas 

legislativas de las comunidades autónomas numerosos artículos del Título I, teniendo el resto 

carácter supletorio respecto de la legislación electoral que se apruebe en dichas comunidades. 

 

2. El sistema electoral del Congreso de los Diputados 

 

El Congreso de los Diputados, según el art. 68.1 CE se compone de entre 300 y 400 diputados. 

La LOREG ha precisado que el número de diputados sea 350 (art. 162.). 

 

2.1. La circunscripción electoral 

 

El art. 68.2 CE establece que la circunscripción electoral es la provincia. 

La circunscripción electoral se ha definido de forma clara en la Constitución. 

Establece asimismo que la ley distribuirá el número total de diputados, asignando una 

representación mínima inicial a cada circunscripción y distribuyendo los demás en proporción a 

la población y que las poblaciones de Ceuta y Melilla estarán representadas cada una de ellas 

por un diputado. 

Como se ha dicho, la LOREG optó por un Congreso de 350 diputados. Para su elección dicha ley 

ha asignado a cada provincia un mínimo de dos diputados, salvo Ceuta y Melilla que tienen 

asignado solo uno. Lo anterior quiere decir que 102 escaños están asignados territorialmente. 

www.derecho-uned.com



DERECHO CONSTITUCIONAL III (Resumen 2020-2021*Telegram*  
 

40 
 

Los 248 restantes se reparten entre las provincias de forma proporcional a su población según 

sus previsiones del art. 162 LOREG.  

 

2.2. La formulación de la papeleta 

 

La Constitución no dice nada en cuanto a cómo se han de presentar los candidatos, más allá de 

que se han de elegir mediante un sistema proporcional; es la ley (LOREG) la que ha determinado 

el sistema de presentación de candidaturas y la formulación de la papeleta. El sistema que 

estableció la LOREG fue el de un modelo proporcional organizado en circunscripciones (las 

provincias) con listas cerradas y bloqueadas (es decir, los candidatos están ordenados 

numéricamente sin que pueda el elector hacer cambio alguno). Es 

Lo que la doctrina llama voto categórico de partido (sistema para la conformación de las 

papeletas que se ha extendido a las elecciones municipales y la elección de representantes a las 

asambleas de las comunidades autónomas. 

El sistema de listas cerradas y bloqueadas, que en su gran mayoría queda 

a disposición de los partidos políticos, ha reforzado la posición de estas organizaciones en la vida 

política. 

 

2.3. La barrera electoral 

 

Los sistemas electorales suelen incorporar un criterio para excluir del reparto de escaños a las 

listas electorales que no alcancen un mínimo de votos fijado en él. Estamos ante una técnica que 

pretende evitar la fragmentación en exceso en la composición de la cámara y, con ello, facilitar 

la estabilidad gubernamental. Según el art. 163.1.a) LOREG, no se tienen en cuenta aquellas 

candidaturas que no hubieran obtenido, al menos, el 3 por 100 de los votos válidos emitidos en 

la circunscripción. Como se ha encargado de demostrar la práctica electoral, dicha barrera, salvo 

en las circunscripciones de Madrid y Barcelona, no tiene ningún efecto puesto que el reducido 

número de escaños en juego hace que su asignación siempre sea a candidaturas que obtienen 

un porcentaje de votos superior a ese porcentaje. 

 

2.4. La fórmula electoral 

 

La fórmula electoral hace referencia al sistema que se ha de utilizar para 

transformar los votos de los electores en escaños.  

Las diferentes fórmulas se pueden agrupar en dos grandes modelos: los sistemas de formula 

electoral mayoritaria y los de sistema de fórmula electoral proporcional.  
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El mayoritario supone la asignación del escaño o escaños al candidato a la candidatura que más 

votos obtenga mientras que el proporcional busca distribuir los escaños entre las candidaturas 

de forma proporcional al resultado conseguido por cada una de ellas. El primero genera 

mayorías parlamentarias que dan gran estabilidad gubernamental y el segundo da lugar a una 

cámara más ajustada al pluralismo político de la sociedad. 

Para el Congreso de los diputados el artículo 68.3 de la Constitución española establece que la 

elección se verificará en cada circunscripción atendiendo a criterios de representación 

proporcional. 

 

3. El sistema electoral del Senado 

 

Para presentar una panorámica del sistema electoral al Senado hay que empezar diciendo que 

el art. 69.1 CE establece que el Senado es la cámara de representación territorial. También es la 

Constitución la que establece que los senadores serán elegidos para un mandato de cuatro años, 

por dos vías: la primera, elección directa, mediante sufragio universal, libre, igual, directo y 

secreto en cada una de las circunscripciones y según la fórmula que establezca la ley electoral 

(art. 69.2 CE); y la segunda, elección indirecta, mediante la cual las comunidades autónomas 

designarán un senador y otro por cada millón de habitantes de su respectivo territorio (art. 69.5 

CE). 

El número total de senadores, por tanto, puede variar. Es fijo el número que eligen directamente 

los ciudadanos (208) y la variación viene de los que eligen las comunidades autónomas, que 

dependerá de su población. En la XIV Legislatura (iniciada en diciembre de 2019) estos últimos 

han sido 57, con lo que el total de senadores es de 265. 

 

3.1. La elección directa de senadores 

 

3.1.1. La circunscripción electoral 

 

El art. 69.2 CE establece que los senadores de elección directa se eligen en cada provincia, en un 

número de cuatro por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto de los votantes de cada 

una de ellas. Junto a ello, en las provincias insulares, cada isla o agrupación de ellas, con cabildo 

o consejo Insular, constituirá una circunscripción a efectos de elección de senadores, 

correspondiendo tres a cada una de las islas mayores --Gran Canaria, Mallorca y Tenerife y uno 

a cada una de las siguientes islas o agrupaciones: Ibiza-Formentera, Menorca, Fuerteventura, 

Gomera, Hierro, Lanzarote y La Palma. Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de 

ellas dos senadores. 

Desde el punto de vista electoral la circunscripción provincial no plantea ningún problema, muy 

al contrario, su equiparación con el sistema del Congreso de los diputados puede facilitar el 

ejercicio del voto. 
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3.1.2. La formulación de la papeleta 

 

La formulación de la papeleta está determinada por el sistema electoral que ha establecido la 

LOREG: un sistema mayoritario en su modalidad de voto múltiple restringido. Las candidaturas 

son individuales (no se confecciona una lista de candidatos por cada partido o agrupación 

electoral) y los electores votan directamente a los candidatos de su elección, en un número que 

depende de la cantidad de senadores asignados a su circunscripción electoral. En el caso de las 

provincias no insulares que tienen asignados cuatro senadores, los ciudadanos votan a tres, para 

corregir el criterio mayoritario y dar opciones a los grupos minoritarios; asimismo, en las 

provincias insulares, y en Ceuta y Melilla, el elector deberá señalar un candidato menos de los 

que deban elegirse, salvo en el caso de las circunscripciones donde solo se elija un senador, pues 

allí lógicamente deberá ser coincidente. El sistema también establece que cada candidato debe 

acompañarse de un candidato a senador suplente que evitará elecciones parciales durante la 

legislatura si cesa uno de los senadores principales. 

La conformación de la papeleta electoral parece aquí una cuestión menor, pero en la práctica 

genera no pocos problemas que han dado lugar a distintas reformas del art. 172 LOREG. 

En 2010 se realizó una nueva reforma del art. 172 LOREG por la cual se permite que las 

papeletas, en aquellas circunscripciones que lo requieran, puedan ir impresas por 

las dos caras y establece el criterio para la ordenación de las candidaturas en 

función del número de votos obtenidos por la totalidad de los candidatos de 

los partidos en las elecciones anteriores. Además, permite que las entidades que presenten sus 

candidaturas puedan decidir el orden de colocación de sus candidatos. 

 

3.1.3. La fórmula electoral 

 

Como ya he señalado en líneas anteriores, la fórmula electoral para el Senado es la mayoritaria 

en su modalidad de voto múltiple restringido.  

3.2. La designación de los senadores autonómicos 

 

De acuerdo con el art. 69.5 CE, las comunidades autónomas designarán un senador y otro más 

por cada millón de habitantes de su respectivo territorio. 

Esta designación queda en manos de la asamblea legislativa de la comunidad autónoma o, en su 

defecto, en las del órgano colegiado superior de la misma, conforme dispongan los estatutos de 

autonomía, aunque asegurando la adecuada representación proporcional. 

a) La primera cuestión que se ha de dilucidar es cómo se computa la población para la asignación 

de los senadores que corresponde a cada comunidad autónoma. La LOREG, en su art. 165.4, 

establece que, a efectos de dicha designación, el número concreto de senadores que 

corresponda a cada comunidad autónoma se determinará tomando como referencia el censo 
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de población de derecho vigente en el momento de celebrarse las últimas elecciones generales 

al Senado. 

b) En segundo lugar, debemos tener en cuenta que la designación de los senadores se realizará 

por las asambleas de las comunidades autónomas o sus órganos colegiados de acuerdo con lo 

que establezcan los estatutos. En este sentido la práctica más común ha sido que dichos 

estatutos han establecido una regulación muy genérica (salvo el caso del Estatuto de Cataluña) 

y que remite la regulación a la ley específica. 

c) La tercera cuestión es que esa designación debe garantizar la adecuada representación 

proporcional de acuerdo con la doctrina del tribunal constitucional sentencia 75/85 y 4/1992 se 

entiende que se cumplen las exigencias de proporcionalidad siempre que se evite la aplicación 

pura y simple y un criterio mayoritario no pretendiendo el artículo 69.5 introducción de un 

sistema puro de proporcionalidad sin desviaciones de la correlación exacta entre el número de 

votos y escaños. Para ello, algunas comunidades autónomas han establecido la regla d'Hondt 

para la determinación de los senadores que corresponden a cada grupo. 

En todo caso ha de tenerse en cuenta la STC 4/1992, precisa que, en ausencia de imposición 

normativa de una regla determinada, no puede considerarse de aplicación supletoria obligatoria 

la regla D´Hont 

d) La última cuestión respecto a los senadores es si cabe su revocación por parte de 

asamblea que los designo. es lo que preveía la ley 10/2016 de la comunidad de Valencia 
que fue declarada inconstitucional en este extremo por la sentencia 123/ 2017. De 
acuerdo con dicha sentencia una vez designados e integrados en la cámara de 
representación territorial artículo 69.1 de la Constitución española los senadores de 
origen autonómico ostentan posición constitucional idéntica a la de los demás miembros 
de las Cortes Generales y les es de aplicación el régimen jurídico común de la 
Constitución dispone para cualesquiera senadores con las únicas peculiaridades de las 
posibles pérdidas de las condiciones objetivas de la elegibilidad o incompatibilidad 
fijadas en los respectivos estatutos de autonomía o leyes a las que se remitan o por 
diferente criterio de cómputo de la duración del mandato.  
Por tanto, estos senadores al igual que los restantes senadores y diputados representan 
al conjunto del pueblo como una unidad ideal de imputación y a todos ellos por igual es 
aplicable el principio del mandato libre en virtud del artículo 67.2 de la Constitución 
española 
 

IV . El Estatuto de los parlamentarios 

 

IV. EL ESTATUTO DE LOS PARLAMENTARIOS 

El estatuto de los parlamentarios comprende, básicamente, las condiciones de adquisición, 

suspensión o pérdida de la condición de parlamentario, los derechos y deberes y las 

prerrogativas parlamentarias. 

 

1. Régimen de incompatibilidades 
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Se encuentra recogido en el art. 70 CE y desarrollado en los arts. 157 a 159 LOREG. Conforme a 

ellos, el mandato de los diputados y senadores se ejercerá en régimen de dedicación absoluta. 

Además, dicho mandato será incompatible con el desempeño, por si o mediante sustitución, de 

cualquier otro puesto, profesión o actividad, públicos o privados, por cuenta propia o ajena, 

retribuidos mediante sueldo, salario, arancel, honorarios o cualquier otra forma. 

La única excepción al severo régimen de incompatibilidades es «la producción y creación 

literaria, científica, artística o técnica y la administración del patrimonio personal o familiar». 

También serán compatibles las actividades docentes o de investigación que los parlamentarios 

profesores universitarios desarrollen en el seno de la universidad. Por dicha actividad solo 

podrán percibir las indemnizaciones reglamentarias establecidas, Para el control de 

incompatibilidades los diputados y senadores están obligados a formular declaraciones de 

actividades y bienes por separado conforme a los modelos que aprueben las Mesas de las 

cámaras, que se inscribirán en el Registro de Intereses de cada una de estas. Dicho registro 

tendrá carácter público y bajo la dirección del presidente queda disposición de todos los 

ciudadanos mediante el portal de transparencia de las cámaras. el pleno de cada una de las 

cámaras resolverá sobre las posibles incompatibilidades a propuesta motivada de la comisión 

correspondiente. 

Las modificaciones que se han realizado en el régimen de incompatibilidades en los últimos años 

supone un gran avance no solo para garantizar la dedicación exclusiva de los parlamentarios 

sino también para la publicitación de la situación profesional y patrimonial en la que se 

encuentran. 

 

2.La adquisición plena de la condición de diputado o Senador 

 

Requiere ciertos trámites: presentar la credencial de electo, realizar la declaración de 

actividades y patrimonio, y prestar el juramento o promesa de acatar la Constitución en el 

primer pleno al que se asista. 

Sobre la forma de realizar este último requisito se generó cierta controversia en los años ochenta 

y noventa, que tuvo que zanjar el Tribunal Constitucional con varias sentencias (SSTC 101/83, 

122/83, 119/90 y 74/91). En la actualidad el tema está resuelto mediante una fórmula tasada 

recogida en el Senado (en el art. 11 RS) y en el Congreso de los Diputados (en la Resolución de 

Presidencia de 30 de noviembre de 1989). Sobre esta materia es digno  

señalar que el acatamiento de la Constitución que algunas de sus señorías realizan desde ya 

algunas legislaturas incorpora declaraciones que van más allá de la fórmula establecida. Aunque 

de acuerdo con la doctrina del Tribunal Constitucional (STC 74/1991) las fórmulas rituales de 

acatamiento constitucional no pueden entenderse de forma rígida, resulta discutible que en un 

acto puramente formal algunos diputados o senadores hagan uso de la palabra para manifestar 

posiciones políticas que nada tienen que ver con lo que se les 

reclama: declarar su acatamiento a la Constitución. Últimamente, la sentencia del TJUE (Gran 

Sala, C502/19, caso Junqueras) ha señalado que la adquisición plena de eurodiputado se 

produce desde la proclamación definitiva de los resultados electorales sin más trámites o 

requisitos. Esto ha llevado a alguna doctrina a apuntar que quizá la forma de solucionar el 
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«problema de la incorporación de alusiones políticas en la declaración de acatamiento podría 

ser suprimir ese trámite, en la línea de la jurisprudencia del TJUE. 

 

3. Suspensión o pérdida de la condición de parlamentario 

 

A) De acuerdo con el art. 20.2 RCD, los derechos y prerrogativas serán efectivos desde el 

momento mismo en el que el diputado sea proclamado electo. Sin embargo, celebradas tres 

sesiones plenarias sin que un diputado adquiera dicha condición, conforme a lo ya explicado, no 

tendrá derechos ni prerrogativas hasta que dicha adquisición se produzca. Este artículo tiene un 

objetivo claro: establecer una condición suspensiva mientras el diputado electo no perfeccione 

su condición cumpliendo los requisitos señalados. 

Además, el art. 21 RCD dice que el diputado queda suspendido de sus derechos y deberes en 

ciertos supuestos: en los casos en que así proceda, por aplicación de las normas de disciplina 

parlamentaria establecidas cuando concedida por la cámara la autorización objeto de un 

suplicatorio y firme el auto de procesamiento se hallan en situación de prisión preventiva y 

mientras dure esta; cuando una sentencia firme condenatoria lo comporte o cuando su 

cumplimiento implica la imposibilidad de ejercer la función parlamentaria. 

B) en cuanto a la pérdida del mandato se ha de señalar que el vínculo político que una 

representante con los representados es tan fuerte que los reglamentos parlamentarios solo 

prevé en su rotura por decisión judicial firme que anule la elección o proclamación por 

fallecimiento incapacitación de representante, por renuncia por extinción del mandato, por 

finalización de la legislatura (artículos 22 RCD y 18 RS) 

 

4. Prerrogativas parlamentarias 

 

Las prerrogativas parlamentarias son tres: inmunidad, inviolabilidad y fuero judicial. Están 

reconocidas en el art. 71 CE y cuentan con su correspondiente desarrollo en los reglamentos 

parlamentarios. 

Estamos ante prerrogativas que protegen al parlamentario en el ejercicio de su función para que 

pueda desarrollarla sin interferencias. No son privilegios personales y, por ello, como decíamos, 

son irrenunciables. (STC 243/1988). 

 

4.1. La inviolabilidad 

 

La inviolabilidad es una prerrogativa de carácter penal y supone la irresponsabilidad del 

parlamentario durante el tiempo que dure su actividad las opiniones formuladas en el ejercicio 

de sus funciones (SST 51/1985 y 243/1988). Por tanto, no puede aplicarse a declaraciones 

formuladas antes de adquirir la condición de parlamentario. El Tribunal Constitucional ha dicho 

que esas declaraciones deben haberse realizado en sede parlamentaria o, ha admitido, que cabe 
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que sean realizadas fuera de la cámara, pero cuando sea para realizar funciones parlamentarias 

encomendadas, como, por ejemplo, 

una visita oficial. Estamos, por tanto, ante una prerrogativa que tiene como objeto proteger la 

libertad de expresión y formulación de opiniones de los parlamentarios en el ejercicio de sus 

funciones. Para los defensores de la prerrogativa es una forma de impedir que cualquier 

pequeño exceso verbal se pueda utilizar para judicializar la acción política. Para los partidarios 

de la supresión de la prerrogativa, esta no tiene mucho sentido puesto que la libertad de 

expresión ya está reconocida para todos los ciudadanos y también para los 

parlamentarios, y lo que acaba siendo es un instrumento para proteger acciones o declaraciones 

constitutivas de delito que son necesarias para el desarrollo de la función representativa. 

4.2. La inmunidad 

 

El art. 71.2 CE establece que, solo durante el periodo de su mandato, los diputados y senadores 

gozarán de inmunidad. 

a) La inmunidad es una prerrogativa de carácter procesal y supone que, para que pueda ser 

inculpado o procesado el parlamentario que presuntamente ha cometido unos hechos 

constitutivos de delito, el juez competente debe solicitar la autorización de la cámara 

denominada suplicatorio (SSTC 90/1985 y 243/1988). Si se pretende denegar un suplicatorio 

debe estar fundamentado (STC 206/92).La cámara está obligada a pronunciarse. Es decir, no 

cabe el silencio negativo, y, además, la concesión del suplicatorio debe ser fundamentado si no 

se quiere atentar contra el derecho a la tutela judicial efectiva  

b) Por otra parte, la inmunidad supone que los diputados y senadores durante el periodo de su 

mandato solo podrán ser detenidos en caso de flagrante de delito. 

 

4.3. El fuero especial 

 

El fuero judicial supone que el órgano jurisdiccional competente para conocer de una causa 

contra un parlamentario es la Sala 2. del Tribunal Supremo (STC 22/1997). Según el Tribunal 

Constitucional, su aplicación no vulnera el derecho al juez predeterminado por la ley (STC 

55/1990). 

 

5. Derechos y deberes de los parlamentarios 

 

Para que los parlamentarios puedan desarrollar su actividad en condiciones adecuadas las 

cámaras les atribuyen un conjunto de derechos y deberes asociados al ejercicio de su función. 

Es decir, no estamos ante privilegios personales. Dentro de los derechos, el art. 71.4 CE reconoce 

a los diputados y senadores la asignación económica que deberá fijar la respectiva cámara.  
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Los reglamentos parlamentarios también atribuyen derechos más próximos a la actividad que 

desarrollan: el derecho a asistir con voto a las sesiones plenarias y a las comisiones de las que 

forme parte. 

También se establecen deberes el deber asistir a los plenos de la cámara, las comisiones de las 

que forme parte, ajustar su comportamiento a los usos y costumbres parlamentarias el deber 

de respetar el orden… 

 

6. El mandato representativo 

 

El art. 67.2 CE dice: «Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato 

imperativo». La prohibición de mandato imperativo se remonta a los orígenes del sistema 

parlamentario. En los estados modernos el mandato es representativo, es decir, que los 

parlamentarios son libres para actuar en la cámara, no están sujetos a órdenes o instrucciones 

de ningún tipo por parte de los representados. 

 

V. LOS GRUPOS PARLAMENTARIOS 

 

1. Naturaleza jurídica 

 

Los grupos parlamentarios constituyen asociaciones de miembros de las cámaras 

parlamentarias que, normalmente, cuentan con afinidad política (por regla general pertenecen 

al mismo partido político). Así, los grupos parlamentarios no son órganos de las cámaras, puesto 

que lo característico de estos es la imputación de sus actos a la cámara y en aquellos los actos 

son imputables a ellos mismos o a sus miembros. 

Lo relevante de los grupos parlamentarios es que son los auténticos protagonistas en las 

cámaras. 

 

2. Constitución de los grupos 

 

Sobre la constitución de los grupos los reglamentos parlamentarios establecen las siguientes 

reglas: 

a) La formación de grupo parlamentario exige un número mínimo de parlamentarios: 15 

diputados en el caso del Congreso y 10 senadores en el Senado. El RCD permite también la 

creación de un grupo parlamentario a las formaciones que, habiendo obtenido menos de 15 

representantes (pero no menos de 5), hayan alcanzado un determinado porcentaje en las 

circunscripciones en que hubieran presentado candidatura (15 por 100) o en el conjunto 

de las circunscripciones del Estado (5 por 100) 
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b) El art. 23 del RCD establece dos limitaciones a los diputados a la hora de constituir grupo 

parlamentario: primera, que diputados pertenecientes a un mismo partido no pueden constituir 

grupo parlamentario separado; segunda, que parlamentarios que al tiempo de las elecciones 

pertenecían a formaciones que se presentaron en listas conjuntas tampoco podrán constituir 

grupo parlamentario separado. Por su parte, el art. 27.3 RS dice que «los senadores que hayan 

concurrido a las elecciones formando parte de un mismo partido, federación, coalición o 

agrupación no podrán formar más de un grupo parlamentario». 

A su vez, los que formen parte de una federación, coalición o agrupación electoral y que, por 

tanto, no se han enfrentado a las elecciones, tendrán que integrarse en un mismo grupo.  

c)Todos los parlamentarios deben pertenecer a algún grupo parlamentario. Por eso, aquellos 

diputados o senadores que no se integren en un grupo parlamentario propio quedarán adscritos 

al denominado Grupo Mixto. 

 

3. Organización y funcionamiento 

 

La organización y funcionamiento de los grupos parlamentarios forma parte de la esfera privada 

de dichos grupos, únicamente se exige que se nombre un portavoz, como representante del 

grupo. 

Dicho lo anterior, debemos señalar que el principio fundamental en la 

organización de los grupos parlamentarios es el principio de autonomía. 

 

CAPÍTULO V: ESTATUS, ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LAS 

CÁMARAS PARLAMENTARIAS. 

 

I. LA AUTONOMÍA PARLAMENTARIA. 

1. Fundamento y ámbitos. 

La autonomía parlamentaria está reconocida en el art. 72.1 CE al señalarse que “las 

cámaras estableces sus propios reglamentos, aprueban autónomamente sus presupuestos 

y, de común acuerdo, regulan el estatuto del personal de las Cortes Generales”. 

Esta autonomía tiene su origen en la clásica “independencia” parlamentaria. Donde se 

desarrolla un parlamento moderno lo hacía en una lucha constante frente a los poderes 

tradicionales e históricos del monarca. La práctica más común era investirlo de privilegios 

y prerrogativas que asegurasen el libre funcionamiento de la institución y de los miembros 

que la conformaban. La técnica para la defensa del parlamento contaba con elementos 

diferenciadores en unos y otros países dependiendo de su tradición jurídica y política, en 

todos ellos el objetivo era el mismo: preservar la independencia parlamentaria frente a las 

injerencias del poder monárquico. 

Con la aprobación de las constituciones la clásica autonomía parlamentaria se tuvo que 

redefinir, los textos constitucionales normativos regulaban los derechos fundamentales 

de los parlamentarios y, se ocupaban de materias del funcionamiento interno de las 

cámaras. En primer lugar, tenemos que hablar de autonomía. En segundo lugar, la 

“autonomía” no conlleva “soberanía”; no se puede confundir el reconocimiento de la 
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autonomía con la independencia de la institución. El parlamento y sus cámaras son 

instituciones del Estado y, están sometidas a la Constitución y el resto del ordenamiento 

jurídico (art. 9.1 CE). 

La autonomía se concreta en diferentes ámbitos: en el ámbito normativo, las cámaras 

pueden aprobar las normas por las que habrán de regirse su organización y 

funcionamiento; en el ámbito organizativo, tienen autonomía para concretar su 

organización interna, para nombrar a sus órganos de gobierno, y reclutar a su personal y 

establecer su régimen jurídico; y en el ámbito presupuestario, las cámaras aprueban de 

forma autónoma su presupuesto. 

 

2. Autonomía y sistema normativo. 

La autonomía parlamentaria se concreta en un conjunto de normas de diferente rango e 

intensidad regulatoria: normas parlamentarias constitucionales, reglamentos 

parlamentarios, resoluciones de presidencia, acuerdos y decisiones de las mesas, estatuto 

de personal, usos y costumbres parlamentarias… Las más importantes son las siguientes; 

a) Los reglamentos parlamentarios son la norma que con mayor extensión e intensidad 

regula la organización y el funcionamiento de la respectiva cámara. Tienen 

reconocimiento constitucional (art. 72 CE) y se han de considerar normas con rango y 

fuerza de ley. El art. 27.2 LOTC establece que es una norma que puede ser objeto de 

control constitucionalidad. 

Cada una de las cámaras queda habilitada para su aprobación, reforma o derogación; 

según establecen los actuales RCD Y RS, la reforma del reglamento precisa para su 

aprobación una votación final de totalidad por mayoría absoluta. El Reglamento del 

Congreso de los Diputados (RCD) data de 1982 (sustituyó al de 1977) y el Reglamento 

del Senado (RS) vigente es de 1994. Ambos reglamentos han sido modificados en 

diversas ocasiones, para cuestiones menores de funcionamiento interno, para dotar de 

mayor transparencia a la actividad de los diputados y senadores (declaraciones de bienes, 

actividades profesionales…) y, en el caso del Senado, para incidir en su configuración 

como cámara de representación territorial (empleo de lenguas cooficiales en 

determinados supuestos, procedimiento de nombramiento de los magistrados del Tribunal 

Constitucional…). 

Una cuestión debatida en el ámbito doctrinal y jurisprudencial ha sido si los reglamentos 

parlamentarios ha de considerarlos el juez constitucional como “norma interpuestas” a la 

hora de emitir un juicio de constitucionalidad sobre el procedimiento de formación de las 

leyes, e incluso a la hora de considerar si la actuación de un órgano parlamentario ha 

violado o no el derecho al ejercicio de cargo público (art. 23.2 CE). En sentido afirmativo 

se ha pronunciado el Tribunal Constitucional en diferentes resoluciones, reconociendo 

que los reglamentos parlamentarios son parámetro de constitucionalidad. 

b) Las resoluciones de presidencia son normas que dictan los presidentes de las cámaras 

para interpretar o suplir lagunas reglamentarias. Según los arts. 32 RCD y 27 RS los 

respectivos presidentes podrán dictar resoluciones de carácter general, que se integran en 

el ordenamiento reglamentario de la asamblea, en cuanto que suplen las lagunas de este, 

y producen los mismos efectos que el propio Reglamento. Dichas resoluciones adquieren 

el valor de fuente del Derecho parlamentario, puesto que integran preceptos 

reglamentarios incompletos que se incorporan al reglamento, pero se incorporan al 

ordenamiento parlamentario para “suplir omisiones y para interpretarlos, no para 

desarrollarlos o especificar sus prescripciones” (STS 118/1988). 
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La jurisprudencia ha evolucionado a lo largo de estos años. La situación actual, es que, 

puesto que las resoluciones interpretativas son jerárquicamente inferiores a los 

reglamentos y no pueden introducir innovaciones ni limitar los derechos de los 

parlamentarios, son susceptibles de anulación como consecuencia de los recursos de 

amparo que se interpongan contra sus actos de aplicación, por infracción del art. 23.2 CE 

o invasión de la reserva reglamentaria. 

c) El estatuto del personal de las Cortes Generales es una norma jurídica de carácter 

primario, es decir, una materia que la Constitución reserva expresamente para que se 

regule mediante una norma parlamentaria, que ha de cumplir ciertas condiciones 

procedimentales constitucionalmente establecidas. La materia regulada por este estatuto 

carece de una vinculación directa con la materia parlamentaria propiamente dicha, siendo, 

quizá, una de las expresiones más claras de la autonomía doméstica de las Cortes. Viene 

reconocido en el art. 72 CE y es una norma distinta a los reglamentos de las cámaras, es 

susceptible de recurso de inconstitucionalidad. 

 

 

 

 

II. LA ORGANIZACIÓN INTERNA DE LAS CÁMARAS. 

Para poder realizar las funciones institucionales que la Constitución confiere a las Cortes 

Generales, es necesario organizar un entramado de  órganos interparlamentarios que 

imputando sus actos a la correspondiente cámara desarrollen o asistan para la realización 

de esas funciones. 

Estos órganos parlamentarios se agrupan en dos grupos: los de funcionamiento, también 

llamados, por la doctrina órganos de dirección política o producción normativa (pleno, 

comisiones y Diputación Permanente), y los de gobierno y administración (presidente y 

Mesa, y también la Junta de Portavoces, que, aunque desarrolla funciones claramente 

políticas, despliega su actividad en el ámbito de los actos de gobierno y organización 

parlamentaria). 

 

1. Los órganos de gobierno interno y administración. 

1.1. El presidente. 

Las cámaras eligen a sus respectivos presidentes (art. 72.2 CE). El presidente es el órgano 

de gobierno de mayor importancia. Los presidentes de las cámaras son la tercer y cuarta 

autoridad del Estado tras el rey y el presidente del Gobierno. Son una institución imparcial 

que, asegura el buen funcionamiento de la respectiva cámara y los derechos de los 

parlamentarios. 

 

1.1.1. Elección. 

La elección de los respectivos presidentes los diputados o senadores deben escribir un 

solo nombre en la papeleta y emitir el voto personalmente en urna (arts. 37 RCD y 7 RS). 

Resultará elegido el que obtenga el voto favorable de la mayoría absoluta de los miembros 

de la cámara. Si ningún candidato logra esa mayoría, se procederá a efectuar otra votación 

entre aquellos dos que hayan quedado con un mayor número de votos y resultará elegido 

el que obtenga más votos. 
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1.1.2. Funciones. 

Los presidentes ostentan la representación de la cámara, aseguran la buena marcha de los 

trabajos, dirigen los debates, mantienen el orden de los mismos y ordenan los pagos… El 

presidente de la cámara ostenta todos los poderes administrativos y facultades de policía 

en el interior de su sede. Dirige y vela por el orden en el pleno mediante  medidas 

disciplinarias como la llamada a la cuestión y al orden, la retirada del uso de la palabra o 

la supresión en el Diario de Sesiones de las expresiones que impliquen ofensas, pudiendo 

prohibir a los parlamentarios que asista a una o dos sesiones, u ordenar su expulsión 

inmediata del salón en que tiene lugar la sesión. 

El presidente cumple y hace cumplir los reglamentos, interpretándolos en los casos de 

duda y supliéndolos en los supuestos de omisión. En esta actividad normativa, para poder 

dictar una resolución de carácter general necesita el parecer favorable de las 

correspondientes Mesas y de las Juntas de Portavoces. 

Los presidentes de las cámaras, y en particular el presidente del Congreso de los 

Diputados, desarrollan otras funciones de carácter institucional, entre las que destaca el 

refrendo de los actos del rey en el proceso de presentación de candidatos a presidente del 

Gobierno. 

 

1.2. La Mesa. 

La Mesa, junto con la Junta de Portavoces, se ha convertido en un órgano central en la 

organización y distribución del trabajo parlamentario. Pese a que es un órgano de 

gobierno y funcionamiento interior, muchos de sus actos tienen una enorme trascendencia 

política. Tiene reconocimiento constitucional en el art. 72.3 CE, en el que se señala que 

“las cámaras eligen sus respectivos presidentes y los demás miembros de sus Mesas”. 

 

1.2.1. Composición. 

La Mesa del Congreso está compuesta por el presidente, cuatro vicepresidentes y cuatro 

secretarios, mientras que en el caso del Senado lo está por el presidente, dos 

vicepresidentes y cuatro secretarios. El sistema de elección es similar en ambas cámaras. 

Según el art. 37.2 RCD, para la elección de los cuatro vicepresidentes y los cuatro 

secretarios los diputados escribirán en la correspondiente papeleta un solo nombre 

resultando elegidos vicepresidentes o secretarios los cuatro que más votos hayan 

conseguido. Si hay un empate se celebran sucesivas votaciones entre los candidatos 

igualados en votos hasta que el empate quede dirimido (art. 37.3 RC). La única diferencia 

en el Senado es que para la elección de los cuatro secretarios los senadores escribirán en 

la papeleta dos nombres saliendo elegidos también los que más votos obtengan (art. 9 

RS). 

 

1.2.2. Funciones. 

Cabe ordenar su trabajo en funciones parlamentarias y funciones de gobierno interior. 

a) De las funciones parlamentarias previstas en los arts. 31 RCD y 36 RS cabe destacar 

la de calificar los escritos y documentos de índole parlamentaria, declarar su admisión o 

inadmisión y decidir el procedimiento de tramitación de las distintas iniciativas; 

asimismo, realiza la actividad de programación de las líneas generales de actuación de la 

cámara, fija el calendario de reuniones del pleno para cada periodo de sesiones y coordina 

los trabajos de los distintos órganos, previa audiencia de la Junta de Portavoces. 
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Asimismo, de acuerdo con el presidente y oída la Junta de Portavoces, la Mesa fija el 

orden del día de las sesiones plenarias en el Congreso de los Diputados. 

b) De las funciones de gobierno interior cabe destacar que la Mesa adopta cuantas 

decisiones y medidas requieran la organización del trabajo y el régimen interior de la 

cámara, aquellas que sean necesarias en materia de contratación y de régimen laboral; 

aprueba el proyecto de presupuesto de la cámara para cada ejercicio económico, dirige y 

controla su ejecución, aprueba sus modificaciones y liquidación y ordena los gastos; 

asimismo aprueba las normas en materia presupuestaria, de control, de contabilidad y de 

contratación; por último, aprueba las normas y adopta las medidas necesarias para 

garantizar la transparencia de la actividad de la cámara y del derecho de acceso a la 

información pública. 

 

1.3. La Junta de Portavoces. 

1.3.1. Origen. 

La Junta de Portavoces es un órgano parlamentario peculiar. En primer lugar, no tiene un 

reconocimiento constitucional; su regulación viene establecida en los reglamentos 

parlamentarios (arts. 39 RCD y 43 y 44 RS). Apuntaron Solé Tura y Aparicio Pérez, la 

Junta de Portavoces supone la entrada en escena de los grupos parlamentarios en la 

organización de la actividad parlamentaria que desarrollan el presidente y la Mesa. Su 

regulación ha sufrido importantes cambios desde los reglamentos provisionales de 

nuestras Cortes hasta la actualidad. Como también, en un primer momento las Juntas de 

Portavoces del Senado y del Congreso de los Diputados respondían a dos modelos 

distintos: la del Senado tenía naturaleza meramente consultiva y la del Congreso de los 

Diputados adquirió más protagonismo y funciones; seguramente su protagonismo fue 

consecuencia, de que adoptó el criterio de la unanimidad para la toma de sus decisiones, 

lo que supuso facilitar la vocación de consenso que existía tanto en la Legislatura 

Constituyente como en la Primera Legislatura. 

 

1.3.2. Composición. 

La composición de las Juntas de Portavoces del Congreso de los Diputados y del Senado 

en la actualidad presenta pequeñas diferencias. En la cámara baja como en la alta, la Junta 

de Portavoces está integrada por los portavoces de los grupos parlamentarios, pero en el 

caso del Congreso estos se reunirán bajo la presidencia del presidente de la cámara (art. 

39.1 RC) y en relación al Senado se dice que “la Junta de Portavoces está integrada por 

el presidente de la cámara, que la convoca y preside, y por los portavoces de los grupos 

parlamentarios existentes en ese momento” (art. 43.1 RS). 

 

1.3.3. Funciones. 

La Junta de Portavoces ha de ser oída en asuntos relacionados con la organización y 

desarrollo de la actividad parlamentaria; fijación del orden del día de las sesiones 

plenarias; acuerdos en relación con la aprobación del calendario de sesiones plenarias de 

cada periodo de sesiones; distribución entre los grupos parlamentarios de las iniciativas 

que se han de ver en el pleno; determinación del número de miembros de cada grupo 

parlamentario en las comisiones, etc. Tiene un importante papel que jugar en la 

ordenación de los debates parlamentarios, pues, aunque es una competencia que 

corresponde al presidente de la cámara, siempre consulta antes a la Junta de Portavoces. 

Hemos de señalar que también participa de la función normativa que desarrollan los 
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presidentes, en el sentido de que debe ser oída para la aprobación de normas 

interpretativas o supletorias del Reglamento. 

 

1.3.4. Organización y funcionamiento. 

La convocatoria en Congreso y Senado se produce a instancia del presidente, en el 

Congreso también puede producirse a petición de dos grupos parlamentarios o de la quinta 

parte de los miembros de la cámara. Puesto que estamos ante un órgano eminentemente 

político, que participa de la actividad organizativa de la cámara y en esa actividad política 

tiene un gran protagonismo el Gobierno, ambos reglamentos reconocen que a las 

reuniones de la Junta de Portavoces pueden asistir representantes del Gobierno. En el 

Senado también podrán asistir hasta dos representantes de los grupos territoriales de un 

mismo grupo parlamentario, designados por su portavoz; y cuando se trate de deliberar 

sobre alguna materia que afecte especialmente a una determinada comunidad autónoma, 

el presidente lo comunicará a los portavoces de los grupos parlamentarios en los que 

existieran grupos territoriales, a efectos de que también puedan asistir los representantes 

de estos últimos (art. 43.2 RS). El elemento más importante del funcionamiento de la 

Junta de Portavoces es que las decisiones en ella se adoptan con voto ponderado, de modo 

que cada portavoz hace valer en ellas la fuerza numérica de su propio grupo. 

 

2. Los órganos de funcionamiento. 

Las cámaras funcionan en pleno y en comisiones (art. 75.1 CE), y de forma excepcional 

a través de la Diputación Permanentes (art. 78 CE). 

 

2.1. El Pleno. 

Los constituye el conjunto de los parlamentarios. El pleno no solo tiene atribuidas las 

funciones políticas más importantes de la cámara (como, por ej., el debate de investidura, 

moción de censura, elección de altas autoridades del Estado, etc.), sino que tiene la 

facultad de poder reclamar la avocación de asuntos para su conocimiento (como por ej., 

la deliberación y votación final de los proyectos y proposiciones de ley que estén 

tramitándose en lectura plena en las comisiones). 

Las sesiones del pleno se convocan con un orden del día fijado por el presidente de 

acuerdo con la Mesa y la Junta de Portavoces. Las sesiones están presididas por el 

presidente de la cámara, que puede ser sustituido por los vicepresidentes. Las 

deliberaciones de las sesiones plenarias son públicas, salvo casos concretos establecidos 

en los Reglamentos. En el pleno tiene lugar la discusión y la aprobación de la mayoría de 

los actos parlamentarios, a través de procedimientos reglados cuya finalidad es garantizar 

el debate y la deliberación entre todas las diferentes opciones políticas representadas en 

la cámara. 

 

2.2. Las Comisiones. 

Son los órganos básicos de trabajo de la cámara. La determinación de su número y 

denominación queda a disposición de los reglamentos parlamentarios, en todo caso deben 

existir las comisiones legislativas permanentes (art. 75.2 CE) y la comisión constitucional 

en el Congreso de los Diputados (art. 151.2 CE). 
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2.2.1. Fundamento. 

El origen y fundamento de las comisiones parlamentarias está en el objetivo de facilitar 

el trabajo de las cámaras aligerando la actividad del pleno. Las comisiones parlamentarias 

responden al principio de racionalización del trabajo. Pero el pleno sigue siendo el órgano 

político central de las cámaras los reglamentos parlamentarios siempre le reconocen el 

derecho de advocarse cualquier asunto que esté viéndose en una comisión y considere 

que tiene interés para verse en el órgano de deliberación y decisión central de la 

institución que es el pleno. 

 

2.2.2. Tipos. 

A) Las comisiones parlamentarias vienen determinadas en los respectivos reglamentos y 

son de diferentes tipos: 

a) Las comisiones permanentes son las que deben constituirse obligatoriamente y para 

toda la legislatura. Estos son de dos tipos: 

- Comisiones permanentes legislativas, cuya misión es el examen y análisis de los 

proyectos y proposiciones de ley, y están especializadas por razón de la materia; su 

número y denominación varía cada legislatura en función de los departamentos 

ministeriales (en la actual legislatura son 21). 

- Comisiones permanentes no legislativas, que cumplen otro tipo de funciones: de 

carácter interno (Comisión de incompatibilidades, de suplicatorios…), de control 

(Comisión de control de RTVE, de nombramientos…) o de otro tipo. 

Entre las comisiones permanentes merece una mención especial la Comisión General de 

las Comunidades Autónomas del Senado, que procura dotar a esta cámara del perfil 

territorial que teóricamente debería corresponderle. 

b) Las comisiones no permanentes se crean para la ejecución de una tarea concreta y tras 

su finalización se extingue. 

B) Las comisiones que acabamos de ver existen en cada una de las cámaras, Congreso y 

Senado, pero también existen comisiones mixtas de las dos cámaras, formadas por 

diputados y senadores. 

- La Constitución así lo prevé expresamente para ciertos casos, relacionados con la 

solución de discrepancias entre las cámaras en la adopción de una determinada decisión, 

como, por ejemplo, una reforma constitucional (art. 167 CE) o la autorización a un 

acuerdo de cooperación entre comunidades autónomas (arts. 74.1 y 145.2 CE). 

Las cámaras también han decidido la creación de comisiones mixtas en ciertos asuntos 

que competen a las dos. Como la Comisión Mixta para las Relaciones con el Defensor 

del Pueblo, para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas, y la Comisión Mixta para la 

Unión Europea. 

 

2.2.3. Composición. 

Están compuestas por miembros designados por los grupos parlamentarios en proporción 

a su número de miembros en la cámara, en todas las comisiones habrá al menos un 

representante de cada grupo parlamentario. 

El Tribunal Constitucional ha tenido ocasión de pronunciarse en reiteradas ocasiones 

sobre conflictos relativos a la estructura de las comisiones. La más problemática es la de 

cómo distribuir entre los grupos parlamentarios los asientos en las comisiones y, como se 

debe trasladar la composición del pleno a un órgano más reducido como es la comisión. 

La STC 36/1990 señaló que “la adecuada representación proporcional solo puede ser, por 
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definición, imperfecta y dentro de un margen de discrecionalidad o flexibilidad, siempre 

y cuando no altere su esencia”. 

 

2.2.4. Organización y funcionamiento. 

Las comisiones están formadas por los diputados o senadores que designen los grupos 

parlamentarios en un número que determina la Mesa, oída la Junta de Portavoces, y en 

proporción al número de representantes de cada grupo en el pleno. 

El derecho a participar en el trabajo parlamentario de las comisiones y el derecho de voto 

se concede a sus integrantes y es frecuente que un parlamentario tenga que estar en otra 

comisión, los reglamentos conceden a los grupos parlamentarios el derecho a que puedan 

sustituir a sus miembros mediante comunicación verbal o por escrito dirigido al 

presidente de la comisión. Si la sustitución es permanente, se debe comunicar por escrito 

al presidente de la cámara. 

Para organizar el trabajo las comisiones eligen entre sus miembros una Mesa compuesta 

por un presidente, dos vicepresidentes y dos secretarios. El presidente de la Mesa es el 

encargado de convocar la comisión, a iniciativa propia, de dos grupos parlamentarios o 

de un quinto de los miembros que  la conforman, de acuerdo con el plan de trabajo de la 

cámara y siempre que no coincida con el pleno de la cámara. 

El trabajo que desarrollan las comisiones tiene que ver con las competencias que les haya 

otorgado la Mesa de la cámara y el respectivo reglamento. Con carácter general, el trabajo 

sobre un asunto en el ámbito de una comisión ha de resolverse en un plazo máximo de 

dos meses, salvo que la Constitución o el Reglamento establezcan otro plazo. 

 

2.3. La Diputación Permanente. 

El art. 78 CE prevé la existencia en cada cámara de una Diputación Permanente, que 

velará por los poderes de las cámaras cuando estas no estén reunidas o estén disueltas. 

 

2.3.1. Fundamento. 

La Diputación Permanente es el órgano parlamentario que garantiza la continuidad de la 

institución en aquellos momentos que por vacaciones parlamentarias o disolución de las 

Cortes la actividad ordinaria del parlamento queda interrumpida. 

Integrado por un número limitado de los miembros de la cámara, que suple a otros 

órganos parlamentarios en el ejercicio de algunas de sus funciones durante los periodos 

entre legislaturas, ostenta básicamente poderes formales de iniciativa procedimental 

respecto de otros órganos parlamentarios en los lapsos de tiempo entre periodos de 

sesiones y permanece en estado de latencia durante el desarrollo de estos. 

 

2.3.2. Composición. 

La Constitución establece que las Diputaciones Permanentes estarán formadas por un 

mínimo de 21 miembros. En ambas cámaras la Mesa, oída la Junta de Portavoces, fija el 

número de miembros de la Diputación Permanente y su distribución proporcional entre 

los grupos (arts. 56 RCD y 45 y ss. RS). Al inicio de cada legislatura se constituyen y 

distribuyen los miembros de las Diputaciones Permanentes y tras cada periodo de 

sesiones, se ajusta su constitución. Expirado el mandato de las cámaras o en caso de 

disolución, las Diputaciones Permanentes siguen ejerciendo sus funciones hasta la 

constitución de las nuevas Cortes Generales. 
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El presidente de la respectiva cámara, dos vicepresidentes y dos secretarios forman la 

Mesa de la Diputación Permanente, distinta de la Mesa de la cámara. Cabe señalar que 

los grupos parlamentarios, con su composición reducida a la representación con que 

cuenten en la Diputación Permanente, siguen funcionado en la práctica. 

En cuanto a su convocatoria, en el Congreso corresponde a su presidente, a iniciativa 

propia o a petición de dos grupos parlamentarios o de una quinta parte de los miembros 

de aquella (art. 56.4 RCD). La convocatoria deberá producirse, para ejercer las funciones 

previstas en la Constitución. En el Senado, la Diputación Permanente se reunirá siempre 

que el presidente lo considere oportuno y, el día antes de celebrarse junta preparatoria, 

cuando lo solicite el Gobierno, o una cuarta parte de sus miembros (art. 48RS). 

 

 

2.3.3. Funciones.  

Las atribuciones de la Diputación Permanente: asegura la continuidad de la institución y 

atender situaciones de urgencia. Dichas atribuciones se ejercen en dos circunstancias 

distintas: 

a) En los intervalos de periodos de sesiones, en caso necesario, puede solicitar la 

convocatoria de sesiones extraordinarias del Pleno o de las Comisiones, para que la 

Cámara misma pueda actuar. La Mesa de la Diputación Permanente puede sustituir a la 

Mesa ordinaria, en cuanto deba gestionar los asuntos internos de la Cámara.  

b) Disueltas las Cámaras o expirado su mandato, la Diputación Permanente no puede 

solicitar la convocatoria de sesiones extraordinarias y, por eso, en relación con los 

decretos leyes puede pronunciarse sobre su convalidación o derogación. En caso de: 

Estado de alarma: deber ser notificada inmediatamente por el Gobierno y autorizar su 

prórroga. Estado de excepción: autoriza al Gobierno a declarar y su prórroga; Estado de 

sitio: además declarar, por mayoría absoluta de sus miembros.  

El art. 78.4 obliga a la Diputación Permanente dar traslado a la nueva Cámara de aquellas 

iniciativas que se hubieran remitido por terceros, en el período de disolución y sobre las 

cuales la Diputación Permanente carecería de competencia para resolver.  

 

 

III. LAS REGLAS DE FUNCIONAMIENTO DE LAS CÁMARAS.  

1. Legislatura.  

Es el período de tiempo de duración del mandato de las Cámaras desde su constitución 

hasta su disolución. El Congreso y el Senado son elegidos por cuatro años (arts. 68.4 y 

69.6 CE). Es decir, su mandato termina cuatro años después de su elección o el día de su 

disolución, (hay que recordar que  la finalización del mandato de los Senadores de 

designación autonómica, depende de lo que establezca la normativa autonómica).  

Con carácter general la legislatura, como máximo, dura cuatro años. Pero debemos 

señalar  la posibilidad de prórroga de la legislatura, ya que el art. 116.5 CE dice que no 

podrá procederse a la disolución del Congreso de los Diputados mientras esté declarado 

el estado de alarma, excepción o sitio, quedando automáticamente convocadas las 

cámaras si no lo estuviesen en periodo de sesiones. Y su funcionamiento, así como el de 

los demás poderes constitucionales del Estado, no podrá interrumpirse durante la vigencia 

de esos estados. En los supuestos de excepcionalidad previstos en el art. 116 CE no podrá 

producirse la disolución ni ordinaria ni anticipada del Congreso de los Diputados. La 

legislatura puede durar menos de ese periodo de cuatro años puesto que el art. 115 CE 
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otorga al presidente del Gobierno la facultad de disolver anticipadamente el Congreso de 

los Diputados, el Senado o las Cortes Generales, aunque con algunas restricciones. 

La legislatura comienza con la sesión de constitución, que no coincide con la sesión 

solemne de apertura de la legislatura. En esta sesión constitutiva, se realiza el acatamiento 

a la Constitución por los parlamentarios y la elección de los órganos de gobierno (Mesa 

y presidente), tiene lugar veinticinco días después de la celebración de las elecciones. 

Dentro de los quince días siguientes a la celebración de la sesión constitutiva tendrá lugar 

la solemne sesión de apertura de la legislatura (art. 5 RCD). 

 

2. Períodos de sesiones.  

A) Dos períodos ordinarios (el primero de septiembre a diciembre, y el segundo, de 

febrero a junio) y la posibilidad de convocar sesiones extraordinarias.  

a) La determinación de los períodos garantiza la continuidad del trabajo parlamentario 

durante toda la legislatura, al no establecer fechas fijas, permite a cada cámara organizarse 

según las circunstancias parlamentarias. Las Mesas de las Cámara mediante concesión de 

los reglamentos, es quien fija el inicio y final de los períodos de las sesiones (inicio, 1 de 

febrero y 1 de septiembre; finaliza 30 de junio y 31 de diciembre); en los inicios e 

legislatura quedan determinados por las fechas de constitución de las cámaras. 

 b) Puede también celebrarse sesiones extraordinarias del Pleno a petición del Gobierno, 

de la Diputación Permanente o de la mayoría absoluta de los miembros de cualquiera de 

las cámaras.  

B) La regla general es que el Congreso y el Senado funcionen de forma separada. Pero la 

Constitución prevé que en unos concretos supuestos deberán hacerlo de forma conjunta , 

en una sesión conjunta de todos sus integrantes presidida por el presidente del Congreso; 

esto ocurre cuando se trata de cuestiones vinculadas a la corona, como la constatación de 

incapacidad del rey, el nombramiento o tutor en determinados casos, el juramento del 

nuevo rey, etc.  

 

3. Convocatoria y orden del día.  

Las Cámaras adoptan decisiones  se rigen por ciertas normas generales. Las primeras son 

las relativas a la convocatoria y orden del día de las reuniones. 

a) Las Cámaras sólo podrán adoptar acuerdos si están reunidas reglamentariamente, es 

decir; previa convocatoria. La convocatoria corresponde al presidente de la cámara. Una 

reunión que se produjera sin la necesaria convocatoria conforme al Reglamento no 

vincula en modo alguno a la cámara (art. 67.3 ce). 

b) Las reuniones, del pleno o de las comisiones, se celebran con un  orden del día, es 

decir, la relación de los asuntos que deben conocerse en una determinada sesión. La 

fijación del orden del día es un elemento fundamental del funcionamiento de las cámaras, 

tanto de las sesiones plenarias como de las comisiones. Para las sesiones plenarias del 

Congreso, el orden del día lo fija el presidente de la Mesa de acuerdo con la Junta de 

Portavoces (art. 67 RCD); en el caso del Senado lo fija el presidente del Senado de 

acuerdo con la Mesa y oída la Junta de Portavoces (art. 71 RS). En las sesiones de las 

comisiones depende de la decisión del presidente de la comisión oída su propia Mesa. 

La importancia de la elaboración del orden del día queda constatada en el número de 

órganos de gobierno que intervienen para su formación. El Gobierno puede solicitar que 

se incluya un asunto en una sesión concreta siempre que haya cumplido las condiciones  

para ser incluido en el orden del día; se permite que un asunto, a instancia de un grupo 
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parlamentario o del Gobierno, se incorpore al orden del día por razones de urgencia y 

unanimidad aunque no hubiere cumplido los trámites parlamentarios. El pleno de la 

cámara puede modificar el orden del día a propuesta del presidente o a petición de dos 

grupos parlamentarios o de una quinta parte de los miembros de la cámara. 

 

4. Debates parlamentarios y su dirección.  

El debate es la forma normal de trabajo de las cámaras. Todas las sesiones, de pleno y de 

comisiones deben ir precedidas o acompañadas de deliberaciones en las que participen 

todos los grupos parlamentarios que lo deseen. Frente a la libertad con la que se 

desarrollaban los debates en el primer parlamentarismo, los debates están muy regulados 

hoy en día para evitar prácticas obstruccionistas, y se celebran conforme a un sistema de 

turnos de palabras rígidamente preestablecidos y con tiempos limitados 

Ningún diputado podrá hablar sin haber pedido y obtenido del presidente la palabra; se 

trata de una medida ordenadora que facilita el trabajo y la claridad de los puntos de vista 

que se expongan. Los discursos se pronuncian personalmente y de viva voz. Nadie podrá 

ser interrumpido cuando hable, sino por el presidente (para advertirle que se ha agotado 

el tiempo, para llamarle a la cuestión o al orden, para retirarle la palabra o para hacer 

llamadas al orden a la cámara o a alguno de sus miembros o al público).  

El art. 74.1 RCD dispone como norma general la de un solo turno a favor y otro en contra 

con una duración que no excederá de diez minutos. 

Para complementar éstas normas, el presidente goza de poderes para la ordenación de los 

debates: la llamada a la cuestión, llamada al orden y facultades disciplinarias.  

 

5.- Las reglas de votación.  

Mediante ellas las cámaras parlamentarias y sus órganos adoptan decisiones y expresan 

su voluntad. Para decidir, las cámaras deben contar con el quórum de asistencia: deben 

asistir a la reunión  la mayoría de sus miembros, porque, si no es así, no podrá adoptarse 

válidamente ningún acuerdo.  

La regla general es la mayoría simple, es decir, la mayoría de los miembros presentes en 

la reunión, pero pueden existir mayorías cualificadas (mayoría absoluta, tres quintos o 

tercios) que regirán cuando estén previstas expresamente en la norma reglamentaria.  

a) La Constitución contiene alguna previsión sobre las reglas de votación. El art. 79.3 CE 

establece que el voto de los senadores y diputados es personal e indelegable. Esto no 

impide que se haya reconocido el voto telemático en los casos de embarazo, maternidad, 

paternidad o enfermedad grave que impidan su presencia en las sesiones plenarias de las 

respectiva cámara, atendiendo a las especiales circunstancias que se consideren 

suficientemente justificadas. La emisión del voto, diremos que en la regulación de algunas 

asambleas de comunidad autónoma se ha llegado a establecer un régimen de votación por 

sustitución en casos excepcionales, maternidad o enfermedad grave (art. 84 Reglamento 

del Parlamento de Cataluña). 

b) Los reglamentos parlamentarios  reconocen el voto ponderado en ciertos casos: para 

dirimir los empates producidos en las comisiones (arts. 88.2 RCD y 100.4 RS); para la 

adopción de acuerdos en la Junta de Portavoces o en las comisiones de investigación.  

c) Existen diversos  modelos de votación: las votaciones por asentimiento a propuesta del 

presidente, votaciones ordinarias (por levantamiento o por el procedimiento electrónico), 

públicas por llamamiento o secretas (mediante papeletas o por procedimiento 

electrónico). 
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 d) Los reglamentos también prevén la forma de resolver los empates: tras una segunda 

votación que termine con empate se realizará una segunda; si en esa segunda votación el 

empate continuara, se procederá a la suspensión de la votación durante el plazo que estime 

la presidencia para realizar una tercera; y en el caso de un hipotético tercer empate se 

entenderá desechado el dictamen, artículo, enmienda, voto particular o proposición de 

que se trate.  

 

6. La Publicidad.  

Ha formado como parte del parlamento al menos desde que se consolida la democracia 

liberal frente al poder del monarca. En la actualidad la publicidad parlamentaria tiene 

reconocimiento constitucional. En el caso español el art. 80 CE dicen que serán públicas 

las sesiones plenarias de las cámaras salvo que haya un acuerdo en contrario que debe ser 

adoptado por mayoría absoluta de la cámara o con arreglo al Reglamento.  Por eso, cuando 

el TC se tenido que pronunciar sobre el valor de la publicidad en el parlamento ha dicho 

“es una exigencia del carácter representativo de las asambleas de un Estado democrático 

mediante la cual se hace posible el control político de los elegidos por los electores, (y) 

ofrece dos vertientes: una, la publicidad de las sesiones; otra la publicación de las 

deliberaciones y de los acuerdos adoptados” (STC 136/1989).  

A partir de aquí debemos estar a los reglamentos parlamentarios para conocer cómo se 

asegura el principio de publicidad en las cámaras de nuestras Cortes.  

a) El régimen general para las sesiones del pleno es la publicidad y, de acuerdo con el art. 

63 RCD, cabe el secreto en los siguientes casos: Cuando se traten cuestiones 

concernientes al decoro de la cámara o de sus miembros, o la suspensión de un diputado; 

cuando se debatan propuestas, dictámenes, informes o conclusiones elaboradas en el seno 

de la Comisión del Estatuto de los Diputados que no afecten a las incompatibilidades 

parlamentarias; y cuando lo acuerde el pleno por mayoría absoluta. b) En cuanto a las 

sesiones de las comisiones, no serán públicas; no obstante podrán asistir los 

representantes debidamente acreditados de los medios de comunicación social, excepto 

cuando ellas tengan carácter secreto. Las sesiones de las comisiones incluidas las de 

investigación serán secretas en los siguientes casos: cuando lo acuerden por mayoría 

absoluta de sus miembros; las sesiones y los trabajos de la Comisión del Estatuto de los 

Diputados; las sesiones de las comisiones de investigación preparatorias de su plan de 

trabajo y de las decisiones del Pleno, o de deliberación interna, y las reuniones de las 

ponencias que se creen en su seno.  

c) El régimen de publicidad citado se garantiza también a través de las actas redactadas 

de cada reunión de los diversos órganos parlamentarios y las publicaciones oficiales de 

las Cortes Generales, del Congreso de los Diputados y del Senado (el Boletín Oficial de 

las Cortes Generales y el Diario de Sesiones de cada cámara). 
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Capitulo VI 

LAS FUNCIONES DE LAS CORTES GENERALES 

 El art. 66.2 CE establece que las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del 

Estado, aprueban sus presupuestos, controlan la acción del Gobierno y tienen las demás 

competencias que les atribuya la Constitución. Sus funciones se regulan en los Títulos III y V de 

la CE y su desarrollo normativo en los Reglamentos del Congreso y Senado. 

 

I. FUNCIONES GENERALES 

 Debido al bicameralismo imperfecto, el Congreso de los Diputados tiene una posición 

preeminente en las tres funciones parlamentarias enunciadas por la CE. A pesar de ello, la 

cámara alta destaca en la tramitación de algunas decisiones parlamentarias como las relativas a 

los acuerdos de cooperación entre CCAA y la distribución del fondo de compensación 

interterritorial, o en la aplicación del art. 155 CE donde le corresponde adoptar el acuerdo de 

medidas propuestas por el Gobierno para obligar a una comunidad autónoma a cumplir con sus 

obligaciones o el interés general de España. En otros actos, es equiparado a la posición del 

Congreso. 

 

II. LA FUNCION LEGISLATIVA 

 Según el art. 66 CE, las Cortes Generales son el órgano de representación popular y le 

atribuye la potestad legislativa del Estado, por lo que le corresponde la aprobación de las leyes 

formales o leyes parlamentarias, máxima expresión normativa solo por debajo de la 

Constitución, a través del procedimiento legislativo. La emanación de la ley se regula en los 

Capítulos II y III de la CE: “De la elaboración de las leyes”. 

 

1. El procedimiento legislativo 

 El procedimiento legislativo o iter legis es el conjunto de actos y trámites previstos 

constitucionalmente para la elaboración y aprobación de la ley por el parlamento, mediante el 

cual Congreso y Senado examinan, debaten y adoptan una decisión sobre una propuesta 

legislativa que adoptará la forma jurídica de ley en caso de aprobarse. 

 Junto al iter legis ordinario, la Constitución y los Reglamentos del Congreso de los 

Diputados prevén una pluralidad de especialidades procedimentales. 

 Las fases por las que pasa el procedimiento legislativo ordinario son: 

1º Fase inicial o instaurativa 

2º Fase central o constitutiva 

3º Fase final o integradora de la eficacia 

La Constitución y los reglamentos parlamentarios establecen los trámites que integran 

cada una de las fases, y las delimita. 

 

2. El procedimiento legislativo ordinario 

2.1. La iniciativa legislativa 

 Es el acto por el cual se pone en marcha el mecanismo de elaboración de la ley y activa 

el iter legis. La iniciativa acota la materia y el objeto del procedimiento legislativo y delimita el 

contenido de la ley. El ejercicio de la potestad legislativa de las cámaras debe contraerse a la 

materia y objeto de la iniciativa presentada. 

 El art. 87 CE atribuye la capacidad de iniciativa legislativa al Gobierno, el Congreso y el 

Senado, las asambleas legislativas de las CCAA y los ciudadanos a través de iniciativa legislativa 

popular. 
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2.1.1 Proyectos de ley 

 Son las iniciativas legislativas procedentes del Gobierno. Deberán ser aprobados en 

Consejo de Ministros, que los someterá al Congreso, con una exposición de motivos y 

antecedentes necesarios para pronunciarse sobre ello. Tradicionalmente el ejecutivo ha sido el 

principal impulsor de la actividad del parlamento. 

 Los proyectos de ley gozan de prioridad en la tramitación frente a las proposiciones de 

ley, teniendo una especial prioridad el proyecto de Ley de Presupuestos para garantizar su 

aprobación antes del 31 de diciembre. 

 Las iniciativas legislativas gubernamentales están exentas del trámite de toma en 

consideración por el pleno de la cámara, por lo que se activa el procedimiento una vez admitidas 

a trámite.  

 Estos privilegios se justifican por la posición preeminente y la función de dirección 

política del Gobierno. 

 

2.1.2 Porposiciones de ley 

 Son las iniciativas no gubernamentales y pueden tener distinto origen: 

➢ Proposiciones de ley de origen parlamentario.  

→ Por el Congreso. Deberá adoptarse a iniciativa de un diputado con la firma de 

otros 14 miembros de la cámara o por un grupo parlamentario con la firma del 

portavoz. 

→ Por el Senado. Deben ser suscritas por un grupo parlamentario o 25 senadores. 

➢ Proposiciones de ley de origen autonómico. Tienen dos modos de ejercer la iniciativa: 

→ La asamblea legislativa de la comunidad autónoma solicita al Gobierno que 

presente un proyecto de ley. Esto es un mero acto de impulso ya que la petición 

por si misma no abre el iter legis. 

→ Presentación de proposición de ley. Delega a un máximo de tres miembros de la 

asamblea para la defensa en el trámite de toma en consideración. 

➢ Proposición de ley de origen popular. Para esta iniciativa se necesitan al menos 500.000 

firmas acreditadas. Está regulada por el art. 87.3 CE que no permite su presentación en 

materias de ley orgánica, tributarias, de carácter internacional, ni prerrogativas de gracia, 

y por la LO 3/1984, que incluye un listado de causas expresas de inadmisión por 

contenido formal y material. 

 

2.2. La fase central del procedimiento legislativo 

2.2.1 Tramitación en el Congreso de los Diputados 

 Prácticamente todas las iniciativas legislativas se inician en el Congreso de los Diputados, 

a donde se remitidas las proposiciones una vez superada la toma en consideración. Se exceptúan 

las decisiones tipificadas en el art. 74.2 CE (fondo de compensación interterritorial y acuerdos 

de cooperación entre CCAA), y las proposiciones de ley procedentes del Senado. 

1º Calificación y admisión a trámite de las iniciativas. Se lleva a cabo por parte de la 

Mesa de la cámara. Una vez admitidos a trámite, los proyectos de ley son publicados y 

remitidos a la comisión competente por razón de materia y se abre el plazo para la 

presentación de enmiendas. En caso de proyecto de ley, la admisión abre la fase 

constitutiva. En el caso de las proposiciones, aún debe superar la toma en consideración 

por el pleno de la cámara. 

2º El criterio del Gobierno sobre la toma en consideración y la conformidad 

presupuestaria de las proposiciones de ley. Tras la admisión de una proposición, la 

Mesa ordena la publicación y remisión al Gobierno, que cuenta con 30 días para 
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manifestar su conformidad o disconformidad con la tramitación si implicara aumento de 

los créditos y disminución de los ingresos presupuestarios. Si no se niega expresamente, 

se entiende conformidad. 

3º La toma en consideración de las proposiciones de ley. Manifestada la conformidad del 

Gobierno, la proposición de ley se incluye en el orden del día para su toma en 

consideración en el pleno de la cámara. Se excluyen las proposiciones procedentes del 

Senado que ya hayan superado ese paso en dicha cámara.  

Se lleva a cabo un debate de totalidad, deliberando y votando sobre la viabilidad 

de la propuesta legislativa. Si se toma en consideración, se abre la fase central del iter 

legis y los autores no podrán retirar la propuesta. 

4º Presentación de enmiendas. Una vez admitido a trámite, la Mesa de la cámara ordena 

el envío a la Comisión competente por razón de materia y da comienzo el plazo de 15 

días para presentación de enmiendas: 

➢ Enmiendas a la totalidad: 

→ Enmienda de texto alternativo. Se pueden presentar frente a cualquier 

proposición de ley y consiste en ofrecer un texto con regulación alternativa. 

Si el pleno aprueba la enmienda se prosigue el procedimiento a partir del 

nuevo texto y se abre un nuevo plazo de presentación de enmiendas que se 

podrán producir sólo sobre el articulado. 

→ Enmienda devolutiva. Se presenta frente a proyectos de ley y 

proposiciones de ley del Senado (no tomadas en consideración en el 

congreso). Supone el rechazo a la iniciativa legislativa. 

➢ Enmiendas al articulado. Suponen la modificación, adición o supresión sobre el 

texto presentado por el proponente. Pueden presentarlas diputados, en cuyo caso debe 

acompañar firma del portavoz su grupo, o grupos parlamentarios. 

Las enmiendas de contenido presupuestario requerirán la conformidad del 

Gobierno para su tramitación. 

5º Debate en comisión. La comisión competente por razón de materia designará una 

ponencia que estudie el texto y las enmiendas y prepare un informe que se remite a la 

comisión para su debate artículo a artículo. Se admiten nuevas enmiendas por acuerdo y 

aquellas para subsanar errores o incorrecciones técnicas, terminológicas o gramaticales. 

Finalizado el debate y la votación, las conclusiones las recoge en un dictamen que remiten 

al presidente del Congreso. 

6º Debate en el pleno del Congreso. Se procede a debate y votación del texto, que podrán 

ser por artículos, por materias, por grupo de artículos o de enmiendas. El texto aprobado 

por el Congreso se remite al presidente del Senado. 

 

2.2.2 Tramitación en el Senado 

 Este es un procedimiento similar al del Congreso, pero con particularidades: 

➢ No podrá exceder el plazo de dos meses desde la recepción del texto, lo que condiciona 

cada uno de los trámites del iter legis de la cámara alta. 

➢ Si el Senado aprueba el texto, la ley queda definitivamente aprobada. 

➢ El Senado puede aprobar enmiendas por mayoría simple, pero deben guardar una mínima 

relación material con los proyectos de ley. 

➢ Puede aprobar una enmienda a la totalidad (veto) por mayoría absoluta. La aprobación de 

las enmiendas o veto se comunicarán a los presidentes del Gobierno y del Congreso 

mediante mensaje motivado. 

➢ Las enmiendas del Senado podrán ser aprobadas por el Congreso y quedar incorporadas 

en el texto definitivo, o rechazadas por mayoría simple. 
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➢ En caso de veto del Senado, el Congreso podrá someter a votación el texto inicialmente 

aprobado por el, y en caso de mayoría absoluta, levantará el veto. De no lograrse, se podrá 

someter a nueva votación tras dos meses desde el veto y servirá la mayoría simple para 

levantarlo. 

 

2.3. Fase final del procedimiento legislativo: sanción, promulgación y publicación. 

a) Sanción. El jefe de Estado tiene 15 días para sancionar las leyes aprobadas por las 

cámaras. Este es un deber del monarca, por lo que no tiene elección ni poder de veto. 

b) Promulgación. Comprende la proclamación formal de la ley como tal ley y el mandato 

a las autoridades y ciudadanos para que la cumplan. Se produce simultáneamente a la 

sanción. 

c) Publicación. El rey ordena la inmediata publicación de las leyes sancionadas en el BOE, 

momento a partir del cual la ley entra en vigor y despliega sus efectos jurídicos. 

 

3. Los procedimientos legislativos especiales. 

 Existen modalidades de elaboración de la ley sometida a un régimen jurídico distinto de 

tramitación y elaboración. 

 

3.2 Procedimientos legislativos abreviados. 

 Son métodos procedimentales para la aceleración de los actos parlamentarios del iter 

legis: 

➢ Comisión con competencia legislativa plena. Las cámaras pueden delegar en las 

comisiones legislativas permanentes la aprobación de proyectos o proposiciones de ley, 

exceptuando el debate de totalidad inicial y la toma en consideración. En la práctica es el 

procedimiento más empleado por las cámaras, ya que es más dinámico y flexible. El RCD 

enuncia que se presumirá el acuerdo del pleno para todas las iniciativas 

constitucionalmente delegables. El RS prevé que la delegación debe ser expresa en cada 

caso. 

La CE excluye de este procedimiento la reforma constitucional, cuestiones 

internacionales, leyes orgánicas y de bases, y los presupuestos generales del Estado. 

➢ Lectura única. Este procedimiento no está previsto por la Constitución; es creada y 

regulada por los reglamentos parlamentarios. Se lleva a cabo cuando la naturaleza del 

proyecto o proposición de ley tomada en consideración lo aconsejen o su simplicidad de 

formulación lo permita. El iter legis se reduce a un acto en el que se debate la totalidad 

ante el pleno de la cámara, y hay una votación única por el pleno, eliminando la comisión 

y ponencia. 

➢ Procedimiento de urgencia. Se puede aplicar al inicio de la tramitación o 

posteriormente. En el Congreso, este procedimiento implica a la mitad los plazos 

establecidos para el procedimiento ordinario, aunque mantiene todas las fases. La pueden 

solicitar la Mesa del Congreso, a propuesta del Gobierno, dos grupos parlamentarios o 

una quinta parte de los diputados. 

En el Senado, la tramitación queda reducida a 20 días naturales. Será aplicable 

en el Senado a los proyectos declarados urgentes por el Gobierno o por el Congreso de 

los Diputados. También la puede activar la Mesa del Senado de oficio, o por propuesta 

de un grupo parlamentario o 25 senadores. 

3.3 Los procedimientos legislativos especiales por razón de materia. 

 Este tipo de procedimientos legislativos especiales se construye a través del 

reforzamiento procedimental, agravando los procedimientos del iter legis. De esta forma los 

trámites a seguir son más rígidos, como iniciativas legislativas reservadas o exclusivas, con 

mayorías reforzadas…. Este procedimiento se palica a la tramitación parlamentaria de le ley 
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orgánica, la ley de presupuestos generales del Estado, autorización para la ratificación de 

tratados internacionales, las decisiones parlamentarias aprobadas conforme al art. 74.2 CE, las 

leyes de armonizz 

 

CAPÍTULO VII: EL RÉGIMEN PARLAMENTARIO  

 

  

I) Confianza y responsabilidad parlamentaria del Gobierno  

II) Nombramiento del Presidente del Gobierno  

1. Procedimiento ordinario de investidura  

1.1. Supuestos  

1.2. Consultas regias y propuesta de candidato  

1.3. Sesión de investidura  

1.4. La disolución automática de las Cámaras en el caso de una investidura frustrada  

2. Procedimiento extraordinario de investidura   

III) Responsabilidad política del Gobierno  

1. Moción de censura  

2. Cuestión de confianza  

IV) Disolución discrecional de las Cámaras  

  

        

           

I) Confianza y responsabilidad parlamentaria del Gobierno  

 

a) En los regímenes presidencialistas, el titular del Poder Ejecutivo resulta elegido 
directamente por los ciudadanos o mediante compromisarios, recibiendo de esta forma su 
legitimidad democrática. En los regímenes parlamentarios, el acceso al gobierno depende de la 
confianza parlamentaria.  

El régimen parlamentario de gobierno es fruto principalmente de la evolución de la práctica 

constitucional inglesa de donde surge en el S. XVIII. Ha sido la práctica la que ha configurado los 

diferentes principios que conforman y delinean el régimen parlamentario, descansando 

asimismo sobre un conjunto de equilibrios entre Parlamento y Gobierno.  

El elemento determinante es la responsabilidad política del gobierno ante el Parlamento: el 

Parlamento puede cesar al Gobierno, por lo que la existencia y subsistencia del mismo depende 

de la confianza parlamentaria. El otorgamiento de esta confianza puede verificarse de muy 

diversas formas:  
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1) Puede exigirse que se otorgue de forma expresa, mediante un pronunciamiento 
parlamentario anterior al acceso al gobierno o inmediatamente posterior al 
nombramiento, bien con una simple mayoría, bien con una mayoría cualificada.  
  

2) Cabe también que se entienda concedida de forma implícita, permitiendo acceder al 
gobierno al líder de la fuerza más votada y presumiéndose la confianza salvo una 
manifestación expresa en contra, lo que se califica como parlamentarismo negativo. En 
ocasiones, sólo opera de forma subsidiaria, para el caso de procedimientos de 
investidura expresa fallidos. Si el sistema parlamentario es bicameral, puede optarse por 
la participación en el procedimiento de ambas cámaras. El proceso de investidura puede 
ser el presidente del gobierno o el gobierno entero, celebrarse con o sin debate, o 
exigirse o no la presentación de un programa de gobierno...   

Esta relación de confianza, sin embargo, no implica la total subordinación del gobierno a la 

cámara que se la otorga. En el proceso evolutivo del régimen parlamentario, el 

constitucionalismo posterior a la República alemana de Weimar (1919-1933) reconoce la 

especial relevancia del Gobierno, su autonomía e independencia y lo configura como un órgano 

constitucional inmediato. Ello se conecta con un proceso de racionalización de los 

procedimientos de exigencia de responsabilidad, que dificultan el cese del gobierno por pérdida 

de la confianza parlamentaria. Estamos ante el “parlamentarismo racionalizado”.  

La combinación de ambos elementos, confianza y responsabilidad, son múltiples y están 

enraizadas en cada país mediante claves históricas y políticas de la articulación de la división de 

poderes.   

b) En el caso español, la CE 1978 establece en el 1º de sus artículos, que: “La forma política 
del Estado español es la monarquía parlamentaria”. La relación fiduciaria aquí se establece entre 
el Congreso de los Diputados y el presidente del Gobierno, que luego decide libremente la 
composición de su Gobierno. El Senado, teórica cámara de representación territorial, no tiene 
participación alguna en este proceso, pero ello no impide que tenga atribuido junto con el 
Congreso el control de la acción del Gobierno. La responsabilidad del Gobierno ante el Congreso 
por su gestión política es solidaria. El cese del presidente del Gobierno arrastra consigo todo el 
equipo gubernamental que ha formado.   

  

II) Nombramiento del Presidente del Gobierno  

 

1. Procedimiento ordinario de investidura  

El artículo 99 CE recoge el procedimiento por el que el Congreso de los Diputados instaura un 

vínculo fiduciario con el candidato a presidente del Gobierno, momento a partir del cual éste 

podrá conformar su Gobierno y empezar a ejercer las relevantes funciones que al mismo le 

corresponden.  

1.1. Supuestos  

La renovación del Congreso inicia este procedimiento ordinario o común. En el momento de la 

celebración de las elecciones se produce el cese del Gobierno y surge la necesidad de nombrar 

otro que lo sustituya. Hasta que esto suceda, el Gobierno cesante permanece en funciones para 

gestionar el despacho ordinario de los asuntos públicos o atender situaciones de urgencia 
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debidamente acreditadas o que exijan razones de interés general (arts. 101 CE y 21 de la Ley de 

Gobierno).  

Lo mismo ocurre cuando el Gobierno cesa por dimisión o fallecimiento del presidente del 

Gobierno o por la pérdida de una cuestión de confianza. Únicamente un supuesto de cese 

diferente, la moción de censura recogida en el art. 113 CE, permite eludir este procedimiento 

ordinario; pues el éxito de dicha moción implica, a la par del cese del Gobierno, una investidura 

del candidato a presidente incluido en la misma (art. 114 CE). 1.2. Consultas regias y propuesta 

de candidato  

El procedimiento de investidura da comienzo con las consultas que el Rey debe mantener con 

los representantes designados por los grupos políticos con representación parlamentaria. Se 

canaliza a través de la Presidencia del Congreso de los Diputados, que facilitará al Rey una lista 

con los sujetos que acudirán a esas consultas. Una vez celebradas, el Rey, en el marco de su 

función arbitral y moderadora, propone al Congreso, a través de su presidente, un candidato a 

presidente del Gobierno. No se exige al candidato la condición de parlamentario como sí sucede 

en otros países.  

En esas consultas, serán los partidos políticos los que marquen dicha propuesta, sobre la base 

de la composición de las cámaras y de los eventuales acuerdos políticos a los que puedan llegar. 

Ahora bien, incluso en el caso de que un partido político disfrute de mayoría absoluta de los 

escaños, estas consultas deben realizarse. En otras monarquías parlamentarias, como la belga o 

la danesa, para evitar que el Rey se sienta comprometido en dichas negociaciones, se ha 

recurrido a otras figuras como las de “informador” o “formador” del Gobierno.   

   

1.3. Sesión de investidura  

a) El candidato es el elemento determinante de la relación fiduciaria. Tras su propuesta, 
sin establecerse un plazo para ello, se celebrará el pleno del Congreso correspondiente a la 
sesión de investidura, que comenzará con la lectura de la propuesta por parte de uno de los 
secretarios de la Mesa. En dicha sesión, el candidato expondrá el programa político del 
Gobierno que pretende formar, solicitando la confianza de la cámara. La relevancia política del 
programa queda fuera de toda duda a la hora de recabar los apoyos parlamentarios. Se trata de 
un plan o un proyecto de lo que el Gobierno pretende hacer. Por ello, lo verdaderamente 
relevante es la confianza hacia la persona del candidato.  

La exposición del programa se hará sin límite de tiempo e intervendrán a continuación, con un 

tiempo limitado, los representantes de los grupos parlamentarios de la cámara. A estas 

intervenciones, podrá responder el candidato, bien individualmente, bien de forma conjunta, 

cabiendo la réplica por parte de aquellos. Lo habitual son los debates individualizados. Tras el 

debate, se producirá la votación en el seno de la cámara, será pública y por llamamiento.  

b) Para obtener la confianza de la cámara se exige el voto a favor de la mayoría absoluta 
de los diputados en una primera votación (176 de los 350 que la integran) o mayoría simple en 
una segunda votación (más votos a favor que en contra). Esta segunda votación, en caso de ser 
necesaria, deberá realizarse transcurridas cuarenta y ocho horas desde la anterior.  

Si se otorga la confianza de la cámara, en primera o segunda votación, el presidente del 

Congreso procederá a comunicarlo al Rey, de cara a su nombramiento como presidente del 

Gobierno; el refrendo de este acto corresponderá al propio presidente del Congreso. El 

presidente ya nombrado propondrá al Rey el nombramiento del resto de los miembros de su 
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Gobierno (art. 100 CE). Formado ya el Gobierno y en el ejercicio de sus funciones, pasa a 

responder solidariamente en su gestión política ante el Congreso (art. 108 CE). Por ello, esta 

confianza siempre es limitada.   

Ahora bien, es posible que el candidato propuesto no obtenga el voto favorable de la cámara, 

ni siquiera por mayoría simple en segunda votación. Para ese hipotético caso, se prevé 

constitucionalmente la posibilidad de tramitar otras propuestas por el mismo procedimiento y 

con las mismas exigencias y mayorías.  

1.4. La disolución automática de las cámaras en el caso de una investidura frustrada  

En el supuesto de que transcurra un plazo de dos meses, a contar desde la primera votación de 

investidura, sin que ningún candidato haya obtenido la confianza del Congreso, se procederá a 

la disolución de las cámaras y a la convocatoria de nuevas elecciones (art. 99.5 CE). Esta 

disolución automática no afecta sólo al Congreso, cuyos miembros son los que no han alcanzado 

el acuerdo para investir a un candidato, sino también al Senado. Formalmente, la disolución es 

decretada por el Rey con el refrendo del presidente del Congreso.  

El constituyente vio en esta previsión una forma de forzar el acuerdo entre las fuerzas políticas, 

ante la amenaza de una disolución parlamentaria. Porque la primera obligación del Congreso 

tras la celebración de unas elecciones generales es investir a un presidente del Gobierno. No 

obstante, lo cierto es que situaciones de gran fragmentación parlamentaria pueden terminar 

provocando crisis de este tipo y situaciones de interinidad muy dilatadas en el tiempo. Han sido 

dos las ocasiones en que esta disolución automática se ha producido (tras las elecciones 

generales de diciembre de 2015 y abril de 2019).   

2. Procedimiento extraordinario de investidura  

Junto al procedimiento ordinario, existe una segunda forma de acceder a la Presidencia del 

Gobierno, en conexión con el empleo de un instrumento de exigencia de responsabilidad 

política, la moción de censura. Una moción de censura triunfante implica una doble 

consecuencia: no sólo el cese del presidente y de su Gobierno, sino, asimismo, la investidura del 

candidato incluido en la propia moción. Censura e investidura se funden en un mismo acto. Esta 

investidura, tras una dimisión protocolaria que se exige al presidente censurado, se concreta en 

el inmediato nombramiento del candidato triunfante como presidente del Gobierno. Por ello se 

habla de moción de censura constructiva, porque implica la conformación de un nuevo 

Gobierno; la mayoría exigida es la misma que la precisada para la investidura ordinaria: mayoría 

absoluta.  

  

III) Responsabilidad política del Gobierno  

 

La relación que se establece entre el presidente del Gobierno y el Congreso de los Diputados no 

tiene carácter permanente, pudiendo ser revocada por éste. La responsabilidad política se trata 

de una configuración de carácter negativo, en el sentido de “exigencia estricta de la 

responsabilidad de los actos realizados por el Gobierno, intimándole o aplicándole una sanción”.  

La Constitución alude en diferentes momentos de forma expresa a la responsabilidad política 

del Gobierno. Lo hace en primer lugar en el art. 9.2, donde establece un principio general de 

responsabilidad de los poderes públicos. Junto a ello, de forma más específica, en el art. 98 CE, 
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menciona la responsabilidad directa de los ministros de su gestión. Pero es el art. 108 CE el que 

subraya la responsabilidad solidaria del Gobierno en su gestión política ante el Congreso. Sobre 

esta base, el art. 113 regula la moción de censura como instrumento específico de exigencia de 

esta responsabilidad política y se recoge también en el art. 112 CE la figura de la cuestión de 

confianza, como instrumento con el que el presidente del Gobierno solicita al Congreso que 

confirme su confianza.   

La regulación constitucional de la responsabilidad política, en el marco de la racionalización del 

régimen parlamentario, implica que cualquier pronunciamiento del Congreso fuera de esos dos 

específicos procedimientos, carece de consecuencias jurídicas directas. Puede ser el motivo que 

genere el cese por otros supuestos (dimisión), pero no es causa de cese por sí sola.  

1. Moción de censura  

Es el instrumento a través del cual el Congreso de los Diputados puede exigir la responsabilidad 

política del Gobierno, provocando su cese (art. 113 y 114 CE y 175 a 179 RCD). El procedimiento 

arbitrado por el constituyente tiene como elemento central la necesidad de que se presente un 

candidato alternativo; caso de resultar triunfante, se considerará investido con la confianza de 

la cámara. Por eso se habla de una moción de censura constructiva.  

a) La moción debe ser presentada al menos por la décima parte de los Diputados (35) y 
debe incluir un candidato a la Presidencia del Gobierno, que debe haber aceptado dicha 
candidatura. Ese candidato no necesita ser parlamentario. Antes de su debate y votación, se 
establece un periodo de reflexión, también llamado periodo de enfriamiento, pues la moción 
no puede ser votada hasta que hayan transcurrido cinco días desde su presentación. En el pleno 
convocado al efecto, interviene en primer lugar, en defensa de la moción, uno de los diputados 
firmantes.   

No es obligatoria la intervención del candidato propuestos, a los efectos de exponer el programa 

político de su futuro gobierno; pero es lógico que tal intervención se produzca. En el debate 

podrán intervenir también los representantes de los grupos parlamentarios, siendo posibles 

turnos de réplica o rectificación.  

Finalizadas las intervenciones, se procede a la votación, que será pública y por llamamiento. La 

moción de censura se considera aceptada cundo obtenga la mayoría absoluta de los votos, 176 

de los 350 que componen el Congreso.  

b) En caso de resultar aprobada la moción, conlleva el cese del Gobierno y el 
nombramiento como presidente del Gobierno del candidato alternativo, pues a través de este 
acto se entiende investido de la confianza de la cámara. La Constitución establece en su art. 
114.2, que el Gobierno presenta su dimisión al Rey, se trata más bien de un mero acto 
protocolario.  

Por el contrario, en el caso de que la moción de censura no alcance la mayoría necesaria, el 

Gobierno continúa en sus funciones de manera ordinaria. Sólo se prevé, como sanción mínima 

a los proponentes, la imposibilidad de que suscriban una nueva moción de censura dentro del 

mismo periodo de sesiones.  

c) La Constitución prevé que, en los primeros dos días del periodo de reflexión tras la 
presentación de la moción de censura, se puedan presentar mociones alternativas, que tendrán 
que reunir los mismos requisitos que la inicial. Si se hubiera dado este supuesto, cabe proceder 
al debate conjunto de todas ellas; pero se votarán por separado, conforme el orden en que 
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fueron presentadas. Si una de ellas resulta triunfante, la cámara ya habría dado su confianza al 
candidato, por lo que no continuarían votándose las restantes.  

2. Cuestión de confianza  

Es un instrumento del que dispone el presidente del Gobierno (art. 112 CE y 173 y 174 RCD) para 

solicitar al Congreso que ratifique la confianza que se depositó en él en el momento de la 

investidura, bien por la vía ordinaria del art. 99 CE, bien por la extraordinaria del art. 113 CE. A 

diferencia de la moción, cuyo objetivo directo es quebrar esa confianza articulando un nuevo 

vínculo fiduciario, en la cuestión la finalidad es revalidar esa confianza con una “amenaza de 

suicidio” del Gobierno que busca presionar a la cámara para que le otorgue su apoyo.  

a) Nos encontramos ante una manifestación peculiar del principio de responsabilidad 
política del Gobierno ante el Congreso, que se activa a instancias del presidente del Gobierno, 
con la sola exigencia de la previa deliberación del Consejo de Ministros. Es significativo que la 
responsabilidad solidaria del Gobierno se concrete en una competencia no del Gobierno, sino 
de su presidente.  

b) Puede plantearse asociada al programa de gobierno o bien a una declaración de política 
general. Esto supone que no resulta posible asociar a la votación favorable de la cuestión de 
confianza consecuencias diferentes de la mera ratificación de la estabilidad del Gobierno, a 
diferencia de lo que ocurre en otros ordenamientos, donde la confianza se vincula a la 
aprobación de un proyecto de ley.  

La Ley del Gobierno prohíbe el planteamiento de cuestiones de confianza durante la 

permanencia en funciones del Gobierno. Es absoluta la antinomia existente entre un 

instrumento que pretende comprobar la subsistencia del vínculo fiduciario entre el Congreso y 

el Gobierno, y un periodo de tiempo en el que ese vínculo ya no subsiste, con independencia de 

su causa.  

c) El debate parlamentario en el Congreso se desarrollará en los mismos términos que el 
de investidura, correspondiendo la intervención inicial al presidente que plantea la cuestión o, 
en su caso, a alguno de los miembros del Gobierno. Al igual que sucede con la investidura 
ordinaria y con la moción de censura, la votación será pública y por llamamiento.  

Para revalidar la confianza de la cámara se exige la mayoría simple de los diputados. En este 

caso, el Gobierno continuará ejerciendo ordinariamente sus funciones. Si, por el contrario, el 

Congreso niega su confianza al Gobierno, se producirá su cese, activándose el procedimiento 

previsto en el art. 99 CE.   

  

IV) Disolución discrecional de las Cámaras  

 

El mandato de los diputados y senadores termina cuatro años después de su elección o el día de 

disolución de la cámara (art. 68 y 69 CE). Esta disolución puede producirse de forma automática 

en terminados supuestos (investidura frustrada o procedimiento de reforma agravada), pero 

también por la voluntad discrecional del presidente del Gobierno, aunque sujeta a requisitos y 

limitaciones (art. 115 CE).   

a) El presidente del Gobierno tiene la potestad de disolver anticipadamente las cámaras, 
bien conjunta, bien individualmente, en el momento que políticamente considere oportuno y 
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antes de la finalización ordinaria de la legislatura (art. 115 CE). Se pone término anticipado, por 
tanto, al mandato de estos órganos representativos. Al igual que con la cuestión de confianza, 
se trata de una competencia que apuntala a la preeminencia del presidente y que supone un 
elemento de equilibrio en el marco de la relación fiduciaria.  

La faculta de disolución discrecional no es un elemento configurador esencial del régimen 

parlamentario, aunque haya podido extenderse su previsión. No obstante, existe una íntima 

conexión entre disolución anticipada y régimen parlamentario, como consecuencia de la 

configuración que de la relación entre poderes se hace en su seno. En el modelo parlamentario 

se da una vinculación entre poder ejecutivo y poder legislativo, pero también otorga sentido a 

la iniciativa gubernamental de promover nuevas elecciones, con la consiguiente reconstrucción 

de las relaciones recíprocas.  

Esta decisión suele hacerse coincidir con aquellas coyunturas políticas que parecen anticipar un 

mejor resultado electoral para el partido o partidos que sostienen el Gobierno. Se trata también 

de un arma de estrategia electoral que, independientemente de consideraciones políticas, reúne 

en su naturaleza todos los caracteres del acto de gobierno.   

b) La decisión corresponde al presidente del Gobierno bajo su exclusiva responsabilidad, 
aunque sí se prescribe una previa deliberación no vinculante del Consejo de Ministros. La 
disolución puede afectar a ambas cámaras o únicamente a una de ellas de forma separada. 
Hasta la fecha, siempre ha sido conjunta para los dos cámaras, lo que puede explicarse como un 
intento de no alterar el acompasamiento de legislaturas de ambas.  

Formalmente, la disolución, en forma de real decreto, es decretada por el Rey con el refrendo 

del presidente del Gobierno, debiendo indicarse en el mismo decreto la fecha de celebración de 

las elecciones, la fecha de constitución de las cámaras con los representantes que resulten 

elegidos, así como el número de representantes a elegir en cada circunscripción.  

c) La libertad del presidente del Gobierno para elegir el momento que considere más 
oportuno para proceder a la disolución tiene varias limitaciones asociadas a previsiones, bien 
temporales, bien materiales por la coincidencia con determinadas circunstancias o procesos. 
Tres de ellas se prevén de forma expresa en el texto constitucional, mientras que una cuarta se 
recoge en la Ley de Gobierno:  

- Para evitar la interferencia con procesos de exigencia de responsabilidad política, no 
cabe una disolución discrecional cuando se encuentre en tramitación una moción de censura 
(art. 115.2 CE).  

- Con el objeto de evitar procesos electorales muy cercanos en el tiempo, se limita la 
disolución discrecional cuando no haya transcurrido un año desde la disolución anterior.   

- Tampoco cabe la disolución discrecional, aunque aquí la limitación sólo es aplicable a la 
disolución autónoma del Congreso, cuando estén declarados los estados de alarma, excepción 
o de sitio (art. 116.5 CE).  

- Finalmente, no resulta posible su ejercicio durante los periodos de permanencia en 
funciones  
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El Gobierno es un órgano constitucional, tanto desde una perspectiva formal como material: se 

halla regulado directamente en la Constitución y ejerce funciones constitucionales. 

Su regulación se encuentra en el Título IV de la Constitución, justo a continuación del título 

dedicado a las Cortes Generales, como consecuencia de ser una de sus cámaras la que determina 

quién ejercerá la Presidencia del Gobierno, de la que dependen el resto de sus integrantes.  

El mencionado Título IV se halla desarrollado por la Ley 50/1997, del Gobierno. Este desarrollo 

legal responde a las reservas de ley que articula la Constitución (art. 103.2 y 98), estableciendo 

que los órganos de la administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo 

con la ley. Y regulando la composición del Gobierno, permitiendo (a parte de los allí previstos) 

que por vía legal se amplíen sus integrantes. 

En los sistemas parlamentarios como el nuestro (monarquía parlamentaria) el gobierno ha de 

ser necesariamente colegiado, sus miembros deben deliberar, decidir, y actuar de forma 

conjunta y coordinada, respondiendo solidariamente todos sus miembros dichas decisiones. 

 

I. COMPOSICIÓN Y ESTRUCTURA 

 

1. Gobierno y Consejo de Ministros. 

 

El Gobierno es un órgano colegiado compuesto por el presidente, vicepresidente/s, ministros y 

demás miembros que establezca la ley (art. 98.1 CE). 

La composición del Gobierno permite diferenciar desde un plano teórico a este respecto, del 

Consejo de Ministros. 

El Gobierno asume cometidos políticos, en tanto que el Consejo de Ministros, como órgano 

superior de la administración, tiene a su cargo competencias administrativas, y además también 

asume cometidos políticos, como por ejemplo, cuando dicta un reglamento independiente. La 

distinción entre ambos atiende, en realidad, a su composición: el Consejo de Ministros solo se 

integra por los miembros que expresamente formula la Constitución (presidente, 

vicepresidente/s y ministros) mientras que el Gobierno puede componerse además por otros 

miembros si así lo estipula una ley. Como esa ampliación por ley no se ha producido, la 

composición del Gobierno es idéntica a la del Consejo de Ministros, y por tanto, en la práctica 

ambos órganos son plenamente equivalentes. 

A pesar de ello, la Ley del Gobierno opta por diferenciar ambos órganos desde un punto de vista 

formal: El Gobierno es el nombre con el que se designa al órganos constitucional en cuyo seno 

se integran diversos órganos unipersonales y colegiados. 
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2. Origen histórico. 

 

Históricamente se ha hablado indistintamente de Consejo de Ministros y Gobierno, utilizando 

también para referirse a él los términos Gabinetes y Gabinete ministerial. Su origen se remonta 

a la presencia de asistentes regios en los que el monarca se apoyaba para la gestión de los 

asuntos de Estado. En algunos países esos asistentes formaban ya parte desde la Edad Moderna 

un órgano colegiado, como sucedía en Reino Unido, donde el rey contaba con el apoyo del 

Consejo Privado (Privy Council). 

En España durante la Edad Moderna el rey contaba con varios consejos que ejercían funciones 

administrativas e incluso judiciales, pero también disponía de un círculo de asistentes más 

inmediato, los Secretarios del Despacho, que “despachaban” con el rey personalmente y de 

forma individual los negocios del Estado, asignando a cada uno de ellos un asunto 

gubernamental. Además, solía escoger a un favorito u hombre de especial confianza, lo que sería 

el antecedente remoto de la Presidencia del Gobierno. 

Hasta el siglo XVIII esos Secretarios del Despacho no conformaban un órgano colegiado; sin 

embargo, en 1787 el conde de Floridablanca -hombre fuerte de Carlos III-creó la denominada 

Suprema Junta Ordinaria y Perpetua del Estado.  

Habrá que esperar a los orígenes del constitucionalismo español, ya en el siglo XIX, para que el 

Gobierno empiece a cobrar auténticamente forma. 

En las primeras Constituciones españolas (Bayona 1808 y Cádiz 1812) no se reconocía el 

Gobierno como órgano del Estado.  A pesar de la ausencia de un Gobierno en estas 

Constituciones, bajo la vigencia de dichas normas existió algún desarrollo normativo destinado 

a implantar el órgano:  

- José Bonaparte aprobó en 1809 un decreto por el que se preveía la formación de un 
Consejo de Ministros integrado por todos los ministros de cada uno de los ramos de 
gobierno que luego sería regulado de forma pormenorizada en 1811.  

 
- Las Cortes de Cádiz aprobaron un proyecto de Reglamento de la Regencia previó la 

existencia de una Junta de Secretarios del Despacho que debía reunirse a diario bajo la 
presidencia del Secretario del Despacho de Estado. 

 
Pero curiosamente, sería en una etapa absolutista cuando se formó el precedente más directo 

del actual Gobierno. Tras haber derogado Fernando VII la Constitución de Cádiz, al año siguiente 

firmaba un real decreto por el que creaba la Junta Suprema de Estado, integrada por los 

ministros, aunque en la práctica no tuvo transcendencia debido al hábito del rey de gobernar 

directamente o a través de sus colaboradores personales de mayor confianza. 

Tras el restablecimiento constitucional, el Estatuto Real de 1834 previó por primera vez la 

existencia de un Consejo de Ministros bajo la dirección de un presidente y un acta del Consejo 

de Ministros llegó incluso a regular el régimen interior y el procedimiento de actuación del 

órgano. A pesar de ello, las sucesivas constituciones del siglo XIX volvieron a omitir la figura del 

gobierno colegiado, regulando exclusivamente la figura de los ministros. 

Habrá que esperar hasta la llegada de la Segunda República y su Constitución de 1931 para 

volver a hallar una regulación del órgano colegiado ejecutivo, pero con dos características 

inéditas hasta el momento: el uso de Gobierno y Consejo de Ministros como conceptos 
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sinónimos y una regulación extensa y detallada en la que figura la elección del Presidente y de 

los Ministros, el régimen de incompatibilidades, sus funciones, y el régimen de responsabilidad. 

 

3. Requisitos para ser miembro del Gobierno. 

Son comunes a todos sus integrantes: han de ser españoles, mayores de edad, disfrutar de los 

derechos de sufragio activo y pasivo y n hallarse inhabilitados para el ejercicio de empleo o cargo 

público a través de una sentencia judicial firme. 

A parte de estas exigencias generales previstas en la Ley del Gobierno, la Ley 3/2015, reguladora 

del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado, prevé una serie de causas 

de inidoneidad: 

a) Se impide ser miembro del Gobierno a aquellos en los que no concurre “honorabilidad”, como 

por ejemplo, los condenados por sentencia firme con privación de libertad, o por la comisión de 

ciertos delitos hasta que no se hayan cancelado (falsedad, contra la libertad, contra el 

patrimonio y orden socioeconómico, contra la Constitución o las administraciones públicas, 

contra la comunidad internacional, contra la paz e independencia del Estado, contra la defensa 

nacional o contra el orden público, en especial el terrorismo). Tampoco los que hayan sido 

inhabilitados por determinadas circunstancias (concurso de acreedores, sanción penal, o 

administrativa) y los sancionados por infracción muy grave en materia de transparencia. 

b) El régimen de incompatibilidades, viene determinado por el criterio de exclusividad, 

impidiendo que durante el ejercicio del cargo ejerzan cualquier puesto, cargo, representación, 

profesión o actividad, pública o privada y por cuenta propia o ajena. Aunque existen 

excepciones, siendo la más significativa la posibilidad de que los miembros del Gobierno sean 

también diputados o senadores, pero para ello deberán renunciar a una de las remuneraciones. 

En nuestra historia constitucional la compatibilidad de cargos no se aceptó hasta 1834, fecha de 

la implantación de este sistema parlamentario. De hecho, en la Constitución de 1812 se partía 

de una separación tajante entre ejecutivo y legislativo. 

 

4. El presidente del Gobierno. 

 

 4.1. Origen histórico. 

Se remonta al surgimiento del propio Consejo de Ministros, en cuyas reuniones el rey 

asumía la presidencia, que en caso de ausentarse, se encomendaba ese cometido a un ministro 

que gozase de especial predilección por parte del monarca, lo que hacía de este ministro, un 

ministro más relevante que los restantes, de dónde surgió el término de “primer ministro” para 

designarlo; término que todavía se emplea en algunos sistemas parlamentarios como el Reino 

Unido. 

A medida que el rey fue despojándose de sus funciones ejecutivas, ese primer ministro ejerció 

cada vez mayores tareas directivas sobre los restantes miembros del ejecutivo, transformándose 

en auténtico presidente del Gobierno, dejando de estar al frente de un ramo administrativo y 

circunscribiéndose a cometidos directivos del Gobierno (incluyendo la selección de los ministros 

que lo componían). 
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4.2. Selección. 

Puede ser ordinaria (art. 99 CE) y extraordinaria (art. 113 CE). En ambos casos la 

designación del presidente corresponde al Congreso de los Diputados, sin intervención del 

Senado. 

No lo eligen los ciudadanos directamente a través de las elecciones generales como es 

característico en los sistemas presidencialistas como EEUU. En los sistemas parlamentarios 

como el nuestro, los ciudadanos eligen al parlamento y es éste o una de sus cámaras (Congreso 

en nuestro caso) el que escoge al presidente del Gobierno. 

Aunque se habla de “elección” los términos más correctos son “investidura” y “otorgamiento de 

la confianza”. 

En un sentido estricto, una elección parlamentaria del ejecutivo es lo que existe en los sistemas 

asamblearios, en los que el parlamento es un superior jerárquico del Gobierno, que ha de 

limitarse a ejecutar sus disposiciones. Sin embargo, en un sistema parlamentario como el 

español, el Gobierno dispone de un programa de acción política propio, no es un simple ejecutor 

de la voluntad del parlamento y por tanto, tampoco su subordinado. Al seleccionar al presidente 

del Gobierno, el Congreso de los diputados otorga confianza tanto al programa político que 

expone el candidato a la presidencia tanto como al presidente como persona que se 

compromete a llevarlo a efecto. Surge una relación de confianza o fiduciaria entre el Congreso 

y el Gobierno cuya contrapartida es la exigencia de responsabilidad política (moción de censura 

y cuestión de confianza). 

 

Procedimiento ordinario 

Se activa cuando concurre cualquiera de las siguientes circunstancias: 

- Dimisión, incluida la resultante de no haber obtenido el apoyo del Congreso de los 
Diputados en una cuestión de confianza, fallecimiento y cada vez que se renueva el 
Congreso de los Diputados. Si fuese una simple mera vacancia, ausencia o enfermedad 
del presidente, sus funciones serán asumidas por los vicepresidentes según el orden de 
prelación si hubiera varios y en defecto de ellos, los ministros en orden de precedencia 
de los departamentos ministeriales. (RD 2099/1983, por el que se aprueba el Orden 
General de Precedencias en el Estado). 

- En los casos en que es preciso elegir un nuevo presidente, el procedimiento de 
investidura ordinario entraña tres características generales: 

 
1. El órgano que confiere la confianza es el Congreso de los Diputados como resultado 

del bicamarismo imperfecto instaurado por nuestra Constitución. La exigencia 
de responsabilidad política le corresponde también a la cámara baja sin que 
pueda disponer de ella el Senado.  

 
2. La investidura lo es solo del presidente, no de los restantes miembros del órgano 

colegiado que por tanto, no dependerá de la voluntad del Congreso de los 
Diputados con los que tienen una relación de confianza inmediata, sino apenas 
indirecta a través del presidente del Gobierno. Esto explica que no existan en 
nuestro sistema mociones de censura contra los ministros, caben las llamadas 
mociones de reprobación que no tienen efectos jurídicos vinculantes (el 
ministro no tiene obligación jurídica de dimitir) y también la responsabilidad 
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solidaria del Gobierno; la caída del presidente por la ruptura de la relación 
fiduciaria obliga a que también todos los ministros pierdan su cargo, 
produciéndose una destitución en cascada. 

 
3. Se trata de una investidura expresa o sistema de confianza explícita, requiere que el 

Congreso de los Diputados vote expresamente a favor o en contra del candidato 
a la presidencia. Otros sistemas parlamentarios optan por un sistema de 
confianza implícita, el Jefe del Estado nombra por sí mismo a un presidente del 
Gobierno y este empieza su actividad presumiéndose que cuenta con el apoyo 
del parlamento mientras que este no lo destituya mediante un moción de 
censura, por tanto no hay una investidura expresa. 

 
 

Procedimiento extraordinario 

Se corresponde con la moción de censura, de la que conviene recordar algunos aspectos: 

- Se produce a impulso de una fracción de los diputados (mínimo 35). 
- Quien decide la moción de censura y por tanto, reemplazar un presidente por otro es el 

Congreso. 
- La cámara baja solo escoge al presidente que reemplazará al anterior. 
- La investidura extraordinaria solo puede tener lugar a través de mayoría absoluta, toda 

vez que es la exigida para que triunfe una moción de censura. 
 

4.3. Pérdida del cargo. 

 

Pierde el cargo a parte por fallecimiento, por dimisión voluntaria (que el rey no puede no 

aceptar), tras la celebración de elecciones generales, por triunfo de moción de censura o por no 

superación de una cuestión de confianza. En los tres último casos se pérdida del cargo se 

produce por la ruptura de la relación fiduciaria, bien porque el Congreso se ha disuelto y se han 

convocado nuevas elecciones o bien por moción de censura o por cuestión de confianza. Si el 

presidente disuelve el Congreso de los Diputados supone para él la pérdida de su cargo, aunque 

tanto él como sus gobierno continuarán en funciones hasta que se produzca el relevo. 

 

5. Vicepresidente(s) y Ministros. 

5.1. Identificación. 

El vicepresidente no es una figura necesaria en el Gobierno, puede existir o no. De haberlos, 

puede ser uno solo ovarios y, a diferencia del presidente, sí pueden asumir carteras 

ministeriales. Ejercen las competencias que les asigne el presidente del Gobierno, aparte de 

asumir la suplencia de este último en caso de vacancia, ausencia o enfermedad. Si hubiera 

varios, este cometido lo asumirán con el orden de prelación con el que los hubiera designado el 

presidente. 

Los ministros, ocupan los diferentes ramos administrativos o carteras ministeriales. Es posible la 

existencia de ministros sin cartera, se designa a una persona generalmente por su importancia 

política pero sin asignarle un ramo gubernamental que quede a su responsabilidad. 
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5.2 Determinación. 

 

 La determinación de si habrá (cuántas, cuáles y orden de prelación) o no vicepresidencia, 

así como el número de ministerios y las distintas carteras ministeriales, es una cuestión que, 

según los sistemas constitucionales, puede determinarse por tres vías: constitucional, legal y 

reglamentaria. La primera es la más rígida, ya que supone que la propia Constitución es la que 

impone si ha de haber o no vicepresidencia y cuáles serán las carteras ministeriales. Siendo las 

constituciones modernas en su mayoría rígidas, cualquier alteración del número de ministerios, 

o de los ramos materiales de los que se ocupen, resultará muy complejo al tener que llevarse a 

cabo a través del procedimiento de enmienda constitucional. (Constituciones de Bayona y 

Cádiz). 

Más flexible es el modelo de reserva lega, en el que la Constitución se remite a la ley 

parlamentaria para que sea ésta la que fije los referidos extremos. Este modelo resulta además 

coherente con el sistema parlamentario de gobierno: la dependencia del Gobierno respecto de 

los representantes del pueblo no solo derivará del hecho de que el presidente tenga que contar 

con la confianza parlamentaria, sino también de que sea el propio parlamento el que imponga 

la estructura del gabinete. 

El tercer modelo es el más laxo, porque habilita a que sea el presidente del Gobierno el que 

mediante un reglamento expedido por él, decida la existencia o no de vicepresidencias, así como 

el número de ministerios y los asuntos de los que se ocupará cada uno de ellos. No existe la 

tramitación y aprobación de una ley: basta con la sola voluntad del presidente para decidir la 

estructura del gabinete, reforzando la postura del presidente y convirtiéndolo en mayor medida 

en un auténtico jefe del Gobierno que no solo dirige y coordina, sino que incluso determina 

previamente su estructura. 

Nuestra Constitución opta por la segunda opción; los art. 98.2 y 103.2 remiten a la ley para 

regular el Gobierno. Ahora bien, de forma un tanto irregular, la actual Ley del Gobierno 

establece que será el presidente del Gobierno quien, mediante real decreto, cree, modifique o 

suprima los departamentos ministeriales. Des este modo, la citada ley da lugar a que nuestro 

sistema de fijación de la estructura gubernamental se corresponda con el tercero de los modelos 

referidos. 

Esta solución, a pesar de ser la más conveniente por permitir más facilidad para adaptar los 

departamentos ministeriales a las cambiantes coyunturas políticas, sociales y económicas, su 

constitucionalidad resulta dudosa. Donde existe una reserva de ley, esta no puede ser objeto de 

deslegalización, ya que aquella implica una obligación constitucional de ser regulada 

obligatoriamente a través de una forma jurídica específica: la ley. Aunque incluso en una reserva 

de ley cabe una regulación reglamentaria, solo en aspectos de complemento, y siempre que los 

elementos esenciales de la materia reservada hayan sido regulados precisamente mediante una 

ley. Algo que no parece suceder en el caso del Gobierno: fijar los departamentos ministeriales 

entraña determinar la estructura misma del Gobierno, y resulta dudoso, que esa materia no sea 

un mínimo indispensable reservado a la ley, y por tanto, no susceptible de degradación de rango 

normativo. 
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5.3 Elección. 

 

 No existe un procedimiento de investidura puesto que esos miembros del gabinete no 

dependen de la voluntad del Congreso de los Diputados, sino que solo han de contar con la 

confianza del presidente del Gobierno. Es este, por tanto, quien los designa libremente. 

Tampoco han de tener la condición de diputados o senadores. 

Aunque sean elegidos libremente por el presidente, el nombramiento formal corresponde al rey 

a propuesta del presidente. 

Que únicamente dependan de la voluntad del presidente del Gobierno entraña dos 

consecuencias inmediatas: si el presidente pierde su puesto, los ministros también pasarán a 

estar en funciones y que puesto que no dependen de la confianza del Congreso de los diputados, 

este no puede exigirles responsabilidad política individual a través de una moción de censura, y 

las mociones de reprobación no tienen efecto jurídico alguno. 

La pérdida del cargo de vicepresidente o ministro, esta se produce, además de en los supuestos 

de cese del presidente, en caso de fallecimiento o dimisión y por cese discrecional propuesto 

por el presidente del Gobierno. 

 

6. Comisiones delegadas del Gobierno. 

Son órganos internos del Gobierno de naturaleza colegiada. Aspecto que comparten con el 

Consejo de ministros, del que se diferencian por su composición: no están integradas por todos 

los ministros, solo por parte de ellos y además, los secretarios de Estado también pueden ser 

parte de ellas. 

Se forman con el objetivo de debatir y decidir sobre cuestiones que atañendo a varios 

ministerios no requieren de la intervención de todos ellos, formando un órgano que decida de 

forma conjunta, coordinada y solidaria. 

La propuesta de su creación compete al presidente del Gobierno, siendo acordada por el 

Consejo de Ministros mediante real decreto. En este caso no hay ninguna reserva legal y su 

creación es una materia puramente reglamentaria. Este decreto debe indicar tres órdenes de 

cuestiones:  

- Composición: indicando los miembros del gobierno y en su caso, los secretarios de 
Estado que integrarán el órgano. 

- Estructura y funcionamiento interno, refiriendo qué miembro del Gobierno asumirá la 
presidencia de la comisión y el régimen interno de funcionamiento. 

- Funciones: la Ley del Gobierno impone una serie de funciones que pueden ser 
incrementadas o desarrolladas por el real decreto, entre las que figuran el estudio y/o 
resolución de cuestiones que afecten a los ministerios implicados y las que deleguen el 
Consejo de ministros, que son susceptibles de ser revocadas. 
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7. El funcionamiento del Consejo de Ministros. 

 

Su funcionamiento interno se regula en el art. 18 de la actual Ley del Gobierno.  La convocatoria 

de las reuniones del Consejo de Ministros es competencia del presidente del Gobierno, y será él 

mismo quien determine el orden del día de las cuestiones a tratar. Según lo dispuesto por la 

propia CE en su art. 62, el rey también podrá presidir las sesiones del Consejo de Ministros 

cuando lo estime oportuno, y previa petición del presidente del Gobierno. 

Sus reuniones pueden tener carácter decisorio o simplemente deliberante, según se adopten en 

ellas acuerdos o no. Delo allí debatido o acordado se levantará acta por el ministro de la 

Presidencia, que es quien asume el cometido de secretario. En el acta solo figurarán el lugar y 

tiempo de celebración del Consejo de Ministros, la relación de asistentes, los acuerdos 

adoptados y los informes que se hubieran presentado. 

El hecho de que el presidente sea quien convoca y presida las reuniones del consejo de Ministros 

le habilita par decidir qué temas van a ser objeto de deliberación. Aunque la decisión sea 

colegiada, el impulso acaba perteneciendo al presidente. Esta situación de dominio se ve 

comprometida sin embargo cuando la coyuntura política ha dado lugar a que se constituya un 

Gobierno de coalición. 

La formación de un gobierno de coalición, una vez investido el presidente, dará lugar a un 

cambio político en sus relaciones con los ministros: el presidente del Gobierno tendrá más 

dificultades para imponer su criterio a aquellos ministros que no pertenezcan a su mismo partido 

político, por lo que más que tareas directivas, podrá verse obligado a asumir cometidos de 

coordinación. 

Estos gobiernos son una modalidad puramente política ya que no suponen alteración alguna de 

la estructura interna del órgano ni de las funciones que tiene encomendadas. 

 

8. Estatuto de los miembros del Gobierno. 

 

Están sujetos a una doble responsabilidad: política y penal. 

La responsabilidad política consiste en un control de oportunidad sobre la acción gubernamental 

y que puede ser de dos tipos, ordinaria (fiscalización que no entraña obligación de dimitir del 

Gobierno) y extraordinaria (que sí da lugar al anterior resultado). 

La extraordinaria se sustancia a través de la cuestión de confianza y, sobre todo, la moción de 

censura, Instrumentos que se dirigen a en realidad al presidente, siendo este quien dimitir y por 

extensión, su gabinete de forma solidaria. 

La CE regula su responsabilidad penal fijando un procedimiento específico para el caso de que 

la acusación fuese por traición o delito contra la seguridad del Estado derivada del ejercicio de 

las funciones del presidente o de los ministros. Tal acusación debe plantearla al menos la cuarta 

parte del Congreso de los Diputados y aprobarla la mayoría absoluta de la misma cámara. Ni 

esta acusación equivale a la actividad del ministerio fiscal, ni la susodicha aprobación entraña 

sentencia alguna. Este procedimiento no equivale al impeachment que se sustancia en los 
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sistemas presidencialistas, sino que represente solo un trámite previo que ha de sustanciarse 

antes de que se lleve a cabo el auténtico enjuiciamiento. 

Éste se llevará en la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, ya que los miembros del Gobierno 

son personas aforadas. Si además el miembro del gobierno es diputado o senador, será 

necesario para procesarlo por la comisión de delitos obtener previamente el suplicatorio de la 

cámara a la que pertenezcan. En caso de sentencia condenatoria, no será posible la obtención 

del indulto. 

El referido aforamiento de los miembros del gobierno alcanza también a su responsabilidad civil, 

siempre que ésta derive de hechos realizados en el ejercicio de su cargo. En este caso, el juicio 

procederá ante la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo. 

 

II. EL GOBIERNO EN FUNCIONES Y EN SITUACIONES DE CRISIS. 

 

A) El Gobierno está en funciones tras la celebración de elecciones generales, en los casos de 

pérdida de confianza parlamentaria (moción de censura o cuestión de confianza) o cuando se 

produce la dimisión o fallecimiento del presidente. Se trata de una situación de interinidad que 

se mantiene hasta que se constituya un nuevo Gobierno y sus integrantes tomen posesión de 

sus respectivos cargos. 

La Ley del Gobierno establece como premisas del Gobierno en funciones un cometido y unas 

limitaciones dirigidas a un mismo objetivo: abrir el camino a un Gobierno que le suceda. El 

cometido principal del Gobierno en funciones será facilitar el proceso de formación del nuevo 

Gobierno, de modo que no debe llevar a cabo actuaciones que los obstaculicen. En cuanto a las 

limitaciones, pretenden impedir que el Gobierno saliente comprometa la política que pudiera 

acordar el Gobierno entrante. Por este motivo, el Gobierno en funciones tiene limitados sus 

cometidos, al punto que solo puede realizar el despacho ordinario de los asuntos públicos, sin 

que pueda adoptar ninguna otra medida, salvo que existan casos de urgencia o razones de 

interés general que se acrediten expresamente. 

La formulación de estas restricciones por la Ley del Gobierno resulta muy vaga, ya que los lo que 

deba entenderse como “despacho ordinario” de los asuntos públicos queda abierto a un abanico 

de interpretaciones. El TC no ha tenido ocasión de concretar este extremo pero sí ha resuelto 

un asunto que puede orientarlo (STC 124/2018). La resolución fue dictada a raíz de un conflicto 

entre órganos constitucionales interpuesto por el Congreso de los Diputados cuando el ministro 

de defensa en funciones se negó a comparecer ante la cámara baja para informar sobre los 

acuerdos militares de la OTAN, justificándose en la no existencia de relación fiduciaria por ser 

un Gobierno en funciones. El TC falló a favor del Congreso de los diputados afirmando que el 

control parlamentario ordinario no dependía de una relación fiduciaria y que, por tanto el 

Gobierno en funciones también debe sujetarse al control parlamentario. A la vez señala una 

cierta vía de ampliación de los cometidos del Gobierno en funciones, al señalar que los 

compromisos internacionales adquiridos obligan a adoptar decisiones transcendentes, incluso 

cuando el Gobierno se encuentre en funciones. Unas decisiones que justifican la necesidad de 

sujetarlo a control parlamentario. 
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A parte de la abstracta atribución al Gobierno en funciones del “despacho ordinario” la Ley del 

Gobierno recorta expresamente ciertos cometidos, tanto al Gobierno en sí, como a su 

presidente. Respecto del primero, restringe su poder legislativo, impidiéndole presentar 

proyectos de ley y aprobar el proyecto de ley de presupuestos generales del Estado. Del mismo 

modo, si el Gobierno está en funciones por la celebración de elecciones generales, cualquier 

delegación legislativa que hubiese recibido quedará en suspenso durante el tiempo en que esté 

en funciones. Las delegaciones legislativas están sujetas a plazo y, por tanto, el cómputo debe 

interrumpirse en esa coyuntura.  Por su parte, el presidente del Gobierno, mientras se halle en 

funciones, no puede proponer al rey la disolución de las cámaras o de las Cortes Generales, 

plantear una cuestión de confianza o proponer al monarca la convocatoria de un referéndum 

consultivo del art. 92 CE. 

 

B) Si el Gobierno en funciones ve recortadas las atribuciones que normalmente le corresponde, 

la situación inversa se produce en ciertas situaciones: 

 

- Cuando se declara un estado de crisis (art. 116) este genera un incremento de las 
facultades de intervención ejecutivas que no sería posible en su ausencia. 
En el caso del estado de alarma se da la circunstancia añadida de que siendo su 

declaración inicial competencia exclusiva del propio Gobierno, es este el que incrementa 

por sí, y para sí, su acervo de atribuciones, por un plazo de quince días. Tanto la prórroga 

de ese estado de alarma, como la declaración de los de excepción y sitio requieren sin 

embargo la intervención del Congreso de los Diputados. En este caso, es la cámara baja 

la que actúa para acrecentar el ámbito de atribuciones del ejecutivo.  

El espacio de intervención del Gobierno en los estados de crisis se acrecienta a costa de 

los derechos fundamentales, que sufren una limitación (estado de alarma) o suspensión 

(estados de excepción y sitio) correlativa. Dicho de otro modo: todo lo que se reducen 

los derechos individuales se incrementa el poder gubernamental. 

 

Estas facultades no son ilimitadas: la propia norma declarativa del estado de crisis 

delimita que puede hacer el Gobierno conforme a un criterio de vinculación positiva. El 

estado de crisis no supone una habilitación en blanco, sino que su declaración 

institucional contiene una enumeración de las competencias que asume el Gobierno, y 

a ellas ha de ceñirse. En la aplicación de tales medidas el ejecutivo se sujeta a los 

principios de proporcionalidad, temporalidad y control jurisdiccional. 

 

Las citadas intervenciones que puede acometer el Gobierno durante un estado de crisis 

y que afectan a los derechos fundamentales, también afectan a las comunidades 

autónomas, ya que el Gobierno puede captar atribuciones que pueden interferir sobre 

el acervo competencial autonómico. 

 

- Esta intervención sobre las comunidades autónomas también tiene lugar en otro caso 
distinto a los estados de crisis: cuando se hace uso del art. 155 CE. A su través, el 
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presidente del Gobierno, previa autorización del Senado puede obligar a que una 
comunidad autónoma cumpla con sus obligaciones constitucionales o legales. Aunque 
la determinación de cuáles son los cometidos exactos que puede realizar el Gobierno en 
estas circunstancias son todavía objeto de discrepancias doctrinales, la guía ha de ser 
doble: no entraña una suspensión de la autonomía política y las medidas del Gobierno 
deben encaminarse estrictamente a que se ejecuten las obligaciones constitucionales o 
legales que hayan dejado de cumplirse. 

El incremento competencial del Gobierno central en el caso del art. 155 está en función de 
cuáles sean exactamente las obligaciones constitucionales o legales que la comunidad 
autónoma no cumpla. 

 
 

 

III. LOS ÓRGANOS AUXILIARES DEL GOBIERNO. 
 
Para el desempeño de sus funciones el Gobierno no solo cuenta con la administración pública a su 

servicio, sino también con la presencia de ciertos órganos previstos constitucional y legalmente. 
Entre los primeros se hallan el Consejo de Estado y el Consejo Económico y Social, que tienen 
naturaleza de órganos auxiliares. Esto significa que son órganos primarios (previstos 
expresamente en la Constitución) que cuentan con independencia orgánica y funcional, pero no 
son stricto sensu órganos constitucionales, porque su cometido es precisamente asesorar a 
estos. 

 
 
1. El Consejo de Estado 
 
El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno; se encuentra previsto en el art. 107 

de la CE y ha sido desarrollado por la Ley Orgánica 3/1980. 
 
Está integrado por un presidente, un secretario general y tres grupos distintos de consejeros: los 

permanente, los natos y los electivos. El presidente es nombrado por real decreto del Consejo 
de Ministros entre juristas de reconocido prestigio y experiencia en asuntos de Estado. 

 
- Los consejeros permanentes (8, que es el número de secciones de que consta el consejo) 

son igualmente nombrados por real decreto y sin límite de tiempo, por personas que 
hayan ejercido cargos políticos, consultivos o bien sean juristas, funcionarios o 
pertenezcan a ciertas instituciones. 

- Son consejeros natos los expresidentes del Gobierno si lo solicitan al presidente del 
Consejo de Estado, así como ciertos cargos públicos procedentes de las academias, del 
ejército, del ámbito jurídico. 

- Los consejeros electivos (10) son nombrados mediante real decreto por cuatro años, 
entre quienes hubiesen sido destacados cargos públicos, como diputado, senador, 
ministro, magistrado del TC, embajador, rector de universidad… 

 

Aparte de ejercer estas funciones consultivas para el Gobierno, el Consejo de Estado también 

puede ser consultado por las comunidades en asuntos de su competencia que estimen 

convenientes, si bien esta función se encuentra asumida por los consejos consultivos 

autonómicos que se han ido erigiendo en ellas. 
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2. El consejo Económico y Social.  

 

Previsto en el art. 131 CE, aunque sin que este concrete su nombre, se halla regulado por la Ley 

21/1991 y aparece como un órgano de asesoramiento del Gobierno en materia socioeconómica 

y laboral. 

Se compone de 61 miembros, incluido el presidente, elegidos por el Gobierno y procedentes de 

diversos grupos: 20 en representación de las organizaciones sindicales en proporción; 20 en 

representación de las organizaciones empresariales y 20 en representación de grupos 

socioeconómicos con importancia estratégica en España como pesca, agricultura, ganadería, 

economía social, consumidores, usuarios… 

Ejercen sus funciones por cuatro años renovables. Estas funciones son consultivas, tanto de 

índole facultativa como preceptiva. Las primeras obligan a la emisión de un dictamen y elaborar 

informes siempre que lo requiera el Gobierno, aunque también pueden realizarlos a iniciativa 

propia. Las preceptivas suponen la necesidad de ser consultados sobre determinadas cuestiones 

como son los anteproyectos de ley (excepto la de presupuestos generales del Estado) y 

proyectos de decretos legislativos que regulen materias socioeconómicas y labores, así como 

reales decretos que según el parecer del Gobierno tengan transcendencia en aquellas 

cuestiones. 

 

TEMA 9.  LAS FUNCIONES DEL GOBIERNO. 
 

BLOQUE I → FUNCIONES DEL GOBIERNO. 

1. LA FUNCIÓN EJECUTIVA Y ADMINISTRATIVA.   

1.1 Origen. 

1.2. Titular. 

1.3. Contenido. 

2. LA FUNCIÓN REGLAMENTARIA 

2.1. Origen y significado actual. 

2.2. Características. 

3. EL CONTROL DE LAS FUNCIONES EJECUTIVA .Y REGLAMENTARIA 

4. LA FUNCIÓN DE GOBIERNO 

4.1. Concepto. 

4.1.1. Caracterización de la función general de gobierno. 

4.1.2. Ámbitos de la función de gobierno. 

4.2. Actos propios y control. 

5. LA PARTICIPACIÓN EN LA FUNCIÓN LEGISLATIVA. 

6. COMETIDOS SELECTIVOS DE ÓRGANOS CONSTITUCIONALES Y AUXILIARES. 

7. COMETIDOS DE CONTROL 
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Bloque II → FUNCIONES DE LOS MIEMBROS DEL GOBIERNO. 

1. FUNCIONES DEL PRESIDENTE DEL GOBIERNO 

2. FUNCIONES DE LOS VICEPRESIDENTES Y MINISTROS. 

3. FUNCIONES DE LAS COMISIONES DELEGADAS DEL GOBIERNO. 

 

1. FUNCIONES DEL GOBIERNO. 

1. La función ejecutiva y administrativa. 

1.1. Origen 

La función ejecutiva fue la primera de las funciones estatales encomendadas al gobierno. En 

la clásica división de poderes de Montesquieu se consideraba que la función legislativa 

correspondía al parlamento; la judicial a los tribunales; y el ejecutivo al jefe del Estado y sus 

ministros. Esta visión fue cambiando con los años. 

 

En los comienzos del constitucionalismo europeo, el rey era el que ejercía el poder ejecutivo 

junto con sus ministros (siendo éstos también agentes ejecutivos). El monarca era inviolable, por 

lo que los ministros debían asumir la culpa de las infracciones que el rey cometiera. Ellos eran 

los encargados de firmar los actos del rey (refrendo), así que los ministros asumían la 

responsabilidad de lo que el rey pudiese hacer mal. 

 

En el siglo XIX, Benjamin Constant diferenció entre el poder ejecutivo o ministerial (recae en 

los ministros)  y el poder neutro (recae en el monarca). Así, el rey simplemente tenía la función 

de moderador en el funcionamiento del parlamento y de los ministros evitando que hubiesen 

desequilibrios entre ellos. Entre sus funciones estaban, por ejemplo, la de disolver el parlamento 

o la destitución de ministros. La función ejecutiva quedó en manos de los ministros, que 

acabaron agrupándose en un órgano colegiado: el gobierno. 

 

1.2. Titular 

El gobierno no asume la totalidad de la función ejecutiva. Dispone de un administración 

pública a su servicio, ejerciendo sus integrantes también el poder ejecutivo, cada uno con su 

competencia, en una estructura jerárquica presidida por el presidente del Gobierno, el Consejo 

de Ministros y los ministros, a diferencia de las otras funciones estatales, que no tienen un orden 

jerárquico delimitado, sino que le corresponden solo a ellos (por ejemplo: función judicial = a 

los jueces y magistrados) 

 

1.3. Contenido. 

La función ejecutiva es la función estatal mediante la cual se ejecutan las leyes. Aquí ejecutar 

incluye también desarrollar. Las leyes pueden tener que ser concretadas secundum legem (a 

partir de la ley) y ello forma parte de la función ejecutiva del Gobierno y la administración 

pública. Es decir, no es solo llevar a cabo las leyes, sino también desarrollarlas. 

Eso sí, sólo es posible ejecutar una ley si existe previamente, por lo que la función ejecutiva  

no antecede a la legislativa. Por otra parte , la ejecución no puede ser contra legem (sí puede ser 

secundum legem). Contra legem es que no puede contradecir lo dispuesto en la ley que ejecuta. 

Toda función estatal tiene formas jurídicas mediante las que se manifiesta. 

Así, la función ejecutiva tiene sus formas de manifestarse:los actos administrativos. Ello, a 

veces, incluye la adopción de normas complementarias a leyes, como son los reglamentos: 

a) Mientras que los reglamentos son auténticas fuentes de derecho ya que crea una nueva 

regulación y  tienen vocación de permanencia, los actos administrativos no lo son. 

Los actos administrativos siempre están vinculados a las leyes, por lo que solo pueden hacer 

lo que se les permita expresamente. 
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La diferencia % reglamento y acto administrativo pensemos en la Ley sobre Tráfico, 

Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial. El reglamento de circulación desarrolla esta 

ley, concretando todos los supuestos. Así, una multa de tráfico (acto administrativo) aunque NO 

crea una nueva regulación, también ejecuta la ley de tráfico, y sólo se puede imponer en los 

supuestos que implora dicha ley y con las reglas procedimentales expresamente previstas 

(vinculación positiva). 

b) Atendiendo a su margen de libertad, los actos administrativos que ejecutan leyes y 

reglamentos puedes ser : 

- REGLADOS ->  Los elementos de la decisión administrativa están perfectamente 

establecidos, así que la admin no puede decidir ningún extremo. EJEMPLO= Resolución judicial 

para conceder jubilación por alcanzar edad legal. 

- DISCRECIONALES -> Aunque están sujetos a ley y reglamento, la admin tiene más 

libertad de decisión. EJEMPLO -> Concesión de plaza a profe universitario en concurso de 

méritos. Los aspirantes deben cumplir requisitos, pero puede valorar y juzgar cuál es el mejor 

candidato para el perfil que se pide. 

 

2. LA FUNCIÓN REGLAMENTARIA. 

2.1. Origen y significado actual. 

Antiguamente, en la Constitución de Cádiz de 1812, aparecía, entre las competencias del rey, 

la de <<expedir los decretos, reglamentos e instituciones que crea conducentes para le ejecución 

de las leyes>>. Es decir, los reglamentos sólo servían para ejecutar leyes, convirtiéndolos en 

<<reglamentos ejecutivos>>. 

Actualmente, es muy distinto. En el art. 97 CE se habla de las funciones del Gobierno, 

exponiendo que el Gobierno dispone de <<la función ejecutiva y la potestad reglamentaria>>, 

separándolas entre sí. De este modo, los reglamentos no sirven SÓLO para ejecutar leyes, sino 

que puede ser una norma expedida por el Gobierno al margen de las leyes, posibilitando la 

existencia de reglamentos independientes  o praeter legem (se dictan en ausencia de ley). 

No es necesario que las leyes habiliten a los reglamentos para desarrollar su contenido ya que 

la potestad reglamentaria del Gobierno es ex constitutione, por lo que el legislador no puede dar 

o denegar ese poder que le dio la Constitución. PERO hay 2 factores que lo condicionan: 

a) Las reservas de ley . Dan obligación constitucional de regular con rango real una 

materia. Con la reserva de ley se pretende que el contenido sea regulado SÍ o SÍ por una fuente 

de derecho con rango legal. Entonces, cuando haya reserva de ley, el reglamento no podrá 

regular esa materia. 

b) La jerarquía y la expansividad ilimitada de la ley.  La ley tiene ciertas materias 

reservadas y puede regular cualquier materia. Además, la ley es superior al reglamento es la 

estructura jerárquica, así que nunca puede el reglamento contradecir su contenido. De este modo, 

si una ley regula materias no reservadas, el reglamento tendrá que respetar lo que diga la ley, ya 

que ésta es superior a él. 

 

2.2. Características 

• Pluralidad de formas jurídicas : Depende de qué órgano procedan, los reglamentos 

tendrán un nombre diferente. 

- Decretos del Consejo de Ministros 

- Decretos del presidente del Gobierno 

- Órdenes ministeriales de las comisiones delegadas del Gobierno 

- Órdenes ministeriales 
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- Órdenes, resoluciones y circulares de autoridades inferiores. 

Por ello, reglamento no es una forma jurídica en sí, sino que es una categoría que engloba 

distintas formas jurídicas del Gobierno y la admin. 

 

• Titularidad del poder reglamentario. Pueden dictar reglamentos el Gobierno, sus 

componentes y las autoridades de la admin pública. Los reglamentos que desarrolla el Gobierno 

son los decretos del Consejo de Ministros. 

 

• Infralegalidad y jerarquía interna.  Todos los reglamentos son dependientes de la 

Constitución, de las leyes  y de las fuentes del derecho con fuerza de ley (arts. CE 9.3 <<principio 

de legalidad>>, 97 <<sujeción del Gobierno a las leyes>>, 103 <<sometimiento de la admin a 

la ley>> y 106 <<control de legalidad por parte de los tribunales>>. Asimismo, los reglamentos 

están jerárquicamente ordenados según el órgano que lo dicte. 

 

• Diferenciación con otras fuentes. El término reglamento se utiliza también para otras 

fuentes. Las Cortes y sus cámaras tiene potestad reglamentaria para elaborar reglamentos que 

regulen su organización y  funcionamiento interno. (Reglamento del Congreso de los Diputados, 

Reglamento del Senado y el de las Cortes Generales NO HA SIDO APROBADO AÚN). Las 

diferencias entre estas normas y la potestad reglamentaria del Gobierno y la admin son: 

 

- Órgano.   Unos proceden del Gobierno y la Admin; y los otros de las cámaras 

parlamentarias. 

- Contenido.  Los reglamentos parlamentarios regulan SOLO organización y 

administración interna de las cámaras; los del Gobierno y la admin regulan su organización 

interna, relaciones de sujeción especial (recluso frente a institución penitenciaria), siendo estos 

reglamentos <<ad intra>> o de organización pudiendo regular derechos y libertades (con 

límites) y relaciones de sujeción general (ciudadanos sin relación con la admin), siendo éstos 

reglamentos <<ad extra>> o jurídicos. 

- Posición en el OJ: Los reglamentos del Gobierno y la admin son inferiores a las leyes y 

a fuentes con fuerza de ley. 

 

 

3. El control de las funciones ejecutiva y reglamentaria. 

¿Cómo se controlan estas funciones? 

a) Inaplicación:  Cualquier juez puede puede inaplicar un reglamento o acto administrativo 

si es contrario a le ley. 

b) Anulación directa:  Pueden ser impugnados directamente ante tribunales de lo 

contencioso-administrativo, pudiendo proceder a su anulación directa. PERO, Dependiendo de 

qué órgano emane los reglamentos, le corresponderá a uno u otro tribunal su anulación. Ello 

implica que se expulsa el reglamento del OJ y deja de existir, no pudiendo usarse más. No es 

una simple inaplicación, que produciría que no se pueda aplicar el reglamento para un caso 

concreto pero otro tribunal sí podría usarlo si considera que no existe inconstitucionalidad o 

ilegalidad. NO. La anulación lo expulsa del OJ. 

c) Control de ilegalidad: Si un juez que no puede anular un reglamento considera que se 

debe inaplicar debe, tras dictar sentencia que inaplica el reglamento, plantear un recurso de 
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ilegalidad, pudiendo derivarlo a un juez que sí pueda anularlo y, además, una solicitud para que 

lo examine y expulse del OJ si considera que el ilegal o inconstitucional. 

d) Control derivado de conflictos territoriales:   Si un reglamento invade competencias de 

otro ente territorial, se impugna mediante conflicto positivo de competencias que resuelve el 

Tribunal Constitucional. 

 

4. La función de gobierno. 

4.1. Concepto 

La CE, además de la función ejecutiva y la potestad reglamentaria, menciona  que el Gobierno 

<<dirige la política interior y exterior, la admin civil y militar y la defensa del Estado>>. Esta 

mención hace que esas funciones sean independientes a la ejecutiva y la reglamentaria, 

pudiéndola llamar función e gobierno o de dirección política. 

 

4.1.1. Caracterización de la función general de gobierno. 

El Gobierno se encarga de dirigir la política nacional. A diferencia de la potestad reglamentaria 

que  lo considera como el desarrollador de las leyes, la función de gobierno le atribuye una 

libertad decisoria, poniéndolo en primer plano político. 

Hay unos elementos que delimitan la función de gobierno: 

- Libertad decisoria:  evita que se considere el Gobierno SOLO como ejecutor y aplicador 

de leyes. 

- Ejecución constitucional:  Sólo existe donde se realicen actividades que impliquen 

aplicación directa de la CE. 

- Forma de manifestación:  carece de ellas. Si se cumplen los dos elementos anteriores, se 

afirma que se está realizando una tarea de función de gobierno o dirección política. Así, al dictar 

un reglamento ejecutivo se incurre en función reglamentaria y función ejecutiva, pero si 

dictásemos uno independiente, podría ejercerse al vez las funciones reglamentarias y de 

gobierno. 

- Control político y jurisdiccional:  La función de gobierno tiene DOBLE CONTROL. Si 

no se ajustase a los procedimientos; y si , ajustándose al procedimiento, pudiera resultar 

inidónea, impolítica o inadecuada. 

- Titularidad compleja:  la función de gobierno le corresponde al Gobierno, pero también 

puede que a otros órganos. Los órganos que disponen de función de gobierno vienen 

determinados por la forma de gobierno correspondiente. 

. En sistema presidencialista: jefe de Estado y parlamento (cada uno independiente, teniendo 

que ponerse de acuerdo en algunos aspectos) 

. En sistema asambleario:  SÓLO el parlamento. 

. En sistema parlamentario (EL NUESTRO):  principalmente el Gobierno, y el Congreso de 

los Diputados en colaboración. 

 

4.1.2. Ámbitos de la función de gobierno. 

La CE ha intentado ser más concreta, especificando los diferentes ámbitos en los que se 

manifestaría cuando el Gobierno nacional es quien la asume: 

1. Dirección de la política interior y exterior:  El aspecto interior y exterior que se nombra 

del Gobierno proviene del poder del rey, quien atiguamente tenía que garantizar la paz del reino 

en sus fronteras y fuera. Incluso, John Locke acuñó una función federativa en la que el rey era 

el encargado de la declaración de paz y guerra, negociación de tratados internacionales, etc. 

Aunque parezca que la competencia del Gobierno se mezclan con las del Jefe de Estado, no es 
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así. Las funciones del rey son puramente formales, y no producen recorte en la función de 

gobierno del poder ejecutivo. 

En cuanto a la política interior, una de las funciones más destacada es la de la facultad del 

Consejo de Ministros de dictar programas planes y directrices vinculantes para los órganos de 

la Admin General del Estado.  En el ámbito económico,la CE capacita al Gobierno para elaborar 

proyectos de planificación partiendo de los datos y previsiones que le otorgan las CCAA, aunque 

esto ha quedado más condicionada por la política económica europea. 

Además, en el ejercicio de la función de gobierno se puede considerar el nombramiento de 

autoridades que atribuye  la CE al poder ejecutivo. 

Asimismo, lo es también la iniciativa de presupuestos generales del Estado. En verdad, tiene 

forma de proyecto de ley y puede decirse que el Gobierno solo participa en la función legislativa. 

PERO también se puede entender como que la ley de presupuestos  tiene unas características  

singulares, considerándola la CE como un cometido autónomo, distinto del legislativo.  De 

hecho, es el Gobierno el ÚNICO que puede presentar el proyecto de ley de presupuestos, la ley 

de la previsión de ingresos y la programación de gastos de la actividad política del sguiente año. 

Por ende, fijar cuáles van a ser más o menos financiadas condiciona la dirección política del 

Estado. 

2. Dirección de la defensa del Estado:  La Ley Órgánica 5/2005 

de Defensa Nacional atribuye al Gobierno la determinación de la política de defensa, la 

dirección de la administración militar y determinar la participación de las fuerzas armadas en 

misiones fuera del territorio nacional. 

Dentro del Gobierno, al presi y ministerio de defensa se le otorgan competencias específicas 

que más adelante se desarrollarán. En ellas, hay una libertad decisoria. 

3. A nivel nacional, respecto a mantener el órden público interior, se manifiesta en que el 

Gobierno tiene competencia para declarar estado de alarma o excepción, según tipo de gravedad 

y crisis. La declaración de estos estados la lleva el gobierno mediante el decreto del Consejo de 

Ministros, donde se tiene poner el territorio al que afecta, el plazo que se mantendrá en vigor y 

sus efectos (limitación de derechos en el estado de alarma o suspensión en estado de excepción). 

 

4.2. Actos propios y control. 

A) La idea de función de gobierno surgió empezándose a crear teorías sobre los actos políticos, 

intentando considerarse luego integrantes de la función de gobierno. 

A medida que se dejaba atrás la teoría de que el gobierno era solo un órgano ejecutivo, la 

doctrina empezó a darse cuenta que habían <<actos políticos>> que emanaban del gobierno y 

no se podian considerar actos administrativos, y por ello no podian ser objeto de supervisión por 

la jurisdicción contencioso-administrativa. Sólo los controlaba el parlamento mediante control 

ordinario o extraordinario. 

Raymon Carré de Malberg entre otros, dijeron que esa imposibilidad de control jurisdiccional 

de los actos políticos era porque éstos no eran ejecución de leyes, sino ejecución directa de la 

constitución. EJEMPLO: cuando el gobierno decidía disolver el parlamento , tomaba una 

decisión libre que le otorgaba la CE. 

B) Hoy día se ha abandonado la llamada “teoría finalista” (si elgobierno decidía que uno de 

sus actos tenía finalidad política se consideraba como tal). Debían serlo por su naturaleza, no 

porque el órgano que lo emita lo considere. Así, se considera más acertada la idea de que un acto 

político es una ejecución directa de la CE, y no depende del gobierno. 

También se ha cuestionado la idea de que los actos políticos queden exentos de control 

jurisdiccional ya que, toda actuación del gobierno si no se ajusta a las normas de las que depende, 

podrá ser supervisada por jueces y tribunales. 

Así, un decreto podría ser, según el contenido, un reglamento, un acto administrativo o u acto 

político. 

3) En verdad, la categoría de acto política no es necesaria. Se creó para otorgar inmunidad al 

Gobierno pero hoy día ya no se puede. Toda decisión del Gobierno está sometida a normas. 
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5. La participación en la función legislativa. 

El Gobierno es partícipe de la función LEGISLATIVA. Esto es por la monarquía 

parlamentaria (colaboración entre Gobierno y parlamento) y el principio del Estado Social (exige 

incrementar las facultades del Gobierno). EL hacer partícipe al gobierno de la función legislativa 

fue gracias al proceso de democratización. Se pasó a elegir, de forma indirecta el Gobierno, al 

ser designado por sus representantes. 

Esto junto con la emergencia del Estado Social hizo que se ampliara la participación del 

Gobierno en el poder legislativo: se potenció su iniciativa legislativa, facilitando la tramitación 

de las leyes que él impulsaba y se conservó el poder de veto. Además, se le habilitó a dictar 

normas propias con rango de ley. 

Actualmente, en nuestro OJ se resume la participación del Gobierno en la función legislativa 

en 3 ámbitos: 

A) La participación en el procedimiento legislativo del Gobierno es DOBLE.  Mediante 

iniciativa (intervención positiva) y mediante veto a la tramitación de leyes (intervención 

negativa) 

Respecto de la iniciativa, las del Gobierno se llaman “proyectos de ley”, y las del resto de 

sujetos con capacidad para hacerlo “proposiciones de ley”.  Debido a su fuerza, la mayoría de 

las leyes tramitadas son a iniciativa del Gobierno. En caso de los presupuestos generales,  SÓLO 

podrá ejercerla el Gobierno. 

La ley de presupuestos tiene relación con el veto en tanto en cuanto el Gobierno podrá vetar 

cualquier ley que incremente o disminuya los ingresos previstos en la ley presupuestaria. Esto 

evita que se produzca un desajuste presupuestario. Además, el TC ha hecho  una interpretación 

restringida a esta facultad, sin que sea posible extenderla a otros ámbitos. De hecho, en nuestra 

historia democrática, el Gobierno no ha hecho un uso frecuente de esta capacidad de veto. 

B) A parte de intervenir en la elaboración de las leyes, el Gobierno puede dictar sus propias 

fuentes de derecho con fuerza de ley, y gozan de superioridad jerarquica respecto de los 

reglamentos. 

a) Una de ellas es el decreto legislativo.  Pero no es un poder propio del Gobierno, sino que 

emana de las Cortes Gnerales. El Gobierno necesita que las Cortes le haan delegado  ese poder 

(ley de delegación). Ella está sujeta a plazo (de cuánto tiempo dispone) y a término (si no lo hace 

en período, la delegación caduca). La delegación no es posible en materia de ley orgánica ni en 

materia presupuestaria. 

Si las Cortes delegan al Gobierno puede ser para que el decreto legislativo tenga forma de 

“texto articulado” (nueva regulación) o “texto refundido” (refundir legislación separada en un 

solo documento). EN ambos casos, entre el Gobierno y las Cortes existe una colaboración , al 

punto de que las Cortes solicitan  al Gobierno su ayuda para legislar. 

b) Por otro lado está el decreto-ley. Emanan directamente del gobierno, sin necesidad de 

delegación. PERO para ejercer esta facultad hay que tener en cuenta varias premisas: 

- Los decretos leyes SÓLO se pueden dictar en casos de extraordinaria y URGENTE necesidad 

(presupuesto habilitante). No es como los estados de alarma, excepción o sitio pero sí de menor 

intensidad, imprevista y urgente (que no se pueda esperar el procedimiento ordinario). Es el 

Gobierno el que decide la necesidad en sí, aunque sujeto al control del TC, que ha otorgado 

margen de libertad: SÓLO se podrán anular los decretos ley cuando faltase tal necesidad (que 

no exista). 

- NO pueden afectar a instituciones básicas del Estado, al régimen de las CCAA, al dcho 

electoral general, ni a derechos, deberes y libertades del Título I, aunque es lógico, ya que la 

mayoría de éstas están reservadas a ley orgánica. 

- Su vigencia es de 30 días. Si se quiere prolongar y hacerlos permanentes, ha de ser el 

Congreso de los Diputados el que los apruebe antes de los 30días. Una vez hecho, las Cortes 

podrán convertir el decreto ley en ley, permitiendo introducir correcciones y regular materias 

que tenían prohibidas los decretos leyes. 
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Se ha dejado de concebir el decreto ley como legislación de urgencia, y se ha convertido en 

forma normal, pudiendo el Gobierno regular materias con rango de ley sin tener que contar con 

el parlamento. 

 

6. Cometidos selectivos de órganos constitucionales y 

auxiliares. 
En el siglo XIX, se permitía al rey designar miembros de otros órganos constitucionales, y 

determinar quienes ejercerían cargos internos, e incluso en algunos países el rey designaba parte 

de los miembros de la cámara alta y escogía al presidente de las cámaras legislativas. 

Esto no es así en nuestro sistema constitucional. El Gobierno NO decide los miembros del 

Senado, solo puede decidirse por el cuerpo electoral y por los parlamentos autonómicos (este en 

coherencia con el Estado de las autonomías y porque el Senado es una cámara de 

representatividad territorial). Sobre el presidente de las cámaras legislativas, corresponde a las 

cámaras, según su organización la elección de presidente. 

Aunque el Gobierno no puede interferir en la composición y organización de las Cortes 

Generales, si podrá escoger los integrantes de otros órganos, interviniendo, por ejemplo, en la 

selección de los miembros del Consejo de Estado y del Consejo Económico y Social, y en la 

selección de su presidencia. Además, el Gobierno elige a 2 magistrados del TC. 

 

7. Cometidos de control. 
El Gobierno tiene ciertos cometidos de control frente a otros órganos constitucionales y entes 

territoriales: 

 * El Gobierno podrá presentar ante el TC  un conflicto % órganos constitucionales 

cuando considere que el Congreso de los Diputados, el Senado o el CGPJ invaden sus 

competencias. Este tipo de conflictos es positivo, ya que cualquiera de los órganos citados ha 

excedido de sus competencias. 

 * A veces, la invasión competencial puede venir de un órgano de una Comunidad 

Autónoma.. El Gobierno TAMBIÉN podrá plantear ante el TC un conflicto de competencias, 

pudiendo ser positivo (cuando la comunidad autónoma ejerza competencia del Estado central, 

reclamando que se reconozca el auténtico titular de la competencia ((vindicatio potestatis)) o 

cuando una Comunidad Autónoma ejerce una competencia de ella pero invade del Estado 

central) o negativo (cuando ni el Estado ni la Comunidad autónoma tengan competencia sobre 

esa materia, pudiendo el Gobierno pedir a la CA que lo asuma en un plazo, y si no lo hiciese, 

podrá llevarlo al TC para que él determine el titular y el plazo para su efectividad). 

 * Cuando se impugna una ley autonómica, el Gobierno en pleno puede solicitar al TC 

que la ley se suspenda hasta que el alto tribunal resuelva. En este caso, el Gobierno no protege 

sus propias potestades, sino las del Estado central, convirtiéndose en tutor de los intereses 

generales de él. 

 

II. FUNCIONES DE LOS MIEMBROS DEL GOBIERNO. 

1. FUNCIONES DEL PRESIDENTE DEL GOBIERNO. 

 

Sus funciones son las más importantes, y se podría decir que, en España, el presidente se 

ha convertido en un jefe del Gobierno, sometiendo a los ministros a sus órdenes. 

Las funciones pueden diferenciarse en relación distintos órganos: 

  A) En relación con las Cortes Generales puede: 

 

        - Proponer al rey la disolución de las cámaras, con las limitaciones de los arts. 115 y 

116 CE:  al no tener el monarca competencia decisoria, tendrá que ser asumida por él. 

        - Plantear cuestión de confinaza ante el Congreso de los Diputados, pudiendo solicitar 
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que se renueve la confianza obtenida en la investidura o que se le haga un apoyo sobre una 

cuestion política de relevancia: la decisión final es de él, pero tiene que consultar antes al 

Consejo de Ministros. 

 

 B) En cuanto al TC: puede presentar recurso de inconstitucionalidad  contra leyes y normas 

con rango de ley. 

 

 C) En relación al cuerpo electoral: previa autorización del Congreso de los Diputados, pdrá 

pedir al rey un referéndum no inculante sobre asuntos políticos de gran importancia. 

 

 D) En relación con la corona, valida los actos del rey, adquiriendo responsabilidad por ellos. 

 

 E) En relacion con las CCAA: puede aprobar el art. 15 CE para obligar a una CA 

infractora a que cumpla con sus deberes constitucionales, previo acuerdo del Senado x mayoría 

absoluta y despues de haber oído al Consejo de Ministros. 

 

 F) En las fuerzas armadas, el presidente del Gobierno desarrolla la norma  de defensa 

nacional, en la que se concretan las líneas de política general de defensa y las directrices para su 

desarrollo; define los objetivos y las estrategias; las reglas para las negociaciones exteriores que 

afecta a la defensa; fija la aplicaciónde los objetivos y lo bñasico sobre la actuación de las fuerzas 

armadas (a nivel nacional e internacional que forme parte España); y ordena las misiones de las 

fuerzas armadas. 

 

 PERO DONDE MÁS TIENE POTENCIAL ES RESPECTO DEL GOBIERNO: 

El presidente tiene competencia en: 

– Decidir la estructura del Gobierno, definiendo cuántas vicepresidencias habrá o si no 

habra y los ministerios que existirán. 

– Decidir la composición del gobierno, eligiendo a los titulares de los ministerios y 

vicepresidencias. 

– Dirigir y coordinar el Gobierno. Preside los Consejos de Ministros. Emite directrices de 

obligado cumplimiento para los ministros.  EN CASO DEGOBIERNO DE COALICIÓN, habrá 

que tener más coordinación con el resto por que lo intereses políticios serán diferentes a los 

suyos. 

– Tiene poder reglamentario propio: expedir decrets de la presidencia. 

– Pertenece al Consejo Europo, que se reúne 4 veces al año (pudiendo reunirse 

extraordinariamente), para fijar orientación y prioridades políticas de la UE. 

 

 

2. FUNCIONES DE LOS VICEPRESIDENTES Y MINISTROS. 

A)   Aunque la figura del Vice presidente no sea necesaria, lo habitual es que exista o hayan 

incluso varios (sobre todo en gobierno de coalición, para dar poder a todos por igual). El 

vicepresidente suple al presidente cuando no esté y puede ejercer una cartera ministerial, dándole 

doble condición. 

B)   Los ministros llevan los ministerios, excepto si no perteneciesen a ninguno y hayan sido 

designados por su prestigio político (NO ES NADA HABITUAL).   Si los ministros dirigen un 

ministerio tienen que aplicar las directrices que ordene el presidente del Gobierno ya que es 

inferior jerárquicamente. 

 Además, los ministros validan los actos del rey cuando se refieran a sus ministerios, 

respondiendo, por tanto, ante ellos. También podrán emanar órdenes ministeriales sujetas a los 
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3. Controles extrajudiciales  

 

VI. LAS AUTORIDADES INDEPENDIENTES  

 

VII. LA ADMINISTRACIÓN LOCAL  
1. Andamiaje constitucional  

2. Contenido  

3. Integración  

4. Garantía 

 

I. LA CONFIGURACIÓN CONSTITUCIONAL DE LA ADMINISTRACIÓN  

1. Referentes comparados y encuadre constitucional  

2. Diferencias entre gobierno y administración  

3. La Administración es instrumental  

4. Legitimidad democrática de la administración  

 

1. REFERENTES COMPARADOS Y ENCUADRE CONSTITUCIONAL  

 

En el marco del constitucionalismo comparado, los textos más cercanos en los que se 

inspiró el constituyente español contienen regulaciones importantes de la 

administración. La constitución italiana, por ejemplo, prevé la responsabilidad de la 

administración y su control, así como los principios de fundamento, que contiene alguna 

referencia a los empleados públicos, al sujetarlos al servicio exclusivo de la nación.  

Por su parte, la ley Fundamental de Bonn solo contiene algunas referencias muy aisladas 

a la administración, al igual que la Constitución francesa, que solo hace referencia a la 

responsabilidad y a su dirección por el Gobierno, pese a que el sometimiento de la 

administración a la legalidad arranca precisamente con la Revolución Francesa. Nuestro 

referente más próximo puede ser la Constitución Portuguesa, que regula con mayor 

detalle la responsabilidad civil de la administración, las competencias administrativas 

del Gobierno, y sobre todo le dedica un título completo que contiene los principios 

fundamentales, dirigiendo así su actuación a la consecución del interés público, su 

estructura y el régimen de la función pública.  

La ordenación que nuestra Constitución forja sobre la administración alcanza desde la 

determinación de su dirección por parte del gobierno (art. 96 CE) hasta la ordenación 

de determinadas cuestiones esenciales en unos preceptos clave para su ordenación: 

 - El artículo 103 CE regula los aspectos nucleares de la administración: Sus fines y sus 
principios (103.1) por ejemplo como pueden crearse los órganos de la administración, 
el régimen de su personal en consonancia con la función que tiene la administración, 
regulando el estatuto de los funcionarios públicos (103.3.)  
 
- El art. 105 CE regula los derechos de participación de los ciudadanos concretados en la 
participación ciudadana a través de la audiencia en la elaboración de las disposiciones 
administrativas y el acceso de los ciudadanos al registro publico 
 

www.derecho-uned.com



DERECHO CONSTITUCIONAL III (Resumen 2020-2021*Telegram*  
 

94 
 

-El art. 106 CE regula el control judicial de la administración; la reserva de ley para su 
regulación, el control judicial de la potestad reglamentaria y de la actuación 
administrativa y la responsabilidad patrimonial cuando los particulares sufran daños, 
siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos, 
salvo en los casos de fuerza mayor. 
 
 
En otros preceptos constitucionales encontramos también:  
Como derecho fundamental, el acceso a la función pública en condiciones de igualdad 
(art. 23.2 CE); y la determinación  de la competencia exclusiva estatal para regular las 
bases del régimen jurídico de las administraciones públicas y del régimen estatutario de 
sus funcionarios, el procedimiento administrativo común sin perjuicio de las 
especialidades derivadas de la organización propia de las comunidades autónomas, así 
como la legislación sobre expropiación forzosa, la legislación básica sobre contratos y 
concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las 
administraciones públicas (art. 149.1.18 CE). 
 
Asimismo, actúan sobre la administración todos aquellos preceptos que constituyen los 
ejes axiales del ordenamiento constitucional, como la proclamación del Estado como 
social y democrático de Derecho (art. 1.1 CE) y el art. 9.3 CE que contiene los principios 
sobre los que se asienta el Estado de Derecho y se aplican directamente sobre la 
administración: el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las 
normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o 
restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la 
interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. 
Este es el bloque constitucional más relevante 
 
2· DIFERENCIAS ENTRE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN 

 

El art. 97 CE confiere al Gobierno la función de dirección de la administración civil y 
militar. Pero debemos precisar las diferencias entre Gobierno y administración, pues, a 
pesar de estar ambos regulados en el mismo título están diferenciados tanto 
orgánicamente como funcionalmente.  
 
El Gobierno no puede encuadrarse plenamente en la administración porque 
orgánicamente son distintos. 
El Gobierno la dirige, pero no forma parte de ella. Pese a que en la estructura de la 
administración también se encuentran órganos del Gobierno, como sucede con  con los 
ministros que dirigen sus departamentos ministeriales, estos desarrollan funciones 
administrativas, pero  también funciones públicas y ambas están sujetas a modalidades 
de control distintas.  
 
El propio preámbulo de la LRSJSP aclara la independencia en relación con la Ley del 
Gobierno, ya que ésta regula de forma específica la cabeza del poder ejecutivo, de 
naturaleza y funciones políticas, y en consecuencia debe mantenerse separada de la 
norma reguladora de la administración pública dirigida por aquel.  
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La función del gobierno no es solo ejecutiva, ya que este es un órgano constitucional 
que tiene atribuidas funciones políticas de modo que cuando actúa como tal, no ejerza 
potestades administrativas y sus actos tampoco sean de naturaleza administrativa. Por 
estas funciones está sujeto al control del Tribunal Constitucional. 
 
La administración por el contrario está sujeta a los controles de los tribunales 
contencioso-administrativo (art. 106 CE) 
Los principios de organización y actuación de gobierno y administración son distintos: 
no cabe plantear la neutralidad del Gobierno, pero sí que debe ser neutral la 
administración. 
Y es que precisamente la separación gobierno-administración tiene como finalidad 
esencial asegurar dicha neutralidad al margen del color político del Gobierno.  
 
En resumen, según Oscar Alzaga ¨mientras que el gobierno es el órgano colegiado que 
asume la dirección de la vida política del país, la administración es una realidad técnica 
y no política, que sobrevive a los cambios del gabinete del Gobierno 

 
3. LA ADMINISTRACIÓN ES INSTRUMENTAL 

 
La CE NO ofrece un concepto directo de la administración pública, pero sí que 
proporciona elementos determinantes que nos permiten definirla como una compleja y 
completa organización que tiene como fin la gestión de la acción del Estado. La 
administración es, como apunta Martín Rebollo, el brazo «ejecutor de fines del Estado, 
el propio Estado en acción, el Estado que actúa». 
 
Tal actuación ha de encuadrar en el marco de un Estado concreto: el Estado social 
democrático de Derecho. De forma que el Estado de Derecho somete a la administración 
a la ley y el Estado social demanda su actuación.  
 
En el Estado social la administración cobra especial relevancia, ya que descansa sobre 
ella la ejecución de todas las medidas encaminadas a hacer efectivo dicha forma de 
Estado (objetividad a los intereses generales). 
 
Este carácter servicial es una de las notas más relevantes de la configuración 
constitucional de la administración, Según García de Enterría ¨la administración no 
representa a la comunidad, sino que está a su servicio¨. Y es este servicio a los intereses 
generales es el que determina la piedra angular de la concepción constitucional de la 
administración pública.  
 

4. LEGITIMIDAD DEMOCRÁTICA DE LA ADMINISTRACIÓN 

 

La ordenación constitucional de la administración no es neutral. Cuando 
el art. 97 CE atribuye al Gobierno la dirección de la administración, lo que está 
haciendo es conferirle legitimidad democrática. La administración debe tener esa 
legitimidad democrática de origen fundamentalmente político que deriva de su 
dirección por un órgano como es el Gobierno elegido por el Congreso de los Diputados. 
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de la comunidad, el delegado representa al Gobierno en el territorio de la CA, mientras 
que los subdelegados lo representan en el ámbito de la provincia  
 

2.ADMINISTRACIONES NO TERRITORIALES 

 
Existe otros entes que no responden a la estructura territorial, sino que tienen 
encomendada la gestión de ciertos intereses concretos.  
Son entes que gozan de personalidad jurídica propia distinta de la Administración 
General del Estado. 
 
A) El llamado sector público institucional, formado por un conjunto de organismos: los 
organismos públicos, las entidades públicas empresariales, las sociedades mercantiles 
estatales, la fundación del sector público ... (art. 84 LRJSP). Entre ellos destacan los 
organismos público estatales , dependientes o vinculados a la Administración general 
del Estado a través de otro organismo público, que tienen encomendada la realización 
de actividades administrativa de distinta índole: fomento, prestación o gestión de 
servicio público o  producción de bienes de interés público susceptibles de 
contraprestación; actividades de contenido económico reservadas a las 
Administraciones públicas, así como la regulación de sectores económicos 
 
B) Corporaciones públicas, como los colegios profesionales y las cámaras de comercio. 
Si bien se discute su naturaleza de administración pública, determinados elementos 
refuerzan su consideración como tal. Dada la diversidad de corporaciones de esta 
naturaleza hay que estar a sus respectivas leyes reguladoras para determinar el 
alcance de sus funciones.  

 

3.OTRAS ADMINISTRACIONES 

 
Hasta ahora nos hemos movido en la égida del Gobierno-administración. 
Pero existen otras administraciones que se corresponden con los demás órganos 
constitucionales y les permiten desarrollar sus funciones.  
Las Cortes, el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional, pero también otros órganos 
como la Casa Real, el Defensor del Pueblo, el Tribunal de Cuentas o la Administración 
Electoral requieren unos aparatos administrativos para realizar las funciones que 
tienen encomendadas. Son administraciones que no están dirigidas por el Gobierno, 
como sí lo están la civil o la militar (art. 97 CE). 

 
III. PRINCIPIOS GENERALES DE LA ADMINISTRACIÓN 

 

1.EL SOMETIMIENTO PLENO A LA LEY Y AL DERECHO  

 
El art. 103.1 CE reconoce expresamente que la administración pública sirve con 
objetividad los intereses generales, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho. Esta 
proclamación constituye una proyección del art. 9.1 CE que sujeta a ciudadanos y 
poderes públicos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico. Constituye uno 
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de los principios esenciales del Estado de Derecho, que, aunque puede considerarse 
reiterativa, no es impropia, pues refuerza el modelo constitucional de administración. 
 
El principio de legalidad constituyó una de las principales conquistas del Estado 
constitucional, nacido tras el proceso revolucionario francés, implicando una limitación 
del Gobierno y de la administración, al sujetarlos a la Ley, como expresión de la voluntad 
general que emanaba del parlamento, en quien residía la soberanía nacional. Dicho 
principio simplicó el fin de un Poder absoluto exento de control. 
 
Pese a la redacción del art. 103.1 hoy ha de entenderse que el sometimiento de la 
administración a la ley y al Derecho lo es a la Constitución, como norma suprema; y, en 
consecuencia, al resto del ordenamiento, en atención al sistema de fuentes establecido, 
en el que la sigue ocupando un lugar central. 
Esta sujeción se traduce en que la administración solo puede realizar lo que le permita 
la Constitución, la ley y el Derecho. Aunque cuenta con un margen de discrecionalidad 
de actuación, controlado por los tribunales per sujeta a una serie de limitaciones.  
 
Por último, el principio de reserva de ley está reconocido en el art. 103CE, extiende dicha 
reserva a la creación de los órganos de la administración, que define un límite formal a 
la potestad reglamentaria del gobierno y la administración.  

 

2.PRINCIPIOS DE ORGANIZACIÓN 

 
2.1. Jerarquía 
  

El artículo 103 CE contemplada la jerarquía como uno de los principales principios de 
actuación de la administración pública. Se trata un principio que rige entre los distintos 
órganos que componen la administración en atención a su clasificación categoría. 
Las relaciones de actuación entre los órganos de la administración responden a este 
principio jerárquico, concretándose por un lado en el poder del impulso, control y 
dirección del órgano jerárquicamente superior, y por el otro, en un deber de obediencia 
y en la consecuente imposición de sanciones tanto disciplinarias con penales en caso de 
incumplimiento. 
 
Aparte de las consecuencias organizativos, este conlleva importantes consecuencias 
jurídicas entre las cabe mencionar el  sistema de recursos que se pueden plantear ante 
el órgano jerárquicamente superior contra resoluciones del inferior. 

 
2.2 Coordinación 

 
Art. 103 también contempla el principio de coordinación, cuya finalidad es conseguir la 
actuación de la administración necesaria para el cumplimiento de sus fines; la 
coordinación conlleva un cierto poder de dirección, consecuencia de la posición de 
superioridad en que se encuentra el que coordina respecto al coordinado (STC 214/ 
1989). La exigencia de coordinación es uno de los pilares para alcanzar la eficacia 
administrativa. 
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Es importante señalar que la coordinación no siempre deriva del principio jerárquico, 
porque es un principio que rige en las relaciones entre administraciones, cómo puede 
ser la función encomendada a los delegados del Gobierno para mantener relaciones de 
coordinación entre la AGE y la administración de la CA, así con cómo con las 
correspondientes entidades locales en el ámbito de la provincia. 

 

2.3 Descentralización  

 
La descentralización administrativa debe distinguirse de la descentralización política. La 
descentralización administrativa, son principios de organización de la administración, se 
traduce en el traspaso determinadas competencias a las administraciones territoriales 
más cercanas al ciudadano, para ocupar una mayor eficacia en la prestación de servicios. 

 

2.4 Desconcentración  
 

Este principio tiene la misma finalidad que la descentralización, pero opera dentro del 
organismo de una determinada administración. Y permite el ejercicio desconcentrado 
de una competencia, pero dentro de una misma entidad administrativa. Así, cómo 
técnica organizativa distinta de la delegación y de la avocación, la ley permite que la 
titularidad y el ejercicio de las competencias atribuidas a los órganos administrativos 
puedan ser desconcentradas en otros jerárquicamente dependientes de aquellos 
(art.8.2 LRJSP) 

 
   3. PRINCIPIOS DE ACTUACIÓN 

 

3.1 Eficacia 
 
Este principio debe predicarse del conjunto entero de los servicios públicos y no solo de 
cada administración pública. Ya que la administración ha de servir a los intereses 
generales, procurando la realización de los servicios públicos, la eficacia es el objeto que 
alcanzar y los principios de jerarquía, descentralización, desconcentración y 
coordinación son los vehículos para alcanzar ese objetivo.  

 
3.2 Objetividad 

 
La administración pública sirve con objetividad los intereses generales. Dicha objetividad 
es una de las proyecciones de la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. 
El servicio a los intereses generales, y no a los propios del Gobierno, exige una 
neutralidad en el ejercicio de sus funciones a la administración. Dicha neutralidad 
incluye el mandato de mantener a los servicios públicos protegidos de toda colisión 
entre intereses particulares e intereses generales. 
Esta objetividad se pone en relación a la parcialidad exigida a los funcionarios en el 
artículo 103 para asegurar que estos están al servicio de los intereses generales con la 
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máxima garantía, así establece una reserva de ley para el Estatuto de los funcionarios 
públicos determinando así su actuación y sus fundamentos.  

 
3.3 Participación y transparencia 

 
Estos principios vertebran las relaciones entre administraciones y ciudadanos , derivan 
del principio democrático sobre la administración, en el artículo 9.2 CE ordena a los 
poderes públicos a facilitar la participación de todos los ciudadanos en política, 
económica cultural y social, esto favorece  la transparencia administrativa y el control 
social de sus actuaciones. Dicha participación en el ámbito de la administración goza de 
diversas manifestaciones constitucionales: 

A) La audiencia de los ciudadanos en el procedimiento de elaboración de las 

disposiciones administrativas qué les afecten directamente o a través de las 

organizaciones y las asociaciones reconocidas por la ley. 

B) El acceso a los archivos y registros administrativos, con carácter general, aunque 

encuentra algunas excepciones por razón de la materia, cómo pueden ser las 

materias sobre seguridad del Estado o sobre la identidad de las personas 

C) La audiencia del ciudadano interesado en el procedimiento administrativo no de 

los ciudadanos en general, sino en concreto el procedimiento a través del cual 

debe producirse los actos administrativos, sean singulares o no lo sean. 

 

3.4 Responsabilidad 

 
El artículo 106.2 CE prevé el derecho de los ciudadanos a ser indemnizados por las 
lesiones que sufran en sus bienes y derechos, cuando son en consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos. Se trata de una responsabilidad patrimonial, 
según principios constitucionales de responsabilidad y la prohibición de la arbitrariedad 
de los poderes públicos, que se regulan en la LPACAP 

 
3.5 Otros principios establecidos en la legislación  

 
La numeración de los principios constitucionales relativos al funcionamiento de las 
administraciones de las administraciones públicas ha de completarse con lo previsto en 
la legislación: el servicio efectivo a los ciudadanos, participación, objetividad y 
transparencia, racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos, buena 
fe, confianza legitima y lealtad institucional. 
La LRJSP establece los principios generales de actuación en las técnicas de relación entre 
los distintos sujetos públicos. Este ley actualiza el marco anterior incorporando la 
doctrina constitucional que ha venido diferenciando los principios clave de las relaciones 
entre administraciones: la cooperación qué es voluntaria, y  la coordinación qué es 
obligatoria. Distingue entre la colaboración cómo el deber de actuar con el resto de 
administraciones públicas para el logro de fines comunes y la cooperación cuando dos o 
más administraciones públicas de manera voluntaria y  en el ejercicio de su competencia 
asumen compromisos específicos para una acción común. 

 
 

www.derecho-uned.com



DERECHO CONSTITUCIONAL III (Resumen 2020-2021*Telegram*  
 

101 
 

IV. EL CONTROL DE LA ADMINISTRACIÓN 

 
1.Controles judiciales  

 
El artículo 106.2 CE especifica qué actividades de la administración están sujetas al 
control de los tribunales: la potestad reglamentaria, la legalidad de la actuación 
administrativa, y su sometimiento los fines que la justifican. 
La LOPJ es la norma que determina que control judicial corresponde, por razón de la 
materia a la jurisdicción contencioso-administrativa, con independencia de los recursos 
que puedan sustanciarse en otros ordenes por responsabilidad de la administración y 
de sus agentes. 
Añadido al art 106, el derecho a la tutela judicial efectiva la ley 29 /1998 de la jurisdicción 
contencioso-administrativa (LJCA)regula diversas modalidades de control: tratándose 
siempre de un control a posteriori, sobre el ámbito a objetivo que alcanza tanto la 
actuación cómo la inactividad administrativa, así como las actuaciones materiales en vía 
de hecho.  
 

A) Los reglamentos podrán dejar de aplicarse cuando el juez los considera contra la 

ley o la Constitución; pero solo podrán anularse con efectos generales en la vía 

contencioso-administrativo mediante la anulación directa por la vía de control de 

la legalidad. 

B) La actuación administrativa puede impugnarse ante la jurisdicción contencioso-

administrativa, esto debe entenderse en un sentido muy amplio, comprensiva tanto 

de actos administrativos, qué es la forma normal de actuación de la 

administración, cómo de la actuación desprovista de cualquier cobertura e incluso 

la inactividad. Su finalidad es dotar al ciudadano de un instrumento jurídico para 

combatir la pasividad de la administración y dilaciones indebidas. 

C)  De forma específica del artículo 106.1 se refiere el control del sometimiento de 

la actuación administrativa a los fines que la justifican, para evitar la denominada 

desviación de poder, es decir, la utilización de potestades administrativas para 

fines distintos de aquellos que justifican su reconocimiento. En estos casos los 

actos administrativos dictados con desviación de poder podrían anularse.  

D) Cualquier actuación administrativa que lesionen derechos fundamentales pueden 

impugnarse por vía preferente y sumaria prevista en el artículo 53.2 de la CE, 

desarrollada por los artículos 114 y siguientes (LJCA) que regulan un 

procedimiento contencioso-administrativo especial, en el que cabe impugnar 

cualquier forma actuación administrativa. Su especialidad es solo puede invocarse 

la violación de un derecho fundamental, sus plazos son especialmente breves y 

tienen carácter preferente. 

 
2. Controles ante el Tribunal Constitucional 

 
El Tribunal Constitucional tiene competencia sobre actuaciones del Gobierno de la 
administración a través de las siguientes vías: 
 

1. Puede presentarse un recurso amparo contra decisiones gubernativas y 

administrativas del Gobierno, de sus autoridades o funcionarios, de los órganos 
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ejecutivos colegiados de las comunidades autónomas, autoridades, funcionarios o 

agentes que lesionen los derechos fundamentales siendo imprescindible agotar 

previamente la vía judicial ordinaria, es decir, el contencioso administrativo 

2. Por la vía de los conflictos de competencias entrevista de las comunidades 

autónomas o de estas entre sí, que puedan promover el Gobierno o los órganos 

ejecutivos de CCAA. Se puede impugnar una disposición, resolución o acto sin 

valor de ley de una CA del Estado, porque no respeta el orden constitucional de 

competencias establecidos en CE, en los estatutos de autonomía o en las leyes 

orgánicas para delimitar las competencias del Estado en las CCAA. 

3. Cabe impugnación por parte del Gobierno ante el Tribunal Constitucional de las 

disposiciones normativas sin fuerza de ley y resoluciones emanadas de cualquier 

órgano de las CCAA. 

 
3. Control Extrajudicial  

 
La administración también está sujeta otro tipo de controles extrajudiciales, entre los 
que destacan los siguientes:  
 

A) El Defensor del Pueblo, cómo Alto Comisionado de las Cortes generales, encarga 

de velar por los derechos fundamentales y libertades públicas, no sé previsión de 

la actividad de la administración pública española.  

B) El Tribunal de Cuentas, como órgano de control externo dependiente de las Cortes 

generales, el control económico- financiero del sector público a través del cual 

verificar el sometimiento de la actividad del sector público los principios de 

legalidad de buena gestión financiera (economía, eficacia y eficiencia) 

 
 

V. LAS AUTORIDADES INDEPENDIENTES 

 
Se trata de una categoría generalizada en el derecho comparado nacida en Estados 
Unidos, cuya naturaleza es difícil de determinar, se lleva a cabo una especie de 
descentralización funcional que realizan funciones propias de la administración, pero 
distanciada de la dependencia y del control de Gobierno, lo que las cualifica cómo 
independiente, dicha independencia alcanza asimismo que su actuación se aleja de 
cualquier ente empresarial o comercial. Las autoridades administrativas independientes 
de ámbito estatal se definen cómo entidades de derecho público con personalidad 
jurídica propia que disfrutan de un cualificado grado de autonomía para el desempeño 
de sus funciones, tienen atribuidas funciones de regulación o supervisión de carácter 
externo sobre sectores económicos o actividades determinadas, por requerir su 
desempeño de independencia funcional o una especial autonomía respecto de la 
Administración General del Estado. 
Su independencia orgánica se evidencia por su régimen jurídico, que viene determinado 
por lo que establezcan sus leyes de creación, sus estatutos de legislación especial de los 
sectores económicos sometidos a su supervisión.  
Sí bien con carácter supletorio, siempre y cuando sea compatible con su naturaleza y 
autonomía se puede regir por la LRJSP, así como por las normas del procedimiento 
administrativo común.  
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Este tipo de autoridades son el Consejo de Seguridad Nuclear, Radiotelevisión Española, 
el Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores, la comisión del 
mercado de telecomunicaciones. Su verdadera independencia es lo que mayores dudas 
plantea por la atenuada relación con el ejecutivo 

VI. LA ADMINISTRACION LOCAL 

 
1. Andamiaje constitucional  

La estructura constitucional de la administración local se edifica sobre los siguientes 
pilares: 
 

A) Se garantiza la autonomía de los municipios dotándoles de personalidad jurídica 

plena, correspondiendo su Gobierno y administración a sus respectivos 

ayuntamientos, integrados por los alcaldes y los concejales. 

B) La Provincia se considera una entidad local con personalidad jurídica propia, 

determinada por la agrupación de municipios, cuyo gobierno y administración se 

encomienda las diputaciones u otras corporaciones de carácter representativo, 

cuyos miembros son elegidos por los concejales de los ayuntamientos de la 

provincia. 

C) Según CE: Los entes locales deberán disponer de los medios suficientes para el 

desempeño de funciones, ellos se nutrirán de tributos propios de la participación 

en los del Estado y las comunidades autónomas. 

 
2. Contenido 

A diferencia de autonomía política de la que gozan las comunidades autónomas que 
lleva aparejada la potestad legislativa, la autonomía local es autonomía administrativa 
ceñida al autogobierno mediante el ejercicio de funciones ejecutivas y reglamentarias. 
La autonomía local constitucionalmente garantizada se configura según la doctrina del 
Tribunal Constitucional como una garantía institucional  con un  contenido mínimo que 
legislador debe respetar, y se concreta en el derecho de la comunidad local a participar 
a través de órganos propios en el Gobierno y la administración de cuántos asuntos 
legales le atañen, graduándose la intensidad de esta participación en función de la 
relación existente entre los  intereses locales y supralocales dentro de tales asuntos o  
materias para los que deben estar dotados de las potestades sin las que ninguna 
actuación autonómica es posible. 
 

3. Integración  
La autonomía local requiere para su ejecución una administración local, que se integra 
la categoría de las administraciones territoriales, tienen la consideración de 
administración pública y en consecuencia se rigen por los principios ya analizados. 
De acuerdo con el artículo 3 de LBRL son entidades locales territoriales:  el municipio, 
provincia, la isla (archipiélagos Baleares y Canarias). Los entes locales de ambiente 
inferior al municipio son la comarca u otras entidades con varios municipios; las áreas 
metropolitanas y las mancomunidades. 

 
4. Garantía  
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La garantía de la autonomía local está conferida a los tribunales ordinarios y al orden 
jurisdiccional contencioso-administrativo. La reforma de la LOTC LO 7/1999 introdujo el 
conflicto en defensa de la autonomía local para impugnar las leyes o normas del 
gobierno o las CCAA con rango de ley que lesionen la autonomía local. 

 

TEMA 11 : EL PODER JUDICIAL      

Configuración Constitucional  

1.Función Jurisdiccional  

2.Ppios Constitucionales del PJ  

2.1 Ppio de Excludividad  

2.2 Ppio de Unidad Jurisdiccional  

2.3 La Sumisión a la Ley  

2.4 Ppio de Independencia  

Organización y Funcionamiento  

1. Estatuto Jurídico de Jueces y Magistrados  

1.1 La Carrera Judicial  

1.2 Inamovilidad  

1.3 Incompatibilidades  

1.4 Responsabilidad  

1.5 Deberes y Derechos  

2. La Organización Judicial  

3. El Ejercicio de la Función Jurisdiccional  

3.1 Los Ppios constitucionales del Proceso  

3.2 La Participación Popular en el Ejercicio de la Función Jurisdiccional  

Gobierno y Administración del PJ  

1. CGPJ  

1.1 Funciones  

1.2 Naturaleza Jurídica  

1.3 Composición  

1.4 Estatuto de los Miembros  

1.5 Organización Interna y Funcionamiento  

2.La Administración del PJ  

3. Organización Judicial y CC.AA  

4)Órganos Auxiliares  

1. MF  

2. Policía Judicial 5) Epílogo  
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• 1)Configuración Constitucional  

1. La Función Jurisdiccional  

El PJ esta formado por Jueces /Magistrados que actúan en Juzgados /Tribunales  

(Juzgados…Órganos Unipersonales (Juez))  

(Tribunales…Órganos Colegiados (Magistrados))  

Jueces /Magistrados son los encargados de ejercer la Función Jurisdiccional  

(Art 117.3 CE…Juzgar y hacer Ejecutar lo juzgado)  

Juzgar……Aplicando el Derecho al caso concreto, para dar respuesta al Conflicto que ante 

ellos las partes le plantean -Para ello es necesario:  

-Describir con precisión la Pretensión  

-Seleccionar la Norma aplicable al caso concreto  

-Interpretar la Norma  

-Determinar las Consecuencia Jurídica  

Una vez que el Juez dicta Sentencia, esta podrá ser recurrida ante los Órganos Judiciales 

superiores (si existe esa posibilidad y cumple los requisitos ) y se llegará a una Resolución Judicial 

Firme (que tendrá valor de Cosa Juzgada y a la que no se podrán plantear mas recursos ni volver 

a plantearla)  

Ejecución….La Proyección de la Sentencia en la Vida Real.  

(Esto NO significa que el Juez ejecuta por el mismo la Sentencia, sino que se la dan las 

Facultades necesarias para asegurar que su decisión sea ejecutada ya sea voluntaria o 

coactivamente, porque de lo contrario la Sentencia seria un mero consejo )  

2. Ppios Constitucionales del PJ  

En el Antiguo Régimen, Los Jueces dependían del Rey y estaban sometidos a Él (El Rey 

decidía nombramientos , ascensos , ceses , influía en decisiones… ) Pero en el Estado 

Constitucional, la organización del PJ responde a los Ppios de :  

-Unidad Jurisdiccional  

-Exclusividad  

-Sumisión a la Ley  

-Independencia  

(Siendo el PJ un Poder Separado e Independiente de los demás Poderes )  

  

2.1 Ppio de Exclusividad:  

Este Ppio exige que la Función Jurisdiccional sea ejercida solo por Jueces /Magistrados 

integrados en el PJ  

El objetivo es asegurar la Separación de Poderes Se dan 

2 vertientes:  

Positiva.... La reserva exclusiva del PJ de la Función Jurisdiccional (Art 

117.3 CE) 2 Implicaciones:  
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Los Jueces deben ser Estatales (no pueden ser privados)  

Los Jueces deben ser Nacionales para administrar la Función  

Jurisdiccional (salvo que exista Tratado Internacional donde  

España sea parte)  

El Único Órgano que puede ejercer la Función Jurisdiccional es el PJ  

(por su Independencia e Imparcialidad )  

(Excluyendo así a Tribunales Excepcionales  

(Salvo el TC para Temas Constitucionales ))  

Negativa…… El Ppio de Exclusividad supone que el PJ solo podrá ejercer esa Función (Salvo 

que les vengan atribuidas por Ley…. Interceptar comunicaciones,  

Autorizaciones para entrar en domicilios..) Art 

117.4 CE  

2.2 Ppio de Unidad Jurisdiccional  

Art. 117.5 CE Este Ppio es la base de la Organización y Funcionamiento de los  

Tribunales  

Complementa el Ppio de Exclusividad  

(necesario para el Monopolio de la Jurisdicción y la Organización única del PJ)  

El PJ es una Organización Única (solo existe un tipo de Jueces /Tribunales….Juez  

Ordinario )  

Esta sometida a un Régimen Jurídico  

(Con esto se pretende evitar las comisiones especiales :  

(Nombramientos de Jueces sometidos a un régimen particular para  

perjudicar /favorecer a ciertas personas ))  

En el aspecto subjetivo, este Ppio se traduce como el Dº a Juez Ordinario  

Predeterminado por Ley  

Basándose en este Ppio es imposible crear ningún tipo de Tribunal Especial al margen del PJ  

(Tribunal de Honor, Tribunal de Excepción)  

2.3 La Sumisión a la Ley  

Art.117.1 CE…. Jueces y Magistrados del PJ actuaran sometidos únicamente al imperio de la Ley  

(CE, Leyes, Normas Reglamentarias, DºUE , Dº Internacional aplicable en España) La 

Sumisión a la Ley es una exigencia que deriva del :  

Ppio del Estado de Derecho  

El Estado de Dº implica que todos los poderes del Estado se ejercen conforme al Dº  

El PJ es garante del Estado de Dº  
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(asegurándose de que la actuación de los demás Poderes se ajusta al  

Derecho)  

Ppio del Estado Democrático  

La Sumisión a la Ley es necesaria para que el Poder que ejercen Jueces y  

Magistrados sea legítimo  

(ya que es el único mecanismo de legitimidad democrática que existe , ya que los 

ciudadanos no participan directa /indirectamente en la designación /cese de los 

miembros del PJ)  

Cuando un Juez actúa, no es su voluntad particular la que se impone, sino la voluntad de los  

ciudadanos expresada en la Ley que aplica  

(Art 117CE…La Justicia emana del pueblo y se administra por Jueces y Magistrados sometidos 

únicamente al imperio de la Ley)  
2.4 Ppio de Independencia  

Art 117.1 CE Continuación del Ppio de Sumisión a la Ley  

Solo están sometidos a la Ley y por lo tanto son Independientes de cualquiera voluntad o interés  

Para garantizar la Independencia es preciso:  

-Evitar que los intereses particulares del Juez o interferencias del exterior sobre él, puedan hacer 

prevalecer un interés distinto al marcado por la Ley  

(Imparcialidad )  

-Garantizar que los Jueces no reciban ordenes, instrucciones , sugerencias o directrices de otros 

Órganos del Estado ni de otros Jueces  

(Independencia Funcional )  

Para alcanzar la Independencia Funcional , se debe garantizar la Independencia Orgánica del 

Juez  

(por medio de su Estatuto y por medio de la forma de organizar, gobernar y administrar el  

2.Organización y Funcionamiento  

1.Estatuto Jurídico de Jueces y Magistrados  

La CE establece el Estatuto y las personas que integran el PJ  

(Juez…Juzgados/ Magistrados …Tribunales) 1.1 La 

Carrera Judicial :  

Art 122.1 CE…..Jueces /Magistrados de Carrera forman un Cuerpo único “La Carrera Judicial “ y 

están  

sometidos al mismo régimen jurídico Sistema de 

Acceso:  

Superar una oposición o prueba inicial basada en los Ppios de Mérito y Capacidad (Garantía de 

Igualdad )  
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(Sus miembros no son elegidos por otros Órganos del Estado ni por los ciudadanos sino por 

medio de una prueba objetiva)  

La LOPJ de forma excepcional prevé la existencia de:  

Jueces sustitutos /Magistrados suplentes (los cuales no pertenecen a la Carrera Judicial)  

Y también del acceso a Juristas de reconocida competencia Ascenso:  

De Juez a Magistrado  

De Magistrado a Magistrado del TS  

(regulado por la LOPJ)  

Por escalafón (antigüedad )  

Por Promoción interna (Pruebas selectivas /pruebas de especialización)  

1.2 Inamovilidad:  

Art 117.1 CE…..Una vez que los Jueces han accedido a la Carrera Judicial , los Jueces permanecen 

en ella en la Categoría /Destino / Puesto que les corresponda hasta su jubilación  

(Inamovilidad absoluta e ilimitada en el tiempo )  

Art 117.2 CE…..La Separación , Suspensión, Traslado y Jubilación de Jueces , solo podrá ser por 

causas legalmente establecidas y siguiendo los procedimientos legalmente previstos  

(Renuncia, Sanción disciplinaria, Condena por comisión de delito , Incapacidad ) Así se 

asegura su Independencia frente a cualquier Órgano del Estado que quiera tomar decisiones 

discrecionales sobre Él, o que un Órgano pueda colocar a otro Juez mas afín a sus intereses  

1.3 Incompatibilidades:  

Art 127 CE  

La LOPJ regula dos tipos de Incompatibilidades:  

Incompatibilidad con el Cargo Judicial  

(Otro Empleo, Cargo Publico, Pertenencia a Partidos Políticos y/o Sindicatos )  

Incompatibilidad en el ejercicio del Cargo Judicial  

(No puede ser Juez y partey no puede tener vínculos de parentesco, matrimonial ni similar)  

Eso son causa de abstención o recusación   

1.4 Responsabilidad:  

Art 117 CE Los Jueces son responsables  

(Están sujetos al OJ y deben responder de sus actuaciones cuando estas no se ajusten a la Ley)  

La Responsabilidad puede ser :  

Penal……..Cuando el Juez en el ejercicio de su función realice una conducta tipificada como 

delito en el CP (EJ: Prevaricación)  
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Disciplinaria…….Cuando incumple algunos de los deberes inherentes al cargo y que están 

tipificados como faltas disciplinarias (EJ: entrometerse en la decisión de otro Juez ) La LOPJ 

define:  

Las faltas: Leves, Graves , Muy Graves  

Y las Sanciones : Suspensión, Traslado forzoso, Separación , Multa, Advertencia  

En cuanto a la responsabilidad civil, (por Error Judicial, Funcionamiento anormal de la  

Adm. De Justicia)  

No son responsables directamente , sino que es el Estado ,como Responsable Patrimonial.  

Los perjudicados podrán exigir al Estado la reparación de los daños y perjuicios causados pero  

no directamente al Juez implicado sino al Estado, y si el Estado reconoce la culpa, el Estado 

indemnizará y podrá exigir al Juez implicado el rembolso de la misma)  

1.5 Deberes y Derechos:  

Jueces y Magistrados son titulares de todos los Dº fundamentales , pero para garantizar el 

correcto ejercicio de su Función Jurisdiccional , tendrán limitados:  

El Dº de asociación Política, Sindicación, Reunión , Libertad de Expresión. Según la LOPJ, 

los Jueces /Magistrados pueden formar parte de Asociaciones profesionales (pero no 

de más de 1)  

Estas Asociaciones deben cumplir los requisitos de :  

-No estar vinculados a Partidos Políticos /Sindicatos  

-No realizar Actividad Política  

-Deberá ser a nivel Nacional  

-Solo podrá ser integrada por Jueces /Magistrados en activo -No 

podrán ser obligatorias En cuanto Deberes:  

Tendrán la obligación de ejercer la Función Jurisdiccional con pleno sometimiento a la Ley Y 

hacer efectivo el Dª de Tutela Judicial Efectiva  

2. Organización Judicial :  

El PJ esta formado únicamente por Jueces /Magistrados Su 

estructura :  

-Órganos Unipersonales….Juzgados (Juez )  

-Órganos Colegiados…… Tribunales (Magistrados)  

Esto significa, que los Órganos relacionados con el PJ que no ejerzan la Función Jurisdiccional 

NO forman parte del mismo y que los Jueces/Magistrados que integran el PJ cuando realizan 

otra función diferente a la Función Jurisdiccional , no actúan como PJ  

(EJ: Jueces que forman el CGPJ no forman parte del PJ porque su función ahí no es la función 

jurisdiccional )  
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Criterios de ordenación del PJ:  

Especialización Material…..Los Órganos Judiciales deben especializarse debido a la complejidad 

del Dª  

-Civil (con órdenes Jurisdiccionales como menores, familia, mercantil..)  

-Penal (Con la violencia de Género)  

-Contencioso – Administrativo  

-Social  

-Militar (Solo para el ámbito Castrense )  

Distribución Territorial….. El PJ actúa en todo el Territorio Nacional  

El Estado se divide en demarcaciones Judiciales y en cada una actúan  

Órganos Judiciales distintos  

  

-Municipios (no capital de partido)…….. Juzgado de Paz  

-Partido Judicial……….(1 o varios Juzgados de 1ª Instancia e Instrucción, Juzgados de Violencia 

sobre la Mujer..)  

-Provincia ………………..AP / Juzgado de lo Mercantil /Juzgado de lo Penal /  

                                        Juzgado de la Contencioso – Administrativo  

-CC.AA…………..TSJ  

-Nacional…….TS /AN  

Ordenación Jerárquica…… Esto determina las competencias que tendrán cada Órgano  

Jurisdiccional , pero no una relación Jerárquica entre ellos  

(porque es incompatible con la Independencia Judicial )  

Las decisiones de la 1ª Instancia se pueden recurrir ante 2ª Instancia situados en ámbito 

territorial igual o superior  

3. El ejercicio de la Función Jurisdiccional:  

3.1 Los Ppios Constitucionales del Proceso  

Art 120 CE (Ppios dirigidos a garantizar los Dº de las partes en el Proceso y permitir el control de 

la actividad jurisdiccional)  

Ppio de Publicidad…….Las actuaciones judiciales deben ser públicas(salvo las excepciones que 

la Ley marque)  

Viene derivado del Ppio de Estado de Dº y el Art 24 de la CE lo consagra como parte del Dº1 

a Tutela Judicial Efectiva  

Ppio de Motivación de las Sentencias……Las Sentencias SIEMPRE deben ir motivadas y 

pronunciadas en audiencia pública  

(El Juez debe exponer la argumentación y el razonamiento que le ha 

llevado a tomar esa decisión )  

Esta Publicidad será lo que permita controlar su actuación ,  

evitando así un ejercicio arbitrario  
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Ppio de Oralidad……..El procedimiento será predominantemente oral(sobre todo en Penal)  

Será así para favorecer:  

-La Publicidad  

-La Concentración (Unidad de Acto del Juicio )  

-La Inmediación (presencia del Juez)  

Este Ppio presenta ciertos inconvenientes en seguridad y certeza de los actos 

procesales en Proced. Civiles y Contenciosos por ello domina en estos el Ppio de 

Escritura)  

3.2 La Participación Popular en el ejercicio de la Función Jurisdiccional :  

Art 125 CE…… 3 formas de participación Popular en la actividad Jurisdiccional:  

Acción Popular  

-Jurado  

-Tribunales Consuetudinarios y Tradicionales  

-Acción Popular……La Regla General es que el ejercicio de acciones ante Tribunales          esta 

reservado a quienes ostenten Dº /Intereses legítimos en el asunto, pero en determinados casos 

la Ley determina que cualquier ciudadano puede ejercer “La  

Acción Popular”  
(cuando sea un Interés Público )  

Jurado……La Ley Orgánica del Tribunal del Jurado ha diseñado 1 Jurado compuesto por  

9 ciudadanos españoles que actúa en determinados Procesos Penales  

El Jurado se pronuncia sobre los hechos y los declara probados o no, pero no decide la  

aplicación de la Ley , ya que so le pertenece en exclusiva al PJ  

Trib. Consuetudinario y Tradicionales…….Art 125 CE  

Tribunal de las Aguas de Valencia  

El Consejo de Hombres Buenos de Murcia  

No son Tribunales en sentido estricto, no están integrados en el PJ  

3) Gobierno y Administración del PJ:  

El Pj esta integrado por Jueces y Magistrados, pero en su organización también existe el CGPJ  

CGPJ….Órgano de Gobierno del PJ y Administrador del PJ ( referente a medios 

materiales y personales ) 1) CGPJ:  

Art 122 CE…….El CGPJ es el Órgano de Gobierno del PJ Creado para reforzar la  

Independencia de los Jueces frente al P. Ejecutivo  

Funciones……Tomar las decisiones relativas a la Selección y Formación , Ascensos, Inspección y 

régimen Disciplinario de los Jueces /Magistrados(y que así no pueda ser condicionada por el P. 

Ejecutivo )  

El CGPJ no puede interferir en el ejercicio de la Función Jurídica, solo se limita a tareas 

relacionadas con el Estatuto de los Jueces Otras tareas son:  

www.derecho-uned.com



DERECHO CONSTITUCIONAL III (Resumen 2020-2021*Telegram*  
 

112 
 

-Designar a 2 miembros del TC  

-Informar de los anteproyectos de Ley en materia de :  

-Organización Judicial  

-Dº Procesal  

-Régimen Penitenciario  

1.2 Naturaleza Jurídica:  

El CGPJ es un Órgano al servicio del PJ ,pero no forma parte del PJ (ya que no desempeña la 

Función Jurisdiccional )  

No forma parte tampoco del P.Legislativo ni Ejecutivo (porque es un Órgano 

Independiente) Tiene Autonomía:  

-Presupuestaria(Elabora su presupuesto )  

-Organizativa (Dicta sus propias normas internas de organización y procedimientos )  

-Normativa ( en el ámbito que la Ley establece )  

Su Autonomía depende también del Sistema de Elección de sus miembros y del grado en que 

este asegura la independencia de los elegidos 1.3 Composición:  

Art 122.3 CE….El CGPJ esta formado por: Presidente (Preside el TS, y es elegido por los  

Vocales )  
20 Vocales (8 elegidos por las Cortes Generales, 4 el Congreso y 4 el  

Senado)  

( y los otros 12 entre Jueces y Magistrados de todas las categorías 

judiciales )  

En lo referente a estos 12 vocales, no se especificaba quien los elegia, por lo que en el transcurso 

del tiempo se ha ido modificando, hasta llegar en 2013 a la conclusión de que se realiza por 

medio de 1 lista sin limites de candidatos y que puede presentarse cualquier Juez con un aval de 

25 compañeros o de 1 asociación profesional  

1.4 Estatuto de los Miembros:  

Se regula por la LOPJ  

Sirve para garantizar su Independencia Destacan:  

-Duración del mandato…..5 años , no reelegible consecutivamente  

-Incompatibilidades con otros puestos…….                                                                                   

-Públicos /privados  

-Otra profesión  

-Ya sea por cuenta propia /ajena -Retribuido o 

no.  

Causas Tasadas de Cese………..                                                                                    ----- 

Agotamiento del mandato  
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-Renuncia  

-Incapacidad  

-Incompatibilidades  

-Incumplimiento grave de los Deberes del Cargo 1.5 

Organización Interna y Funcionamiento:  

El CGPJ es 1 Órgano Colegiado en el que las decisiones se adoptan por mayoría por medio de 

votaciones.  

(En caso de e empate decide el voto de calidad del Presidente )  

Funciona en Pleno (Todos los miembros, Funciones Principales)  

Funciona en Comisiones (Preparando los asuntos que se debaten en el Pleno )  

2.Administración del PJ:  

Es el conjunto de medios que se ponen al servicio del PJ para el ejercicio adecuado y eficaz de la 

Función Jurisdiccional .  

No son PJ  

Esta administración esta organizada en Oficinas Judiciales Las 

Oficinas Judiciales están compuestas por :  

Medios Personales: Cuerpos de Funcionarios al servicio del PJ  

( Letrados de la administración de justicia (que dirigen la oficina judicial ) )  

(Gestores , Tramitadores, Auxilio Judicial ,Médico Forense y eventualmente  

Personal contratado )  

Medios Materiales: Sedes, Mobiliario, Informática… Su 

provisión puede depender del Estado o de la CC.AA 3. 

Organización Judicial y CC.AA:  
Por el Ppio de Unidad Jurisdiccional, existe 1 único PJ, formado por distintos Juzgados 

/Tribunales que actúan en todo el Territorio Nacional , y aunque nuestro Estado sea un Estado 

Autonómico , la Potestad Jurisdiccional no forma parte de su ámbito de Autonomía.  

En las CC.AA existirán TSJ (Órganos superiores de este nivel territorial )pero no son órganos de 

la CC.AA sino que es un órgano del Estado  

El Art. 149.1.5 CE atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre la Adm de Justicia  

Pero las CC.AA pueden asumir ciertas competencias :  

-Participar en la Organización de la Demarcación Judicial dentro de su Territorio -Competencias 

para regular el uso de las Lenguas Cooficiales y para evaluar su conocimiento  

-La Administración de la Adm de Justicia (Medios materiales, Gestión de personal laboral y 

Funcionario y su Régimen Jurídico Personal ) pero no de los Jueces.  

El TC se pronuncia en las diferencias existentes entre :  

www.derecho-uned.com



DERECHO CONSTITUCIONAL III (Resumen 2020-2021*Telegram*  
 

114 
 

Adm de Justicia ( PJ, aquí las CC.AA no tienen competencia )  

Y la Administración de la Adm de Justicia ( donde si tienen ciertas competencias las  

CC.AA)  

Órganos Auxiliares  

MF (Art 124)  

Policía Judicial ( Art 126)  

1.Ministerio Fiscal:  

El MF tradicionalmente ejercía la Función de representar al Estado en los Litigios  

(Tanto como Demandante /Demandado)  

Tras la creación del Cuerpo de Abogados del Estado para la defensa del Estado, la  

función del MF se redujo a Demandante Público Actualmente tiene 

la función de :  

-Promover la Acción Pública  

-Iniciar el Procedimiento  

-Interponer el Recurso de Amparo ante el TC  

-Otras  

El MF es un Órgano con Personalidad Jurídica Propia e Independencia de los demás Poderes del 

Estado.  

(Pero no independientes entre si )  

No es un Órgano Judicial aunque desarrolla su función en el ámbito del PJ (pero no 

forma parte del PJ porque no ejerce la Función Jurisdiccional )  

Tampoco forma parte del Poder Ejecutivo, aunque tiene una estrecha relación , ya que 

depende del Gobierno para :  

-Ciertos Nombramientos,  

-Destinos,  

-Y otras cuestiones (recibir la solicitud no vinculante de promover determinadas acciones )  

El MF esta formado por todos los Fiscales y es Único  

Existe Fiscalía en todos los Órganos del PJ( Salvo en algunos )  
Se rige por los Ppios de Legalidad e Imparcialidad  

El Acceso a Fiscal se realiza por Oposición (junto a la de Juez)  

“PERO” Los Fiscales no son Independientes entre si, (Ppio de Jerarquía)  

(El Fiscal General del Estado es nombrado por el Rey a propuesta del Gobierno y oído el CGPJ, 

es elegido entre Jurista españoles de reconocido prestigio con más de 15 años de ejercicio y no 

tiene porque pertenecer a la Carrera Fiscal )  
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El Fiscal General del Estado , dirige la actuación de los Fiscales e “Imparte órdenes e 

Instrucciones a sus Fiscales”  

2. Policía Judicial:  

Es la Institución encargada de colaborar con el PJ para la investigación de delitos y para el 

descubrimiento y puesta a disposición Judicial de los delincuentes. (Su labor se desempeña en 

los procesos penales )  

No es un Cuerpo Específico , sino que son de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

del Estado (Policía Nacional y Guardia Civil) que se han especializado y se integran en la Unidad 

de Policía Judicial.  

Actúan a instancia de los Jueces /Magistrados / Fiscales que están conociendo un asunto objeto  

Epilogo  

La integración Europea ha afectado a la organización de los Estados Nacionales En el PJ , los 

Jueces/ Magistrados de cada Estado miembro de la UE se han convertido  

en Órganos Jurisdiccionales de la UE (Jueces Comunitarios )  

Y junto a los Órganos Jurisdiccionales Nacionales esta el TJUE  

Los Jueces nacionales deben interpretar y aplicar el Dº de la UE garantizando su efectividad y 

protección del Dº  

El Dº de la UE forma parte de nuestro Dº  

Cuando decimos que los Jueces están sometidos a la Ley , nos referimos a las Normas Nacionales, 

Europeas e Internacionales aplicables en nuestro País.  

El Ppio de Primacía, determina que en caso de colisión entre una Norma Comunitaria y una 

Nacional, el Juez debe aplicar la Comunitaria siempre y cuando este dentro de su competencia.  

El Juez Nacional debe velar por la Unidad Jurídica de la Unión (Aplicación Efectiva y  

Homogénea del Dº UE)  

Para ello podrá dirigirse al TJUE mediante “La Cuestión Prejudicial “ :  

Para pedir que resuelvan las dudas de interpretación del Dº de la UE que se le planteen  

Y Para cuando entienda que un Acto de la UE resulta contrario al Dº  

TEMA 12- EL ESTADO CONSTITUCIONAL 

I. LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO 

1. Centralización y descentralización 

La Constitución define la forma de organización territorial como el modo en que se distribuye el 

ejercicio del poder público en el territorio de ese Estado. 
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Se habla de descentralización administrativa cuando los entes territoriales disponen solo de 

«autonomía administrativa», para ejercer funciones ejecutivas, y de descentralización política cuando 

los entes territoriales alcanzan «autonomía política» y ejercen también funciones legislativas. En el 

primer caso estamos ante Estados unitarios, simples o centralizados mientras que a los segundos se 

les califica como Estados compuestos, complejos o descentralizados. A partir de esta gran división la 

doctrina ha elaborado diversos modelos teóricos para clasificar los Estados según el grado de 

autonomía política de sus entes territoriales, sin que ninguno sea definitivo. 

2. La cuestión territorial en España 

2.1. El modelo de organización territorial y su evolución histórica 

La aprobación de los Decretos de Nueva Planta a principios del siglo XVIII, durante el reinado 

de Felipe V, eliminó los regimenes particulares de los que habían disfrutado los territorios de la 

Monarquía Hispánica; con ellos se creó un Estado centralizado que se mantuvo, practicamente hasta 

la aprobación de la Constitución de 1978. Frente a este Estado centralizado, en el siglo XIX surgieron 

varios movimientos regionalistas, especialmente en Cataluña, que exigían autonomía política en sus 

territorios.  

El primer intento de establecer un modelo de descentralización política tuvo lugar con el Proyecto 

de Constitución Federal de la Primera República (1873), en el que se definía una república federal 

organizada en municipios y regiones, ambos con autonomía política. Este proyecto, sin embargo, no 

llegó a aprobarse porque, antes de ello, se produjo un brote anárquico de independentismo, y la 

República terminó siendo suprimida por un golpe de Estado que dio paso a la restauración de los 

Borbones en el trono. Ya en el siglo XX la Constitución de la Segunda República (1931) estableció 

por primera vez un Estado políticamente descentralizado, al que se denominó Estado integrado, en el 

que las regiones que así lo decidiesen podían acceder a un régimen de autonomía. De este modo se 

elaboraron los Estatutos de Cataluña, País Vasco y Galicia (este último se plebiscitó, pero no llegó a 

aprobarse), aunque solo llegó a funcionar el Estatuto catalán y sin continuidad (su autonomía se 

suspendió de 1934 a 1936). Tras la guerra civil, el régimen franquista retomó a la centralización del 

aparato del Estado. 

2.2. El proceso constituyente y el sistema preautonómico 

Para ir aplacando las tensiones nacionalistas, en 1977 se abrió un proceso paralelo de 

negociaciones que 11evó al aplazamiento de un régimen provisional, el de las llamadas 
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"preautonomías". Desde septiembre de 1977 que se restablece la Generalitat de Cataluña, hasta 

octubre de 1978, en que se crea la Junta de Comunidades de la Región Castellano-Manchega, el 

Gobieno de Adolfo Suárez fue aprobando los 13 reales decretos que establecieron los 

correspondientes regímenes preautonómicos en los distintos territorios salvo en Cantabria, La Rioja, 

Madrid, Ceuta y Melilla. En cada uno de ellos se creó un órgano territorial, de carácter colegiado, que 

disfrutaba de autonomía para ejercer 1as competencias , sobre todo administrativas, que se le fueran 

transfiriendo. 

La Constitución de 1978 no dio al Estado una forma políticamente descentralizada, solo lo hizo 

posible: estableció las reglas para desarrollar un proceso voluntario y gradual de descentralización, 

de forma similar a como ya se había hecho en la Constitución de 1931. 

A partir de las previsiones de la Constitución de 1978 se ha desarrollado y consolidado en España 

el «Estado autonómico», o «Estado de las Autonomías». 

II. FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES DEL ESTADO AUTONÓMICO 

1.Principios Constitucionales 

Los principios relativos a la organización territorial del Estado se recogen en el art. 2 CE: « La 

Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la nación española, patria común e inidvisible 

de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las naciones y regiones 

que la integran y la solidaridad entre todas ellas». Esta disposición consagra el principio de unidad, 

el de autonomía y el de solidaridad. A ellos hay que sumar el principio de igualdad, recogido en 

diversos artículos del texto constitucional (arts. 1, 9.2, 14 y 139). 

 

1.1. Unidad y autonomía 

a) El Estado es unitario en el sentido de que es una unidad organizada de acción y decisión. 

(Heller). Esta es la esencia de la forma de organización política que llamamos Estado, cuya principal 

característica es la soberanía. En ejercicio de dicha soberanía, de la que es titular el pueblo español 

(art. 1.2 CE),se elabora una Constitución que da forma a un Estado que, por definición, busca la 

unidad (al menos la imprescindible) para asegurar que en su interior la lucha por el poder se resuelva 

por procedimientos jurídicamente ordenados , lo que significa unidad de decisión sobre las normas y 
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conflictos (la unidad del ordenamiento jurídico), y una unidad de poder que la respalde. El sentido de 

recoger expresamente el principio de unidad en el art. 2 es el de reconocer, inmediatamente a 

continuación, el principio de autonomía, que hace posible la descentralización política dentro de la 

unidad . 

b) El mismo art. 2 CE reconoce el principio de autonomía, que sirve de fundamento a la 

descentralización del poder, con la que se busca satisfacer determinadas necesidades funcionales y 

políticas. 

Como concreción del principio de autonomía, el art. 137 CE establece que «el Estado se organiza 

territorialmente en municipios y provincias, y en las comunidades autónomas que se constituyan», 

añadiendo que dichas entidades territoriales «gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos 

intereses». Eso significa que el Estado se organiza territorialmente en tres niveles: en el nivel central, 

en el que actúan los órganos centrales del Estado; el nivel de las comunidades autónomas, que podrán 

disfrutar de autonomía política, y en el nivel local, en el que los entes locales gozan de autonomía 

administrativa. 

El elemento central en la construcción del Estado autonómico ha sido el llamado «principio 

dispositivo»: las normas constitucionales que regulan la autonomía no son imperativas, no se imponen 

a los territorios sino que quedan a su disposición. Son los territorios los que deciden voluntariamente 

si ejercen el derecho a la autonomía, si se convierten en comunidades autonomas, qué competencias 

asumen e incuso cómo se organizan, siempre, eso sí, de acuerdo con las reglas que establece al efecto 

la Constitución. 

1.2. Igualdad y solidaridad 

Son principios complementarios a los anteriores. 

a) El principio de igualdad, en su vertiente formal exige que las medidas que supongan un 

tratamiento diferenciado no sean discriminnatorias, han de estar justificados. 

En su vertiente material el principio de igualdad exige a los poderes pubhcos promover las 

condiciones para que la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y 

efectivas, y remover los obstácuios que impidan o dificulten su plenitud, incluyendo los desequilibrios 

económicos y sociales que existen entre los distintos territorios. En esta vertiente además, el principio 

de igualdad conecta con el principio de solidaridad. 
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b) El principio de solidaridad tiene su reconocimiento general en el art. 2 CE y requiere que todos 

los poderes públicos, en el ejercicio de sus correspondientes competencias, actúen teniendo en cuenta 

que son parte de una unidad y tienen unos intereses comunes; les exige una gestión solidaria de los 

intereses particulares que no perjudique el interés general. Existen también concreciones de este 

principio en otras disposiciones constitucionales: el deber de velar por la corrección de desequilibrios 

económicos interterritoriales (art. 138.1 CE), su aplicación en materia de financiación (art. 156.1 CE), 

y la creación de un fondo de compensación interterritorial (art. 158.2 CE). Por su parte, el Tribunal 

Constitucional ha derivado de este principio los deberes de cooperación (STC 152/1988), auxilio 

recíproco (STC 236/1991) y lealtad (STC 64/1990) que vinculan a los órganos centrales y entes 

territoriales. 

2. Las normas de acceso a la autonomía 

2.1 Titulares del derecho a la autonomía 

El art. 2 CE reconoce el derecho a la autonomía a «las nacionalidades y regiones». El artículo 

143 CE establece quiénes pueden iniciar el proceso de acceso a la autonomía (las provincias limítrofes 

con características históricas, culturales y económicas comunes; los territorios insulares; y las 

provincias con entidad regional histórica) y cómo han de hacerlo. 

2.2 La aprobación de los estatutos de autonomía 

El estatuto de autonomía es la norma que crea la comunidad autónoma, le da un nombre para 

identificarla y delimita su territorio; es también la norma institucional básica de la comunidad, que 

concreta sus instituciones de gobierno así como las competencias que esta asume; y es la norma de 

cabecera del ordenamiento jurídico que cada comunidad autónoma crea en ejercicio de sus potestades 

normativas, por lo que ocupa una posición especial en el sistema de fuentes y forma parte del llamado 

bloque de la constitucionalidad. 

La elaboración de los estatutos de autonomía sigue un procedimiento especial en el que 

participan: de un lado, los territorios que van a convertirse en comunidad autónoma, que tienen la 

iniciativa del procedimiento; y, de otro, las Cortes Generales, que son quienes finalmente aprueban 

el estatuto a través de una ley orgánica.  

Para acceder a la autonomía, mediante la aprobación del correspondiente estatuto, la Constitución 

estableció diferentes procedimientos que permitiesen que cada territorio determinase el alcance de su 
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autonomía Con carácter general pueden distinguirse dos tipos básicos, uno ordinario y otro especial, 

pero dentro de este último se introdujeron diferentes modalidades, de modo que finalmente resultaron 

cinco procedimientos: 

 

a) El procedimiento «ordinario» se previó como la vía general que utilizarían la mayoría de los 

territorios y que les permitiría asumir inicialmente menos competencias. Por él que se crearon las 

comunidades autónomas denominadas «de régimen ordinario o de vía lenta»: Asturias, Cantabria, La 

Rioja, Murcia, Comunidad Valenciana, Aragón, Castilla-La Mancha, Cananas, Extremadura, Islas 

Baleares, Madrid y Castilla y León.. El procedimiento es el siguiente: una vez formulada la iniciativa 

autonómica, la elaboración del proyecto de estatuto correpondía a una asamblea compuesta por 

representantes elegidos en ese territorio; a continuación el proyecto era elevado a las Cortes Generales 

que lo tramitaban y lo aprobaban como una ley orgánica. 

b) El procedimiento « especial» general se previó para los territorios que cumpliesen unos 

determinados requisitos de iniciativa especialmente gravosos, y por ello, permitía alcanzar desde un 

principio el máximo nivel de competencias (art 151). Por él se crearían las llamadas Comunidades 

autónomas <<de via rápida o de régimen especial). Esta vía sólo la utilizó Andalucía. El proyecto de 

estatuto era elaborado por una asamblea pero en este caso se negociaba postenormente con la 

Comisión constitucional del Congreso. Si se llegaba a un acuerdo con ella, el texto debía ser sometido 

a referéndum de los ciudadanos de ese territorio y postenormente era aprobado por las Cortes como 

ley orgánica. Si no se llegaba a un acuerdo, las Cortes tramitaban el proyecto como ley orgánica, 

pudiendo introducir modificaciones, y postenormente se sometía a referéndum. Por eso el resultado 

es un estatuto que se puede considerar «pactado» . 

e) Un segundo procedimiento especial para los territorios que en el que en el pasado (en la 

Segunda República) habían elaborado y votado un estatuto de autonomía (los territorios «históricos»), 

que les permitía asumir el mismo nivel máximo de autonomía que en caso anterior (art. 151 y DT 2.ª) 

y convertirse así en comunidades especiales o de vía rápida. Fue el utilizado por Cataluña, País Vasco 

y Galicia. El procedimiento de elaboración y aprobación del proyecto de estatuto era exactamente 

igual que el anterior, salvo por la iniciativa, que debía aprobarse por mayoria absoluta en los órganos 

preautonómicos. Esto garantizaba un acceso rápido al nivel máximo de autonomía. 
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d) Un tercer procedimiento especial para Navarra, previsto, no para convertirse en comunidad 

autónoma, sino para incorporarse al régimen autonómico vasco, en el que tal decisión se atribuye al 

órgano foral, con ratificación posterior mediante referéndum (DT 4.ª). Este procedimiento no fue 

finalmente utilizado. 

e) Un último procedimiento específico para las ciudades de Ceuta y Melilla. La iniciativa 

correspondía a los Ayuntamientos por mayoría absoluta y posteriormente las Cortes Generales eran 

las encargadas de aprobar los estatutos, por la vía de las leyes orgánicas, sin participación de los 

territorios. Este procedimiento tampoco fue finalmente utilizado. 

 

2.3 Las reglas de distribución de las competencias. 

El reparto de competencias de una materia puede hacerse de forma exclusiva o de forma 

compartida. Las reglas básicas de ese reparto de competencias se establecen en nuestra Constitución, 

pero la distribución definitiva se realiza en los Estatutos de Autonomía: 

A) El sistema de reparto de competencias que prevé la Constitución consta de dos listas y una 

cláusula de cierre: 

a) En el art. 148 hay una lista de competencias que podían asumir todas las Comunidades 

Autónomas en el momento de su constitución: casi todas son materias en las que las comunidades 

pueden asumir la competencia .exclusiva pero también hay algunas materia compartidas con el Estado 

Central. 

b) En el art. 149.1 hay otra lista de materias sobre las que «el Estado tiene competencia 

exclusiva»; sin embargo, hay materia sobre las que al Estado se reserva en exclusiva solo una 

potestad, de modo que a las comunidades le pueden corresponder 1as restantes potestades en esa 

materia. 

e) El art. 149.3 CE establece, de un lado, que las materias no atribuidas expresamente en 

exclusiva al Estado podrán asumirlas las comunidades autónomas y, de otro, que toda las 

competencias que no hayan sido asumidas por las comunidades en sus estatutos de autonomía serán 

ejercidas por el Estado. 
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B) El estatuto de autonomía es la norma por la cual las comunidades autónomas asumen las 

competencias a partir de las posibilidades que le ofrece la Constitución. La asunción de competencias 

solo podía hacerse desde el primer momento por las Comunidades especiales o de vía rápida. Las 

comunidades ordinarias o de via lenta en sus primeros estatutos solo tuvieron acceso a las 

competencias del artículo 148 CE y debían esperar cinco años para reformar su estatuto y poder 

acceder al resto de competencias posibles. 

C) Por último, la Constitución prevé, como mecanismo de flexibilización del sistema, la 

atribución extraestatutaria de competencias , mediante las llamadas <<leyes marco>> y las <<leyes 

de transferencia y delegación>>. A través de las primeras las Cortes Generales pueden, en materia de 

competencia estatal, atribuir a todas o a alguna de las Comunidades Autónomas la facultad de dictar 

normas legislativas en el marco de los principios, bases y directrices fijados por una ley estatal. A 

través de las leyes de transferencia el Estado puede transferir o delegar en las Comunidades 

Autónomas facultades correspondientes a materias de titularidad estatal que por su propia naturaleza 

sean susceptibles de transferencia o delegación. 

D) Como resultado de este sistema de distribución de competencias hay pocas materiaa en la que 

la competencia sea exclusiva. En términos generales es competencia exclusiva de las comunidades 

autónomas el establecimiento de sus instituciones internas, la garantía de su identidad cultural el 

orden público, mientras que al Estado central le corresponden en exclusiva las materias relativas al 

aseguramiento de la unidad y soberanía del Estado, la garantía de la igualdad en el ejercicio de los 

derechos fundamentales y la política económica general. 

En la mayor parte de las materias, por tanto, las competencias son compartidas, porque de este 

modo se asegura una cierta homogeneidad en estas cuestiones con la posibilidad de mantener una 

política común. Esto ocurre en materias centrales como educación, sanidad, régimen jurídico de las 

administraciones públicas o medio ambiente, entre otras. 

III. Construcción y evolución del Estado Autonómico 

l. Fases de desarrollo 

1.1. Creación 

Entre 1978 y 1983 se constituyeron 17 comunidades autónomas en todo el territorio del Estado. 

Las primeras fueron Cataluña y el País Vasco. Las demás se fueron creando entre finales de 1981 y 
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principios de 1983. Asi, a lo largo de este periodo se generalizó el régimen autonómico y se pusieron 

en marcha sus instituciones: se formaron todas las comunidades autónomas, se celebraron las 

primeras elecciones en todas ellas, y se constituyeron los órganos legislativos y ejecutivos de las 

mismas.  

En esta generalización del sistema de las autonomías fueron determinantes los Acuerdos 

Autonómicos de 1981, firmados entre los partidos mayoritarios (UCD y PSOE), en los que se decidió 

impulsar el proceso de descentralización de modo que todos los territorios se constituyesen en 

comunidades autónomas con autonomía política, pues en 1978 se había pensado que el proceso de 

descentralización podía llevar a un Estado con dos tipos de comunidades autónomas: unas con 

autonomía política y otras solo con autonomía administrativa. El acuerdo fue, pues, que todas serían 

comunidades con un parlamento que ejercería potestades legislativas, aunque la mayoría asumiría 

solo competencias incluidas en la lista del art. 148 CE.  

En cuanto al resultado, la característica más destacable del Estado autonómico de 1983 fue la 

existencia de dos tipos de comunidades autónomas, unas con mayores competencias y una 

organización institucional más compleja y otras con menos competencias y una organización más 

sencilla.  

a) En el primer grupo se incluyeron las comunidades especiales o de vía rápida, es decir, 

Cataluña, País Vasco, Galcia, Andalucía y Navarra. También Canarias y Valencia. 

b) El segundo grupo estaba formado por la restante comunidades autónomas creadas por el 

procedimiento ordinario, o vía lenta. 

1.2. Consolidación 

La siguiente etapa está marcada por las transferencias de competencias a las comunidades 

autónomas de via lenta y por las reformas de sus estatutos de autonomía, con el objetivo de reducir 

las diferencias entre estas y las comunidades autonomas de via rápida. Para ello, en 1992 los dos 

partidos mayoritarios firmaron unos nuevos Acuerdos Autonómicos con los que se decidió: primero, 

aprobar la Ley Orgánica 9/1992, de transferencia de competencia a las comunidades de vía ordinaria; 

y, segundo, transcurrido el periodo transitorio de cinco años que exige la Constitución, reformar los 

estatutos de las comunidades ordinarias para ampliar las competencias hasta el límite fijado por las 

competencias exclusivas del Estado del art. 149. De este modo se redujeron las diferencias entre los 

niveles competenciales de unas y otras. 
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Por otro lado, en esta fase de consolidación del Estado autonómico se desarrollaron o reformaron 

también otros elementos fundamentales del mismo, como el sistema de financiación o los 

mecanismos de participación de las comunidades en los asuntos europeos. Y en 1995 se completó el 

mapa de la organización territorial con la aprobación de los estatutos para las ciudades autónomas de 

Ceuta y Melilla; estas, sin embargo, no son en realidad comunidades, sino «ciudades autónomas», 

con competencias solo administrativas. 

 

1.3. Reforma y crisis 

En la última fase se produjeron nuevas reformas, en buena parte, de los estatutos de autonomía. 

Las primeras en 2006: Valencia reformó su estatuto y Cataluña aprobó uno nuevo. Posteriormente 

otras comunidades autónomas han reformado también su estatuto de autonomía o han aprobado uno 

nuevo. Con estas reformas se actualizó y amplió el contenido de los estatutos y se trataron de resolver 

ciertos problemas técnico-jurídicos. 

Las reformas del País Vasco y Cataluña resultaron conflictivas. En el primer caso porque su 

proyecto de reforma del Estatuto fue rechazado por las Cortes Generales en 2004; en el segundo caso 

porque el nuevo Estatuto Catalán fue declarado inconstitucional por Sentencia del Tribunal 

Constitucional en algunos de sus artículos.  

En 2012 estalló la crisis territorial catalana. La reivindicación del supuesto derecho a decidir 

sobre su independencia y las demandas secesionistas se han concretado en ciertas actuaciones y 

decisiones de las instituciones catalanas, algunas de las cuales han motivado la aplicación, por 

primera vez, de medidas de coerción estatal conforme al artículo 155 de la CE. 

 

2. Autores 

La configuración final del Estado autonómico es el resultado de un proceso continuado, 

dinámico, y complicado, tanto jurídica como políticamente, en el que han participado distintos 

actores. 

En primer lugar, actores políticos, ya que el desarrollo concreto del Estado autonómico se ha 

realizado a través de un amplio conjunto de normas de diversos tipos ( estatutos de autonomía, pero 
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también otras normas del Estado central y de las propias comunidades autónomas) que son el 

resultado de los distintos pactos a los que han llegado los partidos políticos a nivel central autonómico. 

A estos hay que sumar un destacado actor jurídico: el Tribunal Constitucional que ha jugado un papel 

determinante en la construcción del Estado autonómico al reso1ver todos los conflictos que se han 

ido planteando tanto en relación con la distribución de competencias entre el Estado central y las 

comunidades autónomas como respecto a la adecuación a la Constitución de las normas que 

desarrollan el Estado autonómico. Así, en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional se encuentran 

elementos definitorios del sistema especialmente en lo que a la distribución de competencias se 

refiere.  

3. Características finales 

El actual Estado autnómico presenta un alto grado de descentralización. Otras de sus 

características específicas son su apertura, relativa heterogeneidad y asimetría. 

a) En la Constitución se establece un modelo abierto sobre todo porque su diseño depende de la 

voluntad de los territorios. 

b) Como consecuencia del principio dispositivo, por el que cada comunidad decide las 

competencias que asume y cómo se organiza, el Estado autonómico es muy poco heterogéneo. 

c) El Estado es asimétrico porque la Constitución reconoce a algunas Comunidades Autónomas 

ciertas particularidades denominados "hechos diferenciales", vinculadas con tradiciones jurídicas, 

hechos geográficos o elementos culturales que permiten que estas comunidades asuman determinadas 

competencias relacionadas con dichas materias. 
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Tema XIII LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS  

 

I. La autonomía organizativa  

1. Las previsiones constitucionales  

La Constitución diseña la organización institucional de las comunidades 

autónomas en torno a tres preceptos que se proyectan en tres diferentes ámbitos: art. 

147.2, 148.1.1 y 152.1 CE.  

Art. 147.2.- Contempla la denominación, organización y sede de las instituciones 

autónomas propias. 

Art. 148.1.1.- Se refiere a la organización de sus instituciones de autogobierno.  

Todas las comunidades autónomas debían acoger en sus propios estatutos las 

instituciones que mejor se acomodaran a sus particularidades, pudiendo definir su 

propia forma de gobierno. 

Las comunidades autónomas de vía especial, a las que el art. 151.2 CE les 

imponía dos tipos de limitaciones. 

Desde la perspectiva institucional, la Constitución les obligaba a contar con una 

asamblea legislativa, un consejo de gobierno y un presidente. Pero también la 

Constitución les trasladaba la misma forma de gobierno que rige en el ámbito estatal: el 

parlamentarismo, sin aludir expresamente a esta caracterización. 

Más que una limitación de la capacidad de organización, lo que vino a hacer el 

constituyente con estas previsiones, es confirmar la naturaleza política de la autonomía 

de esos territorios al dotarlos, sobre todo, de una asamblea con competencia legislativa.  

Para el resto de comunidades autónomas, las de vía ordinaria, se planteaba la 

duda sobre el carácter de su autonomía al no contemplarse, de forma expresa para 

ellas, la existencia de un parlamento con función legislativa.  

 

2. El modelo institucional definitivo  

Los estatutos de autonomía de las comunidades autónomas aprobados en 1979 

(Cataluña y País Vasco), 1981 (Galicia) y 1982 (Andalucía), acogieron el sistema 

constitucional del art. 152 CE. No obstante, la ausencia de previsiones constitucionales 

específicas para las comunidades autónomas de vía ordinaria abocaba a que su sistema 

institucional fuera una cuestión que necesariamente debía resolverse fuera de la 

Constitución.  

La aprobación en los años siguientes (1981 – 1983), de sus estatutos de 

autonomía dotó de naturaleza jurídica a este acuerdo político. Desde ese momento, 

todas las instituciones tenían las mismas instituciones -que venían a reproducir a una 

menor escala territorial, el sistema institucional central -, aunque hubiera alguna 

particularidad en cuanto a su funcionamiento. Estas diferencias fueron en mayor parte 

atenuadas en las primeras reformas estatutarias que dichas comunidades fueron 

llevando a cabo. 
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A pesar de esta hegemoneización, subsiste una diferencia importante. Así 

mientras que cualquier variación en el sistema institucional de las comunidades 

autónomas ordinarias sería posible a través de una modificación de sus estatutos de 

autonomía, este mismo cambio en las especiales requería una modificación de la 

Constitución. 

 

 

3 La exclusión de la función jurisdiccional  

La distribución territorial del poder no afecta en ningún caso a la función 

jurisdiccional. Más allá de referir la unidad a la organización y funcionamiento de los 

tribunales (art. 117.5 CE) y del reconocimiento de la competencia exclusiva sobre 

administración de justicia (art. 149.1.5. CE), el mismo art. 152 CE excluye esta 

posibilidad.  

El territorio de la comunidad autónoma como uno de los elementos de 

ordenación de los órganos de la jurisdicción y de las instancias procesales que integran 

el Poder Judicial, no convierte a los órganos judiciales que actúan en el territorio de una 

comunidad autónoma en órganos autonómicos (STC 31/2010).  

En ese ámbito, se contempla la existencia de un Tribunal Superior de Justicia, 

como órgano que culmina la organización judicial en el territorio autónomico, sin 

perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo. Ahora bien, que 

constituya la más alta instancia jurisdiccional en la comunidad autónoma no conlleva 

que el alcance de sus decisiones haya de estar limitado a su ámbito territorial. En tanto 

que integrantes del Poder Judicial único del Estado, sus resoluciones tienen eficacia en 

todo el territorio español.  

Las comunidades autónomas no cuentan con un Poder Judicial propio, tampoco 

pueden dotarse por tanto de una jurisdicción constitucional propia, ni de órganos que 

puedan desempeñar, en su ámbito territorial funciones similares (por todas, STC 

31/2010). 

 

II. Sistema institucional y forma de gobierno de las comunidades autónomas  

1. Instituciones políticas 

1.1 Parlamento 

La Constitución, en su art. 152.1 se refiere al mismo como asamblea legislativa 

resaltando, de esta manera, la función que está llamando a desempeñar en las 

comunidades autónomas: el ejercicio del poder legislativo. Los estatutos de autonomía 

suelen identificarlo con distintas denominaciones: 

Parlamento (Andalucía, Canarias, Cantabria, Cataluña, Cataluña, Galicia, Illes 

Baleares, La Rioja, Navarra y País Vasco). 

Cortes (Aragón, Castilla y León, Castilla – La Mancha y Valencia). 

Junta General (Asturias) 

Asamblea (Extremadura, Madrid, y Murcia). 
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En el caso de Ceuta y Melilla, sus asambleas coinciden con el órgano 

deliberativo del municipio: el pleno del ayuntamiento.  

Con independencia de su identificación nominal, constituye el máximo órgano 

representativo de la comunidad autónoma. Y a diferencia de las Cortes Generales, son 

unicamerales: están integrados por una sola cámara. 

 

 

1.1.1 Composición 

Los parlamentos de las comunidades son elegidos por sufragio universal, de 

conformidad con lo dispongan las leyes electorales autonómicas. Por lo que respecta a 

ellas, el margen de libertad del legislador es limitado.  

Primero, porque la propia Constitución, en su art. 152.1, al contemplar la 

existencia de una asamblea exige que sea elegida con arreglo a un sistema proporcional 

que, además, asegure la representación de las diversas zonas del territorio, exigencia 

que sin embargo, debe ser interpretada como un mandato al legislador autonómico.  

A él le corresponde, con gran margen de discrecionalidad, establecer las 

condiciones de la proporcionalidad, excluyéndose de forma expresa la aplicación de un 

criterio mayoritario para la elección de las cámaras autonómicas (STC 197/2014). 

La limitación viene también provocada por la reserva de ley orgánica para el 

desarrollo del derecho fundamental de participación en asuntos públicos del art. 23 CE 

(art. 81.1 CE), que requiere que sea el legislador orgánico estatal el que fije las 

condiciones básicas del ejercicio del derecho al voto. 

Y finalmente, porque, además, la referencia del art. 81 CE al régimen electoral 

general ha sido interpretada por la jurisprudencia constitucional como una expresión que 

no se refería únicamente a las elecciones para las Cortes Generales, sino al conjunto 

de normas electorales válidas para la generalidad de las instituciones representativas 

del Estado y de las entidades territoriales en que se organiza: CCAA y EL. 

En estos márgenes todas las comunidades autónomas han aprobado sus 

propias leyes electorales. Cataluña es la excepción. En las leyes electorales 

autonómicas se determinan, en primer lugar, el número de diputados que integran las 

respectivas asambleas, en los márgenes fijados en los estatutos de autonomía. 

Y por lo que respecta a los elementos del régimen electoral, todas ellas han 

replicado, con pocas diferencias, el utilizado para el Congreso de los Diputados.  

- La circunscripción suele ser la provincia (o islas, Illes Baleares), aunque se 

contemplan también otras. Asturias es una agrupación de concejos, y en 

Canarias pueden ser de ámbito autonómico, insular o de ambas. 

- Los ciudadanos votan listas cerradas y bloqueadas.  

- La barrera electoral oscila entre el 3 y 6 % de los votos válidamente emitidos, 

con alguna excepción por lo que respecta a Canarias.  

- Con carácter general el reparto de escaños se realiza según la fórmula d’Hont. 

- Un caso particular lo constituyen Ceuta y Melilla. 
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1.1.2. Estatuto de los Parlamentarios 

Este estatuto se integra por un conjunto de derechos, deberes y prerrogativas 

que se adquieren una vez elegidos, pero cuyo efectivo ejercicio se condiciona a la 

adquisición plena de esta condición, sometida al acatamiento de la Constitución y del 

estatuto de autonomía.  

Los Diputados autonómicos tienen los mismos derechos y obligaciones que los 

parlamentarios estatales, así como idénticas prerrogativas: inviolabilidad, inmunidad y 

fuero, aunque con algunas particularidades por lo que se refiere a las dos últimas.  

-La inmunidad es limitada: no permite la detención del diputado, salvo en los 

supuestos de delito flagrante, pero no alcanza a exigir una autorización de la cámara 

(suplicatorio) para ser procesado. 

-En su condición de aforados concurren varios tribunales: sólo condenados y 

juzgados por el TSJ de la CA, si el delito cuya comisión se le imputa es cometido en el 

territorio de esa comunidad en la que desempeña su función representativa, y por el TS 

si ha sido cometido fuera de la CA. (Dicha condición ha sido suprimida en Canarias, 

aunque también está prevista su anulación en Murcia, Illes Baleares, La Rioja y 

Cantabria).  

Ceuta y Melilla es particular. Al coincidir la asamblea con el pleno del ayto, sus 

integrantes tienen también la condición de concejales, función a la que se asimilan más, 

tienen derechos y deberes pero no gozan de prerrogativas.  

En cuanto a la naturaleza de su mandato, los ordenamientos también 

contemplan que los diputados no están sometidos a mandato imperativo.  

 

1.1.3 Organización y funcionamiento 

 

a) organización 

Desde su perspectiva interna, los parlamentos de las CA cuentan con una estructura 

idéntica a la del CD.  

Dirección: Es asumida por un Pte., elegido por mayoría absoluta, entre los 

parlamentarios que la componen. 

Mesa: Es el órgano colegiado de gobierno. 

Junta de Portavoces: reunión de los grupos parlamentarios que constituyen la junta. 

Órganos de trabajo: El pleno y las comisiones.  

- Pleno. Reunión de todos los diputados que integran la asamblea y al que se 

atribuye el ejercicio de las funciones más importantes.  

- Comisiones. Reproducen a menor escala, la correlación de fuerzas políticas del 

pleno. Doble naturaleza en función de si son creadas al inicio de cada legislatura 

hasta su fin, o si se constituyen en algún momento de la legislatura con un 

propósito muy determinado (investigación o estudio). Entre las comisiones 

permanentes se distingue: -legislativas (intervienen en el procedimiento 

legislativo) y las que no tienen ese carácter (desempeño de otras funciones). 
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Los grupos parlamentarios o grupos políticos en las asambleas de Ceuta y 

Melilla, a los que se dota de autonomía de organización y funcionamiento interno, 

adquieren una especial relevancia en los trabajos de las cámaras. Aquellos que no 

pueden constituir un grupo parlamentario se integran en el Grupo Mixto. En algunos 

parlamentos se contempla la posibilidad de constituir subgrupos parlamentarios 

(Cataluña) o agrupaciones parlamentarias (Aragón) entre diputados pertenecientes a un 

mismo grupo.  

En algunas cámaras autonómicas existen inter grupos parlamentarios, que se 

integran por un miembro de cada grupo parlamentario de la cámara con la finalidad de 

promover estudios, relaciones de solidaridad y amistad con otros países o culturas, o 

actividades de sensibilización social en cuanto a situaciones de personas o grupos que 

requieren una especial protección. 

-Diputación Permanente: Dota de continuidad al funcionamiento de estos 

órganos representativos en los periodos de vacaciones parlamentarios o cuando las 

cámaras estén disueltas. 

b) funcionamiento 

 

Todas las cámaras trabajan en dos periodos de sesiones ordinarios:  

-septiembre a diciembre  

-febrero a junio 

La voluntad parlamentaria se expresa a través de las votaciones. El voto de los 

diputados es personal e indelegable y debe ejercerse presencialmente. Muchos 

reglamentos han permitido el voto telemático o delegación en casos de enfermedad, 

bajas, o más recientemente con el confinamiento.  

Mayoría simple u ordinaria, es la regla general para la adopción de acuerdos, 

salvo que el estatuto de autonomía o el reglamento exija una mayoría cualificada 

(absoluta o reforzada de dos tercios o dos quintos para reforma de estatutos o 

reglamento parlamentario, aprobación de leyes electorales, nombramiento de 

autoridades). 

Disolución de las asambleas: 

-Al finalizar la legislatura.  

-4 años desde su constitución. 

-Disolución anticipada, si el presidente de la Comunidad hace uso de esa 

facultad. 

-Fracaso de un proceso de investidura. 

 

1.1.4 Funciones 

 

Como órganos de función naturaleza parlamentaria, las asambleas de las 

comunidades autónomas tienen atribuida la función legislativa (aprobación de leyes). 
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En el ejercicio de esta función se contempla la participación directa de la ciudadanía a 

través de la iniciativa legislativa popular, de audiencias y comparecencias en las 

comisiones legislativas y en algunas comunidades también a través de la presentación 

de enmiendas (Andalucía, Valencia y Aragón). 

Los Parlamentos autonómicos pueden presentar iniciativas legislativas en las 

Cortes Generales, y en algunas comunidades, convalidan decretos ley (Ceuta y Melilla 

no).  

Junto a la potestad legislativa, ejercen también la función presupuestaria y la 

control político y orientación al ejecutivo de su comunidad.  

Otras atribuciones: 

-designación de Senadores. 

-elaboración y aprobación de las proposiciones de ley a través de las cuales se 

materializa la iniciativa legislativa ante las CG (-ordinaria, -reforma constitucional o – 

revisión de sus propios estatutos de autonomía). 

-solicitud al Gobierno central de la presentación de un proyecto de ley  

-interposición de recursos de inconstitucionalidad ante el TC. 

Otras funciones: 

-designación de autoridades o integrantes de órganos autonómicos (defensor del 

pueblo, tribunal de cuentas, etc). 

-ratificación de acuerdos y convenios con otras CCAA 

-proposición al Senado de 2 candidatos a magistrados del TS. 

-decisión sobre transferencia de competencias a favor de los entes locales de la 

comunidad.  

 

1.2 Presidente de la Comunidad Autónoma 

 

1.2.1 Procedimiento de designación y nombramiento 

 

A) La designación del Presidente de una CA se rige por las reglas propias del sistema 

parlamentario: no es elegido directamente por la ciudadanía, sino que es escogido por 

el parlamento autonómico a través de la investidura. (similar a la designación del 

Presidente Central, art. 99 CE). 

 

Una de esas diferencias se produce en la primera fase: en el ámbito autonómico 

no interviene el Jefe del Estado. Las consultas a las distintas formaciones políticas con 

representación parlamentaria las realiza, en nombre del Rey el Presidente de la 

Asamblea, así como la propuesta del candidato.  

El candidato, la CE exige su condición de parlamentario (art. 152.1 C.E.). 
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Formalizada la propuesta el candidato debe exponer el programa político de 

gobierno ante la asamblea, obligatoriamente de manera presencial. Este debate 

concluye con una votación.  

Confianza otorgada: 

-mayoría absoluta. 

-si no se consigue, se repite la votación, en un plazo que oscila en función de la 

CA (entre 24 y 48 horas), bastando la mayoría simple. Si aún así el candidato no 

obtuviera los votos necesarios para su investidura, el proceso vuelve a iniciarse desde 

el principio, con la realización de nuevas consultas.  

Transcurrido un plazo de 2 meses (3 en el caso de Navarra), ninguno de los 

candidatos ha conseguido la confianza de la cámara, se procederá a su disolución y la 

convocatoria de nuevas elecciones en esa CA.  

Otorgada la confianza de la cámara, el candidato es nombrado formalmente por 

el Rey como Presidente de la CA, con el refrendo del presidente del Gobierno Central – 

y no por el Pte de la A. Auto. Que es quien interviene en nombre del Rey  en dicha 

investidura. 

B) El anterior es a grandes rasgos el procedimiento seguido en todas las CA con 

algunas diferencias (formación del gobierno sin tener que convocar nuevas elecciones 

o permitir la superación de una situación bloqueo). 

Castilla – La Mancha, formación de gobierno sin tener que recurrir a nuevas 

elecciones transcurridos los 2 meses, sin que ningún candidato haya obtenido la 

confianza (nombrado el candidato del partido con mayor número de escaños). Situación 

similar en Ceuta y Melilla. 

Madrid, contempla que el Pte de la Asamblea pueda fijar la fecha para celebrar 

la sesión de investidura y obliga a que, en ella, los grupos parlamentarios expliquen su 

posición. Y es a partir de esa fecha cuando se inicia el cómputo de 2 meses para la 

disolución de la asamblea y la convocatoria de elecciones.  

Aragón y Asturias, la propuesta de candidato podría ser omitida, a efectos del 

cómputo del plazo temporal que llevaría a la disolución de la asamblea. El plazo empieza 

a contar desde que se constituyen las cámaras.  

País Vasco y Asturias, los grupos políticos con representación parlamentarios 

pueden proponer sus candidatos que expondrán sus candidatos políticos en una misma 

misión. El candidato que obtenga la mayoría absoluta o simple en una segunda votación 

es el que resultará elegido como presidente de la CA. Las cámaras se disolverán no 

obstante, si transcurridos los 2 meses, ninguno de ellos alcanzara la mayoría suficiente. 

C) La duración de su mandato se vincula a la de la legislatura.  

 

El Pte puede cesar por: 

-Pérdida de la confianza de la asamblea 

-Fallecimiento 

-Dimisión 
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-Pérdida de su condición de diputado 

-Condena penal firme que comporte la inhabilitación para el ejercicio de cargos 

públicos, y por incapacidad permanente, física o mental, que le imposibilite para el 

cargo. (Aragón y Cataluña, exigen que tal incapacidad sea reconocida por el parlamento 

e Illes Baleares debe ser reconocida, además, de forma motivada por el propio Consejo 

de Gobierno.  

NO se prevén, con carácter general, una limitación de mandatos. Algunas CCAA 

lo disponen en sus estatutos de autonomía (Castilla La Mancha  - Cataluña). En otras el 

legislador autonómico el que ha contemplado que no es posible la reelección, después 

de haber desempeñado el cargo de dos mandatos consecutivos (Extremadura, Murcia 

y Castilla y León). 

1.2.2 Funciones y atribuciones 

Según la CE el Pte. De una CA no sólo es el Jefe de Gobierno de la CA. Asume 

además, una función de representación: suprema, en relación con la CA que preside, 

pero también ordinaria respecto al Estado. 

Sus atribuciones o competencias le vienen asignadas tanto por los estatutos de 

autonomía como por las propias leyes autonómicas reguladoras del gobierno y la 

presidencia de la respectiva comunidad. 

a.- Suprema representación de la comunidad autónoma.  

1.- Simbólica (y protocolaria) y 2.- jurídico – constitucional.  

- Desde la primera, el Pte. Representa y simboliza la unidad de la CA y se 

constituye en el órgano que exterioriza la voluntad de esa comunidad en sus relaciones 

con el Estado, con otras comunidades autónomas, con otras adm públicas y en el ámbito 

internacional cuando así proceda. En cierta manera su posición se equipara a la del Jefe 

del Estado. 

- Desde la segunda, el Pte le corresponde: convocatoria de elecciones 

autonómicas, convocatoria del parlamento de la CA y su disolución, convocatoria del 

referéndum para la reforma del estatuto de autonomía, firma de convenios con el Estado 

o con otras CCAA, y la propuesta de consultas populares en la CA sobre decisiones 

políticas relativas a materias que sean competencia de esta. 

b.- Representación ordinaria del Estado en la CA. 

Las CCAA en tanto que entidades territoriales en las que se organiza el Estado 

son un parte del mismo (art. 137 CE). De ahí que el Pte de la CA, sea concebido como 

una autoridad que representa la unidad del Estado en la CA. 

En el ejercicio de dicha representación, el Pte de la CA promulga, en nombre del 

Rey, las leyes aprobadas por el parlamento, así como los decretos legislativos y 

decretos ley de la CA, y ordena su publicación en el Boletín Oficial de la CA y el Estado, 

convoca los referéndums (reforma estaturia) en territorio de la CA, ordena igualmente la 

publicación de los cargos institucionales del Estado en las comunidades autónomas y 

solicita la colaboración a las autoridades del Estado que ejerzan funciones públicas en 

territorio autonómico. 

c.- Dirección de Gobierno. 
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El Pte de la CA asume la jefatura del gobierno de su comunidad y desempeña su 

dirección. Sus atribuciones no son distintas de las de cualquier Pte del Gobierno: 

-nombra y cesa al resto de los miembros de su ejecutivo. 

-convoca los consejos de gobierno y dirige sus deliberaciones, fija las directrices de la 

acción del gobierno e impulsa, dirige y coordina su actuación. 

-organiza las consejerías en las que se estructura su gobierno, las coordina y resuelve 

los conflictos de atribuciones entre ellas. 

-puede plantear la cuestión de confianza ante la asamblea y en su caso, decidir su 

disolución anticipada. Esta última, es una facultad cuyo ejercicio – no conlleva en todas 

las comunidades acortar la duración de la legislatura. La LOREG (art. 42.3) contempla 

que aquellas CCAA cuyos presidentes no tengan expresamente atribuida por el 

ordenamiento jurídico la facultad de disolución anticipada, tienen la obligación de 

realizar sus elecciones (al mismo tiempo que las elecciones municipales) “el cuarto 

domingo de mayo del año que corresponda”, de tal manera que los mandatos de 4 años 

terminan en todo caso el día anterior al de la celebración de las siguientes elecciones.  

En el caso de Ceuta y Melilla, el Presidente que ostenta además, la condición de alcalde, 

asume también la presidencia de su asamblea.  

1.3 Gobierno 

Son los órganos superiores colegiados de dirección política y de la administración. Y 

junto con esa administración están llamados a desempeñar el poder ejecutivo de la 

comunidad.  

-Diputación Foral (Navarra) 

-Diputación General (Aragón) 

-Junta (Galicia, Extremadura y Castilla y León) 

-Consejo (Asturias, Murcia y Castilla La Mancha) 

-Consell (Comunitat Valenciana) 

 

1.3.1 Formación y composición 

Los gobiernos autonómicos se integran, como en el caso del Gobierno central 

por el Presidente y los Consejeros. El Vicepresidente (uno o varios) es potestativo y 

depende de la voluntad del presidente. La única limitación en algunas comunidades es 

la de género (Andalucía, País Vasco). En otras, se contempla que el presidente informe 

al parlamento de la conformación de su gobierno (Cantabria, Castilla y León, 

Extremadura). 

 

El Gobierno de Cataluña presenta una particularidad en su composición porque, 

junto el presidente y los consejeros, se alternan las figuras del consejero primero -

prevista expresamente en el Estatuto de autonomía – y la del Vicepresidente – de 

creación legal con posterioridad al estatuto. Uno y otro tienen idéntica naturaleza y 

similares funciones, de ahí que la propia ley evite su concurrencia. El consejero primero 
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no será titular de ningún departamento, mientras que el vicepresidente asumirá la 

titularidad del departamento que determine el presidente que lo nombra.  

Los miembros del gobierno de la CA, están sometidos a un férreo régimen de 

incompatibilidades: no pueden ejercer ninguna actividad laboral, profesional o 

empresarial. Y tienen la condición de aforados. 

El cese del gobierno se produce tras la celebración de elecciones al parlamento 

o cuando cesa su presidente. En todo caso el Gobierno continuará en funciones hasta 

la toma de posesión del nuevo, limitando su gestión al despacho ordinario de los asuntos 

de su competencia, además de facilitar la formación del gobierno que le suceda. 

 

1.3.2 Funcionamiento y funciones 

El gobierno, en tanto que órgano colegiado, actúa a través del consejo que 

integra a todos los miembros bajo la dirección y coordinación de su presidente. 

Las comisiones delegadas se configuran como un órgano de apoyo del consejo 

que prepara las decisiones que deba adoptar cuando estas afectan a varias consejerías, 

aunque también puede adoptar decisiones en ámbitos delegados. Las deliberaciones, 

tanto del consejo como de las comisiones delegadas, son secretas, pero sus acuerdos 

están sometidos a la publicidad. 

Con carácter general, desempeña las funciones de dirección política y de la 

administración y la función ejecutiva. Tiene reconocida también una importante función 

normativa que se traduce en el ejercicio de la potestad reglamentaria, iniciativa 

legislativa – reforma estatutaria – ante el parlamento autonómico y en la posibilidad de 

dictar normas con rango de fuerza de ley: los decretos legislativos y, en algunas 

comunidades autónomas, también los decretos ley.  

El gobierno es quien elabora, con carácter anual, los presupuestos de la 

comunidad y los presenta al parlamento para su aprobación por la ley. Tienen, además, 

legitimación para interponer de recursos de inconstitucionalidad y conflictos positivos de 

competencia ante el TC. 

 

1.4 Administración de las CCAA 

A pesar de no estar contemplada en el art. 152.1 CE la CE hace referencia a su 

existencia a lo largo de diversos preceptos. Todos los estatutos de autonomía, sin 

excepción, han dotado a sus respectivas comunidades de un aparato administrativo 

propio, distinto del central, pero muy similar en cuanto a su estructura y funcionamiento. 

Organización y funcionamiento; rigen los principios generales proclamados en 

los arts. 103, 105 y 106 CE, además de someterse a las bases de régimen jurídico de 

la administraciones públicas que dicte el Estado en virtud de la competencia del art. 

149.1.18 CE. 

Estructura interna; A pesar de singularidades puntuales todas ellas tienen un 

denominador común. 

Presidente, más alto nivel de la administración de la CA. 
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Consejo de Gobierno y Consejeros, cada uno de los cuales está al frente de un 

departamento o consejería.  

Consejería se estructura en: 

-servicios 

-secciones 

-negociados 

Englobables en direcciones generales. 

 

 Órganos de apoyo, asistencia o asesoramiento 

 -Secretarias generales técnicas 

 -Gabinetes de presidencia 

 -Comisiones interdepartamentales (finalidad coordinar las actuaciones de las 

diversas consejerías). 

 

Además pueden existir órganos o entes de carácter institucional que se 

adscriben a los diferentes departamentos y cuya creación aparece vinculada con la 

gestión y prestación de determinados servicios. 

Algunas CCAA, han asumido la descentralización y han creado delegaciones 

territoriales de sus gobiernos en las distintas provincias o zonas de su territorio, o incluso 

fuera de su territorio (Cataluña, País Vasco disponen con carácter permanente, de una 

delegación de sus gobiernos en Madrid). También, disponen de delegaciones ante la 

UE, con sede en Bruselas, y en diferentes Estados adjudicándoles ante la UE, con sede 

en Bruselas, y en diferentes Estados adjudicándoles, a estas últimas, funciones de 

promoción económica o cultural, además de incentivar relaciones con las instituciones 

y entidades del Estado en el que se sitúan. 

 

1.5 Relaciones entre el parlamento y el gobierno autonómico. 

 

El Gobierno de la CA responde políticamente ante el parlamento de esta misma 

comunidad. Y el parlamento puede exigir esta responsabilidad a través de instrumentos 

que, en esencia, reproducen los mecanismos a través de los cuales se ejerce el control 

político del Gobierno central por parte de las Cortes Generales, con idéntica naturaleza 

y efectos. 

Este control la acción política de gobierno puede activarse a través de diferentes 

cauces: 

-preguntas (pueden ser también propuestas por los ciudadanos en Andalucía, Aragón, 

Galicia, Murcia y Canarias). 

-interpelaciones que los diputados y grupos parlamentarios pueden realizar a todos los 

miembros del gobierno y altos cargos de la administración autonómica. 
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-comparecencias y mociones o proposiciones no de ley (pueden ser de iniciativa 

ciudadana en Aragón). 

-mociones de reprobación contra concretos miembros del gobierno. 

-comisiones de investigación para analizar una determinada actuación del ejecutivo. 

La eficacia de todos estos instrumentos se proyecta en el ámbito de la 

responsabilidad política. La singularidad la ofrece el País Vasco cuyo parlamento podrá 

exigir la responsabilidad directa del Vicepresidente o de cualquier consejero a través de 

una moción de reprobación. Si está resulta aprobada por mayoría absoluta de la cámara 

vasca, el censurado vicepresidente o consejero – deberá presentar su dimisión al 

lehendakari, quien procederá a su destitución. 

La moción de censura y la cuestión de confianza, son los mecanismos que 

permiten retirar la confianza que inicialmente ha otorgado la asamblea al presidente a 

través de la investidura.  

Moción de censura.- Iniciada por una fracción reforzada de diputados autonómicos, es 

de carácter constructivo – por lo que debe presentar un candidato alternativo a la 

presidencia de la CA que también debe tener la condición de parlamentario, y deberá 

ser aceptada por la mayoría absoluta de la cámara.  

Cuestión de confianza.- La presenta el PTE de la CA, una vez haya consultado con su 

consejero de Gobierno.  

Objeto: su programa o una declaración de política general. 

En la Comunitat Valenciana y Castilla La Mancha, se contempla la posibilidad 

que se pueda plantear una cuestión de confianza sobre un proyecto de ley, siempre y 

cuando no sea relativo a los presupuestos, legislación electoral, orgánica e institucional 

u otros que requieran una mayoría cualificada. En estos casos, la aprobación de la 

cuestión de confianza planteada por el presidente (por mayoría simple en la primera cita 

o por mayoría absoluta en la segunda) consigue también la aprobación de la ley, sin 

ulteriores discusiones parlamentarias. 

Además del control, los parlamentos de las CCAA ejercen una función de 

orientación e impulso político respecto de la acción de gobierno más allá de la que 

implícitamente se deriva de la exigencia de responsabilidad a través de los mecanismos 

ordinarios de control. Los reglamentos de las cámaras suelen canalizar el ejercicio de 

esta función a través de debates generales que suelen celebrarse anualmente en las 

asambleas, de los debates específicos o monográficos o las declaraciones 

institucionales sobre asuntos de interés general para la CA. 

 

 2. Otros órganos estatutarios  

a) Defensor del Pueblo Autonómico es una figura que se crea en las CCAA a imagen y 

semejanza de la que contempla el art. 54 CE, y que suele identificarse con otros 

nombres: 

Síndic de Greuges en Cataluña y Comunitat Valenciana. 

Sindicatura de Greuges en Illes Baleares 

Valedor do Pobo en Galicia 
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Ararteko en el País Vasco 

Procurador del Común en Castilla y León 

Personero del Común en Extremadura 

Diputado del Común en Castilla  

Justicia de Aragón 

Son comisionados de los parlamentos autonómicos para la salvaguarda y 

defensa de los derechos de los ciudadanos de la CA, aunque en algunos ordenamientos 

también tienen encomendada la tutela del ordenamiento jurídico, la defensa del estatuto 

de autonomía o la garantía de la transparencia en la acción de los poderes públicos. Su 

potestad está limitada a la supervisión de la admi de la CA. 

Tienen la obligación de dar cuenta de su gestión, con carácter anual a la 

asamblea que los designa. 

b) Consejos Consultivos. Supremo órgano consultivo de los ejecutivos autonómicos y 

los entes locales, equiparándose, desde esa perspectiva, al Consejo de Estado.  

Dictaminan sobre: 

-Anteproyectos de leyes autonómicas, proyectos de disposiciones generales, y en 

general el sometimiento de la administración autonómica y local al ordenamiento 

jurídico.  

-Dictamen previo a la interposición del recurso de inconstitucionalidad, conflictos de 

competencia y conflictos en defensa de la autonomía local que pretendan plantear los 

municipios y provincias de la CA. (Particularidad Cataluña, esta función la tienen dos 

órganos: -la Comisión Jurídica Asesora y el Consejo de Garantías Estatutarias).  

-Función de garantía de los derechos proclamados en el Estatuto de Autonomía que 

desempeña con la emisión de dictámenes sobre todos los proyectos o proposiciones de 

ley del parlamento que desarrollen o afecten a estos derechos. 

c) Tribunales de Cuentas. Órganos fiscalizadores externos de las cuentas de la CA, 

entes locales y resto del sector público. Consejos económicos y sociales, órganos 

consultivos del ejecutivo autonómico en materia económica y social, cuya finalidad 

primordial es servir de cauce de participación, colaboración y diálogo permanente de los 

agentes sociales en los asuntos socioeconómicos. 

d) Consejos de Justicia, mencionados por algunos estatutos de autonomía, como 

órgano desconcentrado del Consejo General del Poder Judicial. Desactivados por el TC. 

e) Se han ido incorporando a los textos estatutarios la previsión de órganos de 

participación de los entes locales en el proceso de adopción de decisiones normativas 

y ejecutivas de las instituciones autonómicas de autogobierno. 

Se prevén los consejos audiovisuales, en tanto que autoridad reguladora 

independiente en el ámbito de la comunicación audiovisual, pública y privada, de la CA; 

las agencias de protección de datos o los comisionados de transparencia y acceso a la 

información pública.  
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III. La financiación autonómica  

1. Regulación  

Como tantos otros temas, esta cuestión tampoco es una cuestión cerrada por el 

texto constitucional de 1978. El constituyente dispuso una serie de previsiones, 

remitiendo a su concreción a una ley orgánica (LOFCA) y a los estatutos de autonomía. 

La CE contempla dos sistemas de financiación: - uno general o común y otro especial 

(País Vasco y Navarra). 

El sistema de financiación se basa en la afirmación de algunos principios (art. 

156.1 CE) y en la enumeración de una serie de recursos propios de las CCAA (art. 157 

CE).  

Pero también se identifica como uno de los elementos característicos de la 

centralidad que asume el Estado al que corresponde la competencia exclusiva sobre la 

hacienda general (art. 149.1.14 CE), la potestad originaria para crear tributos por Ley 

(art. 133.1 CE).  

A lo anterior, se añade que también corresponde al Estado garantizar de forma 

efectiva la realización del principio de solidaridad contemplado en el art. 2 CE, velando 

por el establecimiento de un equilibrio económico adecuado y justos entre las diversas 

partes del territorio (art. 138.1 CE). 

Compete al Estado no sólo regular sus propios tributos, sino también el marco 

general del sistema tributario y la delimitación de las competencias financieras de las 

CCAA respecto de las del propio Estado. (STC 31/210). 

Y, en ese contexto, cobra un especial significado la reserva de ley orgánica (art. 

157.3 CE), de la que se deriva la habilitación del Estado para que intervenga 

unilateralmente en ese ámbito a fin de alcanzar un mínimo de homogeneización en el 

sistema de financiación autonómica. 

 

2. Principios constitucionales  

Son tres:  

a) Principio de autonomía financiera.- Instrumento básico para hacer efectivo el 

autogobierno de las CCAA. En el sistema de financiación vigente, se ha traducido como 

suficiencia de recursos, de plena disposición de medios financieros, para poder ejercer 

las competencias asumidas, y no como la capacidad de decidir sus propios recursos 

para cubrir sus necesidades financieras.  

También implica autonomía de gasto, con los límites de endeudamiento que 

derivan de la estabilidad presupuestaria (art. 135 CE y LO 2/2012 de EPSF). Vinculado 

también a a la autonomía financiera aparece la corresponsabilidad fiscal que conecta la 

suficiencia de recursos de las CCAA con la participación en los ingresos del Estado, y 

de forma fundamental con la capacidad del sistema tributario para generar un sistema 

propio de recursos como fuente principal de los ingresos de Derechos Públicos. 

b) Principio de Coordinación.- Actúa como limite a la autonomía financiera en la medida 

que impide las decisiones unilaterales de una CA que puedan incidir en el conjunto, 

condicionando a otras administraciones autonómicas y del Estado. Se concreta, sobre 
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todo, en la exigencia de coordinación entre la hacienda autonómica y la del Estado. 

LOFCA dispone la creación del Consejo de Política Fiscal y Financiera.  

c) Principio de Solidaridad.- Objetivo que los gobiernos de las CCAA puedan prestar un 

nivel similar de servicios públicos sin que ello suponga un mayor esfuerzo fiscal para 

unos ciudadanos que otros.  

Al servicio de esa efectividad se prevén mecanismos: - Fondo de Compensación 

interterritorial y las denominadas transferencias de nivelación. – Fondo de Garantía de 

servicios públicos esenciales – Fondo de Suficiencia Global, - Fondos Europeos de 

cohesión y los estructurales (Fondo de Desarrollo Regional – FEDER y Fondo Social 

Europeo).  

 

3. Regímenes de financiación 

3.1 Régimen común 

Sistema de financiación del que participan todas las CCAA, excepto Navarra y País 

Vasco. 

Particularidad en Canarias (impuestos sobre el consumo y aduanas). 

Ceuta y Melilla (inciden tanto en la imposición directa como en la exención de algunos 

impuestos sobre el consumo). 

La CE enumera un listado cerrado de recursos y remite a la LOFCA todo lo relativo a su 

contenido y el peso específico en el sistema (art. 157 CE). 

a) Tributos propios o recargos.  

-Tributos; establecidos y exigidos por las CCAA y que pueden ser de diferentes tipos: 

impuestos, tasas y contribuciones especiales. Sometidos a las limitaciones (principios 

de igualdad y territorialidad) se prohíbe la duplicidad en la imposición: no se pueden 

gravar hechos imponibles ya gravados por el Estado.  

-Recargos; testimoniales, porque al suponer la creación de un tributo sobre los tributos 

estatales susceptibles de cesión, no se han utilizado en la práctica. 

 

b) Tributos cedidos por el Estado. En la actualidad la principal fuente de financiación de 

las CCAA. Lo que se cede es su producto o recaudación. Esta cesión puede ser total 

(impuestos de sucesiones y donaciones: de patrimonio o de transmisión patrimonial y 

actos jurídicos documentales entre otros) o parcial (50 % del IRPF o del IVA). Puede 

venir acompañada de la cesión de competencias normativas (IRPF) o sin ellas (IVA). 

 

c) Transferencias a las CCAA. Persiguen que todos los ciudadanos puedan disfrutar de 

un nivel de servicios equivalentes en todas las partes del territorio, con independencia 

del nivel de riqueza de los mismos.  

d) Otros ingresos derivados de la capacidad de endeudamiento a través de las 

operaciones de crédito, rendimientos derivados del patrimonio de la CA y otro ingresos 

de Derecho Privado (ventas, alquileres, herencias) o privado (multas, sanciones o 

precios públicos). 
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3.2 El régimen especial  

Tiene su fundamento en el reconocimiento de los derechos históricos de los 

territorios forales dispuesto por la DA 1ª, que permite pacta con el Estado central las 

reglas de esta financiación a través del Concierto, en el caso de la CAPV, o del Convenio 

en la CFN, que adoptan, en ambos casos, la forma de Ley estatal aprobada por las 

CCGG. 

En este particular sistema la lógica de financiación se invierte: son estas CCAA 

las que recaudan el grueso de sus ingresos tributarios, y  en el ejercicio de su poder 

impositivos, regulan sus propios tributos y establecen un sistema tributario que ha de 

ser reflejo del estatal con el que ha de estar coordinado (STC 110/2014).  

Son los denominados tributos concertados (todos los que integran el sistema 

tributario vigente: IRPF, IVA, impuestos sobre el patrimonio; sobre sucesiones y 

donaciones, de transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentales). Y como 

compensación de los servicios generales que el Estado presta a estos territorios 

(defensa y seguridad), se debe transferir al Estado una determinada cantidad 

previamente pactada (“cupo” en el País Vasco o “aportación” en Navarra). En estos 

territorios el Estado también puede recaudar sus tributos (residuales de los concertados 

y derivados, básicamente, de los derechos de importación a los impuestos especiales.  

 

 

CAPÍTULO XIV  

LAS RELACIONES EN EL ESTADO AUTONÓMICO  

  

I. LA INORDINACIÓN DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS EN LA 

ORGANIZACIÓN ESTATAL  

La inordinación (participación de los entes territoriales en el proceso de adopción de las 

decisiones de los órganos centrales del Estado), constituye uno de los elementos consustanciales 

a la propia conformación de un Estado compuesto. El profesor García Pelayo decía en su 

trabajo “Derecho Constitucional Comparado” que “el Estado federal  no es un 

simple equilibrio entre un poder central y una pluralidad de poderes, sino una 

síntesis dialéctica entre ambos. Expresión jurídica de esta síntesis es la 

inordinación de los Estados particulares en el conjunto total”.  

La Constitución la prevé desde la dimensión institucional y la funcional (ambas presentes en el 

Senado). La segunda se facilita, esencialmente, a través de dos institutos:  

1. La iniciativa legislativa (incluida la reforma constitucional), y  

2. La legitimación de las comunidades autónomas para acceder a la jurisdicción 

constitucional que, a través del recurso de inconstitucionalidad, permite la depuración 

del ordenamiento jurisdiccional.  

Junto a estas, puede situarse la Conferencia de Presidentes de las CCAA, como órgano de 

impulso de decisiones estatales.  
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Los nuevos estatutos de autonomía incorporan en su articulado previsiones tendentes a 

reclamar la participación de la comunidad autónoma en las estructuras del Estado que 

intervienen en los diferentes procesos decisionales. Suele hacerse bien con carácter general, 

previendo esta intervención, o bien de forma precisa (Estatutos de Andalucía y Cataluña), 

identificando los órganos u organismos en los que se ha de proyectas (CGPJ, Banco de España, 

Comisión Nacional del Mercado de Valores, entre otros). Todas deben ser consideradas como la 

expresión de un propósito de colaboración en unos procesos que “no dejan de 

referirse a instituciones que, por razón de sus funciones constitucionales en la 

estructura del Estado, resultan de especial interés”. Su efe3ctividad dependerá de lo 

dispuesto por el legislador estatal en el ejercicio de sus competencias (STC 31/2010).  

1.- El Senado  

Según el art. 69.1 CE, el Senado es “la cámara de representación territorial”. Este 

se compone de los senadores elegidos por sufragio universal, por otros designados por las 

comunidades autónomas mediante asambleas legislativas o a través de su órgano colegiado 

superior: un senador por Comunidad Autónoma y otro más por cada millón de habitantes  de su 

respectivo territorio (art. 69.5 CE). La integración de las CCAA en el Senado permite una 

intervención directa en todas las funciones que esta cámara tiene encomendadas, e especial la 

legislativa y el proceso de designación de miembros de otros órganos del Estado (TC y CGPJ).  

El Senado dista mucho de ser una cámara de representación territorial. Funciona más bien como 

una cámara de acompañamiento del Congreso de los Diputados. Esta cámara ha adquirido 

notoriedad en la representación de los intereses territoriales de algunas CCAA, gracias al sistema 

de formación nacionalista que garantiza el sistema electoral vigente y a la exigencia de pactos 

de legislatura. Por ello se ha cuestionado el papel del Senado, reclamando una reforma 

constitucional o abogando por su supresión.  

Los Senadores designados por las CCAA apenas suponen algo más de 1/5 parte del total de 

senadores, que son elegidos mayoritariamente en circunscripciones provinciales. Así, el Senado 

viene a reproducir la representación política que asume constitucionalmente el Congreso de los 

Diputados. Los senadores se organizan por grupos parlamentarios que son la traducción 

parlamentaria de los partidos y formaciones políticas que se presentan ante el electorado.  

Dentro de estos grupos parlamentarios se pueden crear los denominados grupos territoriales 

(art 32 RS) con un número mínimo de tres senadores elegidos en las CCAA. Son órganos internos 

de los grupos parlamentarios que carecen de autonomía.  

Sus funciones tampoco se adecuan al objetivo de la representación territorial. A pesar de tener 

asignadas las mismas que el Congreso, éste asume un papel preponderante, relegando muchas 

veces al senado a ser una cámara de segunda lectura.  

Carece de competencias propias en relación con las CCAA, salvo por la autorización de las 

medidas coercitivas previstas en el art. 155 CE.  

  1.1. La Comisión General de las Comunidades Autónomas  

Para paliar ese déficit y evitar una reforma constitucional, en 1994 se llevó a cabo una 

modificación del Reglamento del Senado en la que se incorporó una comisión legislativa de 

carácter permanente, la Comisión General de las CCAA (arts. 55 a 56 bis 9 RS). La puesta en 

marcha de esta comisión no ha colmado las expectativas previstas.  
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Está compuesto por el doble de senadores que los que forman los demás comisiones en esta 

cámara. La designación de más miembros puede incidir negativamente en su funcionamiento 

interno, más que agilizarlo. Pero sobre todo, nace con un defecto significativo: la designación de 

sus integrantes responde a una lógica partidista y no se garantiza  que los senadores designados 

por las CCAA formen parte de la comisión. En estos casos, el RS contempla que los senadores 

“autonómicos” podrán participar en sus sesiones de voz, pero sin voto.  

Corresponde a esta comisión analizar e informar de las iniciativas de contenido autonómico que 

hayan de ser tramitadas en la cámara alta. También puede presentar proposiciones de ley que 

deberán ser tomadas en cuenta en el Senado. En sus sesiones pueden utilizarse lenguas 

cooficiales distintas del castellano. Se dispuso igualmente que, en su seno, debía celebrarse 

anualmente un debate sobre el Estado de las Autonomías, al que podrían asistir además del 

presidente del Gobierno central, los presidentes de las comunidades y ciudades autónomas para 

deliberar sobre cuestiones comunes a ellas. El debate se ha realizado muy pocas veces (en 1994, 

1997 y 2005).  

  1.2. La intervención en el procedimiento de designación de magistrados 

del Tribunal   Constitucional.  

La vigente Constitución no previó en su articulado la posibilidad de que las CCAA pudieran 

nombrar magistrados para el Tribunal Constitucional. Esto se introdujo en el año 2007 mediante 

una reforma de la LOTC (Ley Orgánica 6/2007). Con esto se perseguía materializar una 

reivindicación histórica de las CCAA y reforzar la naturaleza territorial del Senado.  

En ningún caso se reconoce la intervención directa a las comunidades en la designación de los 

magistrados, sino que su participación se incluye en el proceso de designación de magistrados 

que corresponde a la cámara alta. El TC avaló la conformidad de esta reforma ya que consideraba 

que no se desaprobaba al Senado del ejercicio material de una de sus funciones constitucionales. 

La intervención de las CCAA se basa en el momento inicial de la presentación de candidatos, los 

cuales han de cumplir el perfil contemplado en el art. 159.2 CE, aunque la elección final de los 

mismos corresponde a la cámara alta.  

Cada asamblea autonómica puede presentar un máximo de 2 candidatos, en caso de no hacer 

uso de esta facultad o si con los candidatos propuestos no se alcanzara a cubrir todos los 

puestos, la Comisión de Nombramientos del Senado podrá incluir otros candidatos de su 

elección.  

  

2. La iniciativa legislativa de las comunidades autónomas  

Las CCAA pueden solicitar al Gobierno centra la adopción de un proyecto de ley, o presentar una 

proposición de ley directamente ante las Cortes Generales. Sólo esta última opción permite una 

iniciativa legislativa propiamente dicha. La primera solo les habilita a una suerte de derecho de 

petición.  

La iniciativa legislativa de las CCAA no solo se limita a materias que pudieran afectarlas o a la 

propuesta de leyes que derivan de los arts. 149 y 150 CE, sino que también puede ejercerse para 

iniciar un procedimiento de reforma constitucional, ya sea ordinario (art. 167 CE) o agravado 

(art. 168 CE), y es la única intervención directa que las CCAA pueden tener en ese procedimiento.  

El parlamento de la comunidad autónoma debe aprobar, generalmente por mayoría absoluta, 

un texto de ley que presenta ante la Mesa del Congreso. La asamblea autonómica debe designar 
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un máximo de tres miembros encargados de la defensa de dicha proposición en la toma en 

consideración de la cámara baja. En este momento, este instrumento de participación agota su 

virtualidad, ya que una vez presentada la proposición no se garantiza su posterior tramitación, 

e incluso si se supera el filtro de la toma en consideración, tampoco queda asegurada la 

intervención de la comunidad autónoma que presenta la iniciativa legislativa en las sucesivas 

fases del procedimiento legislativo.  

3. La legitimación de las comunidades autónomas ante el Tribunal Constitucional  

La Constitución contempla la legitimación activa de las comunidades autónomas para interponer 

recursos de inconstitucionalidad y la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional la extiende a los 

procedimientos de conflictos positivos de competencias. Dejando al margen este último 

procedimiento, la legitimación activa para recurrir leyes es la que posibilita la participación de 

las comunidades autónomas en la formación de la voluntad estatal desde una perspectiva 

negativa: la depuración del ordenamiento constitucional.  

Esta legitimación (que excluye a Ceuta y Melilla) está limitada por la LOTC, que solo reconoce a 

los órganos colegiados ejecutivos y las asambleas autonómicas para impugnar “leyes, 

disposiciones o actos con fuerza de ley del Estado que no puedan afectar a su ámbito de 

autonomía”. La jurisprudencia constitucional ha difuminado la exigencia de 

afectación al ámbito de autonomía y ha acabado por admitir que la legitimación de 

los óranos autonómicos “no estaba solo al servicio de la reivindicación de una competencia, 

sino también al de la depuración del ordenamiento jurídico”, y ha mantenido el 

carácter estatal del objeto de la impugnación autonómica: las comunidades 

autónomas solo pueden recurrir leyes del Estado central, no interponer recurso de 

inconstitucionalidad contra leyes de otras CCAA, ni impugnar leyes, disposiciones o actos con 

fuerza de ley de su propia CCAA. El recurso de constitucionalidad no está previsto para la 

resolución de conflictos internos entre órganos autonómicos.  

4. La conferencia de Presidentes  

Constituye un foro de relación entre las comunidades autónomas, y entre Ceuta y Melilla y el 

Estado. En él participan los presidentes de los consejos de gobierno autonómicos, el 

alcaldepresidente de las ciudades autónomas y el presidente del Gobierno. Con sede en el 

Senado, sus acuerdos deben adoptarse por consenso y tienen la consideración 

de “compromisos políticos”.  

Tiene naturaleza estrictamente política y se encuentra regulado en la LRJSP de 2015 con el 

objeto: “en la deliberación de asuntos y la adopción de acuerdos de interés para 

el Estado y las comunidades autónomas”. En su seno se favorece la colaboración y 

resolución política de conflictos territoriales, así como  se posibilita la participación de las CCAA 

en la formación de la voluntad del Estado a través de formulación de directrices políticas o de la 

adopción de compromisos que impulsen acuerdos.  

Sus reuniones tuvieron lugar en 2004, 2005, 2007, 2009 y 2012 y, tras años sin celebrarse, fue 

nuevamente convocado en 2017. En 2020 se convirtió en un instrumento privilegiado que ha 

permito la coordinación de todos los ejecutivos, el centra y los autonómicos en la adopción de 

las medidas para hacer frente a la pandemia sanitaria provocada por la Covid-19.  
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De igual forma, la colaboración también puede establecerse a través de los convenios que 

puedan suscribirse entre el Estado y las CCAA o estas entre sí. Con relación a este último, el art 

145.2 CE establece que deberá comunicarse a las Cortes Generales la celebración de convenios 

para gestión y prestación de servicios propios cuando sean de contenido fundamentalmente 

administrativos. Para los demás supuestos, de mayor importancia, los acuerdos de cooperación 

necesitarán la autorización de las Cortes Generales.  

  1.1. Las conferencias sectoriales  

Son órganos multilaterales de dimensión vertical a través de los que se canaliza la cooperación 

en un determinado ámbito material.  

 Integrantes: El ministro del gobierno competente por razón de la materia y los 

consejeros de los gobiernos de las CCAA y de Ceuta y Melilla del mismo ramo o sector, 

y presidida por el ministro estatal al que le corresponde también su convocatoria. Esta 

puede ser instada también por 1/3 parte de los consejeros autonómicos.  

 Funciones: Son de naturaleza consultiva, especialmente con relación a los 

anteproyectos de leyes y los proyectos de reglamentos del Gobierno central y/o de las 

CCAA cuando afectan competencialmente a las otras administraciones públicas o así 

esté previsto en la normativa sectorial aplicable. Pueden decidir sobre planes 

específicos de cooperación entre CCAA y, por último, puede ser cauces para la 

coordinación de la actuación conjunta entre el Estado y las CCAA en un determinado 

ámbito y para el intercambio de información sobre las actuaciones que pueden afectar 

al resto de administraciones implicadas.  

 Toma de decisiones: Se adoptan formalmente mediante acuerdos de compromisos 

de actuación de las competencias respectivas. Son vinculantes para las partes que los 

adoptan y su contenido puede ser exigible ante la jurisdicción contencioso-

administrativa para quienes lo hayan votado a favor.  

En España no se han adoptado las conferencias sectoriales horizontales, pero existen otros 

sistemas descentralizados europeos, como Alemania y Austria, donde el mecanismo de 

cooperación multilateral horizontal funciona a modo de reunión periódica de los consejeros de 

los gobiernos para tratar asuntos comunes. El representante del Estado central solo es 

convocado cuando en ellas se traten cuestiones en las que está implicada la Federación.  

  1.2. Las comisiones bilaterales de cooperación  

Son órganos de cooperación general, composición paritaria y naturaleza bilateral. Integrados 

por un número igual de representantes del ejecutivo central y del de la comunidad o ciudad 

autónoma. Tras la reforma de la LOTC del año 2000, adquirió mayor relevancia 

“constitucional” y se insertan como un trámite de conciliación previo a la interposición de un 

recurso de inconstitucionalidad.  

Los estatutos de autonomía de nueva generación las incluyen en su articulado dotándolas del 

rango normativo propio de una norma casi constitucional. Se le atribuyen funciones 

deliberativas y de propuesta en relación con proyectos de ley o la programación de la política 

económica general del Gobierno central que afecten singularmente a la distribución de 

competencias entre el Estado y la comunidad autónoma, a los intereses de la última, al 

seguimiento de la política europea o a la acción exterior estatal que afecte a sus competencias.   

www.derecho-uned.com



DERECHO CONSTITUCIONAL III (Resumen 2020-2021*Telegram*  
 

147 
 

Se reguló posteriormente en la LRJSP confirmando esta configuración como órganos 

permanentes de cooperación de carácter general, otorgando a los acuerdos que se adopten en 

su seno naturaleza vinculante.  En estos casos, su cumplimento puede ser exigido ante la 

jurisdicción contencioso-administrativo.  

  

2. La colaboración en ámbitos específicos  

  2.1. En los asuntos relacionados con la UE  

Las relaciones entre el Estado y las CCAA en asuntos competentes a las UE se canalizan a través 

de la Conferencia sectorial para asuntos relacionados con las Comunidades Europeas creada a 

instancias del Ministerio de Administraciones Públicas, en 1988. A finales de los 90’s se 

le doró de cobertura normativa mediante la Ley 2/1997, por las que se regula la CARCE. En 

2010 pasó a llamarse CARUE.  

La CARUE funciona como órgano de impulso y seguimiento de la cooperación en materia 

europea y no solo informa a las CCAA del desarrollo del proceso de integración, sino que también 

se articulan mecanismos para hacer efectiva la participación autonómica en la formación de la 

voluntad del Estado  y se adoptan acuerdos horizontales en los que se fija el procedimiento de 

actuación. Funciona como una conferencia transversal que asume funciones generales de 

dirección respecto del resto de conferencias sectoriales a las que corresponde la adopción de 

acuerdos importantes para la integración de las CCAA en el proceso decisional del Estado ante 

la UE, especialmente en la fase ascendente.  

Actualmente las CCAA pueden intervenir directamente en el proceso decisional europeo a través 

del representante de los gobiernos autonómicos, de asignación rotacional. Además, el 

representante podrá solicitar el uso de la palabra al jefe de la delegación si se debaten 

cuestiones que afecten a competencias autonómicas y existe posición común que expresar.  

Este órgano multilateral no obstaculiza las relaciones bilaterales entre el Estado y las CCAA. En 

este sentido abundan las previsiones en los nuevos estatutos de autonomía. Algunos de ellos 

dedican títulos específicos a las relaciones de la comunidad con la Unión Europea y se aborda la 

participación de la comunidad tanto en el proceso de adopción de decisiones estatales, como 

en ámbitos más concretos. Esta intervención requiere de una concreta acción del Estado.  

Las CCAA han procurado otras vías para tratar de influir en las políticas europeas y tener 

presencia diferenciada del Estado. Todas ellas disponen de delegaciones en Bruselas, avaladas 

por el TC y reconocidas en los estatutos de autonomía.  

  2.2. En materia fiscal y financiera  

Las relaciones entre el Estado y las CCAA sometidas al régimen común de financiación se 

articulan a través de un órgano multilateral de naturaleza sectorial previsto en la LOFCA: el 

Consejo de Política Fiscal y Financiera.  

 Composición: Ministros de Hacienda y de las Administraciones Públicas y consejeros 

competentes en la materia de las CCAA y de Ceuta y Melilla.  

 Funciones: Entre las principales está la de coordinar la política presupuestaria de las 

CCAA con la del Estado; valorar los criterios de distribución de los recursos del Fondo de 

Compensación; adoptar o revisar los criterios de cálculo de los costos de servicios 
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transferidos a las CCAA; coordinación de la política de endeudamiento de acuerdo con 

las exigencias de la estabilidad presupuestaria; y, en general coordinar la actividad 

financiera de las CCAA y de la Hacienda del Estado que la requiera.  

Los nuevos estatutos de autonomía han reforzado esa colaboración desde una perspectiva 

bilateral, previendo la existencia de una Comisión Mixta para asuntos económicos y fiscales, de 

composición paritaria. Esta comisión concreta, aplica, actualiza y hace el seguimiento del 

sistema de financiación y canalización del conjunto de relaciones fiscales y financieras de la 

comunidad autónoma y el Estado. El TC avaló su constitucionalidad al entender 

que “las decisiones que afecten a la suficiencia financiera de todas las CCAA han de ser 

tomadas en el seno de órganos multilaterales, aunque ello no impide la actuación específica y 

complementaria de los órganos bilaterales de cooperación” (STC 31/2010).  

  

III. CONTROL Y CONFLICTOS  

Un Estado descentralizado exige que se prevean mecanismos de control y vías para la solución 

de conflictos que pueden darse.  

a) El constituyente español no previó instrumentos de control político sobre la actuación 

de las comunidades autónomas. No lo es el delegado del gobierno que establece el art. 

154 CE, cuta existencia venía constitucionalmente justificada en el control de la 

actividad regional que estaban llamados a desempeñar. El único supuesto en el que se 

admite un control “político” es el contemplado en el art. 153.b) CE, que permite 

al Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, controlar únicamente el ejercicio 

de funciones delegadas por una ley orgánica elaborada y aprobada por las Cortes 

Generales (art. 150.2 CE).  

b) El resto de los controles a los que hace referencia la Constitución son de legalidad 

(jurisdicción ordinaria y TC), o de carácter económico-presupuestario (Tribunal de 

Cuentas). De estos, el TC es el que se ha erigido en el árbitro neutral llamado a dirimir 

conflictos entre las entidades territoriales a través de procedimientos como los 

conflictos de competencias, recurso de inconstitucionalidad y el contemplado en el 

art.161.2 CE.  

c) Y, al margen de la vía jurisdiccional, cuando no haya sido posible la resolución del 

conflicto por los cauces anteriores, pueden activarse las previsiones del art. 155 CE.  

  

1. Procedimientos de resolución de conflictos ante el Tribunal Constitucional.  

La utilización de diferentes procedimientos depende del rango de la norma que provoca la 

discrepancia.  
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la disposición, resolución o acto recurrido durante un período máximo de 5 meses que el 

Tribunal podrá mantener o dejar sin efecto en el caso de que en ese plazo no  haya dictado 

sentencia.  

  1.2. Conflictos positivos de competencias  

Procedimiento a través del cual se resuelve el conflicto de que dos más entes territoriales se 

consideren competentes sobre una misma materia. Objeto: disposiciones, resoluciones y actos 

emanados del Estado o de las CCAA que no tengan rango de ley. Pueden plantearse entre el 

Estado y las CCAA o entre estas entre sí. La legitimación les corresponde a los ejecutivos, el 

central y los de las CCAA (art. 61.1 LOTC).  

El Gobierno central tiene la posibilidad de optar entre plantear el procedimiento ante el TC 

cuando tiene conocimiento del acto de la comunidad autónoma que invade sus competencias 

o hacer un requerimiento al ejecutivo autonómico para que rectifique su actitud. Las CCAA 

siempre deben realizar el requerimiento al Gobierno central o de la comunidad autónoma, 

según el caso. El Estado tiene siempre la posibilidad de invocar el art. 161.2 CE y conseguir la 

suspensión automática de la vigencia de la disposición, resolución o acto autonómico 

impugnado durante cinco meses. Las CCAA pueden solicitar motivadamente la suspensión del 

acto o disposición recurrida, pero es potestad del Tribunal decidir sobre la misma.  

La sentencia del conflicto positivo declara quién es el titular de la competencia, pudiendo 

anular el acto o la disposición viciados de incompetencia.  

  

  1.3. Conflicto negativo de competencias  

Este procedimiento se plantea cuando ninguno de los órganos se declara competente para 

actuar. Es muy poco utilizado y en la mayoría de los casos en los que se ha planteado, el 

Tribunal ha rechazado su admisión a trámite. Lo interponen los ciudadanos y el Gobierno 

central (NO las CCAA).  

  1.4. Recurso de inconstitucionalidad  

A través de este procedimiento, puede sustanciarse un conflicto positivo de competencias 

cuando este tiene su origen en una norma con rango de ley. A diferencia del conflicto positivo, 

este recurso solo permite resolver conflictos competenciales entre el Estado y las CCAA y no 

entre estas últimas entre sí. Se mantienen las restricciones con las que el art. 32.2 LOTC acoge 

la legitimación autonómica para impugnar la constitucionalidad de una norma con rango de 

ley: las CCAA solo pueden recurrir leyes del Estado, no de otras CAA.  

Plazo de interposición: 3 meses, ampliable si en ese tiempo se cumple con un trámite de 

conciliación previa: la reunión de una comisión bilateral de cooperación entre la 

Administración General del Estado y la de la comunidad autónoma. Deben adoptarse 

negociaciones que pudiera llevar a la resolución extrajudicial del conflicto.   

Con carácter general la admisión a trámite de un recurso de inconstitucionalidad no suspende 

la vigencia ni la aplicación de la ley impugnada. Si quien interpone el recurso es el presidente 

del Gobierno y en su demanda invoca el art. 162.1 CE, se produce la suspensión de la vigencia 

y aplicación de la ley autonómica recurrida. En caso contrario. El Tribunal no podrá decidir 

sobre esta petición, porque esta posibilidad no está prevista para los procedimientos de 

control abstracto de las leyes.  
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La sentencia se pronunciará sobre la conformidad o no a la Constitución de la ley impugnada y 

servirá para avalar o rechazar la titularidad de la competencia controvertida de quien la haya 

adoptado.  

  

2. La ejecución forzosa  

La aplicación de las previsiones del art. 155 CE depende de 2 circunstancias que actúan como 

su presupuesto habilitante. La primera es la existencia de un incumplimiento por parte de una 

comunidad autónoma de las “obligaciones que la Constitución u otras leyes le 

interpongan”, independientemente que la infracción se realice por acción u omisión. La 

segunda es que haya una actuación de la comunidad autónoma “que atente 

gravemente el interés general de España”.  

En ambos casos, o cuando concurran a la vez, el Gobierno iniciará el procedimiento mediante 

requerimiento al presidente de la comunidad autónoma en el que le inste, en un determinado 

plazo, a cumplir con las obligaciones que le impone el OJ. Si no es atendido, solicitará 

autorización al Senado para adoptar las medidas que considere necesarias, tanto para obligar 

al cumplimento como para proteger el interés general.  

El Senado remitirá a la Comisión General de las CCAA la solicitud del Gobierno, y volverá a 

requerir al presidente de la comunidad autónoma para que “en el plazo que 

se fije, renta cuantos antecedentes, datos y alegaciones considere pertinentes”. El 

pleno del Senado debatirá la propuesta y la someterá a votación en la que se deberá 

conseguir el voto a favor de la mayoría absoluta de senadores.  

Según la Constitución, en su aplicación el Gobierno de Estado “podrá dar 

instrucciones a todas las autoridades de las CCAA”. Estas medidas deben ser 

finalistas y dirigidas a remediar la conducta de una comunidad autónoma, mediante 

actos o disposiciones formales que pongan de manifiesto la grave alteración jurídica e 

institucional en parte del territorio nacional. SON medidas provisionales que se agotarán una 

vez se haya conseguido el propósito y no provocan ni la suspensión ni la disolución de la 

autonomía.  

Este mecanismo solo se ha utilizado en dos ocasiones en más de 4 décadas de vigencia de la 

Constitución. El más reciente ha sido en octubre de 2017 para hacer frente al denominado 

proceso de autodeterminación y secesión de Cataluña.  
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CAPÍTULO XV  

EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL  

  

PRESENTACIÓN  

El Tribunal Constitucional, intérprete supremo de la Constitución y órgano 

específicamente encargado de su defensa jurídica, es objeto de regulación en el 

penúltimo de los títulos del texto constitucional, el último dedicado a las instituciones 

constitucionales (Título IX: Del Tribunal Constitucional). Con la regulación de este órgano 

capital, enmarcado en el modelo europeo de justicia constitucional, cierra la norma 

suprema el edificio constitucional.  

  

Siete artículos componen este título (arts. 159 a 165) y se aborda en ellos, 

sustancialmente, la composición, organización y competencias del Tribunal. También se 

contiene allí una remisión a una ley orgánica para que regule el funcionamiento del 

Tribunal, el estatuto de sus miembros y el procedimiento y las condiciones para el ejercicio 

de sus competencias; tal ley orgánica lúe aprobada tempranamente [Ley Orgánica 2/1979, 

del Tribunal Constitucional (LOTC)].  

  

Es un órgano constitucional independiente de los demás órganos constitucionales. 

Despliega una intensa actividad jurisdiccional, pero no está integrado en el Poder Judicial. 

La propia Constitución, al regular el Poder Judicial, señala con claridad que el Tribunal 

Supremo «es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo lo dispuesto en 

materia de garantías constitucionales» (art. 123 CE).  

  

Así mismo, le corresponde custodiar que la actuación de los poderes constituidos no 

traspase los límites y las competencias dispuestas por el poder constituyente en la 

Constitución (STC 76/1983). El constituyente le atribuyó el control de constitucionalidad 

de las leyes y de las disposiciones normativas con rango de ley, la protección de los 

derechos y libertades fundamentales a través del recurso de amparo y la resolución de 

conflictos de competencia en el seno de una estructura territorial descentralizada. Y fuera 

del Título IX recogió la competencia del Tribunal en el control previo de tratados 

internacionales, para examinar ex ante su conformidad con la Constitución (art. 95 CE). 

Pero habilitó también la posibilidad de incorporar otras nuevas competencias a través de 

leyes orgánicas. Y, así, la LOTC incorporó ya inicialmente nuevas competencias, como el 

recurso previo de inconstitucionalidad contra leyes orgánicas, derogado con posterioridad 

(1985) y recuperado de nuevo en 2015, aunque parcialmente, para el control previo de 

los estatutos de autonomía.  

  

  

I. LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL  

El Tribunal Constitucional es un órgano que se identifica con el ejercicio de una 

determinada función: la jurisdicción constitucional. Por eso, para identificar 

correctamente la posición de este órgano entre los poderes del Estado hay que comenzar 
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explicando la función específica que se le encomienda y las competencias concretas que 

esta comprende.  

  

1. Alcance  

  

A) Las constituciones pretenden que se sometan a ellas todos los poderes del Estado; 

también el legislador parlamentario. Y, para garantizar tal supremacía, es necesario 

atribuir a los jueces el poder de controlar la constitucionalidad de las leyes. En ello consiste 

básicamente la jurisdicción constitucional.  

  

En Estados Unidos, desde la Sentencia del Tribunal Supremo en 1803 en el caso Marbury 

contra Madison, se considera que cualquier juez debe aplicar la Constitución por encima 

de las leyes; y, en consecuencia, que debe inaplicar las leyes que contradigan la 

Constitución. Se habla así, de una jurisdicción constitucional difusa.  

  

En la Europa del constitucionalismo decimonónico, sin embargo, se consideraba que el 

juez estaba rígidamente sometido a la ley, y que esta expresaba la voluntad soberana del 

Estado. La ley no estaba sometida a la Constitución.  

  

Esta situación solo fue superada a partir de la construcción teórica de Kelsen, el jurista 

que introdujo en la Constitución austriaca de 1920 un sistema de jurisdicción 

constitucional concentrada. Para él, la validez de cada norma se funda en el hecho de 

haber sido aprobada de acuerdo con las prescripciones de una norma superior, encargada 

de determinar el órgano competente para aprobar las normas de rango inferior y el 

procedimiento necesario para hacerlo. Y propuso que, para comprobar si la ley había sido 

verdaderamente aprobada de acuerdo con la Constitución, se creara un tribunal especial, 

el Tribunal Constitucional, que operaba como una especie de «legislador negativo», capaz 

de «desaprobar» la ley inconstitucional, garantizando la supremacía de la Constitución.   

  

Inicialmente eran muy pocos los sujeto legitimados para solicitar ese control, para más 

tarde introducir la constitución austriaca la posibilidad de que también los jueces 

ordinarios, si consideraban que la ley que debían aplicar al caso era inconstitucional, 

pidieran al Tribunal Constitucional que se pronunciara, para evitar su aplicación.   

  

  

  

  

El Tribunal Constitucional español se inserta en este modelo de jurisdicción 

constitucional concentrada, que con diversas variantes se ha ido implantando 

progresivamente en Europa a partir de la Segunda Guerra Mundial, empezando por Italia 

(1948) y Alemania (1949). Conforme a ese modelo, a los magistrados de estos tribunales 

se les exige cualificación jurídica y se les dota de garantías de independencia; pero son 

seleccionados por órganos políticos. Históricamente, se pretendía formar un tribunal que 

ofreciese garantías de que realmente aseguraría la supremacía de la Constitución; pero 
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también se evitaba así conceder a los tribunales ordinarios el poder de inaplicar las leyes, 

que les permitiría enfrentarse a la autoridad del legislador democrático.   

  
B) Un segundo ámbito de actuación de la jurisdicción constitucional está, en la 

resolución judicial de las disputas entre poderes territoriales. En los Estados 
compuestos, en efecto, corresponde a la Constitución distribuir las competencias de 
actuación entre los poderes centrales y los de los distintos territorios. Las disputas al 
respecto se pueden afrontar políticamente; pero, si la Constitución tiene la pretensión de 
operar como norma jurídica, ello implica atribuir a los tribunales el poder de resolver tales 
conflictos de competencias. En España se atribuye al Tribunal Constitucional la resolución 
de los conflictos de competencia entre el Estado y las comunidades autónomas y de estas 
entre sí.  

  
C) Por último, hay que recordar que la Constitución no solo opera como límite para 

la actuación del legislador o como regla de distribución territorial del poder; también 
incorpora derechos fundamentales que pueden ser directamente invocados por los 
ciudadanos. Alemania por ejemplo atribuyó al Tribunal  
Constitucional una competencia específica para la tutela de los derechos fundamentales: 

el recurso de amparo.   

  

  

2. Competencias del Tribunal Constitucional  

  

2.1. La garantía de la Constitución  
  

Las competencias del Tribunal Constitucional se dividen en tres grandes bloques: el 

control de constitucionalidad de las leyes y de las normas con rango de ley, la resolución 

de conflictos en el ámbito de la organización del Estado y la garantía de los derechos 

fundamentales.  

  

a) Es el único órgano jurisdiccional que puede constatar formalmente la 

inconstitucionalidad de las leyes  

parlamentarias y de algunas otras fuentes del derecho que tienen el mismo rango que las 

leyes.   

  

Consecuencia de ello es porque se corresponde, en su estructura básica, con el llamado 

modelo europeocontinental o kelseniano de jurisdicción constitucional concentrada. Esta 

función solo puede desempeñarla a instancia de alguno de los sujetos legitimados para 

plantear el correspondiente recurso de inconstitucionalidad. Sus sentencias tienen 

efectos generales; cuando declaran tal inconstitucionalidad implican, de ordinario, que la 

norma se considera nula y queda fuera del ordenamiento jurídico, aunque en 

determinados supuestos los efectos temporales de esa declaración pueden ser matizados 

por el propio Tribunal. La declaración de inconstitucionalidad puede basarse en el 

desajuste entre la ley y las reglas de competencia y procedimiento incorporadas a la 

Constitución, pero también en la falta de respeto a sus contenidos sustantivos.  

  

A diferencia de lo que ocurre en los sistemas de jurisdicción constitucional difusa, 

los jueces ordinarios, no pueden decidir por sí mismos la inaplicación de las leyes que 
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consideren inconstitucionales a los casos concretos que deben resolver. Esto no supone 

que los jueces ordinarios deban aplicar tales leyes, ya que si consideran que una ley 

aplicable al caso y de cuya validez dependa el fallo es contraria a la Constitución, lo que 

deben hacer es plantear al Tribunal Constitucional la correspondiente cuestión de 

inconstitucionalidad. Tras la elevación de esta cuestión al Tribunal Constitucional será este 

quien decida si la ley es o no inconstitucional; si lo es, lo declarará con efectos generales, 

pero si no lo es, el juez ordinario que planteó la cuestión procederá a su aplicación.   

  
b) El Tribunal Constitucional es competente para resolver conflictos sobre el 

reparto de poder que hace la Constitución. En concreto, resuelve los conflictos de 
competencia entre el Estado y las comunidades autónomas, ya sean positivos o negativos, 
los conflictos de atribuciones entre órganos y los conflictos en defensa de la autonomía 
local. Es garante, de la división del poder, tanto territorial como funcional; eje de equilibrio 
del sistema de poderes.  

  

En este marco, han sido los conflictos positivos de competencia entre el Estado y 

las comunidades autónomas los que han tenido una mayor relevancia. Este tipo de 

conflictos son planteados por los respectivos gobiernos (del Estado o de la comunidad 

autónoma), impugnando actos ajenos que la parte recurrente entiende que se 

corresponden con competencias propias o que interfieren con el ejercicio de las mismas.   

  

Los conflictos negativos de competencia entre el Estado y las comunidades 

autónomas han sido intrascendentes. En este segundo caso ninguno de los dos actores 

ejerce esa competencia; estos pueden ser planteados bien por un particular para que 

determine cuál de los dos, Estado o comunidad autónoma es competente para dictar una 

determinada resolución.    

      

  
c) La lesión de determinados derechos reconocidos en la Constitución puede 

permitir la interposición de un recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional por 

parte de los particulares (personas legitimación físicas o jurídicas); lo pueden por 
instar también, en los mismos casos, como legitimación institucional el Ministerio Fiscal y 
el Defensor del Pueblo. Sin embargo, al ser los primeros garantes de los derechos los 
jueces y tribunales ordinarios, este recurso tiene un carácter subsidiario; solo puede 
presentarse tras haber agotado todos los medios posibles de tutela que aquellos ofrecen.  

  

Puede solicitarse frente a las actuaciones de los poderes públicos que pudieran 

haberlos infringido. Si bien no puede solicitarse contra actos de los particulares, el 

Tribunal Constitucional ha entendido que, cuando los poderes públicos no han 

reaccionado debidamente frente a la lesión de los derechos cometida por un particular, 

en realidad han descuidado su deber de proteger los derechos fundamentales, y entonces 

imputa la lesión del derecho violado a los propios poderes públicos, en particular al juez 

que no lo ha tutelado debidamente. El Tribunal Constitucional ejerce mediante este 

recurso un control final sobre el respeto a los derechos fundamentales por parte de la 

administración y de los jueces. Nos encontramos ante un instrumento extraordinario de 

protección de derechos, pero también ante un instrumento de defensa objetiva de la 

Constitución que los consagra.   
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El recurso de amparo no puede ser interpuesto frente a leyes o normas con rango de 

ley; pero sí resulta posible hacerlo frente a sus actos de aplicación. En el supuesto de que 

el Tribunal entendiera que el recurso de amparo debe ser estimado porque es la ley 

aplicada en ese caso la que lesiona los derechos fundamentales, el propio Tribunal se debe 

plantear la llamada autocuestión de inconstitucionalidad, pudiendo declarar la 

inconstitucionalidad de la ley.   

  

  

2.2. La interpretación de la Constitución.   
    

A) Todos los poderes públicos que actúan atendiendo a los mandatos de la 
Constitución han de interpretarla; lo mismo ocurre con los ciudadanos que ejercen los 
derechos reconocidos en ella. Häberle habla, en este sentido, de una sociedad abierta de 
intérpretes de la Constitución». Cada uno de los diversos actores propone. a través de su 
actividad práctica de aplicación de las normas constitucionales, su propia interpretación 
de las mismas; «quien Vive la norma. colabora en su interpretación». Pero el Tribunal 
Constitucional tiene, en este ámbito, una posición peculiar.  

  

En virtud de sus competencias, decide, por ejemplo, si una concreta norma legal es 

compatible con la Constitución, si una determinada resolución judicial comporta la lesión 

de un derecho fundamental o si la competencia en una específica materia corresponde al 

Estado o a una comunidad autónoma. La respuesta a esas cuestiones sirve además de 

precedente para casos ulteriores más o menos similares. Pero las resoluciones del 

Tribunal Constitucional tienen además relevancia mucho más allá del concreto caso 

resuelto: no afectan solo a los asuntos enjuiciados, sino que conforman, con alcance 

general y de forma estable, el parámetro constitucional desde el que los enjuicia.  

  

Sus resoluciones, en efecto, descansan sobre la interpretación de la Constitución, que es 

la que le permite resolver el caso concreto que le ha sido planteado. Y esa interpretación 

de la Constitución se incorpora de manera estable al contenido de la norma 

constitucional, y de ese modo se impone al resto de los intérpretes. El art. 5.1 LOPJ indica 

a los jueces y tribunales que apliquen «los preceptos y principios constitucionales 

conforme a la interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por 

el Tribunal Constitucional en todo tipo de procesos»; y el propio Tribunal Constitucional 

da relevancia, en la admisión de los recursos de amparo, a este deber de acatar su doctrina 

que tienen los jueces ordinarios (STC 155/2009).   

  

Por ese motivo, el Tribunal Constitucional, formula sus argumentaciones frecuentemente 

en abstracto, desvinculadas de los problemas específicos planteados en el proceso 

concreto. Tales formulaciones generales se reiteran luego en múltiples resoluciones 

posteriores, aunque los casos particulares que afronten puedan ser completamente 

dispares. Y, así, con la abundante jurisprudencia, se afianza como «doctrina consolidada» 

una determinada interpretación de los preceptos constitucionales, que ofrece un perfil 

específico de su trascendencia, de su sentido y de sus implicaciones.  

  
B) El Tribunal Constitucional interpreta la Constitución desde su posición de órgano 

jurisdiccional, y, por tanto, dentro de los cauces generales de la interpretación jurídica. 
Pero la por lo que respecta a su interpretación se toman en cuenta ciertos principios 
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específicos. Entre ellos, el principio de corrección funcional, que exige al Tribunal 
Constitucional que tenga en cuenta no cualquier significado posible del texto 
constitucional, sino precisamente el que mejor se adecúa al ejercicio de su ámbito 
concreto de competencias, para que los demás actores del proceso político tengan a su 
vez espacio suficiente para ejercer las suyas. En ese sentido, se suele considerar que el 
Tribunal Constitucional tiene la función de actualizar el significado de un texto normativo 
adoptado en el pasado para hacer frente al control de decisiones que responden a 
circunstancias históricas cambiantes. Es lo que se conoce como interpretación evolutiva 
de la Constitución.  

  
  
  
  

  

II. CARACTERIZACIÓN DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL  

  

1. Antecedentes: el Tribunal de Garantías Constitucionales y los debates 

constituyentes  

  
A) La Constitución española de 1931 recogió la primera experiencia de justicia 

constitucional en nuestro país con la creación del Tribunal de Garantías constitucionales. 
Se adoptó un sistema concentrado de control de constitucionalidad, tras los precedentes 
de Checoslovaquia y Austria (1920) que en buena medida le sirvieron de inspiración.   

  

Al Tribunal de Garantías Constitucionales se le asignó el conocimiento del recurso de 

inconstitucionalidad de las leyes, del recurso de amparo de garantías individuales, de los 

conflictos de competencia legislativa y conflictos entre el Estado y las regiones autónomas 

o de estas entre sí, del examen y aprobación de los poderes de los compromisarios que 

junto con las Cortes elegían al presidente de la República, así como del examen de la 

responsabilidad criminal del jefe del Estado, del presidente del Consejo y de los ministros, 

del presidente y magistrados del Tribunal Supremo o del fiscal de la República.  

  

Una cierta desconfianza de algunos sectores en la nueva institución, llevó a un retraso 

considerable en la aprobación de su ley reguladora (junio de 1933). Además, tras un 

intenso debate parlamentario, se recogió en dicha ley una disposición final que 

exceptuaba del recurso de inconstitucionalidad todas las leyes aprobadas hasta ese 

momento por las Cortes desde su constitución en 1931, con lo que se impidió así el control 

de leyes de gran relevancia aprobadas en ese periodo de dos años. Resultando un Tribunal 

que no desarrolló toda su potencialidad, teniendo una actividad muy limitada.  

  

B) El constituyente de 1978 tuvo muy presente el precedente del Tribunal de 
Garantías Constitucionales a la hora de decidir el diseño del actual Tribunal Constitucional, 
así como también el modelo de dos tribunales constitucionales nacidos en la inmediata 
posguerra: el Tribunal Constitucional Federal alemán y la Corte Constitucional italiana.  

  

Los debates constituyentes para la adopción de un modelo de jurisdicción 

constitucional concentrada fueron pacíficos entre las diferentes fuerzas políticas y su 
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posterior desarrollo normativo se realizó muy tempranamente. Para el profesor Alzaga, 

el decantamiento por un modelo de justicia constitucional de jurisdicción concentrada se 

hizo sin debate «como quien asume una evidencia». Al poco de aprobarse el texto 

constitucional, Eduardo García de Enterría señalaba que el lema del Tribunal 

Constitucional era probablemente el tema central de la Constitución y en el que la misma 

se jugaba sus posibilidades y su futuro.  

  

El constituyente no diseñó «un modelo cerrado de jurisdicción constitucional, 

petrificado y congelado en el tiempo, e incompatible el carácter evolutivo del Derecho, 

sino que dejó al legislador orgánico su determinación última» (STC 188/2016). De esta 

manera, el legislador dispone en su actuación de una libertad de configuración, aunque 

no resulta completa al existir límites materiales y formales que tienen su origen no solo 

en los preceptos que integran el Título IX de la Constitución, sino en una interpretación 

sistemática de todo el texto constitucional; es por ello que examinar la constitucionalidad 

de la Ley que regula el Tribunal Constitucional obliga a este a «extremar las 

consideraciones institucionales y funcionales que siempre acompañan al control del 

legislador democrático» (STC 49/2008).  

  

  

2. Marco constitucional y legal  

  

Regulado en el Título IX del texto constitucional (arts. 159 a 165), la ley que debía 

desarrollar tales preceptos fue aprobada pocos meses después (LOTC 2/1979). Ello 

permitió que la constitución definitiva de este órgano se realizase en julio de 1980, una 

vez pudieron ser nombrados los últimos dos magistrados del Tribunal Constitucional, los 

propuestos por el Consejo General del Poder Judicial, dictándose la primera de sus 

sentencias en enero de 1981.   

  

La LOTC ha sido modificada en diferentes ocasiones (diez reformas hasta la fecha), 

ampliándose su abanico competencial y reconfigurándose también en cuestiones muy 

relevantes de funcionamiento y tramitación. Algunas de estas reformas han sido objeto 

de recursos de inconstitucionalidad ante el Alto Tribunal, aunque todos ellos fueron 

desestimados. La reforma más destacada fue la aprobada en 2007 (Ley Orgánica 6/2007), 

que supuso una objetivación del recurso de amparo, consecuencia de la situación de cuasi 

colapso en que se encontraba el Tribunal Constitucional debido al ingente número de 

recursos presentados anualmente. Especialmente debatida fue la última de las reformas, 

aprobada en octubre de 2015, que le atribuyó competencias para permitir el 

cumplimiento efectivo de sus resoluciones como garantía del Estado de Derecho, entre 

las que se cuenta la posible imposición de multas coercitivas o la suspensión temporal en 

sus funciones a las autoridades o empleados de la administración que fueran responsables 

de dicho incumplimiento (Ley Orgánica 15/2015). Esta reforma fue provocada en buena 

parte por la denominada «cuestión catalana», que tuvo su punto más álgido en 2017 con 

la celebración de un referéndum de autodeterminación y que derivó en la aplicación por 

primera vez en nuestra historia del art. 155 CE. Con ese mismo conflicto como telón de 

fondo y causa de la reforma (introducida por Ley Orgánica 12/2015), ese mismo año se 
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recuperó el recurso previo de inconstitucionalidad para los proyectos de estatuto de 

autonomía y sus propuestas de reforma.  

  

  

3. Órgano jurisdiccional al margen del Poder Judicial  

  

El Tribunal Constitucional ejerce funciones jurisdiccionales, pero no está integrado 

en el Poder Judicial.   

  

Sus funciones jurisdiccionales le permiten, dentro de su ámbito de competencias, resolver 

de manera definitiva, con la autoridad del Estado y exclusivamente mediante la aplicación 

del Derecho, los conflictos que le plantean los sujetos con legitimación para hacerlo.   

  

Pero la aplicación del Derecho no es un proceso puramente mecánico. Las opciones 

valorativas de quien tiene la competencia para decidir pueden llevar, dentro de ciertos 

límites, a soluciones diferentes igualmente defendibles. Así, la Constitución, limita y 

orienta la actividad de los poderes públicos precisamente a través de normas con una 

elevada carga y susceptibles de ser interpretadas en sentidos muy diversos.   

  

  

4. Órgano autónomo  

  

El Tribunal Constitucional es un órgano autónomo, que acumula funciones 

jurisdiccionales y de autogobierno. Al no formar parte del Poder Judicial no queda sujeto 

a las potestades de organización y disciplina que ejerce el Consejo General del Poder 

Judicial sobre el funcionamiento de los tribunales ordinarios.   

  

Estas funciones se ejercen habitualmente por el pleno del Tribunal, que a tales efectos 

funciona como pleno gubernativo, y se encarga de funciones de gobierno y administración 

como son, entre otras, aprobar el proyecto de presupuesto del Tribunal, establecer la 

plantilla del personal o elegir y remover al secretario general del mismo. También el 

presidente y el vicepresidente tienen funciones en este ámbito.  

  

En materia de gobierno interno operan también la Junta de Gobierno y la Secretaría 

General. La Junta de Gobierno es un órgano compuesto por presidente, vicepresidente, 

dos magistrados y el secretario general, que asiste con voz, pero sin voto a las reuniones 

y actúa en ellas como secretario: tiene competencias en materia de personal o gestión 

presupuestaria. El secretario general es elegido por el pleno entre los letrados del 

Tribunal; tiene, entre otras competencias, las de dirigir y coordinar los servicios del 

Tribunal y la jefatura del personal, ayudar al presidente en la preparación de la 

programación jurisdiccional, recopilar, clasificar y publicar la doctrina constitucional y 

preparar, ejecutar y liquidar el presupuesto del Tribunal.  
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El Tribunal también dispone de autonomía reglamentaria para regular su 

funcionamiento y organización, así como el régimen de su personal y servicios. En ejercicio 

de esa autonomía el Tribunal, en pleno, puede aprobar el correspondiente reglamento, 

que es publicados en el BOE. El vigente Reglamento de organización y personal fue 

aprobado en 1990, habiendo sido modificado en diferentes ocasiones, la última en julio 

de 2018. Junto a él conviene citar también, por su relevancia, determinados acuerdos del 

pleno. como el que rige el funcionamiento del Tribunal durante el periodo de vacaciones, 

el de asistencia jurídica gratuita o el de tramitación de los recursos de amparo electoral.  

  

  

5. Órgano supremo  

A) Nos encontramos ante el órgano jurisdiccional superior en materia de 

garantías constitucionales; para el resto de órdenes el órgano jurisdiccional superior es 
el Tribunal Supremo (art. 123 CE). Tribunal Constitucional y Poder Judicial, en palabras de 
Tomás y Valiente, tienen una colaboración funcional pese a su separación orgánica, 
dentro de su defensa diferente, aunque convergente, de la Constitución.  

  

El Tribunal Constitucional es el intérprete supremo de la Constitución y sus resoluciones 

tienen una fuerza peculiar: «Todos los poderes públicos están obligados al cumplimiento 

de lo que el Tribunal Constitucional resuelva» (art. 87.1 LOTC). Le corresponde, afirmar el 

principio de constitucionalidad, entendido como vinculación a la constitución de todos los 

poderes públicos» (STC 1/1981).  

  
B) Sin embargo, ciertos fenómenos perjudican el prestigio del Tribunal 

Constitucional, por ejemplo, el manejo, de los tiempos de decisión en el seno de la 
institución, que acelera o retrasa los procesos en función de criterios poco claros de 
oportunidad. Todo ello debilita su autoridad, que se fundamenta en la convicción 
generalizada de que actúa como un órgano jurisdiccional cualificado e independiente. 
Cuando tal déficit de autoridad ha quedado en evidencia, por ejemplo, porque una 
autoridad declara no acatar una de sus resoluciones, se ha intentado compensar ese 
déficit mediante reformas legislativas que han ampliado las potestades del Tribunal.   

  

En relación con el Poder Judicial, esta posición se concretaba originariamente en el 

art. 4 LOTC, que establecía que no cabe promover cuestión de jurisdicción competencial 

ante el Tribunal Constitucional y que este apreciará, a oficio o a instancia de parte, su falta 

de jurisdicción o de competencia. En 2007 la LOTC fue reformada para incluir que el 

Tribunal será quien delimite el ámbito de su jurisdicción, pudiendo adoptar todas aquellas 

medidas que pudieran precisarse para ampararla «incluyendo la declaración de nulidad 

de aquellos actos o resoluciones que la menoscaben», y, de forma particular, subrayaba 

que sus resoluciones «no podrán ser enjuiciadas por ningún órgano jurisdiccional del 

Estado».   

  

  

  

C) La Constitución no establece ninguna previsión respecto de la ejecución de las 
resoluciones del Tribunal Constitucional. Por su parte, la LOTC, en versión original, solo 
estableció que el Tribunal podría disponer bien en la sentencia, bien en la resolución o en 
actos posteriores, «quién ha de ejecutarla, así como «resolver las incidencias de la 
ejecución» 92 LOTC). La reforma de la LOTC de 2007 transformó su capacidad de 
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ejecución, añadiendo la posibilidad de que el Tribunal Constitucional declare la nulidad de 
aquellas resoluciones de otros órganos judiciales que contravengan las dictadas por él, 
con ocasión de su ejecución, previa audiencia del Ministerio Fiscal y del orden 
jurisdiccional que las dictó (Ley Orgánica 6/2007).  

  

En 2015, después de que las autoridades de la Comunidad Autónoma de Cataluña 

proclamaran su desacato a ciertas resoluciones que bloqueaban su voluntad de abrir un 

proceso independentista, se produjo una nueva reforma de la LOTC (Ley Orgánica 

15/2015). En ella se estableció el carácter supletorio de los preceptos de la Ley de la 

Jurisdicción Contencioso-Administrativa para garantizar la ejecución de las resoluciones 

del Tribunal Constitucional. En esta reforma se establecieron también previsiones sobre 

posibles notificaciones de resoluciones a autoridades o empleados públicos, demandas 

de colaboración a cualquier administración o poder público —que habrán de prestarla con 

carácter preferente y urgente—, imposición de multas coactivas o incluso la suspensión 

de esas mismas autoridades o empleados responsables del incumplimiento.   

  

La reforma suscitó debates acerca de si algunas medidas suponían una desnaturalización 

del modelo de jurisdicción constitucional; el Tribunal Constitucional se pronunció sobre 

ello señalando, que la ausencia de previsiones constitucionales no implica en modo alguno 

un «desapoderamiento» al Tribunal de la potestad de ejecutar y velar por el cumplimiento 

de sus resoluciones, que su configuración como un verdadero órgano jurisdiccional lleva 

a postular «la titularidad de una de las potestades en que el ejercicio de la jurisdicción 

consiste, cual es la de la ejecución de sus resoluciones, pues quien juzga ha de tener la 

potestad de obligar al cumplimiento de sus decisiones». Y añade que, «si ello no fuera así, 

el Tribunal, único en su orden, carecería de una de las notas esenciales del ejercicio de la 

función jurisdiccional y con ello de la potestad necesaria para garantizar la supremacía de 

la Constitución (art. 9.1 CE), en tanto que supremo intérprete y garante último de la misma 

(art. 1.1 LOTC».  

  

  

III. COMPOSICIÓN  

  

La designación de los magistrados del Tribunal Constitucional es un proceso en el 

que participan los poderes tradicionales del Estado: las Cámaras parlamentarias que 

ejercen la potestad legislativa del Estado, el Gobierno la nación y el órgano de gobierno 

del Poder Judicial, aunque con un claro predominio de los magistrados propuestos desde 

sede parlamentaria.   

  

  

1. Sistema de elección de los magistrados  

  

El Tribunal Constitucional se compone de doce miembros que son nombrados por 

el rey a propuesta del Congreso de los Diputados, Senado, Gobierno y Consejo 

General del Poder Judicial. Entre las dos cámaras se proponen ocho miembros, cuatro 

cada una, mientras que tanto el Gobierno como el Consejo General del Poder Judicial 
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proponen dos (art. 159.1 CE). El nombramiento por parte del rey es un acto debido, que 

toma la forma de real decreto.   

  
a) Para la propuesta que ha de llevarse a cabo en las dos cámaras como en el 

Consejo General del Poder Judicial se exige una mayoría cualificada: tres quintas partes 
de sus miembros. La previsión de estas mayorías se estableció de forma expresa en la 
Constitución para el Congreso y el Senado, pero no para el Consejo General del Poder 
Judicial; la LOPJ, optó por exigir la misma mayoría.  

  

Tales mayorías pretenden evitar las sospechas de que el ejercicio de la función 

jurisdiccional por parte del Tribunal Constitucional queda condicionada por los 

alineamientos políticos, procurando que las propuestas de magistrados gocen del mayor 

consenso posible. El nombramiento de los primeros magistrados del Tribunal 

Constitucional, en 1980, se produjo con amplio consenso acerca de la excelencia de los 

juristas propuestos. Pero, entretanto, ha ido cambiando la manera de seleccionar a los 

candidatos a magistrados. En la elección de los magistrados del Tribunal Constitucional 

que corresponde proponer a las cámaras parlamentarias se ha consolidado la práctica de 

que los partidos que suman la correspondiente mayoría no consensuan nombres 

concretos, sino el reparto del número de candidatos que cada uno ha de proponer, y, de 

este modo, cada grupo hace llegar al Tribunal Constitucional personalidades afines, que 

algunas veces han planteado incluso problemas de idoneidad para el cargo.   

  
b) Es preciso destacar que en el caso de los magistrados propuestos por el Senado 

la propuesta debe hacerse sobre los candidatos presentados a esta cámara por parte de 
las asambleas legislativas de las comunidades autónomas. Esta exigencia se incorporó en 
la reforma de la LOTC de 2007 con el objeto de conectar este nombramiento con la propia 
caracterización del Senado como cámara de representación territorial (art. 69 CE). Cada 
asamblea puede proponer hasta dos candidatos y en el caso de que no se hubieran 
presentado en plazo candidaturas suficientes, la Comisión de Nombramientos del Senado 
podrá incorporar candidatos adicionales antes de elevar la lista al Pleno.   

  

Los candidatos a proponer tanto por el Congreso como por el Senado deben 

comparecer previamente ante la comisión correspondiente de la respectiva cámara, 

permitiendo una valoración de sus méritos, así como la consecución de una mayor 

transparencia en el proceso de nombramiento.  

  

  

2. Requisitos  

  

Para ser elegido magistrado (art. 159.2 CE) se precisan únicamente tres requisitos que no 

son especialmente onerosos, siendo dos de ellos claramente objetivos, pues hacen 

referencia al desempeño de una profesión durante un periodo de tiempo 

predeterminado. Pueden ser así elegidos como miembros del Tribunal Constitucional: 

magistrados, fiscales, profesores de universidad, funcionarios públicos o abogados, con 

más de quince años de ejercicio profesional o en activo en la respectiva función, y 

juristas, todos ellos de «reconocida competencia».   
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a) Por lo que se refiere a la extracción profesional, en los primeros nombramientos 
del Tribunal la composición estaba mayoritariamente orientada hacia miembros 
procedentes del ámbito académico (nueve profesores y tres magistrados); pero en los 
últimos años el porcentaje de jueces de carrera ha ido in crescendo, hasta alcanzarse un 
cierto equilibrio. Este hecho también se ha puesto de manifiesto respecto de la 
presidencia del Alto Tribunal.   

  
b) El punto relativo a los años de ejercicio profesional o en activo ha generado en 

ocasiones ciertos debates e incluso ha llevado a descartar candidatos, al entenderse, por 
ejemplo, que no debe computarse a un magistrado el tiempo que haya podido estar como 
vocal del Consejo General Judicial, por no ser una posición asimilable al servicio activo en 
las funciones jurisdiccionales. Tampoco se exigen, como en otros ordenamientos, edades 
mínimas de acceso al cargo o límites de edad llegada la cual cesan en el mismo.  

  
c) Lo decisivo es, en cualquier caso, que sean juristas, pues el Tribunal 

Constitucional ejerce una función jurisdiccional; pero, asimismo, de reconocida 
competencia, y aquí nos encontramos ante un concepto jurídico indeterminado, que 
conlleva un margen de discrecionalidad, sobre una cierta imagen pública del candidato, y 
que se concretará por la decisión del órgano proponente. Si bien puede ser controlado 
por el pleno del Tribunal Constitucional al verificar el cumplimiento de los requisitos (no 
pudiendo elevarse la propuesta al rey en caso de una valoración negativa), lo cierto es que 
parece complejo imaginar un posicionamiento contrario al del órgano del que procede la 
propuesta.  
  

  

3. Mandato  

  

Los magistrados ejercen su mandato durante un periodo de nueve años (art. 159.3 CE). 

Se pretende de esta forma garantizar una mayor independencia en su actuación, porque 

un mandato prolongado aleja a los magistrados del órgano que los propuso, y también 

favorecer una cierta estabilidad en su jurisprudencia. Este periodo es el más dilatado de 

todos los mandatos de las altas magistraturas del Estado, aunque sin convertirse en un 

cargo vitalicio como ocurre con los miembros del Tribunal Supremo de Estados Unidos.  

  

Para reforzar la independencia de los magistrados, la Constitución establece la 

imposibilidad de renovación inmediata en el cargo. Solo ha habido un caso en el que un 

magistrado, tras haber dejado el puesto para pasar a presidir el Consejo General del Poder 

Judicial, volvió a ser propuesto para el cargo de magistrado tras finalizar este otro 

mandato, precisamente por el órgano que había dejado de presidir.  

  

La renovación de los magistrados se realiza de forma periódica; cada tres años se renueva 

un tercio de los magistrados del Tribunal, esto es, cuatro de los doce. A estos efectos, los 

propuestos por el Gobierno y por el Consejo General del Poder Judicial se agrupan en una 

misma terna de renovación, al sumar sus propuestas cuatro magistrados. La LOTC prevé 

que, antes de los cuatro meses previos a la finalización de los mandatos, el presidente del 

Tribunal Constitucional solicite a los presidentes de los órganos que deben hacer las 

propuestas que inicien el procedimiento para ello. Esta renovación parcial y escalonada 

pretende evitar que la composición del Tribunal Constitucional quede vinculada a las 

mayorías políticas de cada momento.  

www.derecho-uned.com



DERECHO CONSTITUCIONAL III (Resumen 2020-2021*Telegram*  
 

164 
 

  

Las vacantes, por fallecimiento o por otras causas, son cubiertas por el mismo órgano 

que había propuesto al magistrado que dejó el Tribunal. Pero el nuevo magistrado se 

integra en la terna correspondiente y no se altera el ritmo de las periódicas renovaciones. 

Eso significa que su mandato no es ya de nueve años, sino más breve; cuando resulta 

inferior a tres años se exceptúa la regla que impide la reelección inmediata, de modo que 

el magistrado correspondiente pueda mantenerse en el cargo.   

  

En supuestos de renovación tardía se produce una prorrogatio de funciones de los 

magistrados y, a la par, se reduce el tiempo de mandato de los nuevos magistrados 

designados. Una reforma de la LOTC llevó a establecer también la prórroga automática 

del mandato de presidente y vicepresidente si al término del mismo no se hubiera 

producido la correspondiente renovación de la cuota de magistrados, prórroga que 

finalizará al producirse de forma efectiva esa renovación y la toma de posesión de los 

nuevos magistrados. Esta prórroga ope legis fue objeto de un recurso de 

inconstitucionalidad que [ue desestimado (STC 49/2008).  

  

  

  

4. Estatuto e incompatibilidades  

  

Los magistrados son independientes e inamovibles en el ejercicio de su mandato. No 

pueden ser destituidos o suspendidos salvo por las causas tasadas previstas en la LOTC. 

Disfrutan de la prerrogativa de inviolabilidad, en tanto que no pueden ser perseguidos por 

las opiniones expresadas en el ejercicio de sus funciones, debiendo ejercer las mismas con 

imparcialidad. Disponen asimismo de fuero especial para la exigencia de su 

responsabilidad criminal: la Sala de lo penal del Tribunal Supremo.  

  

Cesan por la expiración del plazo de su nombramiento (supuesto más habitual) o por 

renuncia aceptada por el presidente del Tribunal. En estos dos casos y en el de 

fallecimiento, el cese o la vacante se decreta por el presidente. También cesan por incurrir 

en alguna causa de incapacidad de las previstas para los miembros del Poder Judicial, por 

incompatibilidad sobrevenida, por no atender los deberes del cargo, por violar la reserva 

propia de su función o por haber sido declarado responsable civilmente por dolo o 

condenado por delito doloso o por culpa grave. En estos otros supuestos el Tribunal en 

pleno decide sobre los mismos, bien por mayoría simple (pava la incapacidad o 

incompatibilidad), bien por mayoría cualificada de tres cuartas partes de sus miembros 

(pava el resto de supuestos). Esta misma mayoría cualificada se aplica a la posible 

suspensión de los magistrados en el caso de procesamiento o mientras se resuelve la 

concurrencia de causas de cese.  

  

El régimen de incompatibilidades de los magistrados del Tribunal Constitucional es 

prácticamente idéntico al de los miembros del Poder Judicial. Difieren, por ejemplo, en el 

punto de la posibilidad de pertenencia, o no, a partidos políticos, ya que, si bien la LOPJ 

impide que los jueces y magistrados estén afiliados a partidos políticos, el constituyente 
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solo vedó para los magistrados del Tribunal Constitucional el desempeño de funciones 

directivas en un partido político. El propio Tribunal Constitucional, emitió una nota 

informativa destacando que la mera afiliación a un partido es un derecho del que no están 

privados los magistrados constitucionales. Por lo demás, si concurren causas de 

incompatibilidad en los candidatos propuestos para ser magistrados del Tribunal 

Constitucional, estos deben cesar en el cargo antes de tomar posesión.  

  

Tras dejar el Tribunal Constitucional, los magistrados eméritos no podrán actuar como 

abogados ante el mismo, De igual forma, tras el cese tendrán derecho (en el caso de haber 

desempeñado el cargo al menos tres años) a una remuneración de transición por un año.  

    

  

IV. ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO  

  

A) El Tribunal Constitucional, para el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, puede 

actuar en pleno, salas o secciones. El Pleno lo integran la totalidad de los magistrados; las 

dos salas tienen seis miembros cada una, y hay cuatro secciones, dos dentro de cada sala, 

con tres miembros cada una. El presidente del Tribunal Constitucional será a la vez 

presidente de la sala primera, y el vicepresidente preside la segunda.  

  
a) El pleno tiene una amplia relación de competencias jurisdiccionales y no 

jurisdiccionales, entre las primeras destaca el control de constitucionalidad de las leyes y 
disposiciones con valor de ley a través del recurso de inconstitucionalidad (si los recursos 
de inconstitucionalidad son de mera aplicación de doctrina, puede ser atribuida su 
resolución a las salas, señalando la doctrina que debe aplicarse) o de la cuestión de 
constitucionalidad (en este segundo caso, solo las que se reserve para sí, mientras que las 
demás corresponderán a las salas), así como los conflictos constitucionales de 
competencia. Otras competencias jurisdiccionales del pleno, como puede ser el control 
previo de constitucionalidad de los tratados internacionales o los conflictos entre órganos 
constitucionales, son de muy escaso número; hasta la fecha se han requerido dos 
declaraciones y se han resuelto cinco conflictos entre órganos constitucionales.  

  

Entre las competencias no jurisdiccionales del pleno, y también de forma ejemplificativa, le 
corresponde aprobar y modificar los reglamentos del Tribunal, verificar el cumplimiento de los 
requisitos exigidos para el nombramiento de magistrado o resolver la eventual recusación de 
los magistrados.  

  
b) Las salas conocerán aquellos asuntos que no sean de competencia del pleno. 

Entre sus atribuciones destaca la resolución de los recursos de amparo, aunque también 
pueden conocer de ellos las secciones. Como hemos visto, el pleno puede trasladarle el 
conocimiento de recursos de inconstitucionalidad en determinados supuestos o delegarle 
también la resolución de conflictos de competencia o en defensa de la autonomía local. 
Por otro lado, en el supuesto de que cualquiera de las salas considerara necesario 
apartarse de la doctrina sentada por el Tribunal, la cuestión se someterá a la decisión del 
pleno. Los asuntos serán distribuidos entre las salas conforme un turno establecido por el 
pleno.  

  
c) Las secciones se encargan del despacho ordinario y la decisión o propuesta, en 

función de lo que proceda, de admisibilidad o inadmisibilidad de procesos 
constitucionales. Ejercen, por tanto, una función de filtro que verifica el cumplimiento de 
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los requisitos procesales más elementales que deben cumplir las demandas que llegan al 
Tribunal. También pueden conocer y resolver aquellos asuntos de amparo que les 
encargue la sala correspondiente.  

  

  

  
B) El presidente del Tribunal Constitucional, que asume la representación del 

Tribunal, es elegido en votación secreta por el pleno del propio Tribunal, en un sistema de 
cooptación entre sus magistrados: son estos quienes deciden quién de ellos presidirá la 
institución. La experiencia de estas cuatro décadas de funcionamiento del Alto Tribunal 
muestra la importancia de la personalidad de quien encarna la del mismo y la relevancia 
de su auctoritas para un mejor entendimiento entre el conjunto de los magistrados.  

  

Para su elección resulta necesaria la obtención del de la mayoría absoluta de los 

magistrados en primera votación o el mayor número de votos en el caso de ser 

necesaria una segunda. Se prevén reglas de desempate para el hipotético caso de que 

varios magistrados hubieran obtenido el mismo número de votos y, repetida la votación, 

el empate siguiera produciéndose incluso en una tercera votación: el empate se resuelve 

en beneficio del magistrado de mayor antigüedad en el cargo o, en caso de igual 

antigüedad favor del de mayor edad. El mismo procedimiento se sigue para la elección del 

vicepresidente.  

  

Su mandato es de tres años, aunque puede ser reelegido para otro periodo. En cuanto a 

la prórroga de sus funciones ante el bloqueo político en la renovación de los magistrados 

correspondientes, ese posible bloqueo supone la aplicación de la disposición de la LOTC 

(reformada a esos efectos en 2007), que establece, como hemos apuntado, que el 

mandato de tres años de presidencia y vicepresidencia queda prorrogado hasta el 

momento de la efectiva renovación y toma de posesión de los nuevos magistrados.  

  
C) Las resoluciones del Tribunal Constitucional pueden adoptar diferentes formas. 

Así, la decisión de los procesos constitucionales se producirá en forma de sentencia, 
aunque las decisiones de inadmisión inicial, o sobre el desistimiento o la caducidad de la 
acción tomarán, en general, la forma de auto; el resto de resoluciones, en función del 
contenido y la motivación exigida, tomarán la forma de auto o de providencia (art. 86 
LOTC). Por lo que hace referencia al control previo de tratados internacionales la forma 
será la de declaración.  

  

La propia Constitución (art. 164 CE) estableció que las sentencias del Tribunal 

Constitucional deben publicarse en el Boletín Oficial del Estado (la LOTC habilita que el 

Tribunal pueda ordenar también la publicación de los autos cuando lo estime 

conveniente). Asimismo, indica que tienen el valor de cosa juzgada a partir del día 

siguiente de su publicación, no cabiendo recurso alguno contra ellas. La naturaleza 

diferente de los diversos procesos constitucionales provoca un alcance desigual de efectos 

del fallo.  

  

Las resoluciones tienen un plazo previsto para ser emitidas, pero lo cierto es que suele ser 

incumplido. Séneca decía que nada se parece tanto a la injusticia como la justicia tardía. 

Este axioma es aplicable a todos los casos, aunque tiene especial aplicación en materia de 

www.derecho-uned.com



DERECHO CONSTITUCIONAL III (Resumen 2020-2021*Telegram*  
 

167 
 

protección de los derechos fundamentales. El elevado número de recursos de amparo 

presentados genera una carga de trabajo que lastra la capacidad del Tribunal, aunque, en 

ocasiones, la dilación ad infinitum en la solución de un caso ha venido generada más por 

la carga política o social del caso o incluso por la composición del Tribunal.   

  

Cabe apuntar que el Tribunal Constitucional siempre ha prestado especial atención 

no solo a la estructura sino también al estilo de sus resoluciones. Ya al comienzo de su 

andadura aprobó sendos acuerdos la redacción y sobre la forma y publicación de las 

sentencias. Adoptando en febrero de 2019, unas nuevas normas de estilo para la 

redacción de sus resoluciones, como «instrumento para propiciar el uso de un lenguaje 

jurisdiccional claro y sencillo, que evite lo artificioso». La motivación de las resoluciones 

del Tribunal resulta trascendental y de mayor relevancia y densidad doctrinal que en la 

jurisdicción ordinaria, donde se acostumbran resoluciones más conas.   

  
D) Para la adopción de las decisiones se requiere la presencia de dos tercios de los 

miembros del órgano competente; en el caso de las secciones, si hubiera discrepancia 
entre los dos miembros presentes, se precisará la asistencia de los tres miembros que la 
componen. De cara a la votación, corno regla general y salvo para los supuestos que 
preceptivamente se exija una mayoría cualificada, las decisiones se acordarán por mayoría 
simple de los miembros. En la práctica, el primero en votar será el ponente que se ha 
encargado de preparar el borrador de la correspondiente resolución, y luego a 
continuación los diferentes magistrados, por orden inverso al de su antigüedad, siendo el 
último en votar quien presida el pleno, sala o sección.  

  

En caso de empate será dirimente el voto del presidente. Precisamente la opción 

finalmente elegida por el constituyente de un número par de magistrados lleva a atribuir 

este «voto de calidad» al presidente (art. 90 LOTC). Este voto de calidad, que puede 

colocar al presidente del Tribunal o de la Sala en una delicada posición, era hasta aquel 

momento una figura desconocida en las normas reguladoras de las resoluciones judiciales. 

Cabe apuntar que, en la jurisdicción ordinaria, la LOPJ establece que, frente a una 

situación de empate, la resolución deberá votarse nuevamente; y, en el caso de no 

resolverse, deberá hacerse con una nueva vista y un incremento en el número de 

magistrados, creando así la conocida como sala de discordia.  

  
E) Los magistrados pueden emitir votos particulares, discrepantes o 

concurrentes, frente a las resoluciones dictadas por el Tribunal Constitucional. Los votos 
discrepantes son aquellos que difieren de la resolución en la fundamentación y fallo, 
mientras que los concurrentes, son los que, compartiendo el fallo, discrepan de algún 
elemento de la fundamentación. Esto resulta posible siempre que haya sido defendida 
dicha postura particular durante la deliberación, como momento fundamental de la 
exposición y acercamiento de criterios. Estos votos particulares se incorporan a la misma 
resolución.   

  

  

EPÍLOGO  

  

Hemos visto que el Tribunal Constitucional es el intérprete supremo de la 

Constitución; intérprete, pero no legislador (STC 5/1981) siendo únicamente posible 
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 El presidente del Gobierno de España. Suele centrarse en normas autonómicas por 

motivos competenciales. Será representado por la Abogacía del Estado.  

 El Defensor del Pueblo. Puede interponer recurso cuando se vulnere cualquier precepto 

constitucional, no sólo los derechos fundamentales.  

 50 diputados o 50 senadores. Legitimándoles se protege a las minorías y les da la 

posibilidad de impugnar leyes aprobadas por la mayoría parlamentaria o por el Gobierno 

o las CCAA.  

Los 50 diputados o senadores no tienen por qué ser del mismo grupo 

parlamentario, y pueden impulsar el recurso una vez disueltas las cámaras, para poder 

cuestionar la inconstitucionalidad de las leyes aprobadas justo antes de la disolución.  

 Los órganos colegiados ejecutivos y las Asambleas de las CCAA. Sólo podrá recurrir 

normas estatales que incidan en sus intereses, en defensa de su autonomía.   

3. Objeto  

 Son objeto del recurso de inconstitucionalidad las leyes y disposiciones normativas con 

fuerza de ley:  

 Leyes orgánicas del Estado  

 Estatutos de Autonomía  

 Leyes ordinarias estatales y autonómicas  

 Normas con fuerza de ley   

 Actos con fuerza de ley  

 Reglamentos parlamentarios estatales y autonómicas  

 Tratados internacionales  

 Todas deben estar vigentes en el momento en el que se interpone y se resuelve el recurso  

4. Parámetro  

  Las normas que el TC toma como referencia para determinar la inconstitucionalidad de 

una norma son:  

 La Constitución por ser norma suprema.  

 Normas del bloque de la constitucionalidad. Completan y concretan las disposiciones 

de la CE:  

→ Estatutos de Autonomía  

→ Leyes del art. 150 CE  

→ Leyes de delimitación competencial entre Estado y CCAA  

→ Leyes orgánicas  

→ Leyes de bases estatales Ley que delega en el Gobierno la facultad de aprobar un texto 

articulado con rango de ley para la regulación de una materia reservada a la ley.  

→ Leyes de delegación. Ley orgánica por la que el Estado transfiere a las CCAA facultades 

correspondientes a una materia de titularidad estatal.  

La Constitución o cualquiera de las normas integrantes del bloque de la 

constitucionalidad deben haber sido realmente vulneradas. La disposición impugnada puede 

tener:  

 Un vicio material: contradice disposiciones de fondo de la Constitución o del bloque de 

la constitucionalidad.  
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 Un  vicio  procedimental.  Debe  tener  una  relevancia 

 suficiente  para  provocar  la inconstitucionalidad.  

 Un vicio competencial: infringe las normas de reparto de competencias.  

5. Plazo y procedimiento  

 El plazo para interponer recurso es de tres meses a contar desde la publicación de la norma 

impugnada en el BOE o el Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma.  

  Hay una excepción por la que el plazo se puede ampliar a 9 meses siempre que:  

 Los recurrentes sean el presidente del Gobierno o los órganos colegiados ejecutivos de 

las comunidades autónomas.  

 Se reúna una comisión bilateral de cooperación administración estatal-administración 

autonómica.  

 Se acuerde iniciar negociaciones.  

 Se comunique este acuerdo al TC en los tres meses siguientes a la publicación de la 

norma.  

Se trata de intentar resolver el asunto evitando que llegue al TC. Si las negociaciones 

no llegan a buen término, se interpone el recurso.  

 El procedimiento se inicia presentando una demanda donde se concrete quién interpone el 

recurso, quién lo representa, qué norma se impugna, qué norma se vulnera y por qué. El 

Tribunal sólo podrá pronunciarse sobre los preceptos recurridos y otros por relación de 

conexión o consecuencia de la misma ley. En cambio, la decisión la puede apoyar en motivos 

distintos a los alegados siempre que lo comunique y dé audiencia a los comparecidos.  

 Una sección del Tribunal Constitucional comprueba si se han cumplido los requisitos 

mencionados. De ser así, se admite a trámite. De no ser así, y los defectos no se subsanan o 

son insubsanables, se inadmite.  

 La interposición del recurso y su admisión a trámite no tiene efectos sobre la norma 

impugnada debido a su presunción de legitimidad constitucional. Seguirá aplicándose hasta 

que el TC se pronuncie. Pero si la norma es autonómica, el Gobierno puede invocar el art. 

161.2 CE, por lo que quedaría suspendida su vigencia desde la fecha de interposición de la 

demanda para las partes y desde que se publica su admisión a trámite y suspensión en el BOE 

para terceros. En este caso el TC tiene un plazo máximo de cinco meses para ratificar o 

levantar la suspensión. Es el Gobierno el que debe justificar las razones que aconsejan 

mantener la suspensión.  

 Admitido el recurso, el TC lo traslada al Congreso, al Senado, al Gobierno y, si la norma es 

autonómica, al ejecutivo y parlamento de esa comunidad, para que se personen y realicen 

alegaciones en quince días. Tras las alegaciones, el TC dicta sentencia en un plazo de diez 

días, prorrogable hasta los treinta.  

6. Sentencia  

 Las sentencias son dictadas por el pleno del TC, excepto en los procedimientos de “mera 

aplicación de doctrina”, en los que se pronuncian las salas.  

  Las sentencias serán estimatorias o desestimatorias. También pueden ser resueltos 

mediante:  
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 Sentencias interpretativas. Se conserva la norma, pero señala cómo hay que 

interpretarla.  

 Sentencias manipulativas. Alteran el significado de la norma, por ejemplo, declarando 

inconstitucional sólo parte de la norma (alguna palabra).  

 Sentencias aditivas. Añaden a la norma algún contenido para salvar su 

constitucionalidad.  Apelativas: llaman al legislador a cambiar la norma contraria a la 

Constitución.  

Los efectos que producen las sentencias son varios. El art. 39 LOTC vincula 

inconstitucionalidad y nulidad. La inconstitucionalidad con nulidad genera efectos 

retroactivos al momento de aprobación de la norma, aunque no se aplica esta retroactividad 

ante los actos administrativos firmes o las sentencias con fuerza de cosas juzgada, a no ser 

que sean procesos sancionadores penales o contenciosoadministrativos en los que la nulidad 

suponga una reducción de la pena o sanción o una exclusión, exención o limitación de la 

responsabilidad.  

El Tribunal Constitucional no siempre une la inconstitucionalidad con la nulidad, 

determinando en sentencia el alcance en cada caso.   

Las sentencias tienen efecto de cosa juzgada. Esto implica que son firmes y no cabe 

interponer recurso contra ellas. También impide que se pueda interponer otro recurso contra 

la misma norma por infracción del mismo precepto.  

En los fundamentos jurídicos de las sentencias el TC precisa sus preceptos y en 

ocasiones también el sentido de la norma impugnada para asegurar su constitucionalidad. 

Estos fundamentos vinculan a los poderes públicos.  

El fallo tiene efectos erga omnes, generales para los ciudadanos y poderes públicos.  

II. CUESTIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD  

1. Naturaleza  

 Este mecanismo de control de constitucionalidad ya se contemplaba en el art. 100 de la 

Constitución de 1931.  

 Este es un control en el que dos órganos jurisdiccionales colaboran ejerciendo distintas 

funciones: se inicia cuando el juez ordinario repara en la posible inconstitucionalidad de la ley 

que quiere aplicar en un determinado proceso, que queda en suspenso, y el Tribunal 

Constitucional finaliza el control determinando las consecuencias que el juez deberá aplicar 

para resolver el proceso pendiente.  

2. Legitimación  

 Sólo están legitimados los jueces y tribunales ordinarios que estén conociendo un proceso. 

Podrá interponer la cuestión de oficio o a petición de las partes.  

3. Objeto y parámetro  

 El objeto son las mismas leyes y normas con rango de ley impugnables en el recurso de 

inconstitucionalidad, aunque deben cumplir tres requisitos:  

 El juez tiene que dudar de su constitucionalidad.  

 La norma es la aplicable al caso que el juez esté conociendo.  De la 

validez de la norma depende el fallo.  
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En caso de normas preconstitucionales, el juez ordinario puede inaplicarlas 

directamente si considera que contradicen materialmente la Constitución.  

El parámetro de enjuiciamiento coincide con el del recurso de inconstitucionalidad.  

4. Plazo y procedimiento  

  La cuestión se podrá presentar una vez concluido el procedimiento y dentro del plazo para 

fallar.  

 El procedimiento comienza comunicando el órgano judicial a las partes y al MF su intención 

de impugnar la norma y sus razones. Les da audiencia para que en diez días formulen 

alegaciones. Estas alegaciones le sirven al órgano para conocer su opinión, pero también para 

obtener argumentos adicionales. Oídas las partes, toma su decisión en un auto definitivo e 

irrecurrible. Este mismo auto sirve para plantear la cuestión ante el TC. El auto debe señalar 

cuál es la norma infringida y la norma impugnada, los motivos que le hacen dudar, y acreditar 

que se trata de la norma aplicable y por qué de su validez depende el fallo.  

 En la fase de admisión a trámite, el TC comprueba los requisitos procesales y que no sea 

manifiestamente infundada. Sólo será inadmitida si se incumplen las exigencias de manera 

evidente. El auto de inadmisión, que será motivado, es recurrible en súplica.  

 La admisión es publicada en el BOE y las partes tienen quince días para personarse ante el TC 

y otros quince para formular alegaciones. También pueden alegar en el plazo de quince días el 

Congreso, el Senado el FG del Estado, el Gobierno si el objeto es una ley o norma con rango 

de ley autonómica, el ejecutivo y legislativo de esa comunidad. El TC dictará sentencia en 

quince días o, no más de treinta.  

5. Sentencia  

 El pleno del TC conoce las cuestiones de inconstitucionalidad que se haya reservado para sí; 

las demás las difieren a las salas.  

 El TC comunica la sentencia al órgano judicial que planteo la cuestión y este la notifica a las 

partes. El proceso se retoma y el juez, o tribunal ordinario lo resuelve aplicando o inaplicando 

la norma según el pronunciamiento del Tribunal.  

III. CONTROL DE TRATADOS INTERNACIONALES  

 Este es un control de constitucionalidad de naturaleza preventiva. El objeto son los mismos 

tratados internacionales impugnables en el recurso o en la cuestión, pero se lleva a cabo antes 

de que el Estado lo refrende y preste su consentimiento en obligarse, evitando así su entrada 

a nuestro ordenamiento.    

 El parámetro de enjuiciamiento es la Constitución y las normas del bloque de la 

constitucionalidad.  

 Los órganos legitimados para iniciar el procedimiento son el Gobierno, el Congreso a iniciativa 

de dos grupos parlamentarios o un quinto de diputados, o el Senado a propuesta de un grupo 

o de 25 senadores. Todos ellos son emplazados para que en un mes den su opinión.  

 El TC emite una declaración vinculante que, en caso de reconocer la inconstitucionalidad, 

conllevará la reforma de la Constitución o una renegociación del tratado. En la declaración, el 

TC puede extender su juicio y declarar inconstitucionales otros preceptos del tratado y puede 

basar su decisión en la lesión de otros preceptos constitucionales a los señalados en el 
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requerimiento. Esta declaración no es formalmente una sentencia, aunque tiene efecto de 

cosa juzgada y es erga omnes.  

IV. OTROS PROCEDIMIENTOS DE CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD  

1. Recurso previo de inconstitucionalidad contra proyectos de estatuto de autonomía y 

propuestas de reforma estatuaria.  

 El recurso previo contra proyectos de ley orgánica y de EEAA fue derogado a causa de su 

empleo abusivo por las minorías parlamentarias con fin dilatoria. La reacción a la STC 31/2010 

que declaraba inconstitucional la reforma del Estatuto de Cataluña, después de haber sido 

refrendada por el cuerpo electoral hizo que se volviera a incorporar en el art. 79 LOTC el 

mecanismo de control preventivo de proyectos de estatuto y propuestas de reforma 

estatutaria aprobadas por las Cortes.  

  La legitimidad coincide con los que pueden interponer recurso de inconstitucionalidad.  

 El plazo de interposición es de tres días desde la publicación del texto en el Boletín Oficial de 

las Cortes, quedando en suspenso la tramitación subsiguiente.  

  El procedimiento es igual al del recurso de inconstitucionalidad y debe ser resuelto 

por el pleno del Tribunal en un plazo improrrogable de seis meses.  

 La estimación obliga a las Cortes a suprimir o modificar los preceptos afectados por la 

inconstitucionalidad. La estimación no prejuzga decisiones futuras de control del Tribunal.  

2. Autocuestión de inconstitucionalidad en el marco de un recurso de amparo o de un 

conflicto en defensa de la autonomía local.  

  El recurso de amparo protege de los derechos fundamentales de los arts. 14 a 30 CE 

de lesiones provocadas por disposiciones y actos infralegales con origen en un poder público, 

no frente a leyes.  

 Si una sala o sección del TC considera que un amparo debe ser estimado porque la ley que 

aplica la disposición o acto infralegal también vulnera el Derecho, debe suspender el plazo 

para resolver el amparo y elevar el asunto al pleno.   

 Siguiendo la tramitación de la cuestión de inconstitucionalidad, dictará sentencia poniendo 

fin al amparo. Como el TC resuelve una duda sobre la ley que él mismo suscita, se denomina 

autocuestión de inconstitucionalidad.  

  

 Para la autocuestión vinculada a un conflicto en defensa de la autonomía local. Cuando el 

pleno resuelve afirmando en una sentencia que una ley o una norma con rango de ley estatal o 

autonomía infringe la autonomía local, tiene la opción de abrir contra la misma norma otro 

procedimiento, que tramitará como la cuestión.  

  

3. Control de constitucionalidad en el marco de un conflicto de competencia entre Estado y 

CCAA o entre estas entre sí.  

  

 El TC no puede activar una autocuestión de inconstitucionalidad si el mismo trae causa de una 

ley o de una norma con rango de ley estatal o autonómica que ha atribuido la competencia.   

 El conflicto de competencia se tramitará, de oficio o a instancia de parte, siguiendo el 

procedimiento del recurso de inconstitucionalidad.  
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 La sentencia se pronunciará sobre la titularidad de la competencia y si procede, declarará la 

inconstitucionalidad de la ley y la de aquel acto o disposición que la aplica o la desarrolla.  

  

4. Recurso contra las normas forales fiscales vascas.  

  

 El TC tiene conocimiento de los recursos y de las cuestiones suscitadas con carácter prejudicial 

por órganos jurisdiccionales contra normas forales fiscales. Se llevan a cabo igual que el 

recurso y la cuestión de inconstitucionalidad, aunque las Juntas Generales y las Diputaciones 

Forales participan en el trámite de alegaciones.  

  

Epílogo  

  

La integración de España en la UE ha incidido en distintos planos del control de las leyes y 

normas con rango de ley.  

 En primer lugar, los jueces ordinarios pueden inaplicarlas cuando contradigan el derecho 

válido de la Unión pro exigencia del principio de primacía, sin contar con el TC. También los 

jueces ordinarios son los principales interlocutores del TJUE.  

 En segundo lugar, los tratados internacionales que conforman el Derecho originario de la UE 

son controlables mediante el requerimiento previo, el recurso y la cuestión de 

inconstitucionales. El derecho derivado, no.  

 El Derecho europeo, originario y derivado, no es utilizado por el TC como parámetro, o parte 

del bloque de la constitucionalidad, pero es utilizado como parámetro interpretativo.  

    

  

  

    

Cápitulo XVII: Resolución de conflictos  

PRESENTACIÓN.  

La principal característica de los Tribunales Constitucionales es el control constitucional de las 

leyes, desde la creación del TC Austriaco pasando por el Tribunal de Garantías Constitucionales 

de la II República, todos pasan por la resolución de enfrentamientos por competencias.  

Para los vicios competenciales de una Ley o norma con rango de Ley el TC responde a través 

del recurso de anticonstitucionalidad, para normas inferiores se articula el llamado conflicto de 

competencia.  

Los conflictos por competencias en los que interviene el Tribunal Constitucional puedan darse 

entre el Estado y las Comunidades Autónomas, en controversias con entes locales, forales y 

órganos constitucionales.  

I. CONFLICTOS DE COMPETENCIAS ENTRE EL ESTADO Y LAS COMUNIDADES 

AUTÓNOMAS O DE ESTAS ENTRE SÍ.  

Estos conflictos pueden ser positivos (por invasión de competencias) o negativos (por ejercicio 

de competencias).  

1.- Conflictos Positivos.  

1.1.- Naturaleza  
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Se producen cuando el Gobierno del estado invade o menoscaba las competencias de una 

Comunidad Autónoma y viceversa por medio de una disposición, resolución, o acto SIN rango 

de ley, debe tratarse de un conflicto real y actual. Si se confirma que ha habido invasión o 

menoscabo de disposición, resolución o acto el Tribunal Constitucional puede anularlo.  

La naturaleza del conflicto es compleja, por un lado hay una parte concreta evidenciada en el 

interés subjetivo de reclamar una competencia que se cree usurpada o menoscabada; y una 

parte abstracta que se evidencia en la interpretación de normas de distribución competencias 

que fija la titularidad de la competencia o de como esta debe ejercerse.  

La naturaleza abstracta y el rango legal de la norma o acto en conflicto nos permiten 

diferenciar al conflicto de otro tipo de procedimiento y la relevancia constitucional radica en la 

interpretación de la norma ya que no debemos de aplicar de modo mecánico las normas de 

distribución competencial.  

1.2.- Legitimación.  

Pueden plantear el conflicto positivo el Gobierno estatal contra las Comunidades Autónomas o 

los órganos colegiados de estas contra el Gobierno estatal o contra otra Comunidad 

Autónoma.  

1.3.- Objeto y Parámetro.  

El conflicto competencial lo provocan disposiciones, resoluciones y actos con rango inferior a la 

Ley (si se confirma que es una ley la que provoca el conflicto deberá tramitarse como recuso 

de anticonstitucionalidad).   

Entendidas en sentido amplio las disposiciones incluirían las normas reglamentarias, las 

resoluciones a las circulares y las instrucciones a los comunicados y actos preparatorios ( de 

cualquier tipo incluidas las actuaciones sin respaldo normativo).  

1.4.- Plazo y Procedimiento.  

En los conflictos de competencia existen dos fases una extraprocesal (o de requerimiento) que 

se sustancia fuera del TC y otra procesal ante este.  

FASE EXTRAPROCESAL: El objetivo es que los litigantes resuelvan la controversia sin tener que 

llegar al órgano jurisdiccional. Esta fase es obligatoria  para las C.A. y potestativa para el 

Gobierno estatal. En ella uno de los órganos solicita un plazo de dos meses para que la parte 

contraria derogue o anule la resolución o acto que cree que lesiona o menoscaba sus 

competencias y si pasado un mes desde la recepción del requerimiento no se atiende la 

pretensión se dispone de un mes para plantear conflicto ante el T.C.  

FASE PROCESAL: Se inicia presentando escrito ante el T.C. en el mismo sentido, objeto, 

parámetro y motivos que en el requerimiento. Ni el planteamiento del conflicto ni la admisión 

a trámite genera suspensión de la instrucción, resolución o acto impugnado excepto si lo 

plantea el Gobierno estatal (en eses caso la suspensión es inmediata).   

El Tribunal dispone de 5 meses para decidir mediante auto si mantiene o levanta la suspensión 

valorando los perjuicios de difícil reparación, repercusión o intereses generales o particulares. 

Los ejecutivos autonómicos  pueden solicitar, fundamentándolo, la suspensión cautelar de la 

disposición, resolución o acto en litigio.   
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Los interesados recibirán notificación del planteamiento y admisión, medidas cautelares 

adoptadas. Demandados, coadyuvantes o terceros perjudicados disponen de 20 dias para 

presentar alegaciones.  

1.5.- Sentencia: Contenido y Efectos.  

El pleno de T.C. (o una de sus salas) dictará sentencia sobre el conflicto que pondrá fin al litigio 

y determinará si hay falta de jurisdicción, vicios procesales no advertidos en fase de admisión, 

pérdida del objeto etc.  

La sentencia declarará la titularidad de la competencia, propósito del conflicto y contenido de 

la resolución, su contenido será eventual dependiendo de la titularidad del recurrente o de que 

este veía menoscabada sus competencias modulando su aplicación si opera la cláusula de 

supletoriedad del Derecho estatal.  

Si se  declara la nulidad se determinará lo que proceda al respecto, situaciones de hecho o 

derecho creadas al amparo de las disposiciones, resoluciones o actos anulados porque  la LOTC 

no contempla la retroactividad de las sentencias de modo general  

2.- Conflictos negativos.  

2.1.- Naturaleza.  

Surgen de la discrepancia entre Gobierno del estado y C.A. sobre quién de ellos debe juzgar la 

competencia que provoca perjuicio a personas físicas y jurídicas. El T.C. debe proteger a 

instituciones y particulares afectados (si promueven el conflicto) pero la realidad es que son 

casi irrelevantes (solo han prosperado tres de todos los presentados).  

2.2.- Legitimación.  

- El Gobierno del estado si después de instar a una C.A. a que ejerza una competencia que 

le a su juicio le pertenece esta hace caso omiso.  

- Personas físicas y jurídicas interesadas que entiendan que sus pretensiones no son 

atendidas por las administraciones estatales o autonómicas por que estas se han considerado 

incompetentes para ello. Deberán plantearla mediante letrado y procurador. 2.3.- Objeto y 

Parámetro.  

El objeto que provoca el conflicto negativo es la controversia sobre la competencia. Tan 

importante es la  omisión de la competencia como la causa de la sustenta.  

2.4.- Plazo y Procedimiento.  

Como en el conflicto positivo hay dos partes (extraprocesal y procesal) con la misma 

intención.  

- Si el conflicto lo plantea el Gobierno estatal requerirá al órgano superior de una C.A. a 

que ejerza en el plazo de un mes una competencia que considera que le corresponde a esta, 

si pasado el mes la C.A. hace caso omiso el Gobierno Estatal puede activar el conflicto ante el  

T.C.  

- Si el conflicto lo plantea persona física o jurídica se presentará la pretensión ante un 

órgano de la administración estatal o autonómica, si esta lo desatiende por considerar 

expresamente que no le compete, se recurrirá ante el Ministerio o Consejería competente. 

Agotada la via administrativa sin éxito reiteramos la pretensión ante el órgano ejecutivo 

colegiado de la Administración estatal u autonómica competente a la que nos hayan remitido 
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y esta dispone de un mes para declararse competente o no. Si no se considera competente o 

no se pronuncia en el plazo de un mes ya podemos acudir al T.C.  

- El procedimiento es común para ambos presentada la pretensión se hará con la 

documentación que acredite haber realizado la fase extraprocesal con sus respectivas 

resoluciones, entonces el T.C. dispone de 10 dias para dictar auto de planteamiento de 

conflicto si se dan los requisitos formales para ello trasladando auto al interesado y a la 

administración que considere competente que tendrán, desde la recepción, 30 dias para 

presentar alegaciones, y finalizado este plazo el T.C. dispone de otro mes para resolver. 2.5.- 

Sentencia: Contenido y Efectos.  

- Para personas físicas y jurídicas una vez declarada cual es la administración competente 

se reabren los plazos administrativos para garantizar lo dispuesto ( a día de hoy no se ha 

admitido ningún conflicto, por lo que no se a dado este caso).  

- Si el interesado es el Gobierno estatal y la pretensión procede se insta a la C.A. para que 

ejerza la competencia en un plazo determinado.  

II. CONFLICTOS EN DEFENSA DE LA AUTONOMIA LOCAL.  

1.- Naturaleza.  

Los entes locales (ayuntamientos y provincias) no están legitimados en el proceso de control 

constitucional de las leyes por eso se articula este sistema para atender a la posible sesión de 

su autonomía.  

2.- Legitimación.  

- Provincias y municipios destinatarios únicos de una ley  

- Un número de municipios que supongan 1/7 de los existentes y representen a 1/6 de la 

población del ámbito territorial de la aplicación de la norma a impugnar.  

- Un número de provincias que sean la mitad de las existentes en el ámbito de aplicación 

representen a la mitad de la población oficial-  

- Los entes territoriales y forales de Canarias, Baleares, Vascos, Ceuta y Melilla.  

El inicio de la tramitación necesita el consenso plenario de cada corporación local por mayoría 

absoluta. Se solicita en un plazo de 3 meses desde la publicación dela ley con el dictamen 

preceptivo (aunque no es vinculante) del Consejo de Estado o del Consejo Consultivo de la C.A.  

3.- Objeto y Parámetro.  

El objeto es una Ley o norma con rango de Ley estatal o autonómica que lesione la autonomía 

local, el parámetro queda restringido a los preceptos constitucionales que se refieren a la 

autonomía local.  

4.- Plazo y Procedimiento.  

Se puede plantear el conflicto en el mes siguiente a la recepción del dictamen del Consejo 

Consultivo de la C.A. o Consejo de Estado. En el escrito se hará constar la  norma impugnada y 

fundamentar la pretensión. La admisión del conflicto no suspende por sí solo la norma 

impugnada ni se puede solicitar ello al T.C.  

El tribunal notificará a los interesados y traslada a los órganos legislativos y ejecutivos del 

Estado y C.A. para que en 20 dias se personen y realicen alegaciones, dictando sentencia a los 

15 dias siguientes.  
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5.- Sentencia: Contenido y Efectos.  

La sentencia declarará si hubo o no vulneración de la autonomía local y titularidad de la 

competencia así como sobre las situaciones de hecho o de derecho creadas por la lesión 

sustituida. La sentencia no se pronuncia sobre la nulidad de la ley o norma que si se 

comprueba su inconstitucionalidad se firmará en otra sentencia.  

III. CONFLICTO EN DEFENSA DE LA AUTOMÍA FORAL.  

Las diputaciones forales de Álava, Vizcaya y Guipuzcoa pueden plantear conflicto ante el T.C. 

por normas estatales con rango de Ley en los mismos términos que si se tratase de una C.A. 

por el procedimiento de conflicto positivo.  

IV. CONFLICTO ENTRE ÓRGANOS CONSTITUCIONALES.  

1.- Naturaleza.  

Para garantizar la división de poderes los conflictos de atribuciones tienen por fin resolver 

controversias reales (no hipotéticas) que se pueden suscitar entre órganos constitucionales.  

2.- Legitimación.  

Pueden ser planteadas por el Gobierno del estado, Congreso de los Diputados, Senado y el 

C.G.P.J. (si el Congreso y Senado estuvieran disueltos podrá plantearlo la Diputación 

Permanente de la Cámara).  

3.- Objeto y Parámetro.  

El objeto del procedimiento es la controversia de competencias originadas por una decisión de 

uno de los órganos constitucionales legitimados, extendiéndose al uso de una competencia 

propia que vulnere, impida, dificulte o condicione la competencia de otro órgano.  

Las competencias usurpadas o menoscabadas deber ser concedidas por la Constitución o Ley 

Orgánica.  

4.- Plazo y Procedimiento.  

El Pleno de los órganos  mencionados aprobará por mayoría la decisión de plantear el conflicto 

por usurpación o menoscabo de competencias (para el Gobierno del estado se considera 

órgano plenario el Consejo de Ministros).  

El órgano afectado dispone de un mes desde que se conoce la decisión para requerir al otro 

órgano que revoque la lesión indicándole que atribuciones ha infringido y si este no se retracta 

o reafirma se puede plantar el conflicto ante el T.C. al mes siguiente.  

La demanda tiene que concretar los preceptos constitucionales o legales vulnerados y las 

alegaciones pertinentes.  

El órgano requerido y los legitimados pueden plantear alegaciones en le plazo de un mes y 

el  

T.C. dispone de otro para 

resolver. 5.- Sentencia: 

Contenidos y Efectos.  

La  sentencia determinará a que órgano pertenece la competencia y declarará nulas las 

decisiones del menoscabo competencial.  

No cabe fin de conflicto por desistimiento o pérdida del objeto 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V. OTROS RECURSOS: IMPUGNACIÓN DEL ART 161.2 DE LA COSTITUCÓN 

ESPAÑOLA.  

El Gobierno estatal puede impugnar ante el T.C. resoluciones y normas sin fuera de ley 

autonómica en dos meses desde su publicación oficial o desde que tengan conocimiento de la 

misma.  

El motivo debe ser vicios procedimentales o materiales de inconstitucionalidad (sigue el 

proceso de tramitación de los conflictos positivos).  

La formulación de la imputación suspende la norma o resolución, el T.C. dispone de 5 meses 

para decidir en un auto levantar o ratificar la suspensión si no dicta sentencia antes.  

  

                                                              TEMA 18  

                            

                    EL RECURSO DE AMPARO CONSTITUCIONAL 

 

I. EL RECURSO DE AMPARO CONSTITUCIONAL EN EL SISTEMA DE PROTECCIÓN 

JURISDICCIONAL DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 

 1. La tutela de la jurisdicción ordinaria. 

        El art. 24.1 CE señala que “todas las personas tienes derecho a obtener la tutela 

efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e interese legítimos, 

sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión”. Entre esos derechos se 

encuentra los derechos constitucionales; el Poder Judicial es su guardián natural (STC 

115/1987). 

        Para los reconocidos en el art. 14 y en la Sección 1ª del Capitulo II del Titulo I (arts. 

15 a 29 CE), la Constitución establece un sistema reforzado de protección 

jurisdiccional: 

          1º Se establece un procedimiento especial de tutela ante la jurisdicción ordinaria, 

basada en los principios de preferencia y sumariedad, que se conoce como amparo 

ordinario o judicial (art.53.2 CE) 

          2º Establece el amparo constitucional, proyectado en ese mismo grupo de 

derechos (añadiendo el art.30.2 relativo a la objeción de conciencia) y que opera solo 

de forma subsidiaria, una vez agotada la vía ordinaria, incluidos los correspondientes 

recursos. Sino se agota la vía judicial previa dará lugar a la inadmisión del recurso de 

amparo constitucional. 

              El procedimiento ante la jurisdicción ordinaria, basado en los principios de 

preferencia y sumariedad, completa las previsiones constitucionales acerca de la 

tutela especifica de ciertos derechos.   
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a) La importancia de este mecanismo llevo a las Cortes constituyentes, aprobar un 

cuerpo normativo que estableció procedimientos breves y sencillos para los 

diferentes ordenes judiciales. Se hizo sobre la idea, de que la efectividad del 

reconocimiento de los derechos precisa una protección jurisdiccional apropiada, 

sin la cual no se convierten en realidad. La ley llevo por rubrica la de 

Protección jurisdiccional de los derechos fundamentales de la persona (ley 

62/1978), aprobada dos días antes que la CE. La LOTC, fue la que generalizo tal 

procedimiento, entendido como vía judicial previa a la interposición del recurso 

de amparo  

    

         La ley 62/1978 ha terminado siendo reemplazada por otros procedimientos 

previstos en leyes sectoriales, la ultima en el marco de la LECrim. En los diferentes 

ordenes jurisdiccionales existen procedimientos que permiten a los tribunales 

ordinarios otorgar la exigible protección rápida y eficaz (STC 81/1992) 

b) Atención singular merece entre estos procedimientos el incidente de nulidad de 

actuaciones del art. 241 LOPJ, que coincidió con una restricción del acceso al 

amparo constitucional. Con dicha reforma, se otorgó a los tribunales ordinarios 

una mayor capacidad para revisar las violaciones de derechos fundamentales, con 

la intención de que la actuación del TC fuera subsidiaria. El incidente de nulidad 

de actuaciones queda abierto excepcionalmente, por un plazo de veinte días, 

frente a resoluciones firmes, y podrán instarlo quienes fueran parte de un proceso 

o hubieran debido serlo, en los casos en que no hubiera podido denunciarse la 

supuesta vulneración de un derecho fundamental de los previstos en el art. 53.2 

CE antes de que hubiera recaído la resolución que puso fin al proceso y ya no 

cupieran recursos ordinarios o extraordinarios contra la misma. La competencia 

para tramitarlo y resolverlo corresponde al mismo juez o tribunal que dictó la 

resolución correspondiente. En palabras del TC, el incidente de nulidad de 

actuaciones asume de esta forma «una función esencial de tutela y defensa de los 

derechos fundamentales» (STC 34/2020). 

 

   2. La tutela del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 

        Agotadas las vías jurisdiccionales de protección de los derechos, es posible utilizar 

mecanismos de garantía de los derechos, en el ámbito supranacional. Se puede acudir 

al TEDH invocando la violación de los derechos protegidos en el CEDH hecho en Roma 

en 1950. Con la entrada en vigor del Protocolo núm. 11, en 1998, el Tribunal puede 

conocer de demandas directamente presentadas por personas físicas, organizaciones 

no gubernamentales o grupos de particulares que consideren que han sufrido la 

violación de alguno de e o derechos. 

        Las demandas se deben interponer agotadas las vías internas y en un plazo de 6 

meses a contar desde la resolución interna definitiva. Las sentencias del TEDH tienen 

carácter declarativo, pero obligatorio. Tras algunas condenas a España, se ha establecido 

un sistema para ejecutarlas a través del recurso de revisión, que permite la anulación de 
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sentencias firmes en los casos en que el TEDH hubiera declarado que fueron dictadas en 

violación de algunos de los derechos del Convenio, siempre que los efectos de la 

violación se mantengan y no puedan cesar de otro modo (art.5 bis LOPJ). 

         El parámetro de control no es el mismo, dado que los tribunales nacionales, operan 

con los derechos reconocidos en la Constitución y el TEDH con los derechos del 

convenio. Eso viene en parte determinado por el art. 10.2 CE, conforme al cual «la 

normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución 

reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos 

Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias 

ratificados por España», entre los que se incluye el CEDH. No es un artículo directamente 

invocable en amparo, sino ante un principio fundamental de interpretación de la 

Constitución (STC 23/2020). El constituyente con esta obligación de resultado «expresa 

el reconocimiento de nuestra coincidencia con el ámbito de valores e intereses que 

dichos instrumentos protegen, así como nuestra voluntad como nación de 

incorporarnos a un orden jurídico internacional que propugna la defensa y protección 

de los derechos humanos como base fundamental de la organización del Estado» (STC 

91/2000). 

          El TC acude así a la jurisprudencia del TEDH para interpretar los derechos 

fundamentales; la tiene en cuenta especialmente en las sentencias desestimatorias o de 

inadmisión, precaviéndose así frente a un eventual recurso ante este tribunal 

internacional. Por lo demás, el TC ha entendido que revisten especial trascendencia 

constitucional, de cara a la admisión de un recurso de amparo, los casos en los que la 

demanda se apoye en un cambio de interpretación de los derechos humanos por parte 

de sus órganos de garantía internacional, como es el TEDH (STC 155/2009). 

 

 II. NATURALEZA 

       El recurso de amparo constitucional es un instrumento extraordinario de protección 

de derechos subjetivos, pero también un instrumento de defensa objetiva de la 

Constitución. Posee, una doble dimensión: subjetiva y objetiva. Ya en sentencias muy 

tempranas (STC 25/1981) el TC subrayo que los derechos fundamentales, son 

«elementos esenciales de un ordenamiento objetivo de la comunidad nacional», que 

vive del ejercicio que los ciudadanos hacen de sus derechos. La acción de amparo sirve 

así «a un fin que trasciende de lo singular» (STC 1/1981). En palabras de Tomás y 

Valiente, en cada ocasión que el TC otorga el amparo solicitado no solo actúa en defensa 

del derecho de una persona en particular, sino que en paralelo actúa en defensa de la 

Constitución. 

     Tiene carácter subsidiario, en tanto que para plantearlo deben agotarse las vías 

procesales previas; se trata de un medio ultimo y subsidiario de garantía (STC 31/1981). 

Es un elemento esencial para garantizar la adecuada articulación entre la jurisdicción 

ordinaria y la constitucional, preservando el ámbito reservado al Poder Judicial y para 
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no desnaturalizar la función jurisdiccional propia de este mismo tribunal como 

interprete supremo de la Constitución (STC 112/1983). 

 

 III. LEGITIMACIÓN 

    La legitimación para interponer el recurso de amparo se establece en el propio texto 

constitucional. El art. 162.1.b) CE establece que están legitimado para interponerlo toda 

persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo, así como el Defensor del 

Pueblo y el Ministerio Fiscal. 

          a) En primer lugar está habilitada toda persona natural o jurídica que invoque un 

interés legítimo. Corresponde así al titular del derecho cuya violación se denuncia, pero 

también a personas que no son titulares de este, ya que, aunque la violación no se haya 

producido directamente en su contra, su círculo jurídico puede resultar afectado por la 

violación de un derecho fundamental (STC 131/2017). 

          b) Junto a esta legitimación subjetiva se dispuso una legitimación institucional en 

tanto que también pueden interponer este recurso el Defensor del Pueblo y el 

Ministerio Fiscal. 

       La legitimación del Defensor del Pueblo se conecta con su función de defensa de los 

derechos contenidos en el Título I de la Constitución (art. 54 CE). Apenas en una decena 

de ocasiones se ha interpuesto un recurso de este tipo, la mayor parte de ellos en sus 

primeros años de funcionamiento, solo tres en los últimos treinta años. En el caso del 

Ministerio Fiscal, cuya actuación tiene como misión promover la acción de la justicia en 

defensa de la legalidad, los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado 

por la ley (art. 124 CE), las cifras son más elevada. En general estas instituciones se han 

centrado en proteger los derechos de las personas pertenecientes a colectivos 

vulnerables.  

       En los supuestos en que el recurso es promovido por el Defensor del pueblo o el 

Ministerio Fiscal, se comunica este hecho a los posibles agraviados que sean conocidos 

y se anuncia en el BOE la interposición del recurso, por si hubiera otros posibles 

interesados (art. 46 LOTC). 

 

IV. ÁMBITO, OBJETO Y REQUISITOS 

1. Derechos protegidos. 

          El planteamiento de un recurso de amparo puede fundarse en la lesión de alguno 

de los derechos consagrados en la Sección 1ª del Capítulo II del Título I (arts. 15 a 29 

CE) junto con el derecho de igualdad (art. 14 CE) y la objeción de conciencia a las 

obligaciones militares (art. 30.2 CE). Debe existir una lesión real y efectiva del derecho 

que resulte imputable a un acto de los poderes públicos. 
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          El conjunto de derechos protegidos se interpreta en términos estrictos. No cabe 

recurso de amparo por violaciones que no se reconduzcan a este grupo de derecho. El 

TC ha ido delimitando este ámbito, excluyendo de alguno de los contenidos de lo arts. 

14 a 30 CE, al entender que no consagran verdaderos derechos subjetivos. Así ha 

sucedido, por ejemplo, con la previsión del art. 25.2 CE, en la que se señala que las penas 

privativas de libertad y las medidas de seguridad quedaran orientadas a la reeducación 

y reinserción social; el Tribunal ha entendido aquí que no estamos ante un derecho 

fundamental, sino ante un mandato al legislador para orientar la política penal y 

penitenciaria (STC 28/1988). Algo similar ha dicho respecto del deber de cooperación 

del Estado con la Iglesia católica y las demás confesiones recogido en el art. 16.3 CE o de 

las ayudas de los poderes públicos a los centros docentes (art 27.3 CE). Ha caracterizado 

otros contenidos como auténticos derechos fundamentales; por ejemplo, la autonomía 

de las universidades del art. 27.10 CE (STC 26/1987). 

        Entre todos los derechos susceptibles de recurso de amparo constitucional, es el 

derecho a la tutela judicial efectiva del art. 24 CE el que resulta más invocado, y, dentro 

de las garantías procesales del apartado 2 de dicho artículo, las más alegadas son el 

derecho a un proceso con todas las garantías y el derecho a la presunción de inocencia. 

En segundo lugar, se encuentra el derecho a la igualdad reconocido en el art. 14 CE. 

2. Actos impugnables y tipos de recurso 

 

A) El recurso de amparo puede interponerse cuando se ha producido una 

violación de los derechos y libertades protegidos originada «por 

disposiciones, actos jurídicos, omisiones o simple vía de hecho de los 

poderes públicos del Estado, las comunidades autónomas y demás entes 

públicos de carácter territorial, corporativo o institucional, así como de 

sus funcionarios o agentes» (art 41.2 LOTC). 

a) Encontramos una previsión del posible hecho originador de la 

vulneración, sobre la que ha habido una interpretación flexible por parte 

del TC, excluyendo decisiones interlocutorias o actos administrativos de 

mero trámite: el recurso habrá de plantearse sobre la resolución 

definitiva del asunto. 

b) El recurso de amparo no cabe frente a las leyes y normas con rango de 

ley; pero si ante los actos de aplicación de estas. Si el tribunal entendiera 

que un recurso de amparo debe ser estimado porque la ley que se aplica 

aun caso lesiona los derechos fundamentales, el TC debe plantear la 

autocuestión de inconstitucional y podrá declarar la inconstitucionalidad 

de la ley. Aunque los particulares no pueden impugnar directamente las 

leyes, pueden hacerlo indirectamente impugnando los actos de 

aplicación de estas. 

c) No puede solicitarse el amparo contra actos de los particulares que hayan 

podido lesionar los derechos fundamentales, pero si frente al acto del 

poder judicial que no ha amparado esa lesión. El TC ha entendido que 

cuando los poderes públicos no han reaccionado frente a la lesión de los 

derechos cometida por un particular, han descuidado su deber de 
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proteger los derechos fundamentales, e imputa la lesión del derecho al 

juez que no ha lo ha tutelado debidamente. Se acude al recurso técnico 

de una asunción judicial de la violación cometida en el marco de una 

relación inter privatos. 

 

B) En la LOTC se establecen diferentes tipos de recursos de amparo en 

función del origen de la violación denunciada. En primer lugar, se 

habilita la posibilidad de acudir a este recurso frente a las decisiones 

parlamentarias; en segundo lugar, frente a actos gubernamentales o 

administrativos; y, en tercer lugar, frente a decisiones judiciales. Junto 

a ello, la LOREG contempla los recursos de amparo electorales frente a 

la proclamación de candidaturas y candidatos y la de candidato electos. 

No es extraño que existan recursos mixtos, esto es, recursos frente a actos 

de distinto origen. 

a) Cabe así, la interposición de un recurso de amparo contra las decisiones 

o actos sin valor de ley emanados de las Cortes Generales o de las 

asambleas legislativas de las comunidades autónoma o de cualquiera 

de sus órganos (art. 42 LOTC).  

b)  Cabe plantear un recurso de amparo frente a violaciones de derecho y 

libertades que hayan sido provocadas por decisiones gubernativas o 

administrativas (art. 43 LOTC).  

c) La violación del derecho o libertad puede venir provocado por el acto 

u omisión de un órgano judicial (art. 44 LOTC). Debe denunciarse en 

el propio proceso antes de interponer el recurso de amparo. 

d) Los recursos de amparo electorales. Cabe la interposición de este 

recurso por parte de cualquier candidato excluido o por los 

representantes de las candidaturas (art.49 LOREG). También cabe la 

interposición de un recurso de amparo constitucional en un momento 

posterior, contra la proclamación de electos e incluso respecto de la 

proclamación de presidentes de las corporaciones locales (art.114 

LOREG). Aquí la legitimación atañerá a los candidatos que hubieran 

concurrido en la circunscripción. Previamente tendrá que haber 

agotado el correspondiente recurso ante la jurisdicción contencioso-

administrativa. Caben también recursos de amparo complejos o 

mixtos. 

 

3. Especial trascendencia constitucional 

             Tras la reforma de la LOTC de 2007 (Ley Orgánica 6/2007), para recurrir en 

amparo resulta necesario que se justifique la existencia una especial trascendencia 

constitucional en el recurso. Los derechos fundamentales se consideran tutelados por 

los jueces y tribunales ordinarios y el legislador entendió que cabía reservar la 

intervención del TC a los supuestos en los que se acreditara la concurrencia de una 

relevante dimensión objetiva del recurso. Su admisión y el pronunciamiento del TC 
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sobre el fondo del asunto solo procede, si este puede ser funcional al sistema 

constitucional de protección de los derechos en su conjunto y su resolución puede 

aportar algún elemento sustancial al mismo. Eso es lo que se sintetizó en la fórmula que 

exige que el amparo presente una específica y singular «trascendencia constitucional». 

El motivo de esta reforma fue la sobrecarga de recursos de amparo que sufría el TC. Se 

buscó con la reforma reducir la carga de trabajo del Tribunal, reduciendo los recursos 

admitidos a trámite; en expresión de García Roca, una situación de «elefantiasis» del 

amparo constitucional ponía en peligro la salud del resto del cuerpo de la jurisdicción 

constitucional. Ello no impide, que cada año sigan entrando miles de recursos de amparo 

en el registro del Tribunal. No tardó mucho tiempo el TC en ofrecer una explicación de 

los supuestos en que concurre una «especial trascendencia constitucional» (STC 

155/2009) 

 

      a) Existe tal trascendencia cuando el recurso de amparo plantee problemas o facetas 

de derechos fundamentales sobre los que no exista doctrina de TC. Lo mismo ocurre 

cuando existe doctrina, pero el TC planea modificarla o aclararla, sea por iniciativa 

propia, sea por las nuevas realidades sociales, o incluso por un cambio de doctrina de 

los órganos de garantía encargados de la interpretación de tratados y acuerdos 

internacionales en materia de derechos humanos.  

     b) Otro grupo de supuestos, surge cuando la doctrina del TC sobre el derecho alegado 

en el recurso esté siendo incumplida por la jurisdicción ordinaria de modo general y 

reiterado, o cuando haya resoluciones judiciales contradictorias sobre el derecho. O de 

forma particular, cuando un órgano judicial venga incurriendo en una negativa 

manifiesta del deber de acatamiento de la doctrina del TC. Se trata de asegurar la 

doctrina. 

     c) Se considera que tiene especial trascendencia constitucional la vulneración del 

derecho que provenga de una ley o de otra disposición de carácter general, cuya nulidad 

interesa por tanto establecer, una reiterada interpretación jurisprudencial de la ley que 

el TC entienda que pueda ser lesiva del derecho fundamental y considere necesario 

sustituir por otra interpretación conforme a la Constitución.  

    d)El Tribunal entiende finalmente que existe también esa especial trascendencia 

constitucional en los casos que, por su característica, trasciendan del caso concreto, bien 

por el planteamiento de una cuestión de relevante y general repercusión social o 

económica o porque genere consecuencias políticas generales, que el Tribunal 

ejemplifica, aunque in cerrarse a otros supuestos diversos, en el caso de determinados 

amparos electorales o parlamentarios. 

         En suma, la dimensión objetiva del recurso de amparo ha alcanzado un mayor valor 

incluso respecto de modelos con previsiones similares que la pudieron inspirar.  
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V. PROCEDIMIENTO 

1. Demanda, plazo y competencia. 

          a) La interposición del recurso de amparo se inicia mediante demanda. Las 

personas físicas o jurídicas otorgarán su representación a un procurador, debiendo 

actuar bajo la dirección de un letrado, aunque podrán comparecer por sí mismas para 

defender derechos o intereses propios quienes tengan el título de Licenciado en 

Derecho. En la demanda deben explicitarse con claridad los supuestos de hecho en que 

se basa, indicándose el artículo o artículos que se consideran infringidos y el amparo 

solicitado. Y debe argumentarse, la especial trascendencia constitucional que a juicio del 

recurrente reviste el caso. 

            b) Plazos para interponer el recurso de amparo, en función del acto que se 

recurra. 

                 - En los recursos de amparo electorales, el plazo es de 2 días, a contar desde la 

notificación de la resolución del juzgado de los contencioso-administrativo. En el caso 

de la proclamación de electos y de presidentes de las corporaciones locales el plazo es 

de 3 días. 

                  - Recursos que se dirijan contra presuntas violaciones provocadas por actos 

gubernamentales o administrativos, el plazo es de 20 días desde la notificación de la 

resolución que se dicte en el previo proceso judicial. 

                   - Frente a resoluciones judiciales, plazo de 30 días desde la notificación de la 

resolución. 

                  -Contra decisiones o actos sin valor de ley que emanen de las cortes o de las 

asambleas legislativas de las CCAA o de sus órganos, el plazo será de 3 meses desde la 

firmeza de la decisión o acto que se recurra. 

            c) El conocimiento de los recursos de amparo correspondió inicialmente a las 

salas del TC, aunque desde la reforma de la LOTC en 2007 se permite que también 

puedan corresponder a las secciones de cara a incrementar la capacidad de trabajo del 

Tribunal. Las salas pueden diferir así la resolución del recurso a alguna de sus secciones 

si para la resolución es aplicable la doctrina del TC. 

              Por otro lado, el pleno puede recabar para sí el conocimiento del recurso por su 

relevancia, a propuesta del presidente o de tres magistrados; asimismo también 

corresponderá resolver al pleno si la sala que lo está conociendo considera necesario 

apartarse de la doctrina constitucional. 

      2. Admisión a trámite 

         La admisión a trámite verifica el cumplimiento de todos los requisitos exigidos. 

Corresponde decidirla a las secciones y debe hacerse por unanimidad. Si la decisión 

sobre la admisión contara con mayoría de votos, pero sin existir unanimidad, la 

resolución sobre la misma corresponderá a la sala. Por su parte, la inadmisión deberá 
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concretar el requisito que no cumple la demanda y frente a ella cabe recurso de súplica 

por el Ministerio Fiscal. 

         La mayor parte de los recursos de amparo presentados ante el TC son inadmitidos 

a trámite. 

    Entre los motivos más frecuentes de inadmisión está la falta de agotamiento de la vía 

judicial previa. El recurso de amparo es un recurso subsidiario, y exige que, antes de su 

planteamiento se hayan agotado todas las vías y medios de impugnación previstos. El 

TC es riguroso en la exigencia de este requisito, pudiendo inadmitirlo por haberse 

interpuesto prematuramente el amparo, no haberse agotado los recursos, o no haberse 

interpuesto el incidente de nulidad de las actuaciones. 

    También se inadmiten cuando en la vía judicial previa no se ha invocado a tiempo la 

vulneración del derecho. La vulneración del derecho se debe denunciar desde que 

hubiera dado lugar a ello. 

    El demandante debe especificar la relevancia constitucional, sino lo hace también 

determinará la inadmisión del recurso. El TC se puede limitar a comprobar que quien 

plantea el recurso no ha justificado correctamente el cumplimiento del requisito 

(ausencia de justificación). Puede ocurrir que haya una justificación amplia y, sin 

embargo, el TC no considera adecuada, dando lugar a su inadmisión porque esta no 

resulta concluyente (insuficiente justificación). 

 

3. Suspensión y medidas cautelares 

        La interposición del recurso de amparo no supone la suspensión de los efectos del 

acto o de la sentencia impugnados, aunque puede decretarse una suspensión total o 

parcial por parte de la sala o sección que conozca del recurso de oficio a instancia del 

recurrente, si consideran que esa ejecución puede provocar un perjuicio que haga 

perder al amparo su finalidad. Esta eventual suspensión, de carácter excepcional, puede 

ordenarse cuando no provoque una grave perturbación a un interés 

constitucionalmente protegido o a los derechos libertades de un tercero.  La suspensión 

se aplicará, sobre la base de la «necesidad de preservar el interés general, de la garantía 

de la efectividad de las decisiones de los poderes público, del aseguramiento de la 

ejecución de las resoluciones dictadas por jueces y tribunales en el ejercicio de la 

potestad jurisdiccional» (ATC 130/2018). El objetivo final es lograr que se produzca un 

correcto equilibrio entre lo intereses del recurrente, los intereses generales de la 

sociedad los derechos de terceros (AT 61/2013). Cabe la adopción de medidas 

cautelares o resoluciones provisionales ante de resolver el caso.  

VI. SENTENCIA: CONTENIDO Y EFECTOS 

a) La mayoría de los recursos de amparo presentados suelen ser inadmitidos a trámite. 

Para los que si superan el trámite, lo normal es una finalización del recurso mediante 

sentencia, que será publicada en el BOE dentro de los 30 días siguientes a la 
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fecha del fallo. Así sucede con el desistimiento del recurrente, que el TC se limita 

a constatar. 

b) La sentencia denegará u otorgará el amparo solicitado (arts. 53 a 58 LOTC). Si se 

otorga el amparo, la sentencia podrá contener algunos de estos pronunciamientos: 

declaración de nulidad de la decisión, acto o resolución que genero la violación del 

derecho o libertad protegido, reconocimiento del derecho o libertad al recurrente. 

La estimación podrá ser total o parcial. Si la violación se produce después de que el 

derecho no haya sido debidamente protegido por una resolución judicial. 

Ordinariamente, serán los jueces o tribunales quienes deban emitir su nueva 

resolución, teniendo en cuenta la incidencia que tiene sobre el caso el derecho 

fundamental violado. Hay supuestos en que las resoluciones del TC no implican 

devolución de las actuaciones al órgano jurisdiccional para emitir nueva sentencia, 

sino que termina el caso.  

c) En lo casos en que una sala o sección estén conociendo de un recurso que entienden 

que debe ser estimado porque la ley aplicada en el caso lesiona derechos 

fundamentales o libertades, se elevara la cuestión al pleno, con suspensión del plazo 

para dictar sentencia. Antes de la reforma de la LOTC de 2007, la elevación de la 

llamada autocuestión de inconstitucionalidad era posterior a la estimación del 

amparo. La distinta naturaleza del recurso de amparo y de los instrumentos de 

control de constitucionalidad de las normas con fuerza de ley, se pone de manifiesto 

en el hecho de que el propio pleno también las planteará. 

d) Las partes pueden solicitar la aclaración de las sentencias dictadas en recurso de 

amparo. Si el proceso ha terminado mediante providencia o auto, puede proceder el 

recurso de súplica; aunque, en el caso de una providencia de inadmisión, el recurso 

de súplica solo podrá ser interpuesto por el Ministerio Fiscal. No caben recursos 

ante otros órganos jurisdiccionales nacionales (art. 93 LOTC). Cabe interponer una 

demanda ante el TEDH cuando el derecho esté garantizado por el CEDH. Pero dicha 

vía no es una vía de impugnación de la resolución del TC, sino una demanda contra 

el Estado por violación de los derechos reconocidos en el Convenio. 
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